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Santiago  de  Cali,  dieciocho  (18)  de  diciembre  de dos  mil  diecisiete.

Referencia : 76-111-31 -21-003-2015-00053-01
Solicitante:  CONSEJO  COMUNITARIO  DE  LA  CUENCA  DEL  RÍO

YURUMANGUÍ.

Opositor:  PACIFIC  MINES  S.A.S.  y  CLAUDIA  CONSUELO  DUSSAN
ÁNGEL

Proyecto    discutido    y    aprobado    en    Sala    Civil    Especializada    en
Restitución   y   Formalización   de   Tierras,   según   Acta    No.    79   del
dieciocho  (18)  de  noviembre  de dos  mil  diecisiete  (2017).

Proferir sentencia  de fondo  de  conformidad  con  lo  regulado  en  el
capítulo 111 del  Decreto  -Ley 4635 de  2011,  en  concordancia  con  los
artículos  79,  con  excepción  de  su  parágrafo  20,  85,  87,  88,  89,  90,
parágrafos  i°,  2°  y  3°  dei  gi,  92,  93,  94,  95,  96  y  102  de  la  Ley
1448 de  2011,  y demás normas complementarias.

1. Los hechos que fundamentan la solicitud fueron expuestos por
la       UNIDAD      ADMINISTRATIVA      ESPECIAL      DE       GESTIÓN       DE
RESTITUCIÓN  DE TIERRAS  DESPOJADAS,  en  adelante  UAEGRTD,  en
representación  del  CONSEJO COMUNITARIO  DE  LA CUENCA DEL RÍO
YURUMANGUI,  y  en  ellos  se  detallan   las  circunstancias  de  tiempo,
modo   y   lugar   en    las   que   se   sustenta    la    restitución    colectiva
deprecada,   se   detallan   los  elementos   relativos     al   vínculo  con   la
tierra,  la  calidad  jurídica  y  las  situaciones  de  violencia  enmarcadas
en   el   conflicto   armado   interno   que,   según   lo   expuesto,   fueron
consecuencia  de  la  omisión  estatal  y  la  inseguridad jurídica  del  título
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colectivo;    los   sucesos   narrados   se   distribuyen   en   tres   grandes
grupos,  que se describieron  así:

1.1.   En  cuanto  a   los  hechos  victimizantes  perpetrados  dentro  del
marco    generalizado    de    violencia,    el    polo    activo    plantea    dos
subgrupos,  el  primero,  respecto  a  aquellos  que  son  atribuibles  a  los

grupos armados al  margen  de  la  ley y,  el  segundo,  el  de  los sucesos
imputables   a   operaciones   militares   y   enfrentamientos   entre   el
Ejército   Nacional   y  subversivos  que,   de   igual   manera,   generaron
menoscabo    a    la    integridad    física,    moral    y    cultural    del    grupo

poblacional.

1.1.1.  Sobre  los  hechos  atribuibles  a  grupos  armados  al  margen  de
la  ley, aduce la  parte demandante que en  los años 80  hizo presencia
esporádica   el   Sexto   Frente  de   las   FARC,   que  tenía   su   centro  de
operaciones   en   el   Alto   Naya,   circulación   por   ese   territorio   que

permitió   posteriormente   el   afianzamiento   de   esa   guerrilla   en   la
década  de  los  90,  a  través  de  su  relación  con  las  bases  sociales  de
las  comunidades  rivereñas.  Con  simultaneidad  se  dio  el  tránsito  del
M-19  y del  Frente José  María  Barrera  del  ELN.

Entre  los  años  1998  y  1999,  la  guerrilla  de  las  FARC,  predominante
en   la   zona,   restringió   la   circulación   de   los   miembros   del   equipo
técnico    que    recolectaba    información    para    solicitar    la    titulación
colectiva   del   territorio,   en    la    parte   alta   de   la   cuenca   del    Río
Yurumanguí  que  hace  parte  del  Parque  Nacional  Natural  Farallones
de  Cali;  entre  tanto,  algunos  líderes  comunitarios  como  ROLANDO
CAICEDO,   DALIA   MINA   y   JORGE   ARAMBURO   (NAKA   MANDINGA)

fueron amenazados y estigmatizados por las Autodefensas Unidas de
Colombia -AUC, grupo que los señaló de ser el concejal, la enfermera

y el  ideólogo de  la  subversión,  respectivamente.

En  el  año  2000,  época  en  que  se  dio  la  ad]-udicación  del  territorio
colectivo    por    parte    del    INCORA    (Hoy   AGENCIA    NACIONAL    DE
TIERRAS  -ANT),  a  través  de  Resolución  No.1131  del  23  de  mayo,
se  perpetró  un  atentado  contra  el  señor  JORGE  ARAMBURO  (NAKA
MANDINGA),      representante      legal      del      Consejo      Comunitario,
acontecimiento   en   el   que   resultaron    masacrados   siete   de   sus
familiares.    Por    esos    eventos,    en    octubre    de    2003    la    Corte
lnteramericana  de  Derechos  Humanos  -  CIDH  -  decretó  medidas
cautelares en su favor, consistentes en solicitar al  Estado colombiano
la  adopción  de  estrategias  que  permitan  la  protección  de  su  vida  e
integridad,  y  que  se  adelanten  las  acciones  tendientes  a  investigar
los hechos y a  que terminen  las amenazas.
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Ante   los   sucesos   desatados   la   comunidad   decidió   evitar  dirigirse
hacia  Buenaventura  por el temor a  ser estigmatizados o asesinados,
pues los paramilitares los acusaban, como se dijo en  precedencia, de
colaborar      con       la      guerrilla;       situación      que      incidió      en      el

quebrantamiento   de   los   lazos  familiares  y  de   la   relación   campo-
poblado,   que   a    la    postre   fue   la   génesis   de   su   confinamiento,
materializado  en  la  obligación  de  permanecer  en  un  solo  lugar,  con
la  consecuente  restricción  de su  movilidad.

®
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.  Ese   panorama   de  violencia   hizo   que   el   Proceso   de   Comunidades
Negras    (PCN),    Ia    Asociación    de    Afrocolombianos    Desplazados

(AFRODES)    y    otras    ONG,    promovieran    una    serie    de    alertas
humanitarias,  para  llamar  la  atención  sobre  la  presencia  y  posible
incursión   paramilitar   en   la   zona.   Entre   las   señales   de   alerta   se
destacan   aquella   que   emitiera   en   diciembre   de   2000   el   PCN   y
AFRODES,     a     través     de     diversos     medios     de     comunicación,
denunciando   la   proclama   que   hicieran   las  AUC   de   perpetrar   una
masacre  navideña  a  lo  largo  de  los  ríos  Naya,  Ca].ambre  y  Raposo,
hecho  que,   según   el   comunicado,   empeoraría   la   situación   de   las
comunidades que  habitan  las cuencas de aquellos afluentes.

La  parte solicitante  resalta también  las alertas tempranas expedidas

por la  Defensoría  del  Pueblo en  diciembre de  2000  y enero de  2001,
citadas como  referencia  dentro de  la  sentencia  que decidió  la  acción
de  grupo   promovida   contra  el   Ministerio  de   Defensa  y  el   E].ército
Nacional,  proferida  por el Consejo de Estado el  15 de agosto de 2015,

por la  masacre de EI  Naya, acto violento que significó el otorgamiento
de medidas cautelares en favor de las comunidades del Alto Naya por
parte de  la  Comisión  lnteramericana  de  Derechos  Humanos.

En    abril    de    2001,    durante    el    trayecto    entre    Yurumanguí    y
Buenaventura  una  lancha fue atacada  por los paramilitares,  pero sus
ocupantes   lograron   escapar,   no  obstante  al   día   siguiente   resultó
muerto   Ramón  Valencia,   luego  de   una  disputa   entre  jóvenes  del
territorio y subversivos de  las AUC.

Los  pobladores  de  la  vereda  Juntas,  la  más  habitada  del  CONSEJO
COMUNITARIO  DE  LA CUENCA DEL RÍO YURUMANGUíí,  abandonaron
temporalmente    sus    viviendas    y    suspendieron    sus    actividades
económicas,  culturales,  políticas y tradicionales debido al  temor que
les causó la  masacre del  Río Naya, ocurrida entre el  7 y el  13 de abril
de 2001  a  manos del  Bloque Calima,  en  la  que  perecieron  más de 30

í  Para  el  año  1999  un  total  de  107  familias,  según  la  ``Tab/a  J.  Conso//.dado  de/
censo de  población  del territorio ancestral   del  Río Yurumanguí en  el  año  1999".
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personas   y   se   produ].o   el   desplazamiento   de   otras   3000.   Unas
semanas después,  73  paramilitares fueron  capturados.

Después de  la  masacre,  Ias comunidades,  sus autoridades y las ONG
cercanas a  los  procesos organizativos continuaron  realizando alertas
humanitarias,  entre  las  que  se  cuenta  i)  aquella  efectuada  el  18  de
abril   de   2001,   liderada   por  la   ONG   Minga,   mediante   la   cual   se   le
comunicó   al   comandante   de   la   Tercera   Brigada   del   Ejército   la
intención   de   los   paramilitares   de   llevar  sus   agresiones   hacia   las
comunidades  del  Río Yurumanguí;  y  ii)  la  que  se  dio  a  conocer el  25
de  abril  de  2001  en  un  Consejo  Departamental  de  Desplazados  en
Buenaventura,  debido a  las amenazas cernidas sobre el  territorio de
Yurumanguí.

El  29  de  abril  de  2001,  paramilitares  del  Bloque  Calima  llegaron  a  la
vereda  EI  Firme  y  luego  de  obligar  a  sus  habitantes  a  salir  de  sus
casas,  seleccionaron  a  ocho  de  sus  integrantes  para  decapitarlos  y
descuartizarlos,    no   sin   antes   robar   las   pertenencias   de   varios
pobladores y acceder carnalmente a  una  mu].er.  Este  hecho  provocó
el    abandono    permanente    de    la    vereda    y    originó    también    la
desaparición  de la comunidad de  EI  Firme, el desplazamiento forzado

y   abandono   parcial   de   las   veredas   el   Barranco,   Veneral   y   San
Antonio,   y,   en   general,   de   las   demás   veredas   pertenecientes   al
CONSEJO  COMUNITARIO  DE  LA  CUENCA  DEL  RÍO  YURUMANGUÍ.

En   ].unio   de   2001,   por   un   enfrentamiento   entre   paramilitares   y
miembros de  las  FARC,  cuya  consecuencia  fue  el  desplazamiento  de
la  población  de  la  vereda  EI  Encanto,  que  según  lo  narrado  por  la

parte  demandante,   a   la  fecha  cuenta  tan  solo  con  el   20°/o  de   la
población  que  tenía  para  el  año  2001,  lo  anterior  por  cuanto  todas
aquellas   situaciones   sucedidas   en   el   marco   del   conflicto   armado
interno  permearon  directa  e indirectamente a  sus habitantes.

El  día  19  de  abril  del  año  2005  se  presentó  uno  de  los  hechos  más
divulgados en  desarrollo del  conflicto,  aquel  conocido como ``Masacre
de Pun£a/ de/ Esfe -Buenavenfura",  en  la  cual  un  total  de  12 ].óvenes
fueron asesinados, tras haber sido sacados de sus casas con engaños
y encontrados dos días  después flotando en  el  Río  Las Vegas,  casco
urbano del  municipio de  Buenaventura,  con claras señales de tortura
e  impactos de arma  de fuego.

EI  20 de mayo de 2010  un infante de marina  resultó muerto y cuatro
más  mutilados,  al  caer  en  un  campo  minado  ubicado  en  la  vereda
Veneral  del  Carmen,  cercana  al  Río  Yurumanguí.   La  Defensoría  del
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Pueblo   en   su   visita   a   esa   localidad   se   refirió   al   temor   de   sus
habitantes  por esa  situación  y el  desplazamiento que ello  produjo.

1.1.2.  En  cuanto  a  los  hechos  acaecidos  como  consecuencia  de  las
operaciones militares y los enfrentamientos entre el  Ejército Nacional

y  los grupos.armados al  margen  de  la  ley,  los solicitantes  resaltaron
una   pluralidad   de  eventos  que,   según   su   dicho,   habrían   causado
menoscabo a  sus bienes y generado desplazamientos,  así:

Entre   los  días   23   al   30   de   agosto   del   año   2003   se   presentaron
intensos  enfrentamientos  entre  el  Ejército  Nacional  y  la  Guerrilla  de
las   FARC,   Ia   fuerza   pública   recibió   el   apoyo   de   helicópteros   que
sobrevolaron  la  vereda  Veneral  a  baja  altura,  generando  heridas  a
una persona y daños en los techos de las viviendas del caserío. Como
consecuencia   de   aquellos   hechos,   un   número   indeterminado   de

personas abandonaron  el  lugar.

EI 4 de mayo de 2005,  helicópteros del  E].ército hicieron  presencia en
las  veredas  de  San  Jerónimo  y  San  José,  para  adelantar operativos
tendientes  a  destruir  campamentos  de  la  guerrilla  de  las  FARC,  en
desarrollo   de   dichas   actividades,   Ianzaron   ráfagas   de   fusil      que

generaron   deterioro   a   los   inmuebles   de   los   moradores,   también
realizaron  allanamientos  a  las viviendas  de  los  civiles  que  se  habían
desplazado   como   consecuencia   de   los   combates;   aunado   a   ello,
según    informa   el   ente   encargado   de   la    representación   de   los
reclamantes,  los  militares saquearon y  robaron  muebles y enseres a
las familias,  situación  que  evidenciaron  al  momento  de  su  retorno  y
los  llevó a  reclamar al  comandante de  la  operación.

Desde  el  día   26  de  noviembre  de  2006,  se  dio  inicio  a   un   nuevo
operativo,   esta   vez  de  4   días.   Los   pobladores  de   la   vereda   San
Jerónimo,   ante   el   temor  de   ser  víctimas   del   fuego   cruzado,   se
refugiaron en sus casas, cuyas estructuras sufrieron averías mayores
cuando fueron  lanzados dos artefactos explosivos cerca del  poblado.

Se dice en  la demanda que la dureza del conflicto fue de tal  magnitud

que  el  15  de  marzo  de  2010,  una  acción  del  Ejército  provocó temor
en  los  habita.ntes de  la  vereda  La  Primavera,  quienes se desplazaron
hacia    EI    Papayo,    en    procura    de    evitar    quedar    inmersos    en
hostigamientos    y/o    enfrentamientos,    hecho    que    ocasionó    una
limitacjón  a  su  derecho  a  la  participación  política.

En   mayo  del   mismo  año,   Ia  fuerza   pública   sobrevoló  la  vereda   El
Aguila,   durante   ese   acto   se   realizaron   disparos,   se   destruyeron
cultivos  y  fueron  capturados  4  miembros  del  Consejo  Comunitario.
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Sobre  estos  hechos se  pronunció  la  Defensoría  del  Pueblo,  poniendo
de  presente  el  miedo  de  la  población  por  las  posibles  capturas  y  la
dificultad  que  les generó  para  cultivar la  tierra.

El  20 de octubre de  2011, fecha en  la  cual fue abatido alias `WÍ.ncho",
se efectuaron  bombardeos entre los ríos Yurumanguí y Naya, y cerca
de  la  vereda  San  Antoñito,  generándose  con  ello  el  desplazamiento
de   las   comunidades   y   perjudicándoles   su   producción   agrícola   y

pesquera.

Igualmente  en  2011,  una  incursión  del  e].ército  en  el  antiguo  aserrío
de Veneral causó graves daños en la  planta, de].ando a  los habitantes
de  la vereda  sin  energía  por varios meses.

A través  de  la  Resolución  No.  1840  del  15  de  noviembre  de  2013  el
Ministerio   del   lnterior,   aceptó   la   solicitud   de   protección   de   los
derechos territoriales de  las comunidades  pertenecientes al  Consejo
Comunitario Yurumanguí,  mediante  la  Ruta  Étnica  de  Protección.

A  finales  del  año  2014  presuntamente  un   helicóptero  del   E].ército
Nacional,  en  operativo  contra  la  guerrilla,  sobrevoló  la  vereda  San
Antonio,  realizando  disparos  indiscriminadamente,

Los     hechos     antes     relacionados     trajeron     como     resultado     el
desplazamiento forzado de la  población  hacia  otras veredas e incluso
hasta    Buenaventura,    situación    que    provocó    el    abandono    y/o
confinamiento  temporal   o   definitivo   de   los   poblados,   así  como   la
resignación   de   sus   prácticas   tradicionales   y   el   ejercicio   de   sus
derechos étnicos territoriales.

1.2   Sobre   los   hechos   relativos  a   las  afecciones  generadas   por  la
inseguridad ].urídica  del  título  colectivo,  que  según  lo  plasmado en  la
demanda  son  consecuencia  de  la  omisión  del  Estado de su  deber de:
i)  inscribir  la  Resolución  727  de  1969,  a  través  de  la  cual  el  INCORA

(Hoy   AGENCIA   NACIONAL   DE   TIERRAS)   declaró   la   extinción   del
derecho    real    de   dominio   de    los   inmuebles   Yurumanguí,    Naya,
Ca].ambre  y  San  Juan  de  Micay,  algunos  de  los  cuales  se  hallaban
superpuestos con  el área  del título colectivo actual;  y ii)  "/a rea/Í.zací.Ór7
del  registro  catastral  del  título  colectivo  con  impresiones  conforme  a  los
datos de adjudicación del  proceso de titulación colectiva".

Al  respecto,  el  polo  activo  sostiene  que  el  CONSEJO  COMUNITARIO
DE  LA  CUENCA  DEL  RÍO  YURUMANGUÍ  ha  ocupado  ancestralmente
el  territorio  del  afluente  del  mismo  nombre,  y  su  constitución  como
consejo comunitario data de octubre de  1998, conforme los artículos
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50  de  la  Ley  70  de  1993  y  los  artículos  30  y  siguientes  del  Decreto
Reglamentario    1745   de    1995;   sin   embargo,   se   precisa   que   la
comunidad    contaba    con    un    proceso    organizativo    denominado
Asociación     Popular    de    Negros    Unidos    del     Río    Yurumanguí    -
APONURY.

®
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En  1999  inició  el  proceso  de titulación  colectiva,  y en  el  año  2000,  el
entonces  INCORA,  emitió  la  resolución  de  adjudicación  respectiva  a
favor  de  las  veredas:   EI  Encanto,  EI  Firme,  Barranco  de  Reyes,  La
Primavera, Veneral  del  Carmen,  Papayo,  San  Antonio,  San  Miguel,  EI
Águila,    San   Jerónimo,    San   José,    San   Antoñito   y   Juntas,   acto
administrativo  que  fue  inscrito  en  el  folio  de  matrícula  inmobiliaria
No.  372-34758  de  la  Oficina  de  Registro  de  instrumentos  Público  de
Buenaventura;   a   pesar  de   lo  anterior,   no  fue   posible  efectuar  el
registro  catastral  del  predio,  habida  cuenta  que  el  titulo  colectivo  se
hallaba superpuesto con tres inmuebles de propiedad  privada, tierras
sobre  las  cuales  recaía  un  proceso  de  extinción  de  dominio,  hecho

que    sólo    se    conoció    con    ocasión    del    trámite    administrativo
adelantado a  instancia  de  la  UNIDAD  DE  RESTITUCIÓN  DE TIERRAS,
toda  vez que  la  situación  de violencia  padecida  y el  confinamiento al

que   habían   sido   sometidos   los    líderes   comunales,    impidió   que
pudieran   enterarse   de   la   situación  jurídica   que   pesaba   sobre   su
territorio,  condición  que  inicialmente fue  conocida  por el  IGAC,  pero

que fue controvertida  por el  INCORA,  ente que  informó que a través
de  la  Resolución  No.  00727  de  enero  de  1969  se  había  declarado  la
extinción  del  derecho de dominio de  los  predios Yurumanguí,  Naya  y
Ca].ambre,  sin  que  se  hiciera  el  registro  de  la  extinción  de  marras  y
del  título catastral  colectivo.

El   escenario   expuesto,   dicen   los   solicitantes,   ha   motivado   a   los
herederos  de  quienes  decían  ser  propietarios  a   realizar  diferentes
negocios  jurídicos  sobre  el   territorio,   dividiéndolo  en   tres   partes:
Santa  María -372-0025052-, La Esperanza -372-0025053-y San  Luis
-372-0025054,  y cuya  propiedad  aparece  registrada  a  nombre de  la

sociedad  PACIFIC  MINES  S.A.S.

En   febrero   y   ].ulio   de   2013,   PACIFIC   MINES   S.A.S.    postuló   dos

propuestas  de  concesión  minera  sobre  un  área  que  se  ubica  dentro
del  territorio  colectivo  solicitado  en   restitución,   solicitudes  que  se
encuentran vigentes y sobre  las cuales no se  ha  realizado el  proceso
de consulta  previa.

Esta  situación  ha  puesto  a  la  comunidad  en  riesgo  de  despojo,  por
cuanto  i)  existen  negocios jurídicos  realizados con  posterioridad  a  la
extinción    de   dominio;    ii)    aparece    PACIFIC    MINES    S.A.S.    como

Referencia : 76-111-31-21-001-2015-00053-00
Solicitante:  CONSEJO COMUNITARlo  DE  LA CUENCA DEL  RÍO YURUMANGUÍ

Opositor:  PACIFIC  MINES  S.A.

Magistrado: Carlos Alberto Tróchez Rosales



8

presunto  copropietario  de  los  predios  extintos;  y  iii)  se  encuentran
vigentes solicitudes de titulación  minera.

Se  resalta  con  la  solicitud  que  el  acto  administrativo  que  declaró  la
extinción  de  dominio,  delimitó  el  territorio  colectivo  excluyendo  las
tierras  de  los  descendientes  del   señor  JOSÉ   MANUEL  RODRÍGUEZ
CÁRDENAS,  no  obstante,  durante  el  trámite  de  titulación  careció  de
acreditación   la   calidad  jurídica   de  aquellos,   por  lo  que   se  estimó

procedente    la    adjudicación    a    favor    del    Consejo    Comunitario,
titulación  que  se  materializó  en  mayo  del  año  2000  y  se  encuentra

provista  con  la  presunción  de  legalidad.

En  2007  se  registró  la  Resolución  No.  480,  expedida  por  el  Comité
Municipal   de  Atención   a   la   Población   Desplazada   por  la  Violencia,
limitando  el  dominio  del  bien  deprecado  por declaratoria  de  zona  de
desplazamiento  forzado.  Aunado  a   lo  antedicho,  sobre  los  predios

que hoy aparecen  registrados a  nombre de  PACIFIC MINES  S.A.S.  se
encuentra  inscrita  como  medida  cautelar  por  la  presunta  comisión
del delito de estafa,  Ia suspensión del  poder dispositivo de los bienes,
como  consecuencia   de  denuncia   instaurada   por  los  herederos  de
LEOPOLDO  DUSSAN  ARROYO.

La   parte   demandante   afirma   que,   producto  de   la   recolección   de
información  se  pudo  constatar  un  error cartográfico  del  territorio,  si
se  compara  la  información  que  sobre  el  punto  reposa  en  el  IGAC  y
los datos que  reporta  el  otrora  INCODER.

1.3.  El  último de los tres grandes puntos descritos en el  libelo genitor
tiene  que  ver  con  los  hechos  generados  por  causas  indirectas  del
conflicto armado  interno,  entre ellas se encuentran:

1.3.1.   Cultivos  ilícitos:   actividad   que  según   narran   los  solicitantes
apareció  en   los  años  90  y  cuya   amenaza   hizo  que  la   comunidad
declarara  al  territorio  como  libre  de  cultivos  ilícitos  en  el  año  2002,
sin  embargo,  entre  los  años  2004  y  2005  vuelve  a  posicionarse  la

plantación  de  coca  en  la  zona  ba].a  del  rio.

En  2007  se  realizó  una  jornada  de  erradicación  manual  de  cultivos,
sin  la  ayuda  del  gobierno  nacional  y  departamental.  Por  ese  hecho
varios líderes fueron  ob].eto de amenazas.

Se   hizo   referencia   en   el   mismo   sentido   a   las   fumigaciones   con

glifosato,  cuya  actividad  afectó  los cultivos y ocasionó  problemas de
salud  en   los  pobladores.
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1.3.2.  Minería  ilegal:  actividad  que  según  se  manifiesta,  ha  tratado
de introducirse más de seis ocasiones durante los últimos años,  pero
que   encontró   resistencia   gracias  al   mandato   de   la   Asamblea   del
Conse].o  Comunitario,  ente  que   rechaza  su   práctica   legal   o   ilegal.
Hechos  ocurridos  en   2010  y  2014,   dan   cuenta   del   repudio  de   la
comunidad hacia esa práctica y de las amenazas y señalamientos que
su  actitud  les  ha  ocasionado.

®

®

2.   Con   base   en   la   afirmación   de   los   hechos   relacionados   en   el
numeral   anterior,   el   Consejo   Comunitario   de   la   Cuenca   del   Río
Yurumanguí procedió a  formular las siguientes pretensiones:

2.1.   Que  se   reconozca   la   existencia   de   los  daños  y  afectaciones

padecidas  por las  comunidades  integrantes  del  Conse].o  Comunitario
de  la  Cuenca  del  Río  Yurumanguí,  con  ocasión  del  conflicto  armado
interno,  así como  garantizar el  derecho fundamental  a  la  restitución
de tierras y derechos territoriales que le asiste a dichas comunidades,
derechos vulnerados  por el  conflicto armado,  los factores vinculados
y    subyacentes,    generados    por    el    abandono,    confinamiento    y
afectaciones ambientales de su  entorno territorial.

2.2.  Que se ordene a  la  Oficina  de  Registro de lnstrumentos  Públicos
del  circuito  que corresponda,  Ia  inscripción  de  la  Resolución  0727  de
enero    20    de    1969    del    INCORA    (Hoy   AGENCIA    NACIONAL    DE
TIERRAS),  en  los folios de  matrícula  inmobiliaria  No.  372-8311,  372-
2552,  372-2553  y 372-2574.

2.3.    Se   decrete   la   inexistencia   de   todos   los   negocios   jurídicos
realizados  sobre   los   predios  citados,   que   hayan   tenido   lugar  con

posterioridad   al   20   de   enero   de   1969,   en   especial   los   negocios
].urídicos  contenidos  en  las  escrituras  públicas  2640  de  mayo  15  de
1996 de  la  Notaría  Novena  de Cali,  00073  de enero  17 de 2011  de  la
Notaría  Cincuenta  y  Dos de  Bogotá y 00072 de enero  17 de 2011  de
la  misma  Notaría  de  Bogotá.

2.4.  Se  ordene  al  INCODER  (Hoy  AGENCIA  NACIONAL  DE  TIERRAS)
o a  la  Unidad  Nacional de Tierras Rurales -UNAT -iniciar los trámites
administrativos  pertinentes,  con  base  en  el  artículo  s  de  la  Ley  200
de  1936,  para que se decrete la extinción del derecho de dominio ``de
los  predios  que  conforme  a  la  resolución  727  de  1969  que  se  menciona
como  propiedad  del  se~nor JOSE  MANUEL  RODRIGUEZ  Y  CARDENAS  o  sus
herederos,   predios   que   quedan   a   mano   derecha   de   bajada   desde   la

quebrada  de  Las  Ánimas  hasta  la  quebrada  San  Bárbara",  para  eJ  caso
que dicho  predio se encuentre  ubicado al  interior del  título colectivo,
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toda  vez  que  dichos  descendientes  no  e]-ercen  ni  han  e]-ercido  actos
de señores y dueños.

2.5.  Se  ordene  al  IGAC  cancelar  de  sus  bases  de  datos  las  fichas

prediales  correspondientes  a  los  bienes  inmuebles  identificados  con
los  folios  de   matrícula   inmobiliaria   372-0008-311,   372-0025-052,
372-0025-053  y  372-0025-054,  con  números  prediales  00-02-00-
00-0010-0032-0-00-00-0000,        00-02-00-00-0010-0030-0-00-00-
0000  y  00-02-00-00-0010-0031-0-00-00-000,  ``/os  cua/es ref/ejan  e/
traslape de los predios de los cuales ya se realizó la extinción de dominio" .

2.6.    Se    ordene    al    IGAC   que    proceda    a    rectificar   los   errores
cartográficos  y  establezca  los  límites  de  la  cuenca  de  conformidad
con    la    Resolución    1131    de    2000    del    INCORA    (Hoy    AGENCIA
NACIONAL  DE TIERRAS).

2.7.   Ordenar  a   la  AGENCIA  NACIONAL  DE  MINERÍA,  suspender  los
trámites       de       solicitud       de       concesión       minera       Formulario
10201208281656,         Expediente        OG4-13281         y         Formulario
10201208281656,  expediente  OG2-11282  los  cuales  se  encuentran
dentro  del  área  del  territorio,  de  la  empresa  PACIFIC  MINES  S.A.S.

2.8.  Que  se  ordene  al  MINISTERIO  DEL INTERIOR dar  prioridad  a  la
consulta    previa    para    la    implementación    del    Plan    lntegral    de
Reparación  Colectiva,  toda  vez que  aquel  trámite  no  se  ha  apegado
a  los cronogramas establecidos.

2.9.   Se   ordene   a   la   UNIDAD   PARA   LA  ATENCIÓN   Y   REPARACIÓN
INTEGRAL   A    LAS   VÍCTIMAS    dar   prioridad    a    la    construcción    e
implementación   del   Plan   lntegral   de   Reparación   Colectiva   (PIRC)

para la comunidad afrodescendiente de la cuenca del  río Yurumanguí,
a   partir   de   los   resultados   de   la   Consulta   Previa   y   la   Propuesta
Autónoma   de   Reparación   Colectiva   de   Comunidades   Negras   por
despojo,  abandono,  pérdida  o  menoscabo en  comunidades.

2.10  Que  se  ordene  al  MINISTERIO  DE  VIVIENDA,  o  quien  haga  sus
veces,  que en  el  marco de  la  implementación  del  Plan  de  Reparación
Colectiva     que     coordina     LA     UNIDAD     PARA     LA     ATENCIÓN     Y
REPARACIÓN  INTEGRAL  A  LAS  VÍCTIMAS  le  dé  prioridad  al  acceso

preferente  al  programa  de  subsidio  familiar  de  vivienda  en  relación
con   las  víctimas  que   han   padecido  despo].o,   abandono,   pérdida  o
menoscabo en  comunidades.

2.11.  Que se ordene a  la  UNIDAD  PARA LA ATENCION Y REPARACION
INTEGRAL A LAS VÍCTIMAS lleve a cabo un programa de retorno para
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la  población  desplazada  que quiera  retornar al  Conse].o  Comunitario,
de  acuerdo  con  los  protocolos  de  retorno  con  enfoque  étnico,  que
deberán   garantizar   el   efectivo   disfrute   de   los   derechos   étnico-
territoriales afectados  por el  conflicto armado.

2.12.  Se  ordene  a  la  ALCALDÍA  DE  BUENAVENTURA  que  se  adopten
todas   las   medidas   necesarias   para   garantizar   la   seguridad,   Ias
condiciones sociales y económicas suficientes para el efectivo disfrute
de los derechos étnico-territoriales afectados por el  conflicto armado
de   la   comunidad   de   la   cuenca   del   Río  Yurumanguí,   entre  ellos  el
derecho  a  la  etnicidad  y  al  desarrollo  propio,  a  partir de  la  provisión
de   los   recursos   necesarios   para   la   implementación   conforme   al
protocolo de  retorno.

2.13.   Que  se   ordene   la   compulsación   de  copias   con   destino  a   la
FISCALÍA     GENERAL     DE     LA     NACIÓN     para     que     adelante     las
investigaciones  pertinentes  que  conduzcan  a  confirmar o  desvirtuar
los    hechos    que    se    exponen    en    la    demanda    que    atribuyan
responsabilidad  de agentes del  Estado  ba].o cualquier modalidad.

2.14.  Se ordene a  la  UNIDAD  NACIONAL DE  PROTECCIÓN  realizar los
trámites   de   estudio   del   riesgo   de   los   representantes   y   demás
miembros de  las  comunidades  dentro  de  sus  organizaciones  étnico-
territoriales,   Junta   del   Conse].o   Comunitario   del   Río   Yurumanguí,
Asociación  de  Pueblos  Unidos  por el  Río Yurumanguí  (APONURY).

2.15.  Se  ordene  a  la  COMISIÓN  INTERSECTORIAL  NACIONAL  PARA
LA ACCIÓN  CONTRA  MINAS ANTIPERSONAL que  priorice  al  territorio
objeto  de  restitución  para  que  dentro  de  él  se  realice  el  desminado
humanitario,  con  consulta  previa  a  la  comunidad.

2.16.  Que se ordene al CENTRO NACIONAL DE MEMORIA HISTÓRICA,
realizar  las  respectivas  actividades  tendientes  a  dar cumplimiento  a
lo  previsto en  los artículos del  94 al  98  del  D.  4635  de  2011.

2.17.  Que  se  ordene a  la  UNIDAD ADMINISTRATIVA  ESPECIAL  PARA
LA   CONSOLIDACIÓN   TERRITORIAL   dar   aplicación   a    las   políticas

públicas  establecidas  en   el   documento   CONPES   3669/2010  sobre
erradicación  manual  de  cultivos  ilícitos  y  desarrollo  alternativo  para
consolidación    territorial    de    la    comunidad    del    territorio    del    Río
Yurumanguí,   con   un   enfoque   étnico   y   de   carácter  colectivo   que

garantice  la  seguridad  alimentaria.

2.18.  Que se ordene al  INCODER (Hoy ANT)  priorizar a  la  Comunidad
Étnica    del    CONSEJO    COMUNITARIO    DE    LA    CUENCA    DEL    RÍO
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YURUMANGUÍ   en   el   programa   de   proyectos   productivos   para   las
comunidades  étnicas,  en  especial  en  el  programa  de  legalización  de
tierras y fomento al desarrollo rural  para comunidades negras a  nivel
nacional.

2.19.  Se  ordene  al  DEPARTAMENTO  PARA  LA  PROSPERIDAD  SOCIAL

y  al  INCODER  (hoy  ANT)  el  estudio,  financiación  e  implementación
de  proyectos  productivos  agrícolas  y  pecuarios  que  beneficie  a  los
integrantes   de   la   comunidad,   en   armonía   con   sus   tradiciones   y
costumbres agrícolas.

2.20.  Se  ordene  al  MINISTERIO  DEL  INTERIOR  y  a  la  SECRETARÍA
DE   DESARROLLO   AGROPECUARIO   Y   FOMENTO   ECONÓMICO   DEL

VALLE  DEL  CAUCA  que  apoyen,  articulen  y  coordínen,  junto  con  el
Departamento  para  la  Prosperidad  Social  y  el  INCODER  (Hoy  ANT),
la  implementación  de  proyectos  productivos agrícolas y  pecuarios.

2.21.  Se  ordene  al  DEPARTAMENTO  PARA  LA  PROSPERIDAD  SOCIAL

y  al  INCODER  (Hoy  ANT)   presenten   un   plan  de  trabajo  donde  se
detallen   los   pasos  a   seguir  para   lograr  la   implementación   de   los

proyectos   productivos,   que   tengan   en   cuenta   las   tradiciones   y
costumbres de  la  comunidad  solicitante.

2.22.      Se     ordene      al      MINISTERIO      DE      DEFENSA      -Dirección
Antinarcóticos-  se  prohíba   la  fumigación  aérea  con  glifosato  en  el
territorio colectivo de que aquí se trata y que para el evento que aun
existan cultivos ilícitos se proceda a su erradicación  manual en asocio
con  la  sustitución  de cultivos con  proyectos productivos agrarios que
beneficien   a   los   integrantes   de   la   comunidad,   a   tono   con   sus
costumbres y tradiciones.

2.23.  Se  oficie  al  MINISTERIO  DE  CULTURA  para  la  concertación  e
implementación   de   un   plan   de   recuperación   y  fortalecimiento  del
tejido    social    y    cultural    de    la    población    de    la    cuenca    del    Río
Yurumanguí.

2.24.  Se  ordene  al  MINISTERIO  DE  SALUD,  departamento  del  Valle
del   Cauca   y   a    la   ALCALDÍA   DISTRITAL   DE    BUENAVENTURA,    la
implementación    del    Programa    de    Atención    Psicosocial    y    Salud
lntegral   a   Víctimas   -PAPSIVI-,   en   los   componentes   de   atención
integral  en  salud  y  atención  psicosocial  con  enfoque  colectivo  a  la
comunidad  de que aquí se trata.

2.25  Que  se  ordene  a  las  instituciones  estatales  de  orden  distrital,
departamental     y     nacional     que     en     el     cumplimiento     de     sus
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competencias  dentro  del  territorio  a  que  se  refiere  la  solicitud,  se
observe     lo     determinado     en     el     plan     de     manejo     territorial,
acompañando su  actualización  e  implementación.

3.  En  relación  con  el  trámite  impartido  por  el  JUZGADO  TERCERO
CIVIL DEL CIRCUITO  ESPECIALIZADO  EN  RESTITUCIÓN  DE TIERRAS
DE  CALI,  se tiene:

®

Agotado el  requisito de procedibilidad concebido como necesario para
adelantar    la    fase    ]-udicial    del    proceso    restitutivo,    el    ].uzgado
cognoscente,  mediante  auto  interlocutorio  No.  265  del  5  de  octubre
de  2015,  admitió  la  demanda  presentada  y ordenó  las  notificaciones

y   requerimientos  correspondientes;   además,   dispuso  decretar  en
favor    del     CONSEJO    COMUNITARIO     DE     LA    CUENCA    DEL    RÍO
YURUMANGUÍ   medidas   cautelares   consistentes   en   ordenar   a    la
AGENCIA   NACIONAL   DE   MINERÍA   la   suspensión   inmediata   de   los
contratos de concesión  minera de los expedientes OG2-11282 y OG-
13281,   presentados   por   PACIFIC   MINES   S.A.S.,   respecto   de   los

predios  identificados  con   los  folios  de   matrículas   inmobiliarias  No.
372-025052,    372-025053    y    372-025054,    superpuestos    con    el
territorio colectivo deprecado;  ordenar a  la  Fuerza  Pública  el  ingreso
al   territorio   objeto   de   restitución,   realizar   inspección   del   lugar  y

proceder a  suspender cualquier clase de explotación  minera  ejercida
por  personas  diferentes  a  los  integrantes  del  Consejo  Comunitario;
ordenar  a  la   UNP  evaluar  el   riesgo  de  cada  uno  de  los  líderes  del
Consejo  Comunitario.

La   parte  actora,   por  conducto  de  apoderada,   presentó   memorial
contentivo de solicitud de ``amp/Í`ací.ón y ac/arací.ón" del auto admisorio,
en   el   sentido  de   adicionar  los   numerales  tercero  y  octavo   de   la

providencia   y   modificar   el   décimo   séptimo,   pedimento   que   fue
aceptado   por  el   Juez   mediante   interlocutorio   No.   285   del   14   de
octubre de  2015.

4.  Una  vez agotada  la  etapa  probatoria,  el ].uzgado  de conocimiento
remitió el  proceso a  la  SALA CIVIL ESPECIALIZADA EN  RESTITUCIÓN
DE  TIERRAS  DEL  TRIBUNAL  SUPERIOR  DE   DISTRITO  JUDICIAL  DE
CALI, corporación que por auto del 26 de octubre de 2016 se dispuso
avocar   el    conocimiento   de    la    acción    especial    de    restitución    y
formalización  de  tierras  formulada   por  el  CONSEJO  COMUNITARIO
DE   LA  CUENCA   DEL   RÍO  YURUMANGUÍ,   a   la   vez   que   se  tomaron
medidas  tendientes  a  obtener  medios  de  prueba,  habida  cuenta  la
importancia  de  los  mismos  de  cara  a  la  decisión  de  fondo  a  adoptar

y  la  necesidad  de  clarificar aspectos  relativos tanto a  la  tradición  del
inmueble como al  cumplimiento de  las formalidades  legales  respecto
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de  los  actos  de  los  cuales  se  deriva  el  derecho  de  los  solicitantes,
también  la  correcta  y  precisa  individualización  de  la  cabida  sobre  la
cual  se depreca  la  restitución  colectiva.

Con   esa   finalidad   se   dispuso   oficiar   al   INSTITUTO   GEOGRÁFICO
AGUSTÍN   CODAZZI,   para   que   de   manera   mancomunada   con   la
UNIDAD ADMINISTRATIVA  ESPECIAL DE  GESTIÓN  DE  RESTITUCIÓN
DE  TIERRAS   DESPOJADAS   -   DIRECCIÓN  TERRITORIAL  VALLE   DEL
CAUCA   procedieran   a   determinar   lo   atinente   a   la   identificación,
individualización,     ubicación,    extensjón    y    linderos    del    territorio
colectivo  objeto  de  este  proceso,  así  como  su  efectiva   ubicación,
sobre  la  cual   no  había  total  acuerdo,  además  de  la  necesidad  de
desentrañar    lo    que    tiene    que    ver    con    los    predios    privados
superpuestos  con  el  fundo  deprecado,  como  dimanaba  del  ejercicio
de  la  oposición  por  parte  de  la  sociedad  PACIFIC  MINES  S.A.S.

Asimismo,    se   dispuso   oficiar   a    la    OFICINA   DE   INSTRUMENTOS
PÚBLICOS   DE   BUENAVENTURA,   a   efectos   de   que   informara   si   la
resolución  0727  de  1969,  a  través  de  la  cual  se  declaró  la  extinción
de    dominio    de    los    predios    denominados   YURUMANGUÍ,    NAYA,
CAJAMBRE  y  SAN  JUAN   DE  MICAY,  con   una  superficie  de   120.000
hectáreas  había  sido  registrada  en  el  respectivo  folio  de  matrícula
inmobiliaria   y,   en   todo   caso,   diera   cuenta   de   las   razones   de   su

proceder.

Se ordenó también  oficiar a  la AGENCIA NACIONAL DE TIERRAS  para

que  informara  a  este Tribunal  la  respuesta  que se  le  habría  brindado
a   la   sociedad   PACIFIC   MINES   S.A.S.,   respecto   de   la   solicitud   de
revocatoria  directa  de  la  Resolución  0727  de  enero  20  de  1969,  y a
la  vez  indicara  si  contra  la  resolución  01131  de  mayo  23  de  2000,
expedida  por  el  otrora  INCODER,  se  interpusieron  los  recursos  que
frente  ella   procedían   o   las  acciones  correspondientes  y,   en   caso
afirmativo,  cómo fueron  resueltos  unos y otras.

Por  último,  se  dispuso  oficiar a  la  Fiscalía  49  Seccional  de  Bogotá,  a
fin  de  que  informara  el  estado  en  que  se  encuentra  la  actuación  a

que  habría   dado  lugar  la  denuncia   penal  formulada   por  la  señora
OFELIA     ÁNGEL     DE      DUSSAN     contra     GUILLERMO     GUTIÉRREZ
RESTREPO Y OTROS, por los presuntos delitos de abuso de confianza,
estafa y falsedad en  documento  público y privado.

Por auto de fecha  28 de  noviembre de  2016,  se  requirió al  INCODER
en  Liquidación  (Hoy  AGENCIA  NACIONAL  DE  TIERRAS),  en  aras  de

que  remitiese  a  la  Sala  los  archivos  y  expedientes  originales  de  los
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procesos   que   tienen   que   ver   con    la   ad].udicación   colectiva   del
territorio  de  la  CUENCA  DEL  RÍO YURUMANGUÍ.

Mediante  providencia  del  28 de febrero de  2017 se solicitó al  IGAC y
a   la   UAEGRTD,  dar  cumplimiento  a   la  orden  impartida  de  manera
con].unta  en  el  auto  que avocó  conocimiento del  trámite,  lo  anterior,

por   cuanto   omitieron   allegar   la   información   y/o   documentación
tendiente a  esclarecer la  ubicación, extensión y linderos del territorio
colectivo   solicitado   en   restitución.    De   igual   manera,   se   dispuso
requerir      nuevamente      a       la       OFICINA      DE       REGISTRO       DE
INSTRUMENTOS  PÚBLICOS  DE  BUENAVENTURA  para  que  informara
o  certificara  si  fue  perfeccionado  el  acto  de  registro  de  la  Resolución
No.   00727   de   1969   proferida   por   el   INCODER   y   que   declaró   la
extinción  del  derecho real de dominio de los fundos que hoy ocupa  la

parte solicitante. También se dieron órdenes al  INCODER y AGENCIA
NACIONAL   DE   TIERRAS   en   pro   de   obtener   la   documentación   e
información    que   dé   cuenta    de    las    resultas   de    la    solicitud    de
revocatoria   directa   propuesta   por  PACIFIC  MINES  S.A.S.   el   15  de
diciembre  de   2015   e   informar  si   sobre  el   acto  administrativo  de
ad].udicación  en  favor  del  CONSEJO  COMUNITARIO,  Resolución  No.
01131  de  2000,  emanada   por  el  otrora  INCORA,  se  interpusieron
recursos  o  acciones  contenciosas  y,  en  caso  afirmativo,  cuál  es  el
estado   de   las   mismas.   Por  último   se   requirió  a   la   FISCALÍA  328
SECCIONAL  DE  BOGOTÁ,  para  certificar  las  actuaciones  surtidas  en
el  proceso  de  la  denuncia   penal  instaurada   por  OFELIA  ÁNGEL  DE
DUSSAN  contra   GUILLERMO  GUTIÉRRES   RESTREPO  Y  OTROS,   por
los  delitos  de  estafa,  falsedad  en  documento  público  y  privado  y
abuso de confianza.

® En  providencia  del  28  de  abril  de  2017,  se  requirió  nuevamente  a  la
UNIDAD    DE   TIERRAS   y   al    INSTITUTO    GEOGRÁFICOS   AGUSTÍN
CODAZzl  a  efectos  de  que  remitieran  el  documento  que  dé  cuenta
de lo encontrado y analizado respecto de las características del fundo
reclamado,   según   las   especificaciones   enunciadas   en   el   párrafo

precedente;    asimismo,   se   solicitó   a    la   ANT,    por   segunda   vez,
informar   sobre   el    resultado   del   trámite   de   revocatoria   directa
propuesto  por  la  sociedad  opositora  contra  la  Resolución  No.  00727
de   1969  y  si  sobre  la  Resolución  01131  de  2000  se  interpusieron
recursos o acciones contenciosas.

Finalmente,  por auto  del  27  de junio  del  año  en  curso,  se  ordenó  el

paso  del   expediente  a   despacho   para   efectos  de   la   adopción   de
decisión  por parte de esta  Corporación.
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Frente    a    la    pretensión    de    restitución    de    tierras    formularon
oposición:

1.    PACIFIC   MINES   S.A.S.2,   por   conducto   de   apoderada   judicial,
oponiéndose  a  la  solicitud  de  restitución  deprecada  por el  CONSEJO
COMUNITARIO  DE  LA  CUENCA  DEL  RÍO YURUMANGUÍ,  por conducto
de  la   Unidad  Administrativa   Especial  de  Gestión  de  Restitución  de
Tierras,  argumentando que:

Está  acreditado el ].usto título de  la  sociedad  sobre  los predios objeto
de  solicitud  de  restitución,  que  la  actividad  económica  ejercida  por
PACIFIC  MINES  S.A.S.  es  lícita  y  con  antecedentes  de  minería  que

preceden    los    presuntos    hechos    victimizantes    e    incluso    de    la
constitución    misma    de    la    persona    jurídica    opositora,    que    se
encuentra  comprobada  la  buena  fe  calificada  y  exenta  de  culpa  en
las  actuaciones  de  la  empresa,  en  e].ercicio  de  su  objeto  social  y  la
relación    de    propiedad    justificada    en    una    adquisición    legítima,
materializada   en   un   justo   título;   que   se   encuentra   probada   la
inexistencia  del  daño  a  la  población  del  CONSEJO  COMUNITARIO  DE
LA   CUENCA   DEL   RÍO   YURUMANGul   por   parte   de   PACIFIC   MINES
S.A.S.

Que la sociedad que se opone a  las pretensiones forma  parte de una
coexistencia   de  víctimas  del   conflicto  armado,   viendo   limitado  su
derecho  a   e].ercer  de   manera   libre   las  actividades  de  explotación
minera  en  la  región,  aunado a  ello,  alega  ser víctima  de  las acciones

y omisiones  del  Estado,  que  ha  tratado  de  desconocer sus derechos
patrimoniales sobre  los  predios  respecto de  los cuales  detenta ]-usto
título,   obstruyendo   el   desarrollo   de   las  actividades   propias  de   la
empresa.

De      igual      manera,      argumenta      que      no      se      configura      un
aprovechamiento arbitrario de los derechos territoriales por parte de
PACIFIC  MINES  S.A.S.  sobre  las  ``presur}£as propí.edades  co/ectí.vas de
los pobladores de la cuenca del  Río Yurumanguí".

Por  otra  parte,  sustenta  que  hay  ausencia  del  nexo  de  causalidad
entre  los  factores  generadores  del  despojo,  la  titularidad  del  bien  y
la   responsabilidad   de   la   empresa;   además,   que   existe   falta   de
legitimidad en  la causa, toda vez que se pretende por parte del actor
revivir un viejo debate acerca de la existencia  de un conflicto ].urídico

2  Folios  1  a  385  cuaderno  No.  03.
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de    titulación,    que    califica    a].eno    del    trámite    civil    transicional
restitutorio,   so   pretexto   de   la   condición   de   víctima   de   la   parte
reclamante,  según  su  dicho,  tratando  de  obtener  beneficio  de  una

política  garantista  como  lo  es  la  de  Restitución  de Tierras.

No  comparte   lo  que  afirma   la   parte  solicitante  en   el  sentido  que
existiría   inestabilidad  ]-urídica   en   relación   con   el   predio  a   restituir,

pues arguye que, por el contrario, como se desprende de las pruebas
documentales,  es  clara  la  propiedad  y tradición  de  los  inmuebles  de

propiedad  de  la  sociedad  opositora.

Para    finalizar   su    contestación    solicitó   tener   como    pruebas    los
documentos  que  anexó  a  su  escrito,   una   pluralidad  de  escrituras

públicas  que  tendrían  relación  con  la  cabida  deprecada  y  la  práctica
de diligencia de inspección ].udicial sobre documentos que reposan en
el  archivo  histórico  de  la  Universidad  del  Cauca.

®

2.  La  señora  CLAUDIA  CONSUELO  DUSSAN  ANGEL3  presentó  escrito
a  través del  cual  se  opuso a  la  solicitud  restitutoria,  para  efectos de
lo cual  se  basó en  los siguientes argumentos:

En  primera  medida,  indicó  que  la  solicitud  recae  sobre  un  inmueble
de naturaleza  privada que pertenece a su familia  desde el año  1745;
aunado  a  ello,  aduce  haber  tenido  que  padecer  una   pluralidad  de
hechos victimizantes que culminaron, según su dicho, con  el ``despojo
total  de  los  PREDIOS YURUMANGUÍ,  NAYA Y CAJAMBRE",

Como  sustento  de  sus  afirmaciones,  la  señora  DUSSAN  ÁNGEL  hizo
un  recuento de  los hechos que,  a  su  criterio,  no fueron  descritos por
la parte demandante en el libelo de la solicitud; así entonces, enuncia
los  títulos  que  dieron  origen  a  la  tradición  de  la  cabida  deprecada,

partiendo  de  aquellos  expedidos  el  2  de  noviembre  del  mencionado
año de  1745 en  la  ciudad  de  San  Francisco de Quito y con  los cuales

pretende   demostrar  que   sus   antepasados   fueron   ``cedí.endo  a  /os
herederos la  propiedad",

Alude  que  por  Escritura  Pública  No.1031  del  31  de ].ulio  de  1946  de
la  Notaría  Segunda  del  Círculo de  Popayán  se  protocolizó  la  sucesión
de  su   bisabuelo,   SANTIAGO  ARROYO  DIEZ  y  entre  los  bienes  que
hicieron  parte de  la  misma  se destacan  aquellos comprendidos entre
los    ríos   Yurumanguí,    Naya    y   Cajambre,    para    efecto   de   cuya
ilustración  se  permite  citar  los  linderos  de  la  cédula  real,  dentro  de

3  Folios  69  a  73  del  Cuaderno  No.  9.
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aquel   trámite  sucesorio,   le  correspondieron   a   su   abuela   LEONOR
ARROYO  DE  DUSSAN  los fundos en  cuestión.

Señala  en  el  mismo  sentido  que,  ulteriormente,  en  el  año  de  1983,
su   padre   LEOPOLDO   DUSSAN   ARROYO   adquirió   de   manos   de   su
abuela    y    por   compraventa,    perfeccionada    por   conducto   de    la
Escritura  Pública  No.  2249 del  6 de septiembre de  1983 de la  Notaría
Segunda  del  Círculo  de  Popayán,  un  globo  de  terreno  denominado
"Propiedades  Territoriales  y  Mineras  de  Yurumanguí,  Naya  y  Cajambre  y

las de San José del  Naranjo".

Que  por  medio  de  la  Escritura  Pública  No.  2539  del  2  de  noviembre
de  1984 de  la  Notaría  Once de  Bogotá,  el  señor LEOPOLDO  DUSSAN
ARROYO   constituyó   la   sociedad   AGROMINAS   DEL   YURUMANGUÍ,
NAYA  Y  CAJAMBRE  LTDA,  a  la  cual  aportó  1/32  parte  del  fundo  en
cuestión,    reservándose   a    su    haber   personal    las   31/32    partes
restantes del  inmueble.

Expone  la  opositora  que su  padre contrató con  la  firma  Gama  Petroil
lngeniería a efectos de llevar a cabo un trabajo de elaboración de los

planos e  individualización  de  los terrenos con  base en  la  información
y  coordenadas  del  INSTITUTO  GEOGRÓAFICO  AGUSTÍN  CODAZZI  -
IGAC  -,  como  resultado  de  aquel  proceso,  se  tuvo  que  al  predio  le
correspondía  una  cabida  de  164868  hectáreas y,  dada  su  magnitud,
se  le  sugirió  al  padre  de  DUSSAN  ÁNGEL  llevar  a  cabo  proceso  de
división     ].urídica     y     material     del     inmueble,     para     facilitar     su
administración  y  explotación.  Como  resultado  de  aquel  trámite  se
realizó   el   desenglobe   del   que   se   derivaron   los   fundos   i)   SANTA
MARÍA,    de    35.132    hectáreas,    ii)    LA    ESPERANZA,    con    72.283
hectáreas,  y  iii)  SAN  LUIS,  con  extensión  de  57.452  hectáreas.

Posteriormente,  por  Escritura  Pública  No.  2640  del  15  de  mayo  de
1996 de la  Notaría  Novena de Cali se  protocolizó el  plano general  del
fundo   mayor  AGROMINAS   DE   YURUMANGUÍ,   NAYA   Y   CAJAMBRE,
mismo   acto   en   el   que   se   plasmó   la   división   material   de   la   que
resultaron  los tres inmuebles mencionados en el  párrafo precedente,
todos localizados en el  municipio de Buenaventura;  aunado a ello, se
registró  en  el  folio  de  matrícula  inmobiliaria  No.  372-0008311  de  la
Oficina  de  Registro de  lnstrumentos  Públicos de  la  misma  ciudad.

Los   tres   inmuebles   resultantes   del   proceso   de   división   material
conservaron  la copropiedad detentada  en  31/32  partes en cabeza de
LEOPOLDO      DUSSAN     ARROYO     y      1/32     de     AGROMINAS      DEL
YURUMANGUI,  NAYA Y  CAJAMBRE  LTDA.
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El  polo  pasivo  señala  que  sus  derechos  sobre  los  inmuebles  fuieron
afectados cuando se vieron  en  imposibilidad  de  seguir ejecutando  el
ob]-eto  social  de  la   empresa  a  causa  de  la   presencia  del   BLOQUE
CALIMA de  las AUTODEFENSAS  UNIDAS  DE  COLOMBIA -AUC  -y  los
bloques  SEXTO  y TREINTA  de  las  FARC,  grupos  al  margen  de  la  ley

que empezaron  a  realizar amenazas,  secuestros,  asesinatos y  hacer
siembra  de  cultivos  de  uso  ilícito.  A  pesar de  lo  anterior,  manifiesta

que  tanto  su  padre,  LEOPOLDO  DUSSAN  ARROYO,  como  los  demás
integrantes   de   su    núcleo   familiar,   siempre   cumplieron   con   sus
obligaciones  tributarias  en  su  calidad  de  socios  de  AGROMINAS  DE
YURUMANGUÍ,  NAYA Y CAJAMBRE  LTDA, sin  recibir protección,  ayuda
o  reconocimiento alguno  por parte del  Estado.

De  otro  lado,  denuncia  que  en  el  año  2010,   mediante  ``presuntos
hechos fraudu/er7fos" sus  padres fueron  despo].ados de  los  inmuebles,
hechos  de  los  cuales  la  señora  DUSSAN  ÁNGEL,  según  declara,  tan
solo  se  enteró  en  el  año  2013,  tras  la  muert:e  del  señor  LEOPOLDO,
razón  por la  cual  interpuso denuncia  que correspondió a  la  FISCALÍA
37 SECCIONAL CARTAGENA;  posteriormente, en  2015, el trámite fue
asumido   por   la   FISCALÍA   144   DELEGADA  ANTE   LOS   JUECES   DEL
CIRCUITO  DE  LA  UNIDAD  DE  DELITOS  CONTRA  LA  FE  PÚBLICA Y  EL
PATRIMONIO  ECONÓMICO  Y  ORDEN  ECONÓMICO  y  actualmente  se
encuentra  en  la  FISCALÍA 328 de  la  misma  especialidad,  con  medida
cautelar   decretada    por   el   JUZGADO   27   PENAL   MUNICIPAL   CON
FUNCIONES   DE   CONTROL   DE   GARANTÍAS   DE   MEDELLÍN   y   tiene

agencia  especial  de  la  PROCURADURÍA  GENERAL  DE  LA  NACIÓN.

Itera  la  opositora  que  los  predios son  parte  del  proceso  de  sucesión
tramitado  inicialmente  en  el  JUZGADO  CATORCE  (14)   DE   FAMILIA
DEL CIRCUITO  DE  BOGOTÁ,  CON  RADICACIÓN  2013-00675.

Respecto  de  la  solicitud  restitutoria,  se  pronuncia  en  el  sentido  de
indicar que  la  Resolución  No.1131  de  2000  otorgada  por el  INCORA

y   a   través   de    la    cual    los   solicitantes   adquirieron    el    inmueble
deprecado,   nunca   fue   registrada,   ni   recibió   su   familia   dinero   o
contraprestación  alguna  por concepto de expropiación. Afirma  que la
Ley   70   de   1993   pregonaba   el   respeto   por  la   propiedad   privada,
máxime en casos como el de su familia, en  los cuales el  dominio está
acreditado  por  siglos  y  a   la  comunidad  afrodescendiente  se  le  ha
respetado   el    uso,    usufructo   y   sana    convivencia.    Complementa
mencionando  que  se  ha  pasado  por  alto  la  adquisición  legal  de  los
fundos  e  irrespetado  los  derechos  sucesorales  que  se  derivan  de  la
cédula  real.
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Concluye deprecando que se tenga en cuenta que su familia también
fue víctima de la violencia e]-ercida  por los grupos armados al  margen
de  la  ley  en  los territorios  ob].eto  de  litigio.

Las   partes,   una   vez   agotado   el   trámite   instruido   por   la   Sala,

presentaron sus alegaciones de conclusión, así:

1.     La     UNIDAD    ADMINISTRATIVA     ESPECIAL     DE     GESTIÓN     DE
RESTITUCIÓN  DE  TIERRAS  DESPOJADAS,  luego  de  haberse  corrido
traslado de las respuestas entregadas por varias entidades, presentó
escrito4 a través del cual se refirió a  lo que consideró como un ``posÍ.b/e
error de  dí.g;tací.ón'',  que  tiene  que  ver  con  la  ubicación,  descripción

y/o   asignación   de   las   coordenadas   consignadas   en   la   Resolución
01131 del 23 de mayo de 2000,  mediante la cual se tituló el territorio
a  favor  de  las  comunidades  allí  asentadas,  para  efectos  de  lo  cual
hizo  unas  precisiones técnicas.   Al  mismo  tiempo,  y  citando  apartes
del convenio  169 de la OIT, del  Decreto -Ley 4635 de 2001, así como

jurisprudencia de  la  Corte Constitucional, del  Consejo de  Estado y de
la   Corte   lnteramericana   de   Derechos   Humanos,   pidió   que   en   la
sentencia,  y  con  base  en  el  principio  transformador,  se  ordene  a  la
Agencia    Nacional    de    Tierras    que    realice    la    corrección    de    las
coordenadas del título colectivo y la correspondiente actualización del
``fo/Í.o riegí.s£ra/"  por  parte  del  IGAC.

Para  ratificar sus pretensiones,  el  polo activo  hizo  un  recuento de  los
hechos y actuaciones administrativas que,  en  su  criterio,  prueban  la
calidad   ].urídica   de   propiedad   con   carácter  colectivo,   para   tal   fin
expuso los antecedentes de la titulación de los predios YURUMANGUÍ,
NAYA  y   CAJAMBRE,   citando   la   revisión   documental   realizada   por
fuentes institucionales.

En  cuanto  al  registro  de  la  resolución  a  través  de  la  cual  el  extinto
INCORA  declaró  la  extinción  del  derecho  real  de  dominio  del  globo
sobre el  cual  recae  la  cabida  reclamada  en  restitución,  indica  que se
encuentra  inscrita  en  la  Oficina  de  Registro de lnstrumentos Públicos
de   Buenaventura,   ba]'o  el  folio  de   matrícula   inmobiliaria   No.   372-
2450,  aperturado  el  16  de  enero  de  1979  en  favor  del  INDERENA,

para  tal  efecto  describe  la  ``Adjudí.cací.ón por Expropí.ací.ór7" de  que  da
cuenta  la  anotación  No.  01  del  certificado  de  tradición  en  mención.

4  Folios  524  a  536  del  Cuaderno  No.  1A.
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Pone  de   presente   el   traslape  del   fundo  con   la   Zona   de   Reserva
Forestal  del  Pacífico,  creada  mediante  la  Ley  2a  de  1959.

Posteriormente,   da   cuenta   de   la   titulación   por   parte   del   extinto
INCORA  de  predios  privados  en  la  Cuenca  del  Río  Yurumanguí,  en
cuanto  dice  que  la  revisión  del  caso  permite  afirmar que  la  entidad,
antes  de  la  expedición  de  la  Ley  70  de  1993,  ad].udicó  cinco  predios
con títulos privados, todos entre los años 1985 y 1990, y que ninguno
de  ellos  representa  tensión,  riesgo  o  amenaza  para  la  comunidad  y
que  sobre  dichos  inmuebles  no  se  han  realizado  actos  dispositivos
del  dominio  después de  la  adjudicación.

En  la  misma  línea  argumentativa,  subraya  las etapas del  proceso de
titulación   del   área   pedida   en   restitución   en   favor   del   CONSEJO
COMUNITARIO  DE  LA CUENCA  DEL  RÍO  YURUMANGUÍ,  que  concluyó
con  la  emisión  de  la  Resolución  No.1131  del  23  de  mayo  de  2000.

Respecto al  registro del título colectivo,  reitera que fue debidamente
inscrito   por   la   Oficina   de   Registro   de   lnstrumentos   Públicos   de
Buenaventura  en  el  Folio  de  Matrícula  lnmobiliaria  No.  372-32221,
abierto el día  07 de septiembre de la  misma anualidad, como prueba
de  sus  asertos  describe  las  anotaciones  del  certificado  de  tradición,
teniendo   en   cuenta   consulta   en   línea   de   la   Ventanilla   Única   de
Registro de  la  Superintendencia  de  Notariado y  Registro.

Sobre   los   argumentos   presentados   por   la   parte   opositora   y   las
pruebas   recabadas   en   el    proceso   dice   que   la    revisión   de   los
documentos que obran  en  el  expediente da  cuenta  que  hasta  el  año
1969    los    inmuebles    rurales    denominados   YURUMANGUÍ,    NAYA,
CAJAMBRE  y  SAN  JUAN  DE  MICAY tenían  como  poseedores  inscritos
a   los  señores   PEDRO  AGUSTÍN   VALENCIA,   SEBASTIÁN   VALENCIA,
JOSEPP   RODRÍGUEZ,   SANTIAGO   RAMÍREZ,   MIGUEL  A.   OROZCO  y
ALBERTO  WAINER;  empero,  el  trámite  de  extinción  de  dominio,  que
tuvo  una  duración  de  casi  7  años  y  respecto  del  cual  se  surtieron
todas  las  etapas  de  ley,  dio  fin  a  todo  derecho  diferente  al  que  a
partir de  la  fecha  quedó en  cabeza  del  Estado.  En  ese  orden,  queda
refutada  la  posibilidad  de  la  existencia  de  una  omisión  por  parte  del
INCORA y  que  las  expectativas  de  derecho  anteriores  a  la  extinción
configuran  meramente  una  falsa  tradición,  a  la  cual  legalmente se  le
dio  fin.

Hace énfasis  en  que  la  opositora  dejó  pasar la  oportunidad  procesal
que dentro del trámite administrativo  le  permitía  controvertir el acto
extintivo    del    dominio,     que    aunado    a    ello,     no    hizo    ninguna
intervención   en   el   proceso   que   derivó   en   la   titulación   colectiva,
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oportunidades que fenecieron, de].ando en firme la propiedad del  polo
activo.

De   la   inspección   judicial   del   archivo   de   memoria   histórica   de   la
Universidad  del  Cauca,  apunta  que  si  bien  existen  una  pluralidad  de
documentos  que  evidencian  la  disposición  sobre  varios  predios  y/o
derechos mineros,  lo cierto es que todos los negocios ].urídicos fueron
afectados con  la extinción del dominio por parte del INCORA en  1969

y  la  entrega  al  INDERENA en  1978.

La    apoderada    del    Consejo    Comunitario,    puso   de    presente    su
convicción  acerca  de  la  veracidad  de  la  prueba  aportada  en  formato
video,   dentro   del   ejercicio   de   caracterización   de   afectaciones   y
cultivos   en    el   territorio,    por   lo   que    grafica    las   características

generales    y    espaciales    de    los    cultivos    de    la    comunidad    de
YURUMANGUÍ.

Finalmente,  a  manera  de conclusión,  ratifica  cada  uno  de  los  hechos

y fundamentos contenidos en el escrito de la demanda y el  memorial
de   respuesta   a   la   oposición   presentada   por   la   sociedad   PACIFIC
MINES  S.A.S.  para  así solicitar que se acceda  a  las  pretensiones y  la
consecuente  materialización  de  los  derechos  territoriales,  así  como
las garantías de no repetición  para  la comunidad víctima del conflicto
armado  interno.

2.  Por su  parte  PACIFIC  MINES  S.A.S.  señala  que  las actuaciones del
extinto  INCORA  (Hoy  AGENCIA  NACIONAL  DE  TIERRAS)  al  expedir
las  Resoluciones  No.  00727  del  20  de  enero de  1969  y  No.1131  del
23    de    mayo   de    2000,    no   solo    han    generado   situaciones   de
inseguridad ].urídica,  sino  que  además  han  violentado  el  principio  de
confianza  legítima,  el  derecho de  propiedad  y el  debido  proceso.

En  la  misma  línea argumentativa,  indica  que la entidad encargada de
la extinción del dominio y posteriormente de la adjudicación a los hoy
reclamantes     no     realizó     un     estudio     acucioso     de     los     bienes

presuntamente   extintos  y  en   dicho  trámite   de   manera   equívoca
ordenó   la   notificación   de   PEDRO  AGUSTÍN  VALENCIA,   SEBASTIÁN
VALENCIA,   JOSEPH   RODRÍGUEZ,   MIGUEL  A.   OROZCO   y  ALBERTO
WA;R:NIER  v   no   a   los  "legítimos   propietarios   del   predio   objeto   de
restitución'6 .

Alega  que  los  linderos  del  predio  descrito  en  el  acto  administrativo
no  corresponden  a  la  extensión  de  tierras  y  minas  de  Yurumanguí,

5  Haciendo  referencia  a  la  familia  Dussán.
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Naya y Ca].ambre de los cuales indica son  de su  propiedad y posesión

y   tienen   una   cabida   superficiaria   de   164.800   hectáreas.   Por   lo
anterior, según su dicho, es claro que la  resolución mencionada  recae
sobre  terrenos  diferentes  a  los  de  PACIFIC  MINES  S.A.S.,  y  que  por
los  errores  contenidos  en  la  Resolución  No.  00727  de  1969  no  se  le
aperturó   un  folio  de   matrícula   inmobiliaria,   afirmación   con   la   que
contraría  el  dicho  de  la  parte solicitante  en  cuanto  a  la  identificación
del  inmueble,  que  en  el  libelo  se  relacionó  con  el  folio  372-2450;  al
respecto,  alega  que  en  el  certificado  de  tradición   únicamente  fue
inscrita  la  Resolución  No.  0079 de  1978,  contentiva de  la  sustracción
del   régimen   de   colonización   de   una   parte   del   globo   de   terreno
integrado  por los  predios arriba  relacionados.

Así entonces;  ratifica  lo dicho en el escrito de oposición, en el sentido
de  asegurar que  la  Resolución  No.  00727  de  1969,  mediante  la  cual
se extinguió  el  derecho de dominio de  unos  predios,  entre  los cuales
está  el  hoy  pretendido y que aduce  le  pertenece,  no fue  inscrita  por
la  Oficina  de  Registro de lnstrumentos  Públicos de  Buenaventura.

También  concluye que el  derecho al  debido  proceso  le fue vulnerado

por  parte  del  extinto  INCORA,   habida  cuenta   lo  que  refiere  como
errores técnicos,  y  reitera  que entre ellos sobresale  la  no  inscripción
de  la  medida  de extinción  del  derecho  real  de dominio  por la  ORIP.

La  suma  de  sus  argumentos,  lleva  a  la  parte  opositora  a  aseverar
que   no  se  cumplieron   los  ``requ;.s;.fos  cons£Ítucí.ona/es"  para   llevar  a
cabo el  proceso de la extinción de marras,  mismos que concatena en
"i)  No se  realizó  estudio  de títulos de  manera  adecuada,  ii)  No  se verificó

el  estado  de  la  explotación  económica  en  cuanto  a  la  vocación  minera  de
quienes  han  ejercido  la  propiedad,  iii)  No  se  realizó  la  inscripción  de  la
medida   en   la   Oficina   de   Registro   de   lnstrumentos   Públicos,   iv)   Los

propietarios del predio no fueron indemn.izados, si así lo exigían las razones
de    interés   general,   y   v)   Tampoco    reposa    prueba    alguna    sobre   la
procedencia  de  una  extinción  de  dominio  sin  compensación  porque  estas
adquisiciones se  hubiesen  dado  por enriquecimiento  ilícito,  en  perjuicio del
Tesoro público o grave deterioro de  la  moral social"

Enfatiza   en   la   obligatoriedad   del   registro  de   las  sentencias  y   las
actuaciones   administrativas   que   declaran   o   extinguen   derechos
reales sobre  bienes inmuebles,  actuación  que,  según  su  examen,  no
fue   realizada   por   el   extinto   INCORA,   acusando   a   la   entidad   de
desconocer  la  legislación   vigente  para  la  época  de  expedición  de  la
resolución  de  marras  y  su  resuelve  tercero  en  el  cual  se  plasmó  la
obligatoriedad     de     remitir     el     documento     al     Registrador     de
lnstrumentos   Públicos   de   Buenaventura   de   cara   a   su   registro.
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Fortalece   su   acusación   explicando   el   objeto   de   publicidad   que   el
legislador le  imprimió a  aquel  registro sobre  bienes  raíces.

Itera    que    al    no    cumplirse    el    registro,    no    es    eficaz    el    acto
administrativo de extinción  del  dominio y,  por ende,  no se encuentra
consolidado,   no  está   en  firme,   pierde  fuerza   de  ejecutoria  y  sus
efectos   ].urídicos;    por    lo    que    PACIFIC    MINES    S.A.S.    no    pudo

percatarse de  limitación  alguna  al  dominio que de  buena fe adquirió.

Dice  que,  como  consecuencia  de  sus  explicaciones,  la  sociedad  aún
tiene   la   propiedad   respecto   de   los   predios   denominados  ``SAW7A
MARJ'A,  LA  ESPERAWZA  y SAW LUJS'',  segregados  del  predio  de  mayor
extensión  VURUMANGUÍ,   NAVA  y  CAJAMBRE,   que  aduce   no  están
afectados con  la  medida  administrativa  de extinción  de dominio,  por
continuar vigentes  los  actos  solemnes  celebrados  con  posterioridad
al  año  1969.

Manifiesta   que   la   tradición   de   los  fundos,   respecto  de   los  cuales
reclama  un  mejor  derecho  que  el  de  los  solicitantes,  es  anterior  al
año  1917,  momento desde el cual  han ejercido los ``deriechos mí.neros"

y   cumplido   con   sus   responsabilidades,   tales   como   el    pago   de
impuestos  prediales  y  la  atención  de  las  obligaciones con  la  DIAN.

Para  el  polo  pasivo  es  clara  la  ausencia  de  limitación  al  dominio  de

quienes,   según   SuS   palabras   ``han   £ení.do   e/  j.us£o   £Í'fu/o   medí.ar7fe
escritura  2640 suscrita  el  15  de  mayo  de  1996",  qu'ienes  eFectuaron  la
segregación   del   predio   mayor   en   tres   lotes   denominados   Santa
María,  La  Esperanza y San  Luis,  acto que da  cuenta  de  la  inexistente
limitación  que  impidiera  la  adquisición  de  buena  fe  de  la  propiedad

por  parte  de  la  empresa;  califica,  así,  de  ineficaz  la  Resolución  No.
00727 de  1969.

Expresa que el INCORA no valoró la explotación económica  propia de
la    vocación    minera    del    fundo,    que    ha    sido    inherente    a    sus

propietarios históricos y que  la  norma solo hace alusión a ``/a exfí.r7cÍ.ón
del derecho de dominio o propiedad sobre los predios rurales" , por lo que
al  no hacer referencia al subsuelo,  se entiende este en  cabeza de los
particulares  que  lo  tenían  para  el  momento  del  acto  y  legitima  sus
ulteriores transferencias.

Menciona  que el  contenido de  las escrituras  públicas que  reposan  en
el   expediente   es   la   evidencia   documental   que   prueba   la   aptitud
minera  del  latifundio,  misma  que  a  lo  largo  del  tiempo  ha  generado
la  creación  de  empresas  y  sociedades  tales  como  PACIFIC  MINES
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S.A.S.,  para  ejecutar las actividades que  les son  permitidas en  razón
al  título  minero  No.  62  de su  propiedad.

Califica  como  falsa  la  motivación  de  la  precitada  Resolución  No.  727
del  20  de enero de  1969,  asimismo,  de  manifiestamente contraria  a
la   ley,   por  edificarse   en   el   hecho   de   tener  como   válido   que   los

propietarios   del   terreno   declarado   en   extinción   de   dominio   no
explotaron  el  mismo  con  actividades forestales y  agropecuarias,  sin
hacer referencia a  las actividades mineras, que son el  principal  motor
de  aprovechamiento  por  parte  de  los  legítimos  propietarios  de  los
terrenos.

Previo señalamiento acerca  del  agravio  in].ustificado del  cual  dice ser
víctima   la   parte   opositora,   concluye   que   PACIFIC   MINES   S.A.S,
comprador de buena fe de una tradición  minera que data de la época
de la colonia, es dueño legítimo de los predios ubicados en  la  CUENCA
DEL    RÍO    YURUMANGUI,    dentro    de    los    cuales    pretende    seguir
e].erciendo  su  actividad  minera,  respetando  el  entorno  sociocultural

y  el  componente  ecológico  de  la  región,  con  la  intención  de  generar
desarrollo    económico,    conforme    al    interés    público;    sobre    las
afirmaciones  de  la  demanda,  las  descarta  al  indicar  que  ''£a/  como
quedó demostrado en la inspección realizada por el Honorable Juez Tercero
de Restitución de Tierras, como también quedó demostrado y ratificado en
la  audiencia  celebrada  el  día  07  de  septiembre  de  2016  en   la  que  se
evidenció   que   no   existen   cultivos   relacionados   en    la   caracterización
realizada  por la  Universidad Javeriana  (...)'',

3.  La  PROCURADORA  14  JUDICIAL  11  RESTITUCIÓN  DE  TIERRAS  se

pronunció con  respecto al  asunto debatido6,  a  efectos de  lo cual  hizo
un  minucioso  recuento  del  proceso,  en  el  que  consagró  una  síntesis
de  los  antecedentes  que  dieron  lugar a  la  solicitud  de  la  referencia,
de  los  hechos y  pretensiones  plasmados  en  el  libelo  de  la  demanda;

posteriormente  se  adentró  en  el  trámite  impartido  y  la  actuación
procesal.

Una vez descritos los aspectos preliminares, Ia procuradora   presentó
el  caso y  planteó  lo  que,  en  su  criterio,  configura  los tres  problemas

].urídicos que  deben  atenderse  de cara  a  la  decisión  de fondo que se
adopte,  así:

"(i).-    Si    el    CONSEJO    COMUNITARIO    DE    LA    CUENCA    DEL    RÍO

YURUMANGUÍ,      puede     acceder     a      la      restitución     colectiva     y
restablecimiento    de    sus    derechos    territoriales    sobre    el    predio
denominado   CUENCA   DEL   RÍO   YURUMANGUÍ,    a    que   aluden    los

6  Folios 456  al  522,  Cuaderno  No.  1A.
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linderos, coordenadas, e identificación predial y catastral en el cuerpo
de     la     solicitud,     ubicado     en     el     municipio     de     Buenaventura,
departamento   de   Valle   del   Cauca,   conjuntamente   con   todas   las
medidas de reparación, satisfacción, verdad, justicia y garantías de no
repetición, y goce efectivo de derechos, a que aduce el  Decreto 4635
de  2011.

(ii).-Si  la  sociedad  PACIFIC  MINES  S.A.S.,  es  opositora  de  buena  fe
exenta de culpa, en calidad de legítima  propietaria de  los predios que
se  superponen  con  los  pretendidos  en  restitución,  con  base  en  los
títulos antecedentes a la  resolución que adjudicó el territorio colect.ivo
a la comunidad  negra de la Cuenca del  Río Yurumanguí, y si conforme
a ello deben  respetarse sus derechos a  la  propiedad  privada, y,

(iii).-   Si   el   fundo   denominado  Cuenca   del   Río  Yurumanguí,   es  de
propiedad  de  privados.'P

La tesis del  Ministerio  Público coligió  la  vocación  de  prosperidad  de  lo

pretendido  por  la   Dirección  Territorial  Valle  del  Cauca  y  Eje  de  la
UAEGRTD,  en  nombre y  representación  del  CONSEJO  COMUNITARIO
DE  LA CUENCA DEL RÍO YURUMANGUÍ,  así entonces,  indicó que debe

accederse  a  la  restitución  colectiva  invocada,  amén  del  contexto  de
violencia   que   se   probó   en   el   trámite   procesal   y   que,   aduce,   es
demostrativo   de   las   infracciones   a   los   Derechos   Humanos   y   el
Derecho  lnternacional  Humanitario  padecidas  por  los  miembros  del
ente    solicitante,    asimismo,    de    los    demás    presupuestos    que
configuran  su  titularidad  al  derecho  a  la  restitución.

Propuesta   la   teoría   que   acogió,   la   funcionaria   de   la   Procuraduría

procedió    a    desarrollarla,    a    través    de    un    resumen    del    marco
normativo,    del     contexto    de    violencia    vivido    por    el    Conse].o
Comunitario  y  los  presupuestos  indispensables  para  la  prosperidad
de  la  acción  restitutoria  con  enfoque étnico.

Ulteriormente,  y  una  vez  condensados  los  conceptos  ítems  antes
descritos,    prosiguió   a   examinar   los   presupuestos   de    la    acción
restitutoria,  así:

En  cuanto  a  la  relación  jurídica  del  CONSEJO  COMUNITARIO  DE  LA
CUENCA    DEL    RÍO    YURUMANGUÍ    con    el    fundo    deprecado    en
restitución,  señaló que está  ampliamente documentada  la  calidad  de

propietario  del  fundo  reclamado,  en  tanto  las  pruebas  allegadas  con
el  libelo  de  la  demanda  y  aquellas  decretadas y  practicadas en  sede

judicial,   acreditan   la   adjudicación   que   en   su   momento   hiciese   el

7  Folio  10,  Cuaderno  No.  1A
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INCORA   (hoy  Agencia   Nacional   de  Tierras)   en   favor  del   Consejo
Comunitario  de  marras,  a  través  de  Resolución  No.1131  del  23  de
mayo   de   2000,   debidamente   anotada   en   el   folio   de   matrícula
inmobiliaria  No.  372-25058 de la Oficina de Registro de lnstrumentos
Públicos  de  Buenaventura,  por  medio  del  cual  el  ente  solicitante  se
hizo titular del  dominio de  54776  hectáreas.

EI  Ministerio  Público  apoya  su  moción  evaluando  como  superada  la
discusión  que  planteó  PACIFIC  MINES  S.A.S.,  respecto  a  la  ausencia
de calidad ].urídica  en  cabeza  de  la  parte demandante,  para  el  efecto
esbozó que:

"a.-)   La   noción  de  territorio  colectivo  no  implica   posesión   plena  de  su

extensión, es diferente a la que rige el derecho civil" , concJustión a la cuaJ
llegó tomando como referencia  la significación y alcance del territorio
ancestral  tradicional  para  las  comunidades  afrocolombianas,  ba].o  el
entendido  que  no  puede  perderse de vista  que  la  titulación  colectiva
es  precisamente  una  herramienta  y  estrategia  para  la  conservación
y aprovechamiento sostenible de recursos naturales, renovables y no
renovables,  presentes  en  el  Región  Pacífica  de  Colombia;  además,

porque  el  hecho  de  que  los  integrantes  de  la  comunidad  no  estén
asentados  en  ``cada me£ro cuadrado de su ferrí.fort`o" es apenas  propio
de  sus  prácticas  y  costumbres,  en   las  que  dicho  concepto,  el  de
territorio,  es  tangencialmente  disímil  al  que  prima  en  las  relaciones
del   derecho   ordinario,   puesto   que   depende   de   la   suerte   de   sus
actividades agropecuarias de subsistencia.

"b).-Protección   constitucional   y   legal   de   la   propiedad   colectiva   de   las

comLín;.dades   negras",   basada   en   el   artículo   transitorio   55   de   la
Constitución  Política,  que  a  su  vez fue  desarrollado  por  la  Ley  70  de
L993,  Cuvo  objeto  Fue "reconocer  a  las  comunidades  negras  que  han
venido  ocupando tierras  baldías  en  las zonas  rurales  ribereñas  de  los  ríos
de  la  Cuenca  del  Pacífico,  de  acuerdo  con  sus  prácticas  tradicionales  de
producción,  el  derecho  a   la   propiedad  colectiva,  de  conformidad  con  lo
dispuesto  en   los  artículos  siguientes.   Así  mismo  tiene  como   propósito
establecer mecanismos  para  la  protección  de  la  identidad  cultural y de  los
derechos de las comunidades negras de Colombia como grupo étnico, y el
fomento  de  su  desarrollo  económico  y  social,  con  el  fin  de  garantizar que
estas    comunidades    obtengan     condiciones     reales    de     igualdad     de
oportunidades frente al  resto de  la sociedad colombiana"8.

Sostiene  el   Ministerio  Público  que  precisamente  las  normas  arriba
citadas  sustentan  la  ad].udicación  de  las tierras  de  la  Cuenca  del  Río
Yurumanguí,  que  se  ubican  en  las  zonas  ribereñas  de  los  ríos  de  la

8  Ley  70  de  1993,  artículo  10.
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Cuenca  del  Pacífico,  en  favor de  los grupos etarios que conforman  la
comunidad  que aquí funge como solicitante,  acto administrativo  que
califica   como   una   expresión   del   reconocimiento   histórico   y   con
alcance  constitucional  y  legal.

"c),-Derecho sobre los territorios colectivos conforme a una interpretación

gramatical  y  teleológica  del  Decreto  4635  de  2011",  al  respecto  Cjrta  eJ
parágrafo  10 del artículo  109 del decreto -ley en  mención, en cuanto
consagra que el  derecho que  le asiste a  las víctimas de reclamar sus
tierras y a que éstas les sean  restituidas jurídica y materialmente no
puede  verse  afectado  por  la  posesión  actual  de  terceros,  ni  por  la
pérdida    de    los    territorios    por    causa    y    con    ocasión    de    las
circunstancias  de  que  trata  el  artículo   30  ibídem,  tampoco  por  la
explotación económica de tenedores en el presente. En tal entendido,
eJ  decTe+o  de  marras, "Por el  cual  se  dictan  las  medidas  de  asistencia,
atención,   reparación   integral  y  de   restitución  de  tierras  a   las  víctimas
pertenecientes    a    comunidades    negras,    afrocolombianas,    raizales    y
pa/eriqueras",   no  implica  que  de  los  plazos  y  procedimientos  en  él
establecidos  pueda  colegirse  una  renuncia  a  la   reclamación  de  los
territorios   por   las   demás   vías   legales   establecidas,   pues   a   las
comunidades   étnicas   les  asiste   el   derecho   sobre   las  tierras  y  el
inherente  retorno.

4.  La  señora  CLAUDIA  CONSUELO  DUSSAN  ANGEL,  presentó  escrito
de alegatos en el que relacionó un total de ocho grandes puntos que,
a   su   criterio,   permiten   colegir  que   no   hay   lugar  a   acceder  a   las

pretensiones de la demanda, aquellos ítems se pueden sintetizar así:

-Titulación  irregular  de  propiedad  colectiva  con  violación  al  debido

proceso.  Para  sustentarlo arguyó que el  CONSEJO  COMUNITARIO  DE
LA  CUENCA  DEL  RÍO  YURUMANGUÍ  fue  reconocido  el  3  de  diciembre
de   1998   por  la  Alcaldía   de   Buenaventura   y  dos  años  después  el
INCODER    le    otorgó    el    título    de    territorio    colectivo,    mediante
Resolución  1131  del  23  de  mayo  de  2000,  acto  administrativo  que
no  fue  registrado  en  los  folios  No.   372-25052,  372-25053  y  372-
25054 ni en el del  predio matriz, observándose también que la citada
resolución ``excede" lo contemplado  en  los artículos  1,2  numeral  4,  y
artículo 4 de  la  Ley 70 de  1993, ``/os cua/es prevén ocupací.ór} de predí.os
baldíos   a   efectos   de  titulaciones   de   prop.iedad   colectiva   por  parte   de
comunidades  negras  más  no de  predios de  propiedad  privada,  como es el
caso del  inmueble cuya  restitución se pretende en  la  presente  Litis".

Luego de transcribir  parcialmente el  artículo  19  del  Decreto  1745  de
1995, señaló que fácilmente puede advertirse que no era  procedente
la  titulación  de  los  predios  de  su  familia,  habida  consideración  que
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Ios peticionarios deben afirmar que la formalización que buscan recae
sobre  un   bien   baldío,  condición  que  no  se  cumplió  por  cuanto  se
trataba    de    bienes   de    propiedad    privada    y,    por   ello    cualquier

pronunciamiento    administrativo    al    respecto    ``/ncursí.ona    er7    ur]a
flagrante  violación  de  la  ley  y  del  debido  proceso",  Para  respaldar  Su
alegato  hizo  mención  a  la  sentencia  C-034 de  2014.

I  Inconsistencias  en   la   identificación  del   predio  rural  solicitado  en

restitución  por el  Conse].o  Comunitario.  Advirtió  que  pese  a  haberse
allegado  múltiples  documentos  emanados  del  INCODER,  el  Agustín
Codazzi,   Ia  Agencia   Nacional   de  Tierras  y   la   Dirección   de  Asunto
Étnicos,  no  existe  claridad  plena  de  la  identificación  física  y ]-urídica
del  predio,  no siendo así posible que el  funcionario judicial  proceda  a
la  restitución  impetrada.

-   Protección   constitucional   de   la    propiedad   privada   y   derechos

adquiridos.   Después  de  transcribir  el  artículo  58  de  la  Constitución
Política,  adu].o  que  nos  encontramos frente  a  una  propiedad  privada

que ].amás ha sido abandonada voluntariamente por sus propietarios
y mucho menos ha  ingresado al ``haber de/ Esfado Co/ombí.ano er] forma
/ega/"  razón  por  la  cual  no  procede  despojar  a  unos  propietarios  de
un  bien  para  entregarle  la  titulación  a  otra  persona,  por  cuanto  se
estaría    desconociendo    los    derechos    de    los    primeros    ba].o    el
argumento de salvaguardar el derecho del segundo,  no siendo ese el
esp'ir.itu del ordenam-iento "Constitucional ni menos del orden mundial".

-  Adquisición  de  títulos  de  propiedad  y  ejercicio  ininterrumpido  de

posesión  desde  el  año  1745  hasta  la  fecha.  Arguyó  que  mediante
títulos  territoriales  expedidos  el   2  de   noviembre  de   1745  fueron
reconocidas las propiedades territoriales y mineras de `YURUMAWGUJ',
WAyA  y  CA7AMBRE"  otorgados   por  el   Rey   de   España,   confirmados
mediante  Cédula  Real  el  día  17  de  octubre  de  1753  y  revalida  como
título  de  propiedad  territorial  y  minera  mediante  la  escritura  pública
No.  153  del  5  de febrero de  1987,  de  la  Notaría  Segunda  de  Bogotá.

-   Privación  de  la  tenencia   por  el  conflicto  armado.   Declaró  que  la

familia  ejerció  sobre  los  inmuebles,  desde  el  mismo  momento  de  su
adquisición,    los    derechos    reales;    sin    embargo,    cuando    fueron
víctimas  de  la  violencia  que  ha  vivido  el  país,  se  vieron  obligados  a
abandonarlos,  por la  ubicación  geográfica  de  los  predios y  la  falta  de

presencia  del  Estado,  vulnerándoseles de esa  manera  sus  derechos.
No  obstante,  siguieron  cumpliendo  con   los  tributos,   pues  tenía   la
esperanza  de algún  día  recuperarlos.
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Tradición fraudulenta  a  Pacific  Mines S.A,S de derecho de propiedad.
Aseveró que a través de las escrituras públicas No.  072 y 073 del  i7
de  enero  de  2011  de  la  Notaría  Cincuenta  y  Dos  de  Bogotá  D.C.,  se
transfirieron de manera fraudulenta ``/os £Í'£u/os de priopí.edad'' del señor
Leopoldo  Dussán Arroyo a  la sociedad  PACIFIC MINES S.A.S.,  hechos

que  ya  fueron  puestos  en  conocimiento  de  la  Fiscalía  328  Seccional
Delegada ante los jueces penales del circuito, adscrita a  la  Unidad de
Delitos   contra   la   Fe   Pública   y   el   Patrimonio   Económico   y   orden
Económico.

-    Convivencia    pacífica    con    negritudes   desde   adquisición    de    la

propiedad.  Expresó que los predios fueron adquiridos en el  año  1745
``con esc/avos'',  pero  que  luego  de  la  abolición  de  esa  terrible  afrenta

contra  seres  humanos,  la  familia   les  permitió  seguir  derivando  su
subsistencia  de  los  recursos  que tenían  en  la  tierra,  que  en  muchas
ocasiones  trabajaban  con  ellos  en   la  extracción  de  minerales,  sin
otorgarles títulos de  propiedad.

-Derecho  a  la  igualdad.  Solicitó  que  a  partir de  este  derecho  se  les

otorgue  la  protección  necesaria,  si  en  cuenta  se tiene que  no  puede
existir  discriminación  alguna  relacionada  con  el  origen  de  la  raza  y
demás   condiciones   o   circunstancias,   entre   la   comunidad   y   los

propietarios.     Pidió    que    se    tenga    en    cuenta,    que    tanto    las
comunidades como los propietarios han  sido víctimas de  la  violencia,

que ellos decidieron proteger su vida "y dejara /os vánda/os que robaran
nuestros   recursos,   extorsionaran,   asesinaran   e   introdujeran   la   minería
ilegal   y   todo   el   proceso   de   narcotráfico   desde   la   siembra   hasta   el

procesamiento de la droga".

1[  Como  problemas jurídicos se aprestará  la  Sala  a  determinar si
en   el   presente   caso   se   encuentran   satisfechos   los   presupuestos
axiológicos   de    la    pretensión    restitutoria    en   favor   de    la    parte
solicitante,    CONSEJO    COMUNITARIO    DE    LA    CUENCA    DEL    RÍO
YURUMANGUÍ,  quien  actúa  representada judicialmente  por  parte  de
la       UNIDAD      ADMINISTRATIVA      ESPECIAL      DE      GESTIÓN       DE
RESTITUCIÓN  DE TIERRAS  DESPOJADAS -DIRECCIÓN TERRITORIAL
VALLE   DEL  CAUCA-   o  si,   por  el   contrario,   hay   lugar  a   atender  la
oposición   planteada   por  la   sociedad   PACIFIC  MINES   S.A.S.,   quien
controvierte  lo aducido y  pedido  por la  comunidad  que se  halla  en  el

polo   activo    de    esta    relación   jurídico    procesal,    desde    diversas
perspectivas,   o   la   propuesta   por   la   señora   CLAUDIA   CONSUELO
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DUSSÁN  ÁNGEL,  en  forma  extemporánea  según  lo  determinado  en
su  momento  por el juzgado  instructor.

La  solución  a  dichos  interrogantes  pasa  por  analizar  los  siguientes
aspectos, entre otros:

Si  el  territorio  solicitado  en   restitución  se  encuentra  debidamente
identificado e  individualizado;  si  en  efecto,  el  territorio comprende  la
cuenca  del  río  Yurumanguí,  como  lo  sugiere  su  ocupación  histórica

por parte de la comunidad solicitante o si, dadas las coordenadas que
se   encuentran   consignadas   en   la   resolución   de   ad].udicación,   el
mismo  en  realidad  se  encontraría  ubicado en  alta  mar;  para  el  caso

que se trate de un error, deberá determinarse si dicho yerro, que se
retrotraería  a  la  fase  administrativa,  impide  el  adelantamiento  de  la
fase judicial,  por tratarse de  un  requisito de  procedibilidad,  según  se
ha  planteado;  en caso de que la respuesta a este último interrogante
sea  negativa deberá  determinarse  si  es  posible  alternativamente  su
corrección   en   esta   sentencia,   como   desde   la   otra   orilla   ha   sido
deprecado.

Si   la   existencia   de   títulos   de   propiedad   privada   sobre   el   área
solicitada    en    restitución    por   el    CONSEJO   COMUNITARIO    DE    LA
CUENCA  DEL  RÍO YURUMANGUÍ  puede  tenerse  como  una  afectación
en  contra  de  los  derechos  territoriales  reconocidos  a  la  comunidad
mediante  Resolución  01131  de  mayo  23  de  2000  expedida  por  el
INSTITUTO  COLOMBiANO  DE  LA  REFORMA AGRARIA,  a  través  de  la
cual se adjudicó a favor de las comunidades negras de  EI  Encanto,  EI
Firme,    Barranco   de   Reyes,   La    Primavera,   Veneral   del   Carmen,
Papayo,  San Antonio,  San  Miguel,  EI  Águila,  San Jerónimo,  San José,
San  Antoñito  y Juntas,  organizadas en  el  consejo  comunitario  antes
referido,   los  terrenos   baldíos   ocupados   colectivamente   por  estas
comunidades,    localizadas   en    la   cuenca   del    río   Yurumanguí,   en

jurisdicción   del   municipio  de  Buenaventura,  Valle,  con   una  cabida
superficiaria  de  54.776  hectáreas.

Si  hay  lugar a  acoger  las  excepciones  u  oposiciones  formuladas  por
la  parte  opositora,  en  especial  la  que  tiene  que  ver  con  otorgarle

prioridad  a  los  títulos  que  alega  dicho  polo  legítimamente  ostentar
sobre el  bien ob].eto de solicitud de restitución;  si, como ella  lo aduce,
se  trata  de  una  propietaria  que  adquirió  el  bien  o  bienes  con  buena
fe   exenta   de   culpa;   si   hay   lugar   a   declarar   la   ineficacia   de   la
Resolución  0727 de enero 20 de  1969 expedida  por el  INCORA y,  por
esa  vía,  decretar  la  nulidad  de  la  misma;  ídem,  en  relación  con  la
Resolución  Oii3i  del  23  de  mayo  de  2000,  a  través  de  la  cual  se
otorgó el título colectivo a  la  comunidad  demandante,  entre otras.
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En   caso   de  denegarse   la   oposición   y,   por  el   contrario,   acogerse
favorablemente   las   pretensiones   de   la   comunidad   solicitante,   se
deberán  individualizar  las  órdenes  que  se  estime  necesario  adoptar
con    el    objeto    de    lograr   el    restablecimiento    de    los    derechos
conculcados.

2.   Marco  jurídico  de   la   acción  de  restitución  territorial  a
comunidades  afrocolombianas.   La   Ley   1448  de  2011  se  ideó
encontrándose  en  curso  el  conflicto  armado,  como  una  manera  de
lograr la efectivización de  los derechos de las víctimas a  la verdad,  Ia

].usticia y la  reparación con garantías de no repetición, a través de un
conjunto  de  herramientas  de  carácter ]'udicial,  administrativo,  social

y económico,  dentro de  un  marco de ].usticia  transicional.

De  manera  más  específica  el  Decreto-ley  4635  de  2011  se  expidió
con     la     finalidad     de     proteger     a     las     comunidades     negras,
afrocolombianas,   raizales  y  palenqueras,  entre  otras  cosas  de  los
despo].os   o   abandonos   de   territorios,   que   hubiesen   tenido   como
fuente el conflicto armado.  Dicho cuerpo normativo fue expedido con
base en  las facultades extraordinarias conferidas al  Presidente de  la
República  en  el  artículo  205  de  la  Ley de Víctimas,  por el  término de
seis  meses  para  expedir  decretos  leyes  a  través  de  los  cuales  se
protegiera   a   las   víctimas   pertenecientes   a   dichas   comunidades,
norma  de  carácter  legal  que  efectuó  igual  previsión  en  relación  con
los pueblos indígenas y  ROM,  respecto de  los cuales se expidieron de
manera  seme]-ante  los  Decretos 4633 y 4634 de 2011.

Con  tal finalidad,  en  el  artículo  3°  del  referido decreto 4635 de  2011
se      definió      que      víctimas      son      las      comunidades      negras,
afrocolombianas,    raizales    y    palenqueras,    tanto    en    su    ámbito
comunitario   como   en   relación   con   sus   miembros   individualmente
considerados,   que   hubieren   sufrido   un   daño   en   los   términos   allí
definidos,  por  hechos  acaecidos  con  posterioridad  al  1°  de  enero  de
1985,  como  consecuencia  de  violaciones  al   Derecho  lnternacional
Humanitario  o  de  violaciones  graves  y  manifiestas  a  los  Derechos
Humanos,    que    guarden    relación    con    factores    subyacentes    y
vinculados al  conflicto  armado  interno.

En  cuanto  a  los  daños,  ese  decreto  en  sus  artículos  60  y  siguientes
definió  el  daño  colectivo  como  el  consistente  en  la  violación  de  los
derechos  y  bienes  de  las  comunidades  como  su]-etos  colectivos  o
cuando  se  vulneran   masivamente  los  derechos  individuales  de  los
integrantes de  la  comunidad.
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El  daño  individual  con  efectos  étnicos  colectivos  como  aquel  que  se

produce  cuando  el   daño   recibido   por  una   víctima   individual   de   la
comunidad  pone en  peligro la estabilidad social, cultural, organizativa

y  política  o  la  permanencia  física  y  cultural  de  la  misma.

El  daño a  la  integridad  cultural  se da  cuando se  produce  una  pérdida
o    afectación    de    la    capacidad    de    reproducción    cultural    y    la
conservación  y  transmisión   intergeneracional  de  su   identidad  o  la
imposibilidad  de desarrollar y transmitir sus saberes ancestrales.

El  daño  ambiental  y  territorial  se  genera  cuando  por  razón  de  los
hechos   victimizantes   a   que   alude   el   artículo   3°   del   decreto   en
mención  se  produce  una  afectación  de  los ecosistemas  naturales,  la
sostenibilidad  y  la  sustentabilidad  del  territorio de  las comunidades.

En   cuanto   al   daño   por   racismo,    lo   define   el   decreto   como   la

producción  de  actos  de  violencia  y  discriminación  racial  con  ocasión
o  por  efecto  del  conflicto  armado,  a  que  se  refiere  el  artículo  30
ibídem,  a  la  vez que  establece  la  presunción  legal  de que  uno  de  los
efectos    del     conflicto    armado    sobre     las    comunidades    es    el
acentuamiento del  racismo y de  la  discriminación  basada  en  la  raza.

A  su  vez,  el  artículo  12  define  el  procedimiento  de  restitución  como
el   trámite  judicial   que  tiene   por  ob].eto   el   reconocimiento   de   las
afectaciones  y  daños  territoriales,  para  la  recuperación  del  e].ercicio

pleno de  los derechos territoriales de  las comunidades,  que  han  sido
vulnerados  en  el  contexto  del  conflicto  armado,  Io  que  significa  que
se  trata  de  un  proceso  declarativo  enderezado  a  que  por  parte  del
].uzgador  se.determine  si  se  han   producido  ciertas  afectaciones  y
daños   territoriales   y,   en   caso   de   establecerse   que   los   mismos
tuvieron  lugar,  se emitan órdenes encaminadas a  la  restauración del
ejercicio  pleno  de  los  derechos  territoriales  de  dichas  comunidades,
Io cual  se  hace en  el  marco de  las  medidas de  reparación  adoptadas

por el  Estado sin que pueda decirse exactamente que dichas ordenes
traducen    el    reconocimiento    de    una    pretensión    declarativa    de
condena,  pues tal  como  lo  prescriben  los artículos  9°  y  10  de  la  Ley
1448  de  2011  las  medidas de atención,  asistencia  y  reparación  a  las
víctimas  que  adopte  el   Estado  les  permite  a  estas  sobrellevar  su
sufrimiento    y    en     la     medida     de     lo     posible     se     enfocan     al
restablecimiento  de  los  derechos  que  les  han  sido  vulnerados,  pero
no  implican  una  aceptación  de  responsabilidad  por  parte  del  Estado
o sus agentes.

En  cuanto  al  territorio,  establece  el  decreto  que  éste  se  reconoce  y
comprende   como   la   base   fundamental   de   la   cultura,   de   la   vida
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espiritual,  la  integridad  y el  desarrollo autónomo de  la  comunidad  en
él   asentada.   Asimismo,   se   prevé   que   el   carácter   constitucional,
inalienable,   imprescriptible   e   inembargable   de   las   tierras   de   las
comunidades  allí  protegidas  guía  el  proceso  de  restitución  colectiva
e  individual  de  los territorios.

La calidad  de víctima en  la  Ley  1448 de 2011 fue atada  a  la fecha del
1° de enero de  1985,  pero la titularidad  para efectos de la  restitución
fue  vinculada  a  fecha  posterior,  concretamente  el   1°  de  enero  de
1991, y lo mismo podemos decir en  relación  con  el  D.  4635 de  2011,
en  cuyo  artículo  108  se  contempla  que  las  medidas  de  restitución
establecidas  en  el  mismo  aplican  a  las  afectaciones  territoriales  de
las  comunidades  ocurridas  a  partir del  1°  de  enero  de  1991  y  hasta
el  31  de  diciembre  de  2021.

Dicho       mojón       cronológico      fue       objeto      de       demanda       de
inconstitucionalidad y fue hallado compatible con la Carta por la Corte
Constitucional  en  la  sentencia  C-250  de  2012,  bajo  consideraciones
tales como que dicho marco temporal debía observarse por el órgano
jurisdiccional,  dado  el  margen  de  configuración  del  legislador,  salvo
para  el  caso  que  dicha  limitación  en  el  tiempo  se  avizorara  como
manifiestamente  arbitraria,  lo  que  de  acuerdo  a  lo  indicado  por  la
Corte  no  tenía  lugar,  para  efectos  de  lo  cual  se  acudió  a  un  fesf de
proporcionalidad,   precisándose   que   la   medida   tenía   una   finalidad
constitucionalmente  legítima,  en  cuanto  a  través  de  ella  se  buscaba
seguridad jurídica, se mostraba como idónea para lograr ese ob].etivo
y  además  no  resultaba  desproporcionada  respecto  de  los  derechos
de  las víctimas,  en  cuanto  la  fecha  del  1° de enero de  1991  tendía  a
abarcar  el   periodo   histórico   dentro  del   cual   se   produjo  el   mayor
número     de     hechos     de     despojo     y     desplazamiento,     habida
consideración    de    los   datos    suministrados    por   el    Ministerio    de
Agricultura.

A    lo    anterior    se    agrega    que    debe    agotarse    el    requisito    de

procedibilidad,  como  lo  prevén  los  artículos  118  y  120  del  D.  4635
de   2011,   exigencia   que   se   satisface   mediante   el   procedimiento
administrativo   de   inscripción   del   territorio   de   que   se  trata   en   el
Registro de Tierras Despo].adas y Abandonadas Forzosamente, el cual
termina  exitosamente  y  en  aquellos  casos  en  que  del   informe  de
caracterización    se    concluya    que    existen    daños    y    afectaciones
territoriales.

3[  Elementos estructurantes de la pretensión.  De esa  manera,
los elementos axiológicos de  la  pretensión  restitutoria,  acorde con  lo

Referencia : 76-111-31-21-001-2015-00053-00
Solicitante:  CONSEJO COMUNITARlo  DE  LA CUENCA DEL RÍO YURUMANGui

Opositor:  PACIFIC  MINES  S.A.

Magistrado: Carlos Alberto Tróchez Rosales



s3\

35

establecido  en   la   Ley  de  Víctimas,  el   Decreto  4635  de  2011  y  la

].urisprudencia  constitucional,  son:

3.1    La    calidad    de    víctima    de    la    comunidad    solicitante    de    la
restitución,   representada   por   el   CONSEJO   COMUNITARIO   DE   LA
CUENCA DEL RÍO YURUMANGUI, a su vez representado judicialmente

por    la     UNIDAD    ADMINISTRATIVA    ESPECIAL    DE    GESTIÓN     DE
RESTITUCIÓN  DE TIERRAS.

3.2  La  relación  de  la  comunidad  con  el  territorio  ob].eto  de  solicitud
de restitución,  bien  sea en calidad de propietaria, ocupante o usuaria
en  forma  ancestral  del  mismo.

3.3  La  existencia  de  afectaciones y  daños  al  territorio,  que  impidan
el  e].ercicio  pleno de  los derechos territoriales.

3.4 Que los hechos victimizantes hayan tenido ocurrencia a  partir del
1°  de enero de  1991  y antes del  31  de  diciembre de  2021.

3.5  Que  las  afectaciones,  y  en  especial  las  atinentes  al  ejercicio  de
los derechos sobre el territorio,  presenten  una  relación de causalidad
con  el  conflicto armado  interno.

3.6     Adicionalmente,     se     debe     cumplir     con     el     requisito     de

procedibilidad,   para   poder  ser  admitido  al   proceso  de   restitución,
caracterizado  además  por  una  serie  de  presunciones  de  derecho  y
legales,  a  favor de  las víctimas,  amén  de  la  inversión  de  la  carga  de
la    prueba,    la    prevalencia    del    derecho    sustancial,    entre    otras
instituciones o  principios aplicables.

Por su lado, corresponde al opositor u opositores acreditar o bien que
la  comunidad  solicitante  no  ostenta  la  condición  de  víctima  o  que,  a

pesar de ello,  Ia  parte opositora  desplegó en  su  actuar una  buena fe
exenta de culpa o que se trata de una  persona desplazada del  mismo
territorio.

4.   Requisito   de   procedibilidad.    El   anterior   presupuesto   fue
cumplido  a  cabalidad,  en  cuanto  la  DIRECCIÓN  TERRITORIAL VALLE
DEL   CAUCA   Y   EJE    CAFETERO    DE    LA   UNIDAD   ADMINISTRATIVA
ESPECIAL  DE  GESTIÓN  DE  RESTITUCIÓN  DE  TIERRAS  procedió  a  la
inscripción    del    territorio    colectivo    en    el     Registro    de    Tierras
Despojadas  y  Abandonadas  Forzosamente,  mediante  la  expedición
de  la  Resolución  No.   135  del  30  de  ].unio  de  20159,  teniendo  como

9  Folio  6  del  cuaderno  2.
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antecedente    el    trabajo    interdisciplinar    y    con    la    participación
comunitaria de caracterización de las afectaciones territoriales, entre
otros elementos de juicio, acorde con lo establecido en el artículo  118
del  Decreto 4635  de  2011,  en  consonancia  con  el  105  ibídem.

En   lo  relativo  al  error  de  registro  en   las  coordenadas,  que  quedó
consignado en  la  Resolución  01131  de  2000, y que  ha  sido  resaltado

por  la  parte  opositora  como  un  óbice  para  que  esta  acción  tenga
validez,   ha   de   señalarse,   como   será   examinado   un    poco   más
adelante,  que  dicho yerro  no tiene  ese alcance,  toda  vez que  lo que
exige  la  ley  es  la  inscripción  del  territorio  en  el  Registro  de  Tierras
Presuntamente   Despojadas   y   Abandonadas   Forzosamente,   como
etapa    previa    para    que    pueda    adelantarse    el    proceso   judicial
correspondiente,   pero  ello   no  significa   que  algún   error  que   haya
tenido lugar en esa fase preliminar no pueda ser objeto de corrección,
no en  el  sentido de  subsanar  la  inscripción,  pues  la  misma,  como  se
expone, es un simple requisito de procedibilidad, sino al  momento de

pronunciarse    el    órgano    jurisdiccional    competente    de    manera
definitiva    y   con    efectos   de   cosa   ].uzgada    sobre    la    pretensión
restitutoria,   haciendo   las   precisiones   pertinentes,   entre   ellas   las
atinentes a  la  identificación  del  territorio a  restituir,  de ser el  caso.

Actuar de  otra  manera,  es  decir,  ocluir  la  etapa judicial  o  retrotraer
la  misma a  la fase administrativa,  para que se proceda a subsanar el
error  en   que   pudo   incurrirse   en   la   inscripción   del   territorio  en   el
Registro  de  Tierras  Despojadas  y  Abandonadas  Forzosamente,  que
tendría   su  fuente  en   la   resolución   misma   a  través  de   la   cual  se
adjudicó  el  territorio  a  la  comunidad  aquí  demandante,  implicaría  ni
más  ni  menos  que  incurrir en  exceso  ritual  manifiesto,  el  cual  tiene
lugar,  en  términos  de  la ].urisprudencia  nacionall°,  que  acogió  dicho
concepto  a   su  vez  de   la  ].urisprudencia  Argentinall,   cuando:   i)   EI

].uzgador se aleja  de  la  verdad  probada  respecto de  los  hechos en  el
curso  del  proceso,  ii)  por darle  demasiada  importancia  a  una  norma
de carácter procesal en  relación con el derecho sustancial en juego y
iii)  con  desconocimiento o vulneración  de  los derechos sustanciales.

En    efecto,    si    bien    inicialmente    se    detectó    que    tomando    las
coordenadas  del  territorio  de  la  comunidad  solicitante  en  la  forma
como  éstas  aparecen  anotadas  en  el  título  colectivo  el  bien  podría

í° Al  respecto  pueden  consultarse  las  sentencias T-950  de  2003,  T-1123  de  2002

y T-289 de 2005.

11  V.  Corte  Suprema  de  Justicia  de  Argentina.  Sentencia  del  18  de  septiembre  de

1957.  Caso ``Colalillo  Domingo Vs.  Compañía  de Seguros  España y  Rio de  la  Plata''.
(CSJN  Fallo  238.  550)
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estar ubicado en alta  marí2,  lo que ha sido puesto de presente por la
parte  opositora,  quien  en  su  alegato  de  conclusión  hizo  referencia  a
"Í.mprecí.sÍ.ones  de  onden  cartográfí-co" que  no  permitirían   una  clara  y

definida  planimetría  que  muestre  la  correcta  ubicación  del  predio,  es
lo cierto que el asunto quedó elucidado a través del  concepto
técnico   elaborado   de   manera   conjuhta   por   el   INSTITUTO
GEOGRÁFICO AGUSTÍN  CODAZzl y  LA  UNIDAD  DE  RESTITUCIÓN  DE
TIERRAS,  en  respuesta  a  prueba  decretada  de  oficio  por la  Sala,  en
la  Cual  se  conc}uvó  que  ``en  ejercicio  de  revisión  técnica  desde  oficina,
con  el   uso  de  herramientas  SIG,   la   lectura   de  información  de  fuentes
oficiales de cartografía, el estudio del documento oficial de delimitación del
Consejo Comunitario de  la  Cuenca  del  río Yurumanguí;  el  contraste de  los
documentos  de  los  territorios  Colectivos  colindantes  al  Norte  y  al  sur,  es
decir    de     los     Consejos    comunitarios     Río     Cajambre     y     Río     Naya
respectivamente,  la  cartografía  oficial  de  Parques  Nacionales  Naturales;
(como  colindante  el  Oriente  con  el  PN  Farallones  de  Cali)  la  cartografía
oficial de IGAC, contrastada con  imágenes satelitales del área de interés;  y
una serie de juicios análisis sobre todas estas herramientas y documentos
en individual y colectivamente considerados [...]", es dable ex[Taer-.

-i)   Que  se  preser\tó  "un  error  de  digitación  que  traspuso  las

coordenadas X por la Y y la Y por la X"

ii)   Que   Si   se   efectúa    la   ``Í`wersí.ón   en   corriecfa   forma   de   dí.chas
coordenadas y contrastando con la documentación descrita en la Resolución
es  pos.ible  identificar cartográficamente y  reconstruir sobre  bases oficiales
citadas, el Consejo Comunitario de  la Cuenca  Del  Río Yurumanguí'

-i-i-i) Que "el error de digitación es claro y no obedece a un proceso

indebido   de   d.ig-itación   o   de  errónea   ident-ificación   en   campo"
(negritas fuera de texto)

Se agrega que lo anterior fue corroborado a través de la identificación
de    los    límites    naturales   descritos,    tomando    para    ello    no   solo
documentos  del  Conse].o  Comunitario  sino  también  de  los  Consejos
colindantes.

Hacer  caso  omiso  a  la  verdad  probada,  en  lo  relativo  a  la  correcta
ubicación  del  territorio  solicitado  en  restitución,  a  pesar  de  haberse
aclarado  en  el  desarrollo de este  proceso  que  la  hipotética  ubicación
del  mismo  en  alta  mar obedece  a  un  simple  error de  digitación,  que
nada tiene que ver con una eventual errónea identificación en campo,
traduciría   una   incursión   por   parte   de   la   autoridad  judicial   en   un

12  V.  oficio  6022  del  IGAC,  dirigido  al  Juzgado  3  Civil  del  Circuito  Especializado  en

Restitución de Tierras de Cali,  recibido en ese despacho el día 4 de agosto de 2016.
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excesivo  ritualismo,  con  desconocimiento del  derecho de acceso a  la
administración de justicia que es uno de los componentes de la tutela

judicial efectiva.   Todo ello, como quedó expuesto,  por darle excesiva
importancia  a  una  norma  de carácter procesal,  como es  la  relativa  a
la  inscripción  en  el  Registro  de  Tierras  Despo].adas  y  Abandonadas
Forzosamente,   que   sin    duda    la   tiene,   como   instrumento   para
garantizar   la   inscripción   de   personas   propietarias   poseedoras   u
ocupantes  del  bien,  en  este  caso  la  comunidad,  la  descripción  del

predio  y  la  relación  de  aquella  con  el  mismo,  en  orden  a  viabilizar
con   conocimiento   de  causa   la   fase  judicial,   pero   no  al   punto   de
erigirse   en   cortapisa   para   un   acceso   efectivo   a   esta,   como   se
pretende,    en    detrimento    de    los    derechos    de    la    comunidad
demandante.

5.  El contexto de violencia en  la zona donde se ubica el  bien
pretendido.

5.1   El  documento  de  contexto  de  violencia  fue  presentado  por  la
UNIDAD ADMINISTRATIVA  ESPECIAL DE  GESTIÓN  DE  RESTITUCIÓN
DE    TIERRAS    DESPOJADAS,    como    un    capítulo    del    informe    de
caracterizaciones    elaborado    por    el     INSTITUTO    DE    ESTUDIOS
INTERCULTURALES   de   la    PONTIFICIA   UNIVERSIDAD   JAVERIANA,

concretamente  el  capítulo  o  numeral  4,   intitulado  ``COW7fx7lo  DE[
CONFLICTO ARMADO Y FACTORES SUBYACENTES EN  EL VALLE DEL CAUCA,

BUEWAVEW7URA  y yuRUMAWGUJ''',  en  el  cual  se  efectúa  un  análisis  del
tejido  de  violencia  desde  los  años  ochenta  y  noventa,  décadas  que
se  toman  como  antecedentes,  con  la  presencia  de  las  guerrillas,  en
especial  de  los  frentes  sexto  y  treinta  de  las  FARC;  luego,  a  inicios
de  2000,  con  la  incursión  de  los grupos  paramilitares,  que  llevaron  a
cabo     masacres    como     las    del     Naya     y     EI     Firme,     dividiendo

posteriormente  los  hechos  por  periodos,  así:  2002  a  2004,  2004  a
2008  y  2008  a  2011,  haciendo  referencia  igualmente  a  los  factores
subyacentes  al  conflicto  como  son  los  atinentes a  los cultivos  ilícitos

y  la  minería  ilegal.

EI  Documento  de Análisis  de  Contexto,  elaborado  por  el  INSTITUTO
DE  ESTUDIOS  INTERCULTURALES y  la  UNIDAD  DE  RESTITUCIÓN  DE
TIERRAS.  (2015),  proviene  de  la  línea  de  tiempo  que  se  construyó
con  fuentes secundarias de  la  primera jornada  de traba].o  de campo
y  posteriormente  se  complementó  con  las  reuniones  con  los  líderes
del  CONSEJO  COMUNITARIO  DE  LA CUENCA  DEL  RÍO YURUMANGUÍ,
en   los  seis   (6)   talleres   realizados  y  con   información   extraída   de
treinta   y   tres   (33)   entrevistas.      Para   ello   los   investigadores   se
apoyaron en trabajos realizados por la  FIP en alianza con el CONSEJO
INTERNACIONAL   DE   INDUSTRIA  SUECA  -   NIR  y   la   ANDI   (2011),
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INDEPAZ   (2013),   OBSERVATORIO   DEL  PROGRAMA   PRESIDENCIAL

DE     DERECHOS     HUMANOS     Y     DIH     COLOMBIA     (2005)     (2010),
GOBERNACION     DEL    VALLE    -    OFICINA    DE    GESTION     DE     PAZ

COLOMBIA  (2004),  CONSEJO  NACIONAL  DE  POLITICA  ECONOMICA
Y  SOCIAL  COLOMBIA  (2010),  UNODC  -OFICINA  DE  LAS  NACIONES

UNIDAS  CONTRA  LA  DROGA Y  EL  DELITO  (2013)  CIDSE  CENTRO  DE
INVESTIGACIONES      Y      OCUMENTACION       SOCIOECONOMICA      -
UNIVERSIDAD  DEL VALLE  (2009),  medios de comunicación  impresos

y  digitales  NOCHE  Y  NIEBLA  (2001)  (2004),  SEMANA.COM   (2013),
VERDAD  ABIERTA  (2009)   (2012)   (2014),  medios  de  comunicación
audiovisuales  cómo  NOTICIAS  UNO  (2012)  y  algunos  autores  que
han  traba].ado  en  la  realización  de  investigaciones  relacionadas  con
la  violencia  y  el  conflicto  armado  en  la  zona  del  pacifico  colombiano
cómo  ESTRADA,  FERNANDO  (2010)  y AGUDELO,  CARLOS  (2001).

A continuación se presenta  una síntesis de la  línea  de tiempo, que da
cuenta  de  la  dinámica  del  conflicto armado en  la  zona  rural y  urbana
de   Buenaventura,    la   forma   como   esos   elementos   de   violencia
penetraron  en  la  comunidad  Yurumanguireña,  y  son  explicativos  de
las  afectaciones  que  se  estudiarán  más  adelante,  igualmente  de  la
mano del estudio de caracterización llevado a cabo por el mencionado
instituto  de  la  PUJ:

En  el  estudio  se  indica  el  área  que en  el  territorio  rural  del  municipio
de  Buenaventura  durante  las  últimas tres décadas  ha  sido  golpeada
por   situaciones   asociadas   al   conflicto   armado   interno   que   han
originado  la  pérdida  de  vidas y  el  rompimiento  de  lazos  familiares  y
sociales,    que    se    habían    construido    entre    los   territorios   y    las
comunidades  generando  identidad  cultural  y  antropológica,  1o  cual
dio  lugar  al  acaecimiento  de  violaciones  reiteradas  y  graves  a   los
Derechos     Humanos     e     infracciones     al     Derecho     lnternacional
Humanitario  de  la  población  civil.

Según  se  narra  en  el  documento,  la  llegada  de  los cultivos  ilícitos,  a
través de la  plantación de coca, se hace evidente en el departamento
del  Valle  del   Cauca,  y  particularmente  en   los  municipios  ubicados
entre  la  Cordillera  Occidental  y el  Océano  Pacífico,  desde  los albores
de   la   década   de   los   noventa,   situación   que   empezó   a   generar
amenazas   y   atropellos   contra   los   campesinos   por   parte   de   los
integrantes de los grupos armados al margen de la ley que se servían
de   dichos   cultivos,   principalmente   la   guerrilla   de   las   FARC,   para
financiarse,   Fue  así,  según   se  indica,   que  se  ocasionó  la   primera
oleada  de  desplazamientos.
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Pone  de  presente  la  Universidad  Javeriana  en  su  compilado  escrito

que  las situaciones  de violencia  e  intimidación  de  los subversivos en
contra   de   las   comunidades   urbanas   y   rurales   del   municipios   de
Dagua,  La  Cumbre  y  Buenaventura  ocasionó  que  se  empezaran  a

gestar  movimientos  y  aparecieran  líderes  a  través  de  los  cuales  la
comunidad       pretendía      la       reivindicación      de      sus      derechos,

principalmente el  de acceso a  las tierras.

Para finales de los noventa y los primeros años de la década de 2000
el  paramilitarismo  hizo  presencia,  a  través  del  Bloque  Calima,  en  el
valle  del  Río  Cauca  con  una  oleada  de violencia  por  medio  de  la  cual

pretendían  hacerse  al  control  del  territorio  y  las  rutas  estratégicas
para el tráfico de estupefacientes, tanto en el norte del departamento
como en  la  región  pacífica  del  mismo.

Habida  cuenta  de  la  importancia  del  manejo  de  aquellas  rutas,  se
suscitó  una  fuerte  oleada  de  combates  entre  las  FARC  y  las  AUC;
durante  este  periodo  de  disputa  y  lucha  por  el  control  del  vasto  e
inhóspito  territorio   los  desplazamientos   hacia   el   casco   urbano  de
Buenaventura crecieron exponencialmente, tal como lo documentó el
estudio de caracterización  obrante en  el  proceso.

Expone  el  informe  que  tras  la  desmovilización  del  Bloque  Calima  de
las  Autodefensas  Unidas  de  Colombia,  que  tuvo  lugar  en  el  mes  de
diciembre   del    año    2004,    las   bandas   criminales   al    servicio   del
organizaciones  de  narcotráfico  se  encargaron  de  ocupar el  lugar de
los  paramilitares  y  se  hicieron  partícipes  de  la  pugna  por el  dominio
del corredor estratégico que representaba  la salida al  mar,  lo cual dio
inicio   a   una   nueva   oleada   de   violencia;   Ia   lucha   en   cuestión   se
trasladó  también  a  la  cabecera  municipal  de  Buenaventura,  donde
estaba    refugiada    la    gran    mayoría    de    la    población    que    había
abandonado  las zonas  rurales,  la  cual  fue  nuevamente víctima.

Aquella   sinopsis   del   contexto   de   violencia   que   hace   parte   de   la
caracterización  de  la  que  se  vale  la  parte  demandante,  señala  que
las  autoridades  institucionales  y  del  Estado  intentaron  minimizar  la

presencia  de  los  actores  armados  en  el  municipio  y  sus  diferentes
corregimientos y veredas,  procurando ejercer el  control  mediante  la
presencia militar, a través de fuerzas especiales del. E].ército Nacional.

Para     finales    de     la     década     del     2000     la     intensidad     en     los
enfrentamientos  entre  el   E].ército  y  el   Frente  30  de  las  FARC  y  la
captura     de     algunos     de     los     cabecillas     de     la     organización,

particularmente  los  conocidos  con  los  alias  de ``Mincho" y ``Richard'',
llevaron a las fuerzas del orden a recuperar el control de ciertas zonas
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que  diez  años  atrás  les  pertenecían  casi  que  exclusivamente  a  los
guerrilleros y eran el caldo de cultivo para el desarrollo de actividades
delictivas que generaban menoscabo en  los derechos de la  población.

Siguiendo  la  línea  de aquel  contexto,  contenido en  la  caracterización
de  la  Universidad  Javeriana,  se  tiene  que  la  erradicación  de  cultivos
ilícitos en áreas vecinas a los diferentes afluentes que te].en  la riqueza
de  la  costa  del  Pacífico colombiano,  a  través de  las fumigaciones que
tuvieron  lugar  entre  2012  y  2015,  se  han  per].udicado  las  fuentes
hídricas y todos quienes dependen  de ellas,  pues  los  predominantes
cultivos   de   coco,   lulo   e   hierbas   medicinales   se   perdieron   y   las

personas  sufrieron  afectaciones  de  salud  que,  según  se  dice  en  el
informe,   fueron   denunciadas   ante   organismos   internacionales   y
organizaciones de derechos  humanos.

Todas  las situaciones de violencia,  propias del  conflicto  armado,  y  la
desprotección   a   las   que   históricamente   han   sido   sometidas   las
comunidades  urbanas  y  rurales  del  puerto  de  Buenaventura  y,  en
general,  de  los  departamentos  de  la  Región  Pacífica,  conforme  reza
en  la  caracterización,  han  deteriorado  notablemente  los  derechos  y

garantías constitucionales de centenares de miles de personas que la
habitan,   por  lo  que  concluye  afirmando  que  es  deber  del   Estado

garantizar el  goce efectivos de aquellos derechos,  el  reconocimiento
y  reparación  de  los daños y brindar garantías de  no  repetición.

5.2  El   mencionado  documento  de  análisis  de  contexto  que,  como
di].imos  forma  parte  del  traba].o  de  caracterización  de  afectaciones
elaborado  por el  INSTITUTO  DE  ESTUDIOS  INTERCULTURALES  de  la
PUJ,  se sustenta  en  fuentes secundarias,  que allí se citan,  obtenidas
mediante  revisión  bibliográfica  y  la  minuciosa  búsqueda  de  registros
documentales,  para  la  construcción  de  un  marco  contextual,  que en
criterio de  la  Sala  se  muestra  como sólido.

A continuación,  procederemos a  contrastar la  información  inserta  en
el  análisis  de  contexto,  y  de  alguna  manera  a  complementarlo,  en
orden  a  validarlo  como  medio  de  prueba  a  tener  en  cuenta  para  la
adopción  de  la  decisión  que en  derecho corresponda.  Para tal  efecto,
se tuvieron  en  cuenta  diversas  investigaciones y estudios  realizados
por  organismos  de   diferente   naturaleza,   tales  como   informes  de
CONSULTORÍA        PARA        LOS        DERECHOS        HUMANOS       Y        EL
DESPLAZAMIENTO  -  CODHES  (2002),  UNIDAD  PARA  LA  ATENCION
Y   REPARACION   INTEGRAL  A   LAS   VICTIMAS   (2013),   OFICINA   DE
NACIONES  UNIDAS  CONTRA LA  DROGA Y EL DELITO  UNODC  (2015),
medios de  comunicación  impresos y digitales como  EL ESPECTADOR

(2008)   (2010)   (2016)   (2017),   REVISTA   SEMANA   (2007)   (2008)
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(2009)  (2012),  VERDAD ABIERTA  (2011)  (2015)  (2017)  y  a  algunos
autores   que   han   trabajado   en   la   realización   de   investigaciones
relacionadas   con   los   procesos   socioculturales   y   políticos   de   las
comunidades   afrodescendientes   en   Colombia   como   ROSERO,   C.

(2002),  BUENAVENTURA,  A.,  y TRUJILLO,  D.  (2012).

Varios     factores     del     contexto     global     han     hecho     posible     el
reconocimiento   de   esta   comunidad   como   un   sujeto   político   de
derechos y ser reconocidos  como  un  conse].o  comunitario,  pero  a  la
vez  cómo   grupo   social   viven   en   un   escenario   difícil   como  varios
consejos  comunitarios  del   país,  en   los  que  se  instauran   lógicas  y
dinámicas   del   conflicto   armado   que   se   desprenden   de   intereses
económicos  y  en   consecuencia   se   presentan  fenómenos  como  el
despojo  y   la   explotación   desmesurada   de   los   recursos   naturales
presentes  en  la  zona,  lo  que  resulta  indicativo  de  que  el  marco  de
violencia  que  se  instauró  en  el  periodo  de  tiempo  que  va  de  1990  a
2014  en  la  zona  del  Pacifico  colombiano  se  inscribe  en  una  lógica  -
nacional  -histórica,  que es  importante traer a  consideración.

En  el  territorio  confluyen  varios  actores  armados  legales  e  ilegales,
lo   cual    generó    una    representación    colectiva    de    inseguridad    y

percepción de desprotección  para  la comunidad;  así se tiene registro
de  la  presencia  de  grupos  guerrilleros,  paramilitares  y  las  llamadas
bandas criminales, que constantemente tenían confrontaciones entre
sí con  base en  intereses de diversa  índole  por el  control  del territorio

y    además    con    la    Fuerza    Pública.    Se    narra    que    las    primeras
apariciones  de  grupos  guerrilleros  acontecieron  en  los  últimos  años
de  la  década  de los 80,  luego, ``DÍ.ez años más farde /o hí.zo e/ Fren£e 30,
financiándose  principalmente  del  narcotráfico,  que  encontró  en  los  ríos  y
caños una  ruta  predilecta  para sacar la cocaína  hacia el  Pacífico con  rumbo
a/ cenfro y norfe de/ conf;.r7enfe" (Verdad Abierta,  2015)13

El   reconocimiento  de   la   comunidad   sobre   la   presencia   de  grupos

guerrilleros en  la  zona  del  Pacífico desde  la  década  de  1980 coincide
con   información   y   registro   del   fenómeno   del   desplazamiento   de
manera  masiva  que  se  vivió  en  varios  departamentos  de  Colombia,

que   en   el   Valle   del    Cauca   se   concentró   en    la   zona    rural   de
Buenaventura  para el  periodo de  1985 a  2012.  En  las causas de este
desplazamiento  masivo  también  concurrió  el  accionar  no  sólo  de  las

guerrillas   sino   que   entre   1999   y   el   2000   el   Bloque   Calima   fue
``;.nví.£ado''  por  los  principales  narcotraficantes  del  cartel  del  Norte  del

13    Verdad    Abierta     (2015)    "Yurumanguí,    el     reto    de    volver    a    casa'',    en

httD://www,verdadabierta.com/restitucion-de-bienes/5916-los-teiidos-rotos-oue-
auieren-reconstruir-en-vurumanaui  Consultado el  28 de Agosto de  2017.
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Valle  y  un  grupo  de  empresarios  locales  para  que  les  cuidaran  los
negocios,   del   acoso   guerrillero   en   la   zona   del   Pacífico   (Semana,
2009)14.

Los años posteriores al  momento en el  que se da  inicio a  la  presencia
de   grupos   paramilitares   en   la   zona,   se   presentaron   situaciones
relacionadas  con   el   conflicto  armado  y   las  acciones  violentas   por

parte  de  actores  armados  legales  e  ilegales  (Guerrilla,  Paramilitares
e      incluso      Fuerza      pública).      Anclado      a      este      contexto      de
enfrentamientos   y   confrontaciones   de   los   actores   armados,   se
circunscriben   varios    hechos   que   fueron    determinantes    para    la
trayectoria  de  las  comunidades  que  habitan  esta  zona.   Dentro  de
estas  afectaciones  se  encuentra   por  ejemplo   la   masacre  del  Alto
Naya,  ocurrida  en  la  Semana  Santa  de  2001,  posterior al  2  de Abril
de  ese  año,  momento  para  el  cual  la  Comisión  lnteramericana  de
Derechos    Humanos   a    solicitud    de   varias    ONG,    asociaciones   y
organizaciones,   ordenó   al    Gobierno   colombiano   la    adopción    de
medidas   cautelares   para   proteger   a   las   comunidades   del   Cauca
(Rosero,  2002)i5.  En  esta  misma [égj£a se  inscriben  otras  masacres
que  tuvieron  ocurrencia  en  Buenaventura  después  de junio  del  año
2002,   que   han   ocurrido   en   sitios   reportados   por   una   Misión   de
Observatorio  como  sitios  de  alto   riesgo,   en   los  que  se  esperaría
contar  con   medidas   de   protección.   Además   de   lo   anterior,   años
posteriores   a   dicha   masacre,   la   fiscalía   adoptó   medidas   contra
miembros   de   la   Fuerza   Pública   por  su   presunta   participación   en
hechos de esa especjie,   A(sti, "La  Fiscalía General dictó orden de captura
con fines de indagatoria contra el capitán (r) Mauricio Zambrano Castro por
la   presunta   colaboración   en   la   entrega   de   uniformes   y   armas   a   los

param;./Í.£ares'',  y  en  el  año  2009  fue  capturado  el  General  retirado
FRANCISCO  RENÉ  PEDRAZA  PELÁEZ,  ex comandante de  la  TERCERA
BRIGADA   DEL   EJÉRCITO   con    sede   en    CAUCA,    también    por   la

presunta  responsabilidad  en  la  masacre del  Naya  (Semana,  2009).

Se  puede afirmar que  la  población  afrodescendiente colombiana  y  la

población  indígena  han  sido  los  grupos  minoritarios  que  han  sufrido
con  mayor  intensidad  las  consecuencias  del  conflicto  armado  y  los
enfrentamientos por el  uso del territorio en  el  que  habitan.  En  el  año

14  Semana  (2009)  ``Por  masacre  del  Naya,  capturan  a  general  (r)  Francisco  René

Pedraza'',       en       http://www.semana.com/nacion/conflicto-armado/articulo/por-
masacre-del-naya-capturan-general-r-francisco-rene-pedraza/107270-3
Consultado el  28 de Agosto de  2017.

í5  Rosero,  C.  (2002)  Los  afrodescendientes y el  conflicto  armado  en  Colombia:  La

insistencia   en   lo   propio  como  alternativa.   En   C.   Mosquera,   M.   Pardo   (Ed)  afro
descendientes en las américas TRAyECTORIAS SOCIALES E IDENTITARiA. (pp. 54]
-561).  Bogotá,  Cundinamarca:  Universidad  Nacional  de  Colombia  Unilibros.
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2001 se mostraron cifras dramáticas con  respecto a  la intensificación
del   conflicto   armado   en   las   zonas   rurales   del   país,   la   violación
sistemática  de  los  derechos  humanos  y  las  infracciones  del  DIH,  ya

que  durante  este  año  los  actores  armados  arremetieron  contra  la
población    civil    realizando    bloqueos,    amenazas,    reclutamientos,
secuestros,      asesinatos     selectivos,      masacres     y      provocando
desplazamiento   forzado   de   manera   individual,   familiar   y   masiva

(Codhes,  2002)i6

Es   importante   fi].ar   atención   a   otro   importante   hecho   de   orden
nacional,  que  incidió en todo  lo  relacionado con  el  conflicto armado y
la  ola de violencia  que se vivió en  esta  zona del  país.  De acuerdo con
el  informe  de  desplazamiento  1985  -2012  realizado  por la  UNIDAD
PARA  LA  ATENCIÓN  Y  REPARACIÓN  INTEGRAL  A  LAS  VICTIMAS  se
identificó  que  tras  la  desmovilización  de  grupos  paramilitares  en  el

gobierno    del    expresidente    ÁLVARO    URIBE    VÉLEZ,    los    grupos
guerrilleros    aumentaron    su    participación    en    las    dinámicas    de
desplazamiento  con  respecto  a  otros  grupos  armados  (Unidad  para
la  Atención  y  Reparación  lntegral  a  las Victimas,  2013)17

Los desplazamientos de  manera  masiva  persistieron.  Varias fuentes
de información  indican  que en  el  año 2010  los enfrentamientos entre
Fuerza  Pública  y  las  FARC ocasionaron  el  desplazamiento de  manera
masiva de 300 personas en zona  rural de Buenaventura en  la vereda
Veneral  que  hace  parte del territorio del  CONSEJO COMUNITARIO  DE
LA CUENCA DEL RÍO YURUMANGUÍ.  Este desplazamiento se ocasionó

porque  días  después  de  tal  enfrentamiento  se  percibió  la  presencia
de actores externos como  una  amenaza  significativa  y  una  situación
latente   de   riesgo   para   sí   mismos   (EI   Espectador,   2010)18.   En   el

periodo   de   tiempo   de   2011   a    2012,    Buenaventura   y   Tumaco
ocupaban     los    dos    primeros    lugares    en     relación    con    hechos
victimizantes  por expulsiones y entre  ambos concentran  el  16,5°/o  a
nivel  nacional  (Unidad  para  la  Atención  y  Reparación  lntegral  a  las
Victimas,  20i3)19.

16  Consultoría  para  los  derechos  humanos  y  el  desplazamiento.  (2002).  Wúmero

40.  Recuperado de  http://www.codhes.org/index.php?option=com   si&type=4
17  Unidad  para  la  Atención  y  Reparación  lntegral  a  las Victimas.  (2013).  JWFORME

NACIONAL    DE    DESPLAZAMIENTO    FORZADO    EN    COLOMBIA    1985    A    2012.
Recuperado                                                                                                                                               de
https://rni.unidadvictimas.gov.co/sites/default/files/Documentos/Informe%20de
°/o20DesDlazamiento%201985-2012.Ddf

18   EI   Espectador   (2010)   "Cerca   de   300   campesinos   huyen   de   combates   en

Buenaventura'',         en          httD://www.elesDectador.com/noticias/iudicial/articulo-
205001-cerca-de-300-camDesinos-huven-de-combates-buenaventura   consultado
el  28  de Junio  de  2017.

19  Unidad  para  la  Atención  y  Reparación  lntegral  a  las Victimas.  (2013).  JWFORME
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Los  factores  relacionados  con  el  conflicto  que  se  presentaron  en  el
periodo  de  tiempo  que  va  de  2012  a  2015,  responden  a  una  lógica
de conflicto armado que generó que el  municipio de Buenaventura se
considerara   como   uno   de   los   municipios   expulsores  del   país   con
mayor cantidad de víctimas del  país en comparación a otros periodos
de tiempo,  antes del  2000.  De igual  manera, en  este año (2000) fue
muy importante el  proceso de desmovilización, ya que el crecimiento
de  la  cifra  de  desplazamientos  se  dio  de  manera   más  lenta  y  se
determinaron  entonces  municipios  donde  este  fenómeno  social  se
concentró.    San   Andrés   de   Tumaco   concentró   el    7,8°/o   de   las
expulsiones  de   2012,   Buenaventura   el   5,1°/o,   Medellín   el   2,2°/o   y
Argelia   (Cauca)   el    1,7°/o;   a   nivel   departamental   Nariño,   Cauca,
Antioquia,   Caquetá   y   Valle   del   Cauca   presentaron   los   más   altos
niveles  de  desplazamiento  del  año  2012  (Unidad  para  la  Atención  y
Reparación  lntegral a  las Victimas,  2013)2°. Adicional a  lo anterior se
tiene que en el 2012, el Valle del Cauca fue uno de los departamentos
expulsores      con      mayor      número      de      personas      desplazadas
pertenecientes a un grupo étnico, al igual que Nariño, Chocó y Cauca,
con         concentración         en         desplazamientos        de         población
afrodescendiente.   Estas   cifras   se   presentan   en   concordancia   con
factores    históricos;     los    afrodescendientes    han    sido    el    grupo

poblacional, entre los grupos étnicos, que históricamente han llevado
el  mayor peso del conflicto armado, ya  que al vivir en  zonas de difícil
acceso  han  estado  excluidos  y  a  la  vez  han  sido  ob].etivo  de  grupos
armados.

En  términos  de  sentido  comunitario  y  estrategias  de  resistencia,  la
comunidad   del   CONSEJO   COMUNITARIO   DE   LA   CUENCA   DEL   RÍO
YURUMANGUÍ  ha  logrado  sobrellevar algunas situaciones.  Por  medio
del  acceso  a   internet  que  se  obtuvo  a  finales  del  año  pasado,   Ia
comunidad  ha  logrado  generar  estrategias  para  producción  agrícola

y    solicitar    apoyo    económico    mediante    un    ``crowdfund;.ng"    para
establecer  formalmente   las   ideas   de   negocio   y   de   esta   manera

NACIONAL    DE    DESPLAZAMIENTO    FORZADO     EN    COLOMBIA    1985    A    2012.
Recuperado                                                                                                                                            de
https://rni.unidadvictimas.gov.co/sites/default/files/Documentos/Informeo/o20de
%20DesDlazamiento°/o201985-2012.Ddf
2°  Unidad  para  la  Atención  y  Reparación  lntegral  a  las Victimas.  (2013).  JWFORME

NACIONAL    DE    DESPLAZAMIENTO    FORZADO    EN    COLOMBIA     1985    A    2012.
Recuperado                                                                                                                                            de
https://rni,unidadvictimas.gov.co/sites/default/files/Documentos/Informe%20de
%20DesDlazamiento%201985-2012.Ddf

Referencia : 76-111-31-21-001-2015-00053-00
Solícitante:  CONSEJO COMUNITARIO  DE  LA CUENCA  DEL RÍO YURUMANGUí

Opositor:  PACIFIC  MINES S.A.

Magistrado: Carios Alberto Tróchez Rosales



46

garantizar   que   en   la   comunidad   se   pueda   hablar   de   soberanía
alimentaria  (Verdad  Abierta,  20i7)21.

Sabemos  que  la  siembra  de  coca  en  la  modalidad  de  monocultivo
ocasionó   que   desaparecieran   otra   variedad   de   cultivos   (UNODC,
2015)22 y si a esto le sumamos que por el factor de ilegalidad se haya
realizado fumigación  con  glifosato,  se  puede  observar entonces que
los  suelos  no  presentan  las  mismas  condiciones  de  fertilidad  y  por
ende  la  seguridad  alimentaria  de  la  comunidad  se  ve  amenazada.
Además  de  lo  anterior,  otras  maneras  de  generar  ingresos  cómo
minería  artesanal,  explotación  de  madera  y  pesca,  se  han  diezmado
por  los factores  sociales  y  políticos  relacionados  con  la  presencia  de
actores  armados  ilegales,  lo  que  nos  indica  que  la  gente  no  tiene
formas  de  obtener  los  recursos  necesarios  para  su   manutención.
Insertos   en   este   panorama,   varios   pobladores   de   la   comunidad
manifestaron   a    los   líderes   del   consejo   comunitario   que   de   no

presentarse  otra  opción,  Ia  idea  de  adscribirse  a  la  siembra  de  coca
como  una  manera  de  asegurar su  bienestar  podría  representar  una
opción;  sin  embargo,  la  unión y el ejercicio del  liderazgo por parte de
miembros de  la  comunidad y  líderes de  los conse].os comunitarios de
la  zona,  han  logrado  de  manera  general  el  rechazo  a  esta  práctica,

que  no  solo  es  ilegal,  sino  que  se  insertó  en   la  comunidad  en   un
marco  de violencia  y conflicto armado  intensos.

6.  La  Relación  del  Consejo Comunitario de  la  Cuenca del  Río
Yurumanguí con el territorio solicitado eh restitución.

6.1  La  relación  ].urídica  con  el  territorio  solicitado  en  restitución  por

parte    del    CONSEJO    COMUNITARIO    DE     LA    CUENCA    DEL    RÍO
YURUMANGUÍ  es  la  de  propiedad,  como  deviene  del  acto  del  23  de
mayo  de  200023,  en  cuyo  artículo  primero  se  dispuso  adjudicar  en
favor de  las comunidades  negras de  EI  Encanto,  Barranco de  Reyes,
La  Primavera, Veneral del Carmen,  Papayo, San Antonio, San  Miguel,
EI    Águila,    San    Jerónimo,    San    José,    San    Antoñito    y    Juntas,
organizadas  en  el  CONSEJO  COMUNITARIO  DEL  RÍO  YURUMANGUÍ,
representadas  por  el  señor  JORGE  ISAAC  ARAMBURO  GARCÍA,  los
terrenos  baldíos  ocupados  por estas  comunidades,  localizados en  la

21 Verdad  Abierta  (2017) ``En Yurumanguí  buscan  apoyo  para  sobrevivir sin coca  y

minería         ilegal'',         en         http://www.verdadabierta.com/victimas-seccion/Ios-
resistentes/6604-en-yurumangui-buscan-apoyo-para-sobrevivir-sin-coca-y-
mineria-ileaal  consultado  el  28  de Junio  de  2017.

22 UNODC.  (2.015),  Colombia  monitoreo de  cultivos de coca  2014.  R:ecuperado de

#:[átrn:/wc.:|:omdfi.ao,r€áfoo:ubTaenMt:/ni::rpé=-o  de  cu,t,vos  de  coca  2o|4  webpd£

23  Folios  309  al  323  del  cuaderno  s
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Cuenca    del    Río    Yurumanguí,    en    ].urisdicción    del    municipio    de
Buenaventura,    con    un    cabida    superficiaria    54.776    hectáreas,
delimitados  por  los  linderos  que  allí se  relacionan,  así:

AF(TÍCULO  PRIMERO:   Título  colectivo.  Adjudicar  en  favor  de  las
Comunidades  Negras de  EI  Encanto,  EI  Firme,  Barranco  de  reyes,  La
Primavera, Veneral  del  Carmen,  Papayo,  San  Antonio,  San  Miguel,  EI
Águila,  San  ]erónimo,  San  José,  San  Anto~nito  y  Juntas,  organizadas
en      el      CONSEJO      COMUNICATORIO      DEL      RÍO      YURUMANGUÍ,
representadas  legalmente  por  el  se~nor  JOSRGE  ISAAC  ARAMBURO
GARCÍA  identificado  con  la  cédula  de  ciudadanía   No.  6.176.850  de
Buenaventura, los terrenos baldíos ocupados colectivamente por estas
comunidades,    localizados   en    la   cuenca   del    río   Yurumanguí,   en

jurisdicción  del  Municipio  de  Buenaventura,  Departamento  del  Valle
del  Cauca,  los cuales tienen  una  cabida  superficiaria  de  CIENCUENTA
Y  CUATRO  MIL  SETECIENTAS  SETENTA  Y  SEIS  HECTAREAS  (54.776
Has) y se encuentra  identificado por los siguientes linderos:

PUNTO DE PARTIDA..  Se tomó como punto de partida el punto número
9 situado en  el  l.itoral  Pacífico de coordenadas  planas X=  878088m.N
y Y--969478m.E donde concurren las colindancias de Océano Pacifico,
Consejo  Comunitario  del  Río Cajambre y  el  globo a  deslindar y  colida
as/,..

NORTE:  Del  punto  N°  9  se  continua  en  sentido  general  Este  por  la
divisor.ia de aguas entre los afluentes de los ríos Agua Sucia, Cajambre
y  Timba  Grande  por el  Norte  y  de  los  afluentes  del  Río  Yurumangui
por  el  Sur,  pasando  por  el  punto  número  s  de  coordenadas  planas
X--867580m.N  y  Y=973672m.E,  hasta  encontrar el  punto  número  7
ubicado    en    lím.ite    del    parque    natural    Farallones    de    Cali    y    de
coordenadas  planas,  X--858146m.N  y  Y=1000408m.E,  y  en  longitud
total por el costado Norte de 54727 metros, colindando con el Consejo
Comunitario de Cajambre.

OESTE: Del punto N° 7 se continua en sent.ido general Sur en longitud
de  17655  metros  por  el  límite  del  parque  natural  Farallones  de  Cali
hasta    encontrar   el    punto    número    6    con    coordenadas    planas
X=847471m.N   y   Y--999278m.E.   y   en   colindancia   con   el   Parque
Natural  Farallones de Cali.

SUR:  Del  punto número 6 se continúa  por la divisoria de aguas de los
afluentes  del  río  Yurumanguí  por  el  Norte  y  de  los  afluentes  del  Rio
Naya  por el sur hasta  encontrar el  punto  número  5C de coordenadas
planas X=862526m.N y Y=966250m.E ubicado en  los nacimientos de
las Quebradas  EI Títere y  La  Soledad  y  en  colindancia  con  el  Consejo
Comunitario del Río Naya en una distancia de 54513 metros. Del punto
número 5C se sigue en sentido general norte por la divisoria de aguas
de las Quebradas La Soledad  por el este y EI Títere por el oeste hasta
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encontrar el  punto número  58 de coordenadas planas X--865433m.N
y Y--965552m.E colindando con  el  Consejo Comunitario  del  Río  Naya
en  una  distancia  de  3167  metros.  Del  punto  número  58  se  sigue  en
sentido  general  oeste  por  el  Pasadero  del  Naya  hasta  encontrar  el
punto     número     5A    de    coordenadas    planas    X--866034m.N    y
Y=964748m.E ubicado en el punto de encuentro de aguas de los Ríos
Naya  y  Yurumanguí  en  los  Esteros  Manuel  Emilio  y  el  Pasadero  de
Naya  colindando  con  el  Consejo  Comunitario  del   Rio  Naya  en   una
distancia de 915  metros.  Del  punto número 5A se sigue en línea  recta
en   sentido  general   norte   hasta   encontrar  el   punto   número   5   de
coordenadasplanasX--867933m.NyY--964953m.Eubicadosobreel
Litoral  Pacífico donde se encuentran  unas palmas de coco, colindando
con  el  Consejo  Comunitario  del  Río  Naya  en  una  distancia  de  1911
metros.

OESTE:  Del  punto  número  5  se  sigue  en  sentido  general  norte  por
todo  el  Litoral  Pacífico  hasta  encontrar el  punto  número  9,  punto  de
partida,  colindando con el Océano  Pacífico en  una distancia de  11585
metros y encierra.

La   anterior  alinderación   y   las  demás  especificaciones  técnicas  se
encuentran contenidas en el plano del INCORA con número de archivo
N°  (sic)  630,230,  revisado,  modificado  y  aprobado  por  la  Comisión
Técnica  de  que trata  el  artículo  8°  de  la  Ley  70  de  1993,  y  que  hace
parte de la presente resolución.

6.2  Dicho acto administrativo fue inscrito en  la  oficina  de  Registro de
lnstrumentos  Públicos  de  Buenaventura,  para  efectos  de  lo  cual  se
dio    apertura    al    folio    de    matrícula    inmobiliaria    372-0034758;24
asimismo,   y   a   pesar   de   los   inconvenientes   iniciales,   el   territorio
ad].udicado       fue       registrado       en       el       IGAC       bajo       el       No.
76109000300000030008000000000.

En  relación  con  el  bien  adjudicado  a  la  comunidad  solicitante,  se  ha

planteado insistentemente a lo largo del devenir procesal, incluso por
la       UNIDAD      ADMINISTRATIVA      ESPECIAL      DE       GESTIÓN       DE

RESTITUCIÓN  DE TIERRAS  DESPOJADAS,  que  la  adjudicación  habría
tenido lugar en  relación con  un  inmueble respecto del cual,  si  bien se
había adelantado la acción de extinción de dominio,  Ia  resolución final
mediante  la  cual  se  efectuó  dicha  declaratoria,  luego  de  constatar
que se  reunían  los  requisitos  para  ello,  a  saber,  la  0727 de enero 20
de  1969,  proferida  por  la  Gerencia  del  INCORA,  ratificada  el  mismo
día  mediante  la  Resolución  002  de  la  Junta  Directiva  de ese  instituto
no  habrían  sido  inscritas ante  la  competente OFICINA  DE  REGISTRO

24  Folio  93  a  95  del  cuaderno  2 de  7  de  pruebas específicas.
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DE   INSTRUMENTOS   PÚBLICOS   DE   BUENAVENTURA;   no   obstante,
como   lo  informó  la  titular  de  esa   oficina   pública,   ante  esta   Sala,
dichos  actos  sí fueron  ob].eto  de  registro,  ``desde e/ ]]  drejuni.o de
19G9  en  el  Libro  1  de  Registro,  Tomo  50,  Partida  #  144  Folios
122/]26, de/ año ]969 a ]970'',  Io que se  pudo establecer merced
a  la  actividad  probatoria que se desplegó por parte de este Tribunal,
una   vez   la   actuación   fue   remitida   a   esta   Corporación,   luego   de
estudiado el  voluminoso expediente y sus CD'25.

Adicionalmente, se tiene la  prueba  documental  obrante a folio  51  del
cuaderno   8,   concordante  con   la   prueba   de   la   misma   índole   que
aparece  a  folios  48-50  del  mismo  cuaderno,  que  dan  cuenta  de  la
expedición  por parte del INCORA de la  Resolución  0079 del  5 de abril
de  L978,  ``por  la  cual  sustrae  del  régimen  de  colonización  especial  una
parte   del   globo   de   terreno    integrado   por   los   predios   denominados
YURUMANGUI,   NAYA,   CAJAMBRE   y   SAN   JUAN   DE   MICAY,   ubicados   en

jurisdicción   del   Municipio  de   BUENAVENTURA,   Departamento  del  VALLE
cuya derecho de dominio privado se declaró extinguido''.

A  través  de  dicho  acto  administrativo  se  sustra].o  de  la  reserva  de
colonización    especial    un    globo    de    terreno,    de    una    extensión
aproximada  de  80.000  hectáreas,  que  hace  parte  del  globo  general
integrado   por   los   predios  YURUMANGUÍ,   NAYA,   CAJAMBRE   y   SAN
JUAN  DE  MICAY,  ubicados en  Buenaventura,  que ostentaban  un área
total  aproximada  de   120.000  hectáreas,  conservándose,  como  se
expuso  en  la  parte  motiva,  una  área  de  40.000  hectáreas  bajo  la
reserva  de  colonización  especial  en  beneficio  de  numerosas familias
campes.inas, precjisándose que ``es procedente cambiar la destinación de
las zonas  restantes,  conformada  por 80.000  hectáreas aproximadamente,
en donde no es factible adelantar programas de colonización, con el objeto
de  que  el  INDERENA,  si  lo  estima  pertinente,  proceda  de  acuerdo  con  las
facultades que al respecto le confiere el litera b), numeral 3) del artículo 38
del  Decreto  133 de  1976".

Dicha    resolución    fue    inscrita    en    la    OFICINA   DE    REGISTRO    DE
INSTRUMENTOS  PÚBLICOS  DE  BUENAVENTURA,  para  efectos  de  lo
cual  se  abrió  el  folio  de  matrícula  inmobiliaria  372-2450,  en  el  cual
como   primera   anotación,   con   fecha   16   de   enero   de   1979,   con
radicación  0056, se inscribió la  resolución  0079 del  5 de abril de  1978
emanada  del  INCORA,  señalándose  como  modo  de  adquisición  ``ii5
ADJUDICACIÓN   POR  EXPROPIACIÓN",   del   INCORA  al   INDERENA,   con   la

25 Mediante auto de octubre 26 de 2016, se decretó entre otros medios de prueba,
librar oficio a la Oficina de Registro de lnstrumentos Públicos de Buenaventura  para
que  informe  o  certifique  si  realmente  fue  perfeccionado  el  acto  de  registro  de  la
Resolución  No.  0727 de  i969,  orden que fue  reiterada a través de autos del  28 de
febrero y 24 de  marzo de  2017.
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anotación   de   la   grafía  ``X",   denotat.iva   de  ``Titular  del   derecho   real   de
dominio" `

A la vez se tomó razón de dicho acto, en el Libro 1 de Registro,
Tomo 50, Partida # 144 Folios 122/126, del año 1969 a 1970,
donde  fue  anotada  la  extinción  de  dominio,  a  que  se  hizo
referencia  anteriormente,  y  es así como  en  manuscrito  y  al  margen
de dicha  inscripción  aparece  la  expresión ``Ma£rí'cu/a ;.nmobí./Í.art.a Paricí.a/
#  372-0002450" ,

En  la  parte  considerativa  de  dicho  acto  administrativo  se  indicó  que
mediante las resoluciones números 0727 y 002 de enero 20 de  1969
expedidas  por  la  Gerencia  General  y  la  Junta  Directiva  del  INCORA,
respectivamente,    se    extinguió    el    derecho    de    dominio    privado
radicado    sobre    los    predios    denominados    YURUMANGUÍ,    NAYA,
CAJAMABRE  y  SAN  JUAN  DE  MICAY  ubicados  en  Buenaventura;  de
manera  concordante,  en  el  folio de  matrícula  inmobiliaria  372-2450,
ba].o   el   subtítulo   de   ``DESCRJPCJÓW,.   CABJDA   y  [JWDEROS'',   se   hizo
alustión  a "LOTE  DE  TERRENO  QUE  HACE  PARTE  DEL  GLOBO  GENERAL,
INTEGRADO  POR  LOS  PREDIOS  YURUMANGUÍ,  NAYA,  CAJAMABRE  y  SAN

JUAN  DE  MICAY VALLE  [...]" .

De  esa  manera  se  tiene  que  no  solo  se  inscribieron  las  resoluciones
0727  y  002  de  enero  20  de   1969  expedidas  por  el   INCORA  sino
también  la  sustracción  que  del  globo  general  de  terreno  se  hizo  a
través de la  Resolución 079 de abril  5 de  1978, emanada de la  misma
entidad, a  la cual como ya se dijo se le asignó el  número de matrícula
inmobiliaria  372-2450.

6.3  Se  ha  alegado  por  la  sociedad  opositora  PACIFIC  MINES  S.A.S.

que  la  comunidad  solicitante  no  ocupa  o  explota  el  territorio  en  su
totalidad sino solo de manera  parcial, argumento que no es de recibo

por dos razones:

6.3.1  En  primer  lugar porque  en  el  proceso  de  restitución  de  tierras
de comunidades negras, afrocolombianas, raizales y palenqueras que
nos ocupa  la  naturaleza de la  pretensióh es declarativa,  pero
respecto de las afectaciones que eh la demanda se afirma que
recaen  sobre  el  territorio colectivo,  lo  cual  debe  ser objeto  de
verificación  por  parte  del  fallador,  como  ya  nos  ocuparemos  de  ello
un poco más adelante, y ho en lo que respecta al uso o usufructo
total  o  parcial  del  inmueble  pedido  en  restitución;  en  otras
palabras,  la  actividad  procesal  debe  enderezarse  a  determinar si  se
han  presentado afectaciones territoriales en  contra  de  la  comunidad
y  no  a   establecer  si  esta   explota,   usa   u   ocupa   cada   porción   del
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territorio,   lo   cual   resultaría   parcialmente   cierto,   en    punto   a   la
formalización,   si   aún,   contrariamente   a    lo   que   aquí   ocurre,   el
inmueble   no   hubiera   sido  objeto  de  ad].udicación   por  parte  de   la
autoridad  competente.

De  hecho,  en  el  presente  caso  la  propiedad  sobre  el  territorio,  en
cabeza de la comunidad solicitante, como estamos aquí analizándolo,
es un presupuesto de la acción restitutoria o, dicho de me].or manera,
uno de los elementos estructurantes de  la  pretensión.

6.3.2 Tratándose de una solicitud de restitución territorial enarbolada

por una  comunidad  afrocolombiana  no  puede  perderse de vista  que,
acorde con lo consagrado en el artículo 40 del Decreto 4635 de 2011,
el cohcepto de territorio no puede ser ehtendido en la forma
instrumental y esencialmente económica como se concibe por
la     sociedad     global,     como     de     alguna     manera     podríamos
denominarla.    Es  así  como  dicha  disposición  señala  que  el  territorio
es   reconocido   y   comprendido   como   la   base  fundamental   de   sus
culturas,  su  vida  espiritual,  su  integridad  y su  desarrollo autónomo.

En efecto,  la  identidad  de las comunidades afrocolombianas,  como  lo
sustenta Arocha  (1998),  se  ha  construido en  buena  medida  a través
de  movimientos  que  reivindican  su  herencia  africana  y  la  conciencia
de un  origen  que  los conecta  con  comunidades  más allá  del  territorio
nacional,  que  han  logrado  su  pervivencia  en  zonas  geográficamente
difíciles   y   conservado    un    legado    histórico   que    las    une   con   el
continente   africano,    a    partir   de   tradiciones   orales   y    prácticas
ancestrales    que    se    han    logrado    conservar,    vínculo    espiritual
construido  a  partir  de  la  relación  con  el  territorio  y  principalmente
con    las    fuentes    hídricas    representativas    de    los    canales    que
establecen  dicho  lazo.26

Mina  (1975)  concuerda  en  señalar  que  los  afrodescendientes  de  la
región  pacifica colombiana  han ocupado desde cuando fueron traídos
como  esclavos  en  el  curso  de  los  siglos  Xvl  y  XVII,  las  zonas  más
difíciles de asentamiento,  desde  el  punto de vista  geográfico27.

El  proceso  de  ocupación  de  la  tierra  como  un  pueblo  libre  no  se  dio
sino  hasta  cuando,   bajo  el  gobierno  del   Presidente  JOSÉ   HILARIO
LÓPEZ, a través de  la  Ley de  Manumisión de ].ulio de  1851, que entró

26  Arocha  J.  (1999).  Ombligados  de  Ananse:   Hilos  ancestrales  y  modernos  en  el

pacífico colombiano.  Wómadas,  Núm.  9,  201  -209

Z]   M.ina,  M.   (L875).   Esclavitud  y   Libertad   en   el  Valle   del   Rio  Cauca,  Bogotá,
Colombia:  Fundación  Rosca  de  lnvestigación  y Acción  Social.
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a  regir a  partir del  1° de enero del  año inmediatamente siguiente,  se

prohibió  la  esclavitud.

Para  los  Consejos  Comunitarios  el  hecho  de  habitar en  un  territorio
se  percibe  como  una  unidad.  Según  Wade  (1997), ``vÍ'vÍ.r /a cu/£ura,  /a
tierra  y el territorio como una  unidad"28,   l:a  Cultura  Se Construve y  Se
produce en  el  territorio:

No  hay esquemas o  modelos culturales  preexistentes que den forma
al flujo de  la  naturaleza.   Los seres  humanos y el  medio ambiente en
que viven  son  mutuamente  constituidos,  y  las formas  culturalmente
modeladas de hacer las cosas, surgen de esa  relación dinámica.2:9

Por   su   lado,   para   Escobar   (2013),   territorialidad   no   equivale   a
territorio    sino    a    prácticas    y    representaciones    que    tienden    al
reconocimiento  y  la  apropiación  del  espacio,  no  podemos  caer en  el
reduccionismo  de  equiparar  territorialidad  con  territorio,  vale  decir
con   el   espacio   físico,   pues   aquel   concepto   va   más   allá   de   esa
dimensión  e  implica  la  dinámica  en  virtud  de  la  cual  los  sujetos  que
ocupan  el  espacio  lo  reconocen  como  su  hábitat  y  se  apropian  del
mismo.   Según  este autor

Territorialidad:      Está     const.ituida     por     prácticas,     concepciones,
representaciones  elaboradas  en  torno  a  los  espacios  en  los  que  nos
movemos.   Territorialidad  no  equivale  a  territorio,  sino  a  prácticas  y
representaciones que tienden al reconocimiento y la apropiación de un
espacio.

Por  su   lado  Harvey  (1994)   plantea  que  el  espacio  es  socialmente

producido, que existe en la  medida en que lo creamos y las relaciones
que en él se dan.  Según este autor,  Ia sociedad global se apodera del
espacio,     lo    produce    y    lo    consume,     lo    instrumentaliza    y    lo
mercantiliza.

De  esa  manera,  podemos  decir  que  sin  una  relación  íntima  con  la
totalidad  del territorio adjudicado a través de la  Resolución  01131  de
2000    expedida    por    el    INCORA,    Ios    integrantes    del    CONSEJO
COMUNITARIO  DE  LA CUENCA  DEL RIÓ YURUMANGUÍ  no  lograrían  el

ejercjicj)o de ``el derecho a  la  identidad  étnica y cultural,  el derecho a
tener   y   mantener   los   territorios   ancestrales,   el   derecho   a   la

28  Wade,  Peter  (agosto  -octubre  de  1999).  Cultura  negra  en  Agua  Blanca.  CS,

449-471

29  Wade,  Peter  (Agosto  -Octubre  de  1999).  Cultura  Negra  en  Agua  blanca.  CS,  p

19.

Referencia : 76-111-31-21-001-2015-00053-00
Solícitante:  CONSEJO  COMUNITARIO  DE  LA CUENCA  DEL  RÍO YURUMANGUÍ

Opositor:  PACIFIC  MINES S.A.

Magistrado: Carlos Alberto Tróchez Rosales

®



t>u+,

®

®

53

participación  y  la  autonomía  y  el  derecho  a  definir el  futuro  propio"
(IEI'  2015)30.

6.4 Se afirmó por la sociedad opositora,  en escrito obrante a folio  13
del  cuaderno 9,  que el título colectivo  recae exclusivamente sobre el

predio   SAN   LUIS,   pero   al   mismo   tiempo,   como   ya   se   puso   de
presente,  se  indica  que  los  linderos y coordenadas del  predio  "£;.enen
errores  sustanciales  y  fácticos  que  violan   la   posibilidad   de   emitir  una
decisión judicial  inequívoca",

Lo anterior trasluce  una  posición  anfibológica de parte de la sociedad
opositora,  pues,  por un  lado,  alega  que  no  habría  claridad  acerca  de
los  linderos  y  coordenadas  del  predio  solicitado  en  restitución  y  que

por    las    mismas    razones    éste    no    se    encuentra    debidamente
identificado,   pero,   por   el   otro,   y   con   ocasión   de   la   solicitud   de
levantamiento  de  medidas  cautelares  asevera  que  el  territorio  solo
coincide  con  uno  de  los  tres  predios  que  resultaron  de  la  división
material  que  tuvo  lugar  mediante  escritura  pública  No.  2640  del  15
de  mayo  de  1996,  a  través  de  la  cual  el  otrora  inmueble  conocido
como YURUMANGUÍ,  NAYA Y CAJAMBRE,  al  que  correspondía  el  folio
de  matrícula  inmobiliaria  372-8311,  fue  dividido  en  tres,  a  los  que
correspondieron   los  nombres  de  SANTA  MARÍA,   LA  ESPERANZA  Y
SAN   LUIS,   con   matrículas   inmobiliarias   372-25052,   372-25053   y
372-25054.

En     realidad,     la    superposición     recae    sobre    los    tres    predios,

principalmente sobre el denominado SAN  LUIS con un área de 59.240
Has.,  pero  igualmente  también  sobre  los  llamados  SANTA  MARÍA  y
LA ESPERANZA, con área de 28.100 y 75.390  Has.,  respectivamente,
como  puede  apreciarse  en  el  plano  obrante  a  folio  78  del  cuaderno
9,  sin  que  pueda  especificarse de  manera  precisa  el  área  traslapada
como tampoco  los linderos exactos.

Al respecto la UAEGRTD, a través de oficio del  16 de julio del presente
año,   obrante   a   folios   421   y   422   del   cuaderno   lA   del   Tribunal,
manifestó   que   en   el   análisis   realizado   sobre   los   predios   SANTA
MARÍA,   SAN   LUIS  y  LA  ESPERANZA,  a   nombre  de  PACIFIC  MINES
S.A.S„  "tenemos  que  una  vez  consultados  el  Sistema  de  información
Geográfica y Catastral de esta  Unidad, el cual tiene como sustento la  base
de  datos  del  INSTITUTO  GEOGRÁFICO  AGUSTÍN  CODAZZI,  en  adelante
IGAC,  no  figura  información  frente  los  registros  1  y  2  de  dichos  predios,
razón  que  impide  realizar la  identificación  plena  de  los  predios traslapados

3°   Instituto   de   Estudios   lnterculturales   (Carac£erí.zací.ón   de  Afectac/.ones  a   /os
Derechos Territoriales  de  la  Cuenca  del  Río  Yurumanguí).  Uriiverstidad  ]FiNer.iana.
Cali,  2015.p  31
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sobre  el  territor.io  colectivo  del  Consejo  Comunitario  de  la  Cuenca  del  Río
Yurumanguí''.    Y   agrega,  "sobre  el  particular,  la  Unidad  cuenta  con  la
espec.ializac.ión de la información registral en informe de caracterización, en
el  Mapa  11  inmuebles  de  propiedad  privada  pertenecientes  a  la  Sociedad
Agrominas  de  Yurumanguí,  Naya  y  Cajambre  (Adjunto)",  anexando  d
mapa  que ya  obraba  a folio  78 del  cuaderno 9,  que fue allegado  por
la  UAEGRTD con  ocasión  de  la  interposición  del  recurso de  reposición
respecto del  auto  142 del  18 de  marzo de 2016, escrito en  el cual  se

puso  de  presente,  entre  otras  cosas,  que,  el  predio  denominado  La
Esperanza se traslapa con las veredas Juntas y San Antonio, ubicadas
en  la  parte  alta  del  río Yurumanguí.

Por   lo   demás,   debe   acotarse   que   en   la   pretensión   sexta   de   la
demanda  se  pide  ordenar  al  IGAC  corregir  los  errores  cartográficos
``y establezca  los límites de la  cuenca  conforme a  la  Resolución  1131

de 2000 del INCORA hoy INCODER, el mapa oficial que reporta en sus bases
de      datos      numero      predial      76-10-90-0030-000003000080000000"

(negritas fuera de texto)

6.5  La  adjudicación  del  territorio  a   la  comunidad  aglutinada  en  el
CONSEJO  COMUNITARIO  DE  LA CUENCA  DEL  RÍO YURMANGUI,  tuvo

como  soporte  la  ocupación  ancestral  del   mismo  por  parte  de  sus
miembros,  hecho  histórico  que  fue  reconocido  por  el  constituyente
de  1991, que en el  artículo  55 transitorio contempló  la expedición  de
una  ley  "que  les  reconozca  a  las  comunidades  negras  que  han  venido
ocupando  tierras  baldías  en  las  tierras  rurales  ribereñas  de  los  ríos  de  la
Cuenca  del  Pacífico  [...]  el  derecho a  la  propiedad  colectiva  sobre  las áreas

que  habrá  de  demarcar  la  misma  ley,  previsión  constitucional  de  carácter
temporal que fue desarrollada a través de  la  Ley 70 de  1993, en  la cual se
estableció   el   procedimiento   administrativo   para   la   adjudicación   de   los
territorios a  las comunidades  negras,  se  hizo extensión  de dicha  previsión
a   otras   regiones   del   país   a   favor   de   las   mismas   comunidades,   se
establecieron  los  principios que  gobernarían  el  trámite  antes  referido y  se
erigieron   a   los  consejos  comunitarios  como  órganos  encargados  de   la
representación y organización de dichas comunidades" ,

En  términos  del   Consejo  de  Estado,  el  constituyente  efectuó  una
reserva  de  las  tierras  baldías  en  las  zonas  rurales  ribereñas  de  los
ríos  de  la  cuenca  del  Pacífico,  disposición  del  artículo  55  transitorio

que  implica  un  mandato  de  obligatorio  cumplimiento  y  traduce  una
``destinación    constitucional    de    dichas    tierras    para    ser    adjudicadas

únicamente   a    las   comunidades    negras   a    través   del    procedimiento
administrativo que señale  la  misma  iey'B1

31  Consejo  de  Estado,  Sala  de  Consulta  y  Servicio  civil,  radicación  número  1101-

03-06-000-2006-00082-00 C.P.  Gustavo Aponte Santos,  24 de agosto de 2006.
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Es  de  señalar  que   la  `+esewa'',   a   que   hizo   referencia   la   Sala   de
Consulta   y   Servicio   Civil   del   Conse].o   de   Estado,   de   las   tierras
ubicadas  en  las  zonas  rurales  ribereñas  de  los  ríos  de  la  Cuenca  del
Pacífico,    que    venían    siendo    ocupadas    ancestralmente    por    las
comunidades  negras  allí  asentadas,  constituye  per se  un  acto  que
tuvo  la  suficiente  publicidad  en  la  sociedad  colombiana,  por  lo  que
tampoco   podría   alegarse   el   absoluto   desconocimiento   de   dicha
situación   respecto   de   propietarios   cuyos   bienes   se   encontraren
asentados en  la  zona.

La  Constitución  no  hizo sino avalar lo que ya  en  la  práctica  constituía
un  reconocimiento, si bien  precario, del  histórico asentamiento de las
comunidades   negras   en   esas   difíciles   regiones   de   la   Cuenca   del
Pacífico.    La  lógica  que  imperó,  desde  la  Colonia  hasta  mediados del
siglo  XX  en  la  zona  del  Cauca  y  Valle  del  Cauca  fue  la  de  extracción
minera  con  mano  de  obra  proveniente  de  afrodescendientes,  como
bien  Io  Ponen  de  presente  Castillo e£ a/ (20|0).32

Las zonas habitadas por población afrodescendiente se denominaban
``cuadrt.//as''.  Antecedentes  de  dichas  cuadrillas  fueron  los  grupos  de

esclavos.   Justamente en  la  solicitud  elevada  por los señores  PEDRO
AGUSTÍN   y   SEBASTIÁN    DE   VALENCIA   en   el   año    1740   para    la
adjudicación  de  los terrenos,  se  pide ``título con  amparo  de  posesión

y propiedad en nombre de Su Ma].estad'' y además que ``se conse"en
las cuadrillas destinadas para  la  labor de minas"  (Fono  L84 v  ±85
del  cuaderno  5),  y  de  manera  concordante  al  examinarse  el  título
antiguo,  mediante acto expedido en  Bogotá en  1753 se indicó que se
confirma  un título por el que se hizo merced a los antes mencionados
``como  dueños  de  minas  y  esclavos  en  aquella  provincia"  (folio  264

vto.  del  cuaderno  5).

``Las   cuadrillas    ganaron    movilidad    y    extend.ieron    su    campo    de

relaciones,   creando   así   las  condiciones   para   obtener  su   libertad"

(Escobar,  2010).33 En  estas zonas se practicaba  la extracción de
oro de  manera  rudimentaria.

Romero (1995) examinó este proceso en detalle para el Pacífico del sur.
En  su  perspectiva,  la  dinámica  principal  se  caracterizó  por un  proceso

32  Castillo,  L.  Guzmán  A.  Hernández  J.  Luna  M.  Urrea,  F.  (2019)  Etnicidad,  Acción

y   resistencia:    El   norte   del   Cauca   y   el   sur   del   Valle   a   comienzos   del   SXXI.
Universidad  del  Valle,  Programa  Editorial,  Cali.

33   Escobar,  A  2010  Territorios  de  diferencia:   íugar,  mov/.m/'enfos,   v/.c/a,  redes.
Popayán:  Envión  Editores,  p.60.
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simultáneo   de   adaptación   y   resistencia   a   la   esclavitud,   articulado
alrededor de los grupos mineros o cuadrillas creados por los dueños de
esclavos    como    las    unidades    de     la     producción.     Las    cuadrillas
desarrollaron    formas    culturales    y    sociales    de    organización    que
generaron     relaciones     domésticas     en     las     cuales     las     mujeres
proporcionaron  la  cohesión  al  interior del  grupo  mientras  los  hombres
asumieron  las  relaciones  con  la  sociedad  blanca.  Con  el  tiempo,  las
cuadrillas  ganaron  movilidad  y  extendieron  su  campo  de  relaciones,
creando así las condiciones para obtener su  libertad.  En  los intersticios
de  las minas  basadas en  los esclavizados aparecían  los asentamientos
de   negros   libres   dedicados   a   minería   tradicional   a   partir   de   las
relaciones del parentesco; estos grupos usaron sus propios recursos así
como los recursos prestados o aprendidos de los grupos indígenas para
su adaptación cultural y ecológica al ambiente bajo condiciones de gran
autonomía.  (Escobar,  2010,  P.  60)

La  población  afrodescendiente  habitante  de  las zonas  del  Pacífico  se
asentó  sin   ningún   derecho  formal;   se   reconocía   la   propiedad   del
territorio de manera  informal,  "/os habítanfes de/ £errttort.o reconocí'an /a
propiedad   formal   individual   (o  familiar)   de   parcelas  agrícolas"   (VéJez,
2009);   sin   embargo,   para   el   Gobierno   se   consideraron   terrenos
baldíos  hasta   1991.     Según  expone  Vélez,   "es£a  hocí.ór7  de  temenos
baldíos cambio finalmente con  el  Artículo transitorio  55  de  la  Constitución
Política  de  1991,  cuando  el  gobierno  nacional  reconoció  el  derecho  a  la
titulación  colectiva  de  las  comunidades  negras  con  presencia  histórica  en
los territorios de  la  Región  Pacífica"34

En  aplicación  del  marco  constitucional,  desarrollado  por la  Ley  70  de
1993,  el  señor JORGE  ISAAC  ARAMBURO  GARCÍA,  en  su  calidad  de
representante      legal      del      CONSEJO      COMUNITARIO      DEL      RÍO
YURUMANGUÍ,   elegido   como  tal   en  Asamblea   General   de   que   da
cuenta  el  acta  de  registro  021   del  3  de  diciembre  de   1998  de  la
ALCALDÍA    DE    BUENAVENTURA,     promovió    el    procedimiento    de
titulación   colectiva   de   un   globo   de   terreno   baldío   ubicado   en   la
cuenca  del  RÍO  YURUMANGUÍ,  en  jurisdicción  de  ese  municipio  con
una  extensión  de  54.776  hectáreas.   A dicha  solicitud  se  le  imprimió
el trámite consagrado en  la  mencionada  Ley 70 de  1993,  Iuego de  lo
cual mediante Resolución 01131 del 23 de mayo de 2000, se ad].udicó
en  favor  de   las  comunidades  organizadas  en   el   referido  Conse].o
Comunitario los terrenos baldíos ocupados colectivamente por dichas
comunidades,  localizados  en  la  cuenca  del  río  Yurumanguí,  en  una
extensión  de  54.776  hectáreas,  acto  administrativo  en  el  cual  se

34  Véiez,   M.   (20og).  Sistemas  complejos  de  gobierno  local.   Reflexiones  sobre  la

titulación  colectiva  en  el  Pacífico vallecaucano,  Reví.sfa c/e Esfuc//.os Soc/.a/es,  í32),
74 -85.
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definieron  los linderos, según  plano del INCORA archivado bajo el  No.
630.230,  revisado,  modificado  y  aprobado  por  la  Comisión  Técnica

prevista  en  el  artículo 8°  de  la  Ley  70  de  1993.

Se   indica   en   el   texto   de   la   mencionada   resolución   que   una   vez
recibido  el   informe  técnico   por  parte  de  la   Gerencia   Regional   del
INCORA Valle  del  Cauca,  elaborados  los  planos  respectivos  y  hecha
la  revisión  del  expediente,  el  negocio  se  fi].ó  en  lista  por  el  término
de cinco días a  partir del  13  de  noviembre de  1999 y se desfijo el  17
de  los  mismos  mes  y  año;  que  el  27  de  enero  de  2000,  una  vez
cumplido el término de fi].ación  en  lista  sin  que se  hubiese formulado
oposición   y   evaluada   la   procedencia   legal   de   la   titulación,   dicha
Gerencia  Regional ordenó remitir el expediente a  la Comisión Técnica

para  la evaluación y concepto técnico correspondiente,  la  cual emitió
concepto  previo favorable.

Se   precisó  en   el   acto  administrativo  que   la   solicitud   de  titulación
reúne  los  requisitos  exigidos en  la  Ley  70  de  1993  y artículos  del  17
al  28  del  Decreto  1745  de  1995,  habida  consideración  que ``/a áreas
objeto  de  trámite  son  tierras  baldías,  rurales y  ribereñas,  que  viene  (sic)
siendo  ocupadas  y  aprovechadas  en  forma  histórica  y  ancestral  por  las
comunidades  negras solicitantes con  prácticas tradicionales de  producción
acordes con su cultura, sus usos y costumbres" .

Que   las   trece   comunidades   negras   que   conforman   el   CONSEJO
COMUNITARIO   DEL  RÍO  YURUMANGUÍ   practican   una   economía   de
subsistencia,  que integra actividades como  la  agricultura,  la  minería,

que  se  explota  en  la  parte alta  y en  la  cabecera  del  río,  la  pesca,  la
caza,   la   recolección   de   productos   secundarios   del   bosque   y   del
manglar,  el  aprovechamiento forestal  y  las actividades artesanales.

Asimismo,  se  resaltó el  aprovechamiento sostenible  por parte de  los
miembros  de  la  comunidad  de  los  recursos  del  bosque,  lo  que  da
cuenta de la compatibilidad entre actividad económica y la  necesidad
de  proteger  los  recursos  y  la   biodiversidad  existente  en   la  zona,
aspecto   que    igualmente   fue    puesto    de    presente    por   nuestra
representante  del  Ministerio  Público.

6.6 Se indicó  por la  opositora  PACIFIC MINES  S.A.S.  que el  predio de
su   propiedad   no   presenta   en   su   folio  de   matrícula   inmobiliaria   la
naturaleza  jurídica  de  baldío,   punto  de  vista  al  cual  se  adhiere  la
señora  CLAUDIA  CONSUELO  DUSSAN  ANGEL.

Al  respecto,  debe  señalarse  que  con  anterioridad  a  la  expedición  de
la  Ley  1579 de 2012, que en  el artículo 57 del capítulo XIl contempló
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la  apertura  de  los  folios  de  matrícula  inmobiliaria  para  los  predios
baldíos,  los  bienes  inmuebles  que  ostentaban  esta  calidad  no tenían

previsto  un  sistema  registral  que así los caracterizara.

Hecha   la   precisión   anterior,   debe  señalarse  que   la   naturaleza   de

predios baldíos de aquellos de los cuales pretende derivar su derecho
la  opositora   PACIFIC  MINES  S.A.S.   deviene  de  la  circunstancia   de
haberse adelantado  por el órgano competente  para  ello, como en  su
momento   lo   era   el   INCORA,   sustituido   por  el   INCODER  y   ahora
AGENCIA  NACIONAL  DE  TIERRAS,  procedimiento  administrativo  de
extinción  del  derecho de dominio sobre predio privado,  que concluyó
con  la  expedición  de  la  Resolución  0727  del  20  de  enero  de  1969
expedida   por  el   Gerente   General   del   INCORA,   que   a   su   vez  fue
confirmada  mediante  la  Resolución  002  de  la  Junta  Directiva  de  ese
mismo   instituto   con   el   voto   favorable   del   entonces   Ministro   de
Agricultura,  a  través de  las cuales se declaró extinguido en  favor de
la  Nación,    el  derecho  de  dominio  privado  de  cualesquiera  persona
natural  o  ].urídica  y  especialmente  de  PEDRO  AGUSTIN  VALENCIA,
SEBASTIAN  VALENCIA,  JOSEPH   RODRÍGUEZ,  SANTIAGO  RAMÍREZ,
MIGUEL A.  OROZCO  y  ALBERTO  WARNIER  y  de  sus  causahabientes
a título singular y universal, sobre los predios ubicados en jurisdicción
del   municipio   de   Buenaventura   sobre   los   predios   YURUMANGUÍ,
NAYA,    CAJAMBRE    y    SAN    JUAN    DE    MICAY,    con    una    superficie
aproximada  de  120.000  hectáreas.35

Contrariamente   a   lo   que   se   ha   sostenido   en   el   devenir  de   este
proceso,  no  solo  por  la  parte  opositora,  que  al  respecto  ha  alegado
falta  de  publicidad  de  la  actuación  administrativa  y  del  acto  que  le

puso término a  la  misma, sino también  por la  misma  UAEGRTD, dicha
actuación y la  decisión final  adoptada  por la  autoridad  administrativa
estuvo rodeada de las garantías del debido proceso, una de las cuales
tiene  que ver con  el  subprincipio  de  publicidad36.

En  efecto,  la  actuación  desplegada  para  extinguir  el  dominio  de  los
bienes  privados,  como  antecedente  de  la  adjudicación  del  territorio
solicitado  en  restitución  al  CONSEJO  COMUNITARIO  DE  LA  CUENCA

35  Fo|ios  342  a  350  del  ccuaderno  8

36  La  publicidad  es  un  subprincipio  del  debido  proceso  y  se  divide  en  publicidad

externa  e  interna.    La  primera  guarda  relación  con  la  posibilidad  de  que  terceros
puedan  tener conocimiento  del  proceso  o  de  etapas  o  actos  procesales,  como  en
materia  penal  puede  ser  la  audiencia  del  juicio  oral,  que  es  pública.  La  segunda,
tiene que ver con  los actos de comunicación del proceso y se endereza a garantizar
los   derechos   de   contradicción   y   de   defensa,   merced   a   la   notificación   de   las
decisiones que se adopten dentro del  proceso a  las  partes o  personas que pueden
resultar afectadas con  la decisión  o que forman  parte del  proceso.
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DEL  RÍO  YURUMANGUÍ,  contó  con  la  debida  publicidad37,  en  cuanto,

por un  lado, se efectuaron  las notificaciones pertinentes, en  la forma
principal  y  supletoria  prevista  en  la  ley,  pero  además  la  resolución
0727   de   1969,   con   la   cual   se   puso   fin   a   dicha   actuación,   fue
debidamente  inscrita  en  la  oficina  correspondiente,  que  no  es  otra

que   la   de   Buenaventura,   según   fue   comunicado   por  parte  de   la
señora  Registradora  de  lnstrumentos  Públicos  de  Buenaventura,  a
través  de  oficio  SNR-BUN-2017-171   del  22  de  marzo  del  año  que
avanza,38   quien   manifestó   que   dicha   resolución,   ``por  /a   cua/  Se
declara que se ha extinguido el derecho de dominio privado sobre los
predios rurales denominados YURUMANGUÍ,  NAiYA, CAJAMBRE y SAN
]UAN     DE     MICA\Y,     ubicados    en    jurisdicción     del     municipio    de
Buenaventura,  Departamento del Valle del  Cauca" , Fue registTada el

®

®

37  Se  indica  en  el  mismo  acto  administrativo  -resolución  00727  de  enero  20  de

1969, en  punto al  principio de publicidad, que la providencia de inicio del  respectivo
procedimiento   fue   notificada   en   forma   personal   al   Ministerio   Público;   que   así
igualmente  se  hizo  en  relación  con  algunos  de  los  interesados,  pero  en  cuanto  a
los  restantes,  por tratarse  de  personas  inciertas y  cuya  ubicación  no  fue  posible,
fueron debidamente emplazados y como  no comparecieron  se les designó curador
ad  //tem,  a  quien  se  notificó  la  resolución  de  apertura,  luego  de  su   posesión  y
discernimiento de  la  curaduría.

Se  continúa  exponiendo  que  los  interesados  no  pidieron  pruebas,  luego  de  lo  cual
se  decretó  de  manera  oficiosa  la  práctica  de  una  visita  y  alindación  de  las  zonas
explotadas  por  el  propietario,  las  ocupadas  por  colonos  y  las  incultas,  la  cual  se
practicó  en  la  fecha  previamente  señalada,  según  consta  en  el  acta  respectiva,
obrante a  folios 96  a  100.

Se  indica  que  en  el  predio  objeto  de  la  visita  y  alindación,  se  observaron  nueve
aserríos  que  se  dedican  a  la  explotación  maderera;  se  dejó  constancia  acerca  de
que la totalidad del área se encuentra cubierta de bosques, excepción  hecha de las
riveras  de   los   ríos  Yurumanguí,   Naya   y   Cajambre,   donde   se   hallan   pequeñas
parcelas  con  áreas  entre  un  cuarto  y  media  hectárea,  sembradas  con  cultivos  de
maíz,  arroz y caña  de azúcar,  por parte de  nativos de  la  región.

En  ella  y  con  base  en  el  acta  correspondiente  se  anotó  que  "Por  cuen£a  de  /os
propietarios    no    existe    explotación    agrícola    o    ganadera    y    los    colonos    allí
establecidos adelantan explotación  maderera  en  la zona de bosques".

Se  indicó  en  la  misma  resolución  el  fundamento  normativo,  que  se  retrotrae  a  la
Carta  Política,  en  especial  la  reforma  introducida  en  el  año  1936,  que  le  adscribió
a  la  propiedad  una  función  social,  canon  que fue  desarrollado  por las  leyes  200 de
1936  y  135  de  1961,  la  primera  de  las  cuales  enlazó  una  consecuencia jurídica  a
la   inobservancia   de   dicho   mandato   constitucional,   es   decir,   a   no   darle   a   la
propiedad    la   función    social    que   debe   cumplir,    a   través   de   su    explotación
económica,  que  no era  otra  que  la  extinción  del  derecho de dominio  privado sobre
el  inmueble, al  paso que la segunda atribuyó dicha facultad declarativa al entonces
INCORA.

En   la   diligencia   de  visita  y  alindación   se   pudo  comprobar,   por  un   lado,   que  el
inmueble  se  encontraba  inexplotado  por  parte  de  los  poseedores  inscritos  y  que
los colonos allí existentes  no tenían  ningún  vínculo  con  aquéllos y,  por el  otro,  los
abundantes bosques de que está cubierta  la  superficie del  predio de que se trata.

38  Folios  250  y  251  del  cuaderno  del  tribunal.
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día  11  de ].unio de  1969 en  el  Libro 1, Tomo  50,  del  año  1969 a  1970,

partida  144,  folio  122/126.

Se observa  en  el documento fuente acompañado a  su  respuesta  por
la   señora   Registradora,   que   en   la   partida,   folios,   tomo   y   libro
indicados se anotó,  ba].o  la  firma  del  entonces  registrador:

"En consecuencia, teniendo en cuenta que el secretario de la Sección

Tercera del Honorable Consejo de Estado según oficio #0085 de fecha
22  de  abril   de   1969   ha   informado  "que   no  se  encontró   ninguna
demanda  sobre  revisión  de  las Resoluc.iones  #00727 y  002 de enero
20 de  1969, dictadas por ese lnstituto", y en cumplimiento al artículo
24  del  Decreto  1902  ,  se  remite  el  presente  CERTIFICADO,  a  fin  de
que sea  inscrita  la  Resolución  # 00727 del  20 de enero de  1969, y se
haga  la  cancelación  del  registro  de  las  siguientes  escrituras:  478  de
mayo 3 de 1944, registrada en mayo 9 del  mismo año. Bajo la part.ida
144,  fls  36  a  38vto  del  libro  de  registro  número  primero,  tomo  VI,
partida  18, fls 92 a 93 del libro segundo, tomo cuarto; y 92 de febrero
22 de  1940,  registrada el  22 de junio del  mismo año al  libro  primero,

partida  #  93,  tomo  30,  165  a  166 vto.,  matrícula  634,  tomo  30,  fls
197 y  198 y  #  719, fls 293 del  mismo tomo.  Dada en  Bogotá,  D.E., a
los  veinte  (20)  días  del  mes  de  mayo  de  mil  novecientos  sesenta  y
nueve  (1969).  EL JEFE  DE  LA  DIVISIÓN,  ALVARO  GUERRERO  TATIS

(fdo.)  EL SECRETARIO,  GUSTAVO  CASTAÑO VALENCIA (fdo.)"

De   esa   manera,   dichos   fundos,   donde   se   encuentra   ubicado   el
territorio  aquí  demandado  en  restitución,  adquirieron  la  calidad  de
baldíos, en virtud,  por un  lado, del adelantamiento del  procedimiento
de  extinción  de  dominio  en  favor  de  la  Nación  y,  por  el  otro,  de  la
oportuna y efectiva  publicidad que se le dio tanto a  la actuación como
al  acto de extinción,  mediante su  inscripción  en  la  oficina  de  registro
de  instrumentos  públicos correspondiente.

Y  no  sólo  eso,  sino  que  la  misma  expedición  de  la  Constitución  de
1991     y     la     consagración     en     su     artículo     55     transitorio     del
reconocimiento  del  derecho  de  propiedad  colectiva  en  cabeza  de  las
comunidades  negras,  fue  un  acto  del  constituyente  que  igualmente
tuvo  la  suficiente  publicidad  entre  la  sociedad  colombiana,  a  lo  que
se  agrega   la   promulgación   de  que  gozó   la   Ley  70  de   1993,   que
desarrolló   dicha    norma   superior,   situación   que   no   debió   pasar
desapercibida  para  quienes  ostentaban  o  decían  ostentar  derechos
de  propiedad  sobre terrenos  ubicados en  las  riberas de  los  ríos de la
Cuenca  del  Pacífico,  motivo  más  que  suficiente  para  que  estuvieran
sobre  aviso  y  pendientes  de  eventuales  procesos  de  ad].udicación,
que  en  efecto  tuvieron  lugar,  y  no  sólo  en  relación  con  el  CONSEJO
COMUNITARIO  DE  LA  CUENCA  DEL  RÍO  YURUMNAGUÍ  sino  respecto
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de  otros  consejos  de  comunidades  asentadas  en  la  misma  zona,  al
margen    de    la    extensión    normativa    que    la    Asamblea    Nacional
contempló en el parágrafo primero de la misma disposición para otras
zonas del  país de características similares.

Por  último,  y  como  diligentemente  lo  señaló  la   representante  del
Ministerio    Público,    en    la    entrevista    recepcionada    a    la    señora
LOURDES   BARBOSA   PATIÑO   para   ser  aportada   a   la   Fiscalía   o   al

proceso que podría  iniciarse en virtud de resolución de acusación que
dicho ente  investigador pueda  presentar ante  los jueces  penales del
circuito  de  lá  ciudad  de  Medellín,  la  antes  mencionada  al  responder

pregunta que se le hiciera acerca del conocimiento que pudiera tener
de   algún   tipo   de    prohibición    que    recayera    en    relación    con    la
enajenación   de   los   lotes   a   que   se   contraía   dicha   investigación,
manifestó que los inversionistas que habían mostrado interés en ellos
advertían  que  había   presencia  de  guerrilla,   negritudes,   indígenas;

que para  llegar a  una explotación de esos predios primero tenían que
negociar con  los  cabildos y agregó  :  "rioso£ros   £ení'amos pape/es de /a
expropiación  que  había  hecho  el  incora  de  la  (sic)  173.000  hectáreas,  era
muy poquito lo que había dejado el incora,'B9 man-iFestacjión que resulta
concordante con  la  prueba  documental  proveniente de  las tratativas
previas  al  negocio  que  dio  lugar  al  aporte  de  los  predios  SAN  LUIS,
SANTA  MARÍA y  LA  ESPERANZA a  la  sociedad  PACIFIC  MINES  S.A.S.,
en el cual se hizo constar que el  precio relativo a  las tierras a aportar
se  reba].aría  para  el  caso  que  las  mismas  hubieran  sido  ob].eto  de
titulación    por    parte    del    Estado    a    los    conse].os    comunitarios,
circunstancias     denotativas     del     conocimiento     que     los     otrora

propietarios de dichos terrenos tenían  de  la  declaratoria  de extinción
de  dominio,  a   la   que  en  varias  ocasiones  hacen   referencia   como
expropiación,  y la  ulterior ad].udicación  de  parte de dichos terrenos a
uno de los conse].os comunitarios, específicamente como se sabe, en
relación  con  el  asunto  ba].o  estudio,  al  CONSEJO  COMUNITARIO  DE
LA  CUENCA  DEL  RÍO  YURUMANGUÍ.

En  síntesis,  los terrenos que dieron  lugar a  la  adjudicación  efectuada
al  CONSEJO  COMUNITARIO  DE  LA  CUENCA  DEL  RIÓ  YURUMANGUÍ
ostentaban   la  calidad  de  baldíos,  habida  consideración  que  fueron
ob].eto  de  extinción  de  dominio,  según   procedimiento  y  resolución
final,   debidamente   aprobada   por   la   junta   directiva   del   entonces
INCORA,  que  observó  el  debido  proceso,  del  cual  forman  parte  los
subprincipios de  publicidad  y derecho a  la  defensa,  contrariamente a

39  Fo|io  225  a  229  del  cuaderno  7
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lo que se ha afirmado en el sentido de que el correspondiente proceso

y  la  resolución final  no  habrían  estado  rodeados de esas garantías.

6.7  Nos  parece  conveniente,  entonces,  detenernos  un  poco  más  en
las características de ]a acción de extinción de dominio y efectuar
algunas  precisiones,  para  lo cual,  en  primer término,  debe señalarse

que   el    artículo    58   de   nuestra    Constitución    Política    protege   la
propiedad  y  los  demás  derechos  adquiridos  con  arreglo  a  las  leyes
civiles,   lo   cual   no   resulta   ser   tan   novedoso   toda   vez   que   algo
semejante  establecía  el  artículo  30  de  la  Constitución  Nacional  de
1886-

No   obstante,   como   lo   ha   indicado   la   Corte   Constitucional,   dicho
derecho  no  es  de  carácter  absoluto,  no  puede  estimarse  como  un
derecho  fundamental  en  sí  mismo  y  si  bien  bajo  el   Estado  liberal
clásico se lo consideraba como un derecho inalienable del ser humano
no   acontece   lo   mismo   bajo   el   Estado   Social   de   Derecho4°,   que
actualmente  nos caracteriza,  que  le  ha  impuesto  límites precisos.   Al
respecto,   indicó  la   Corte  Constitucional   en   la  sentencia   C-740  de
2003:

Aparte  de  lo  expuesto,   la  Corte  debe  precisar  que  el  derecho  de
propiedad    no   es,    per   se,    un   derecho   fundamental   ya   que   el
constituyente  no  lo  ha  dotado  de  esa  precisa  naturaleza.     Si  bien
durante   el   Estado   liberal   originario,   el   derecho   de   propiedad   era
considerado  como  un  derecho  inalienable  del  ser  humano  y,  por  lo
mismo,  no  susceptible  de  la  injerencia  estatal,  hoy  esa  concepción
está superada y esto es así al punto que en contextos como el nuestro,
el   mismo   constituyente   le   ha   impuesto   límites  sustanciales  a   su
ejercicio.      De   allí   que,   si   bien   se   lo   reconoce   como   un   derecho
constitúcional,  se  lo  hace  como  un  derecho  de  segunda  generación,
esto es, como un derecho adscrito al ámbito de los derechos sociales,
económicos   y    culturales.        Por   ello,    la    jurisprudencia    de    esta
Corporación sólo le ha  reconocido al derecho de propiedad el carácier
de derecho fundamental cuando está en relación inescindible con otros
derechos      originariamente      fundamentales      y      su      vulneración
compromete el  mínimo vital de las personas.

Uno  de  dichos  límites  es  la  referida  acción  de  extinción  de  dominio,

que es un  mecanismo contemplado de  manera  insistente en  nuestra
legislación,  en  virtud  del  cual  se  puede  perder para  el  propietario  su
derecho sobre la  cosa.

4°   Como   lo  señala   Uprimny  el   Estado  Social   de   Derecho  comprende   una  triple

tradición  o  la  confluencia  de  tres  tradiciones:   a)  la  del  liberalismo  clásico,  b)  la
democrática  y c)  la  social.
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Es cierto  que  la  extinción  de  dominio fue  contemplada  en  el  artículo
34  de  la  Constitución  de   1991,   respecto  de  los  bienes  adquiridos
mediante enriquecimiento ilícito, en  perjuicio del tesoro público o con

grave deterioro de la moral social, Io cual sólo puede hacerse a través
de sentencia judicial, con todas las prerrogativas del debido proceso,
en  cuanto  al  ].uez  natural,  el  procedimiento  adecuado,  entre  otros
elementos  que  lo  conforman;  no  obstante,  no  estamos  ante  dichas
hipótesis  contempladas  en  la  citada  disposición  por el  constituyente
de  1991,  a  manera  de  excepción  a  la  prohibición  de  la  confiscación

que allí mismo se establece, y que han sido desarrolladas a través de
diversos  ordenamientos,  como  la  Ley  333  de  1986,  las  Leyes  785  y
793   de   2002,   y   más   recientemente   la   Ley   1708   de   2014,   que
establecieron  una  acción jurisdiccional,  real  y  patrimonial.

A la  extinción  de dominio a  que  nos estamos  refiriendo es la  prevista
en  el  artículo  6°  de  la  Ley  200  de  193641,  Iuego  de  promulgada  la
reforma  constitucional  de  ese  año,  que  le  asignó  a  la  propiedad  una
función   social,   ba].o   el   gobierno   de   López   Pumarejo,   norma   de
carácter  legal  que  creó  el  mecanismo  de  la  extinción  del  derecho  de
dominio,  a  favor de  la  Nación,  respecto  de  los  predios  rurales en  los

que se de].are de ejercer posesión  en  los términos establecidos en  el
artículo   1°   de   la   misma   ley,   vale   decir,   mediante   la   explotación
económica del suelo por hechos positivos propios de dueño, como las

plantaciones o sementeras, la ocupación con ganados y otros de igual
significación  económica,  durante  tres  años  continuos,  salvo  fuerza
mayor o caso fortuito.

Por  su  lado,  el  artículo  8°  de  la  Ley  200  de  1936,  contempló  como
órgano competente al  Gobierno,  quien  en tales condiciones quedaba
habilitado  para  declarar,  con  conocimiento  de  causa,  que  ha  tenido
lugar  la  extinción  del  dominio  privado,  con  citación  y  audiencia  del
dueño  y  poseedor  inscrito  del  terreno,  así como  demás  titulares  de
derechos    reales,    y   ordenar   la    cancelación    del    correspondiente
registro   una   vez   que   se   encuentre   en   firme   o   ejecutoriada   la
resolución    correspondiente.    Dicha    ley   fue    reglamentada    por   el
Decreto  59 de  1938.

Como ya  lo  pusimos de  presente  la  Resolución  0727 del  20 de enero
de   1969  fue  debidamente   inscrita   ante   la   Oficina   de   Registro  de
lnstrumentos   Públicos   de   Buenaventura   en   el   mismo   año   de   su
expedición  por  parte  del  INCORA.  Luego,  no  resulta  verdadero  que
la  actuación  administrativa  y  la  decisión  final  adoptada  no  hubieran

41  Esta  disposición  fue  modificada  por el  artículo  3  de  la  Ley 4a  de  1973.
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gozado de la  necesaria  publicidad,  lo cual ya  ha sido suficientemente
rebatido.

Adicional  a  ello,  el  procedimiento  de  extinción  de  dominio,  según  se
encuentra  documentado  en  el  informativo,  estuvo  rodeado  de  las
siguientes garantías  relativas a  la  publicidad  del  mismo,  a  la  defensa
técnica   de   las   personas   emplazadas   y   que   a   pesar   de   ello   no
comparecieron,   de  la   posibilidad  de  controvertir  el   acto   mediante
acción  ante el  Consejo de  Estado,  lo cual  no se  hizo:

El  expediente  da  cuenta  de  la  notificación  personal  de  los  señores
MIGUEL A.  OROZCO  y ALBERTO  WARNIER.

Asimismo,   del   emplazamiento   de   los   propietarios   restantes,   por
tratarse  de   personas  inciertas  y  cuya   localización   no  fue   posible,
acorde  con  el  artículo  317  del  Código Judicial.

Del   nombramiento   de   curador   ad   //tem   respecto   de   los   otros
propietarios  inscritos.

Obra  la  certificación  del  Consejo  de  Estado  sobre  la  no  formulación
de  recurso de  revisión  de  la  resolución  0727.

Certificado  dirigido  a  la  ORIP  de  Buenaventura  para  que  se  inscriba
la  resolución  0727  de  1969,  expedido  por  el  Jefe  de  la  División  de
Adquisición   de   Tierras   del   lnstituto   Colombiano   de   la    Reforma
Agraria.

Constancia  secretarial  del  INCORA sobre  la  cancelación  y  registro de
la  resolución  de  extinción  de  dominio.

Es  de  acotar  que  se  había  podido  formular  la  acción  de  revisión  en
relación  con  la  acción  de extinción  de dominio,  como  presupuesto de
la  ad].udicación  de  las  tierras  baldías,  la  cual  no  se  promovió,  como
da  cuenta  de ello  la  certificación  expedida  por el  Conse]-o de  Estado.

De  la  actuación  de  extinción  de  dominio  adelantada,  y  que  obra  en
CD    al    interior   del    expediente,    se    puede    observar   que    como
consecuencia  de  haberse certificado  por parte  de  la  Secretaría  de  la
Sección  Tercera  del  Consejo  de  Estado,  a  través  de  oficio  0085  del
22  de  abril  de  1969,  que  no  se  encontró  ninguna  demanda  sobre
revisión de las resoluciones 0727 y 002, ambas de enero 20 de 1969,
emanadas  de   la   Gerencia   General   y  Junta   Directiva   del   INCORA,
respectivamente,  se  dispuso  su  inscripción  así  como  la  cancelación
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de  las escrituras 478  del  3  de  mayo  de  1944 y 92  del  22  de febrero
de  1949.

®

A través  del  oficio  anteriormente  referido,  proveniente  de  la  señora
Registradora    de    lnstrumentos    Públicos    de    Buenaventura,    se
acompañó  la  inscripción,  donde aparece transcrito el  contenido de  la
Resolución  0727 de enero 20 de  1969,  acto  respecto del  cual  vale  la

pena  destacar  que  el  registro  inmobiliario  respecto  de  los  predios
YURUMANGUÍ,  NAYA  Y  CAJAMBRE  había  tenido  lugar  en  la  referida

Oficina   de   lnstrumentos   Públicos   de   Buenaventura   por   lo   menos
desde el año.1944, tal como se desprende de la certificación expedida

por  esa  oficina   registral  el   10  de  abril  de   1964,  según  constancia
visible  a  folio  48  del  disco  compacto  que  contiene  el  expediente  de
extinción  de  dominio42,  a  través de  la  cual  se  pone  de  presente  que
mediante  Escritura  Pública  No.  478  del  3  de  mayo  de  1944  el  señor
BUENAVENTURA HURTADO Y RODRÍGUEZ  protocolizó ante  la  Notaría
Segunda de Popayán el título antiguo de tierras expedido en favor de
don  PEDRO  AGUSTÍN  DE  VALENCIA,  don  SEBASTIÁN  DE  VALENCIA

y   los   señores   JOSEPH   RODRÍGUEZ   y   SANTIAGO   RAMÍREZ,   cuyo
documento original  data  de  mediados del  siglo XVIII  (1754).

En  cuanto  a  la  propiedad  y  libertad  del  inmueble  se  anotó  que,  de
acuerdo con  los certificados de registro que obran en el expediente a
folios  16,  74 y  75,  los actuales  poseedores  inscritos  del  bien  son  los
señores PEDRO AGUSTÍN VALENCIA, SEBASTIÁN VALENCIA, JOSEPH
RODRÍGUEZ    y    SANTIAGO    RAMÍREZ,    que    adquirieron    mediante
escritura  pública  478 del  03  de  mayo de  1944,  así como  los señores
MIGUEL A.  OROZCO  y ALBERTO  WARNIER,  que  lo  hicieron  mediante
escritura  pública  número 92 del  22 de febrero de  1940.

En  el  folio  correspondiente  aparece  anotado  que  ``en  consecuencí.a,
teniendo   en   cuanta   (sic)   que   el   Secretario   de   la   Sección  Tercera   del
Honorable Consejo de  Estado según  oficio  #  0085  de fecha  22  de abril  de
1969,  ha  informado `que  no  se  encontró  ninguna  demanda  sobre  revisión
de  la  resoluciones  #00727  y  002  de  enero  20  de  1969  dictadas  por  ese
lnstituto',  y  en  cumplimiento  al  artículo  24  del  Decreto  1902  se  remite  el
presente CERTIFICADO, a fin de que sea  inscrita  la  Resolución  #00727 del
20  de  enero  de  1969,  y  se  haga  la  cancelación  del  registro  de  las
siguientes escrituras: 478 de mayo 3 de 1944,  registrada en mayo 9
del  mismo  a~no  bajo  partida   144,  fls.  36  a  38  vto.  del    libro  de  registro
numero Primero, Tomo VI, partida  18, fls. 92 a 93 del Libro Segundo, Tomo
cuarto; y 92 de febrero 22 de 1940, registrado el 22 de junio del mismo
año al Libro Primero, Partida #93, Tomo 3o.,165 a  166 vto., matrícula 634,

42  Cuaderno  8.
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Tomo 30. fls.  197 y  198 y # 719, fl.  293 del mismo Tomo"  (negr-itas de la
Sala).

Se  concluye  entonces  que   la   ad].udicación   decretada  en  favor  del
CONSEJO  COMUNITARIO  DE  LA CUENCA  DEL RÍO YURUMANGUI,  por

parte  del  INCORA,  versó  sobre  un  territorio  que  forma  parte  de  los
predios  otrora  denominados YURUMANGUÍ,  NAYA,  CAJAMBRE  y  SAN
JUAN  DE MICAY, respecto de los cuales esa  misma entidad del  Estado
declaró   la   extinción   de   dominio,   a   que   hemos   hecho   referencia
anteriormente,   y   que   fue   debidamente   publicitada   mediante   su
inscripción  en  la  oficina  de  registro  correspondiente,  esto  es,  la  de
Buenaventura,  razones  por  las  cuales  no  se  sostiene  el  argumento
que  ha  sido  traído  a  este  escenario  procesal  de  que  la  ad].udicación
se decretó en  relación  con  bienes de  propiedad  privada.

La  circunstancia  de que  la  propiedad  sobre dichos  bienes se  remonte
a    mediados   del   siglo   XVIII,    habida   consideración   que   el   título
territorial  fue expedido en  San  Francisco de  Quito el  2  de  noviembre
de   1745  y  confirmado  el   17  de  octubre  de   1753  en  Santa   Fe  de
Bogotá    por   el   Virrey   JOSEPH   ALFONSO   PIZARRO   MARQUÉS   DE
VILLAR,   no   puede  erigirse  como  argumento   para   contrarrestar  o

pretender   de].ar   sin   efecto   la   extinción   de   dominio   y   la   ulterior
adjudicación    efectuada,    por   mandato   constitucional    y    legal,    al
CONSEJO  COMUNITARIO  DE  LA  CUENCA  DEL  RÍO  YURUMANGUÍ.

Por  el  contrario,  Ia  propiedad  privada  sobre  el  bien,  que  ha  de  ser
ob].eto de extinción es presupuesto de esta acción, es decir, si el  bien
no  ha  salido  del  dominio  del  Estado  y,  por  lo  tanto,  en  los  términos
de  lo definido desde antaño  por nuestro ordenamiento ].urídico,-y en
esto  estamos  siguiendo  a  Cangrejo  Cobos,  quien  señala  que  en  el
periodo  comprendido  entre  1886  y  1961,  se  dan  cuatro  elementos
normativos  entorno  al  régimen  de  los  baldíos,  como  son  el  artículo
3°  de  la  Ley  48  de  1882,  que  estableció  que  los  baldíos  se  reputan
bienes  de  uso  público  y  que  su  propiedad  no  se  prescribe  contra  la
Nación;  el  artículo  202  de  la  Constitución  de  1886,  que correspondía
originalmente al artículo  199 de la  misma, que previó que pertenecen
a  la  Nación  los  baldíos,  minas  y  salinas  que  otrora  le  correspondían
a  los  Estados  Confederados43,  la  Ley  110  de  1912  o  Código  Fiscal,

que   definió   como   baldíos   de   propiedad   del   Estado   los   terrenos
situados  dentro  del  territorio  nacional  que  carecieran  de  otro  dueño

43  La  Constitución anterior a  la de  1886,  conocida  como Constitución de  Río  Negro,

de  1863,  postulaba  una  forma  de  gobierno  federalista,  bajo  la  denominación  de
Estados Unidos de Colombia,  hasta el advenimiento de aquella, que bajo la fórmula
centralización    política    pero    descentralización    administrativa,    reconstituyó    el
territorio  como  una  Republica  Unitaria.
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o  que  habiendo  sido  ad].udicados  su  dominio  hubiera  sido  revertido
al  Estado  y  el  Código  Civil,  cuyo  artículo  675  estatuye  algo  similar-
44,  se  trata  de  un  bien  baldío,  la  extinción  no  es  posible,  pues  dicha

medida  a  través  de  la  cual  el  titular  del  derecho  de  dominio  puede

perderlo,  solo  puede  recaer  sobre  bienes  que  han  sido  objeto  de
apropiación  por los  particulares,  conforme a  las  leyes civiles.

Es  por  esa  misma  razón  que  en  la  Resolución  0727  de  1969,  Iuego
de de].arse constancia acerca de los propietarios inscritos del  bien, de
su  ubicación  y  de  su  explotación  o  carencia  de  la  misma,  a  manera
de   consideraciones   finales   se   hace   constar   que   se   reúnen    las
condiciones  previstas  en  la  ley  para  la  extinción,  como  son,  entre
otras,  tratarse  de  un  bien  rural,  ``y que sobre e/ exi-s£e propi-edad
privada en los términos del Cód-igo Civil, supuestos estos necesarios
para que pueda pred-icarse el fenómeno de la extinción del derecho
de domi-ni-o pri-vado" (negritas no corresponden al texto), a  lo que se
agregó  la  verificación  del  estado  de  inexplotación  en  que  se  halla  el
inmueble,    según   se    pudo   verificar   en    la    diligencia    de   visita   y
alindación,  para  concluir en  la  procedencia  de  la  extinción.

Sin duda se trata del  mismo bien, como se desprende de los linderos
incluidos  en  la  escritura  de  protocolización  de  la  sucesión  del  señor
SANTIAGO  ARROYO  DIEZ,  donde  se  anota  que  lo  que  se  transfiere
mortis causa queda "A orillas de  la  mar,  desde  la  boca  del  rio  Naya  por
las mismas orillas de la mar, hasta la boca del rio Cajambre y desde la boca
de  dicho  rio,  subiendo  por el  mismo  rio,  hasta  dos vueltas  más arriba  del
sitio hasta donde suben las mareas, y desde allí en rectitud hasta coger las
corrientes y  madre del expresado  rio de  Naya  con todas las tierras que se
incluyen    dentro    de    dichos    linderos.    Se    exceptúan    de    los   terrenos
comprendidos    dentro    de    los    linderos    anteriores    una    cuota    parte
perteneciente a  los  herederos de  don  José  Manuel  Rodríguez y  Cárdenas,
equivalente  a   un   veintidós   por  ciento   (22°yío)   de   la   totalidad   de  dichas
tierras"45

Linderos que según se indica en el mismo documento fueron tomados
de los títulos territoriales expedidos en  la ciudad  de San  Francisco de

Quito   el   2   de   noviembre   de   1745,   confirmados   en   Bogotá   con

44  Cangrejo  Cobos,   Luis  Augusto.   Régimen  de  Baldíos  Nacionales.   En:   Régimen

Jurídico  de   la   Reforma  Agraria.   Bogotá:   Colegio   Mayor  de   Nuestra   Señora   del
Rosario.  1996,  pp.  147-148.

45  Folio  273,  cuaderno  5.  Liquidación  sociedad  conyugal  y  partición  de  los  bienes

sucesorales del  señor Santiago Arroyo  Diez.
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posterioridad   el   17   de   octubre   de   1753,   que   fueron   objeto   de
protocolización  mediante escritura  pública  número 478  de  194446.

Igualmente  se  advierte  que  en  la  escritura  pública  1031  del  30  de

julio de  1946,  a través de  la  cual  se  protocolizó  la  sucesión  del  señor
SANTIAGO   ARROYO   DIEZ,   de   quien   no   se   conoce   su   antecesor,
aunque  sí  se  observa  que  es  un  miembro  de  la  familia  ARROYO,  se
dejó  consignado  que  entre  sus   bienes   relictos  se  encuentran   los
títulos de propiedad  de los derechos de tierras y minas de los ríos de
YURUMANGUÍ,  NAYA Y CAJAMBRE  y  los  derechos  de  minas  y  tierras
de SAN  JOSÉ  DEL NARANJO,  que fueron  ob].eto de adjudicación  en  el
inventario   adicional   a   los   bienes   hereditarios   del   doctor   MIGUEL
ARROYO   y   HURTADO,   según   sentencia   del   2   de   marzo   de   1945
emanada  del  Juzgado  Primero  Civil  del  Circuito de  Popayán,  que fue

protocolizada   mediante  escritura   pública   372  del   23  de  marzo  de
1945 en la  Notaría Segunda del Circuito de Popayán y a  la vez inscrita
el  20  de  marzo  de  1945  en  la  Oficina  de  Registro  del  Circuito  de
Popayán, el 9 de  agosto de  1945 en la Oficina de Registro del Circuito
de  Buenaventura  y el  12  de  septiembre  del  mismo  año  en  la  Oficina
de  Registro  del  Circuito  de  Guapi.

De  manera  más  específica  conviene  señalar que  dentro  del ].uicio  de
sucesión  del  señor SANTIAGO ARROYO  DIEZ  se  procedió  a  practicar
la    liquidación    de   la    sociedad   conyugal   formada    por   SANTIAGO
ARROYO    y    ZOILA   ARBOLEDA,    y    a    la    partición    de    los    bienes
sucesorales.

El  señor  SANTIAGO  ARROYO  DIEZ  murió  el  9  de  octubre  de  1944  y
el   29  de  noviembre  de   1945  se  declaró  abierta   la  sucesión  y  se
reconoció como  herederos  legitimarios a  sus  hi].os:  LEONOR ARROYO
DE  DUSSÁN,  JULIA ARROYO  DE  CORONEL,  MARGARITA ARROYO  DE

CÁRDENAS,    MIGUEL   ÁNGEL   ARROYO,    MARÍA   TERESA   ARROYO,
CAMILO  HERNANDO  ARROYO;   posteriormente,  el   22  de  marzo  de
1946,    se    reconoció   como    herederos   del    causante    a    BEATRIZ
YOLANDA ARROYO  y JOSÉ  ANTONIO  ARROYO.

Del  monto  de  inventarios y avalúos se  dedujeron  primero  los  bienes
propios  de  cada  cónyuge,  las  deudas  de  la  sociedad,  los  gastos  e

46  En  el  título  antiguo,  protocolizado  en  1944  se  anotan  como  linderos:  ``a  orJ.//as

de  la  mar,  de  la  boca  del  Rio  Naya  por  la  mar  orillas  de  dicho  mar,  hasta  la  de  el
Río de el Cajambre y desde dicho rio subiendo por el mismo hasta dos vueltas más
arriba...  hasta  donde  suben...  allí  en  rectitud  hasta...  y  Madre  del  expresado  Río
Naya  con toda  la tierra  que incluía  dentro de dichos linderos...", según obra a fol.io
264 al  267  del  cuaderno  5.
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impuestos que gravan toda  la  masa,  para dividir el  resto por la  mitad
entre  los cónyuges.

ACTIVO de  la  sociedad  conyugal:

-   Un  derecho  de  dominio  igual  a  la  mitad  de  una  casa  ubicada  en

Popayán.  Acción  de dominio avaluada  en  la  suma  de  $20.000,oo,

-   Un   derecho   litigioso   por   lesión   enorme   sobre   las   tierras   de

LORETO,  ubicadas  en  el  Distrito  del  Patía,  derecho  estimado  en

$500,00.

VALOR TOTAL  DEL ACTIVO  SOCIAL:  $20.500,oo.

PASIVO  de  la  sociedad  conyugal:

-    Un   crédito  a   favor  de   la   señora   LEONOR  ARROYO   DE   DUSSÁN

admitido  por  todos  los  herederos  por  el  mismo  valor  asignado  al
crédito  litigioso,  o sea  la  suma  de  $500,oo.

-   Gastos de  papel, timbre,  partidas $40,80.

-   Costos  perito avaluador $80,oo.

-   Gastos  protocolización  hasta  entregar  hi].uelas  a  cada  interesado

$129,60

-   Honorarios  partidor $100,00

VALOR TOTAL  PASIVO:  $850,40

SALDO    LÍQUIDO    partible   entre   el    cónyuge   sobreviviente   y   los
herederos:  $19.649,60

-Para  el  cónyuge supérstite:  $9.824,80
-Para  los  herederos:  $9.824,80
-   Impuestos   pagados  correspondientes  a   la   masa   global   y  a   las

asignaciones:  $149,60

SALDO  LÍQUIDO  PARTIBLE  entre  los ocho  herederos:  $9.675,20

A esa  suma  se  le agregan  los  bienes  propios del  cónyuge difunto:

Referencia :  76-111-31-21-001-2015-00053-00
Solicitante:  CONSEJO COMUNITARIO  DE  LA CUENCA  DEL RÍO YURUMANGui

Opositor:  PACIFIC  MINES S.A.

Magistrado: Carlos Alberto Tróchez Rosales



70

-   Un   derecho  o  acción  de  dominio  y   posesión  sobre  los  terrenos

denominados  YURUMANGUÍ,   NAYA  Y  CAJAMBRE,   avaluado  en
$125,00-

-   Una   acción   de  dominio  igual   a   la  octava   parte  de  los  derechos

mineros sobre el  río Yurumanguí,  avaluado en  $250,00

-  Una  acción  o  derecho  de  dominio  sobre  las tierras y  minas  de  San

José  del  Naran].o,  igual  a  la  cuarta  parte  de  dichas  tierras  y  minas,
avaluado en  $250,00

TOTAL  PARA  LOS  HEREDEROS:  $10.300,20.

En  el  caso  de  las  deudas  y  gastos  equivalentes  a  $1,000  se  formó
una   hi].uela   (crédito  a  favor  de   LEONOR  ARROYO   DE   DUSSÁN   por
valor   de   $500,oo   y   de   gastos   varios   por   $500,oo)   y   para   su
cancelación   se   tomaron   $500,oo   del   valor  del   crédito   litigioso   y

$500,oo del  valor de  la  casa  ubicada  en  la  ciudad  de  Popayán.

La   hijuela   se   adjudicó   en   partes   iguales   a   las   señoras   LEONOR
ARROYO  DE  DUSSÁN  y  JULIA  ARROYO  DE  CORONEL,  a  esta  última

por haber asumido  la  obligación  de cubrir los gastos.

Así  las  cosas,  en  lo  que  tiene  que  ver con  los  derechos  de  tierras  y
minas    en    YURUMANGUÍ,    NAYA   Y    CAJAMBRE    Y    SAN    JOSÉ    DEL

NARANJO,   avaluados   en   $625,oo,   Ia   distribucióh   se   hizo   en
partes iguales entre los ocho herederos, "correspondi.éndo/e a
cada  uno la suma de setenta y ocho pesos con ciento veinticinco
milésimos", $78,L25.

DISTRIBUCION :

Valor total  de  los  bienes  inventariados:  $21.125,oo.

A.-Cónyuge sobreviviente ZOILA ARBOLEDA DE ARROYO:  $9.824,80

8.-Herederos:

1)  LEONOR ARROYO  DE  DUSSAN:
-porsu  haber hereditario  $1.287,525
-     por hijuela  de deudas y gastos:  $500.oo.
-     Total:  $1.787,525

2)  JULIA ARROYO  DE  CORONEL:
-porsu  haber hereditario  $1.287,525
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-     por hijuela  de gastos y deudas:  $500.00
-     Total:  $1.787,525

3)  MARGARITA ARROYO  DE  CÁRDENAS:
-porsu  haber hereditario  $1.287,525

4)  MIGUEL ÁNGEL ARROYO:
-porsu  haber hereditario  $1.287,525

5)  MARÍA TERESA ARROYO:
-porsu  haber hereditario  $1.287,525

6)  CAMILO  HERNANDO  ARROYO:
-porsu  haber hereditario  $1.287,525

7)  BEATRIZ YOLANDA ARROYO:
-porsu  haber hereditario  $1.287,525

8)  JOSÉ  ANTONIO  ARROYO:
-porsu  haber hereditario  $1.287,525

Ahora   bien,   en   lo  atinente  a   la   hijuela  de  la  señora   LEONOR
ARROYO   DE   DUSSÁN,   los   valores   por   haber   hereditario   y   por
hi].uela  de  deudas  y  gastos  ad].udicados  se  pagaron  de  la  siguiente
manera:

-Con la suma de $1.459,40 acciones de valor de un peso cada acción

en  la  mitad  de  la  casa  ubicada  en  la  ciudad  de  Popayán.

-  Con  la  suma  de  $250,00  del  valor  del  crédito  (o  sea  la  mitad  del

crédito)

-  Con   la  suma  de  $15,625  en  que  se  estimaron   los  derechos  de

dominio  sobre  las  tierras  y  derechos  de  posesión  en  Yurumanguí,
Naya  y  Ca].ambre,  equivalente  a   una  octava   parte  del  valor  total
asignado a  dichos derechos,  vale decir,  $125.oo.

-   Con   los   derechos   de   minas   de   Yurumanguí,   Naya   y   Ca].ambre

avaluados en  $31,250.

-   Con   los  derechos  de  tierras  y   minas  de   San   José  del   Naranjo

avaluados en  $31,250

Así   las   cosas,   las   adjudicaciones   en   favor   de   los   herederos,   en
relación  con  los  derechos  de  tierras y  minas  en  YURUMANGUI,  NAYA
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Y CAJAMBRE y SAN  JOSÉ  DEL NARANJO,  corresponderían  a  la  misma

proporción  en  que fue dispuesta  para  la  señora  LEONOR ARROYO  DE
DUSSÁN,  es  decir,  para  cada  uno  de  los  siete  herederos  restantes,
los valores que a  continuación  se  relacionan:

-Un derecho igual a la octava parte de los derechos de tierras
en  los  ríos YURUMANGUÍ,  NAYA Y CAJAMBRE,  inventariados  y
avaluados en ciento veinticinco pesos ($125,00), a saber,  la suma de

quince  pesos seiscientos veinticinco  milésimos  $15,625.

-  Una  octava  parte de  los derechos  mineros sobre  los  mismos
ríos   YURUMANGUÍ,   NAYA   Y   CAJAMBRE,   avaluados   en   doscientos
cincuenta  pesos ($250,00), vale decir,  la suma de treinta y un  pesos
veinticinco centavos  $31,250.

-Y  en  las  tierras  y  minas  de  SAN  JOSÉ  DEL  NARANJO,  ubicadas  en

el  Distrito de Guapi,  un derecho igual a la octava parte, sobre el
avalúo  de  doscientos  cincuenta   pesos  ($250,oo),  equivalente  a   la
suma  de treinta  y  un  pesos veinticinco centavos $31,250.

Al    hecho    relevante   de   que    la    señora    LEONOR   ARROYO   DE
DUSSÁN,   heredera   a   quien   se   le   adjudicó   para   pagarle  su
hijuela  el  equivalente  a  la  octava  parte  de  los  derechos  de
dominio    y    posesióh    sobre    los    terrenos    dehominados
YURUMANGUÍ,  NAYA y CAJAMBRE,  aparezca  transfiriéndole a  su
hijo   LEOPOLDO   DUSSÁN   ARROYO   37   años   después   de   haberse
levantado    la    sucesión,    el    100°/o   de   esos   terrenos   que   fueron
estimados en  la suma de $125,oo, de los cuales a ella le correspondió
una   porción   por  quince   pesos  y   seiscientos  veinticinco   milésimos

($15, 625), a  lo que se agrega que el causante sólo tenía  un derecho
de}  "TREINTA  Y  NUEVE   POR  CIENTO   (390yío)"   sobre  esas  tierras,   se
agrega  otro  más importante:

No  hay  prueba  y  ni  siquiera  mención  de que  la  escritura  1031  del  30
de julio de  1946 de la  NOTARÍA SEGUNDA DE  POPAYÁN,  hubiera sido
igualmente inscrita  en  la  OFICINA DE  REGISTRO  DE INSTRUMENTOS
PÚBLICOS  DE  BUENAVENTURA,  como  supuestamente  sí  se  hizo  con
la  escritura   pública   372  del  23  de  marzo  de   1945  de  la   NOTARÍA
SEGUNDA    DEL    CIRCUITO    DE    POPAYÁN,     mediante    la    cual    se

protocolizó   la   sentencia   del   2   de   marzo   de   1945   emanada   del
JUZGADO  PRIMERO  CIVIL  DEL  CIRCUITO  DE  POPAYÁN,  a  través  de
la  cual  se  efectuó ad].udicación  en  el  inventario adicional  a  los  bienes
hereditarios del doctor MIGUEL ARROYO y HURTADO, que fue inscrita
el  20  de  marzo de  1945  en  la  OFICINA  DE  REGISTRO  DEL CIRCUITO
DE  POPAYÁN,  el  9  de   agosto  de  1945  en  la  OFICINA  DE  REGISTRO
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DEL CIRCUITO  DE  BUENAVENTURA y el  12  de septiembre del  mismo
año  en  la  OFICINA  DE  REGISTRO  DEL  CIRCUITO  DE  GUAPI,  según
aparece  allí  anotado.    Ello  sólo  vino  a  hacerse,  como  ya  se  dijo,  en
1984,  data  para  la  cual  ya  había  operado  la  extinción  de  dominio  de
esos predios, cuya decisión final y su correspondiente aprobación fue
objeto  de   inscripción   en   esa   misma   ORIP  de   BUENAVENTURA,   lo
mismo  que  ya  había  tenido  lugar  la  expedición  de  la  Resolución  079
de abril  5  de  1978,  que  sustra].o  una  parte del  área  de  los  predios a

que  venimos  refiriendo,  del   régimen  de  colonización  especial,   por
parte  del  INCORA,  y  su  correspondiente  inscripción  en   la  ORIP  de
BUENAVENTURA,   mediante   su   anotación   en   el   folio   matriz   y   la
apertura    de    nuevo    folio    de    matrícula    inmobiliaria,    al    que    le
correspondió el  número  372-2450 de enero  16 de  1979.

Sólo  vino  a  ser  inscrita,  luego  de  más  de  37  años,  en  la  ORIP  de
GUAPI,   bajo   la   matrícula   inmobiliaria   No.   106-00000-862,   donde
igualmente se  inscribió  la  venta  realizada  mediante escritura  pública
No.   2249   del   6  de  septiembre   de   1983,   por  parte  de   la   señora
LEONOR   ARROYO    DE    DUSSÁN,    a    su    hijo    LEOPOLDO    DUSSÁN
ARROYO,   de   todos   los   derechos   que   la   vendedora   tenía   en   las

propiedades    territoriales    y    mineras    de    YURUMANGUÍ,    NAYA    y
CAJAMBRE y la de SAN JOSÉ DEL NARANJO, exceptuándole las tierras
de    los    descendientes    del    señor   JOSÉ    MANUEL    RODRÍGUEZ    Y
CÁRDENAS,  equivalentes  al  22°/o  de  la  totalidad  de  dichas  tierras,
derechos  que  se  indica  adquirió  en  la  sucesión  del  señor SANTIAGO
ARROY047.

Al  año siguiente,  concretamente el  6 de  marzo de  1984,  se aperturó
en  la  ORIP de  BUENAVENTURA el  folio  de  matrícula  inmobiliaria  372-

8311,  en  el  cual  se  inscribió  la  escritura  pública  1031  del  30  de julio
de   1946,   data   para   la   cual   ya   se   había   decretado   e   inscrito   la
extinción  de dominio sobre esos  bienes.

Al  no  haberse  inscrito  la  transmisión  de  los  derechos  del  causante
SANTIAGO  ARROYO   DIEZ   a   la   heredera   y  acreedora   hereditaria,
señora   LEONOR  ARROYO  DE  DUSSAN,  cuyo  título  se  contrae  a   la
sentencia  de sucesión  proferida  por el JUZGADO  PRIMERO CIVIL DEL
CIRCUITO     DE     POPAYÁN,     en     la     OFICINA     DE     REGISTRO     DE
BUENAVENTURA,  no se operó el  modo de la tradición  respecto de  los
bienes    relictos    relativos    a    los    predios    YURUMANGUÍ,    NAYA    y
CAJAMBRE.

47  Fo|io  31  del  cuaderno  6.
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Dicho registro se predica  no sólo de la sucesión  por causa de muerte,

que   es   la   hipótesis  fáctica   que   ahora   nos   ocupa,   sino   que   más
recientemente,  con  el  advenimiento  del  Código  General  del  Proceso,

que   vino   a   regular   una   práctica   que   de   tiempo   atrás   se   venía
realizando al  margen  de  la  regulación  legal,  como era  la  partición  del

patrimonio en  vida  (del  futuro causante),  lo  que se  hizo  con  miras a
evitar   actos   simulados   o   negocios   ].urídicos   complejos,   como   la
creación   de   fiducias   o   de   sociedades,   todo   ello   con   miras   a   la

protección  de  los  derechos  de  los  herederos  mismos  y  de  terceros,
en  congruencia  con  la  autonomía  de  la  voluntad  de  quien  así decide
disponer  de  parte  o  de  todo  su  patrimonio,  ba].o  condiciones  tales
como  el  respeto  de  los  gananciales,  los  derechos  de  terceros  y  las
asignaciones  forzosas,  dicho  registro  se  hace  extensivo  mediante  la
inscripción    del    acto    notarial    de    partición    del    patrimonio   en    la
correspondiente  oficina   de  registro  de  instrumentos  públicos  para
efectos  de  la  realización  de  la  tradición,  como  bien  lo  desarrolla  la
Corte Constitucional  en  la  sentencia  C-683  de  201448.

En  consecuencia,  si   la  tradición   no  tuvo  lugar,  tampoco  los  actos
subsiguientes  adquieren  validez,  habida  consideración  que  desde  el

punto  de  vista  del  derecho  colombiano  para  efectuarse  la  tradición
no  es  suficiente  con  el  título  sino  que  igualmente,  en  tratándose  de
bienes   inmuebles,   se   requiere   de   su   inscripción   en   la   oficina   de
registro  correspondiente,  en  este  caso  la  de  Buenaventura,  lo  que
sólo vino a tener lugar cuando el día  6 de marzo de  1984, y con  base
en  la  escritura  pública  1031  del  30  de ].ulio  de  1946  se  dio  apertura
al  folio  de  matrícula  inmobiliaria  372-8311,  a  la  vez  que  en  la  ORIP
de Guapi,  el año anterior, concretamente el  26 de agosto de  1983 el
acto  sucesoral  había  sido  inscrito  ba]-o  el  número  de  matrícula  106-
00000-862,  datas  para  las  cuales  ya  se  había  operado  la  extinción
de    dominio    que    fue    oportunamente    inscrita    en    la    ORIP    de
Buenaventura  desde el  11  de junio de  1969,  vale decir,  más de  14 y
15  años atrás.

Luego,  no  era  dable  que  la  ORIP  de  BUENAVENTURA,  en  1984,  data

para  la  cual  ya  se  reportaba  la  presencia  de  actores  armados  en  la
zona de Buenaventura, y concretamente el Frente Sexto de las FARC,
hubiera   procedido  a   abrir  nuevo  folio  de   matrícula   inmobiliaria,   a
saber, el  número 372-8311, con  base en  la escritura  pública  1031  de

].ulio  30  de  1946  de  la  NOTARÍA  SEGUNDA  DE  POPAYÁN,  pues  para
ese año y desde  1969 ya  se  había  decretado  la  extinción  de dominio
sobre   esos   bienes,   a   la   par  que   se   había   ordenado   y   operado

48  Corte  Constitucional.    Sentencia  C-683  de  2014.     M.P.:   MAURICIO  GONZÁLEZ

CUERVO.
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mediante  su  inscripción  en  el  registro,  la  cancelación  de  la  Escritura
Públicas  No.  478  de  1974,  mediante  la  cual  se  protocolizó  el  título
antiguo,  relativo  al  predio  de  mayor extensión,  en  cuanto,  como  se
di].o,  la  sucesión  así  protocolizada  comprendió  sólo  los  derechos  del
39°/o  que  detentaba  el  de  cu/.us  sobre  las  tierras  de  YURUMANGUÍ,
NAYA  y  CAJAMBRE.

6.8  Por  eso  llama  la  atención  que  con   posterioridad  al  decreto  de
extinción  de  dominio,  que  recayó desde enero  20  de  1969  sobre  los
predios de propiedad  privada YURUMANGUÍ,  NAYA, CAJAMBRE y SAN
JUAN  DE MICAY,  para el año  1984, concretamente para el 6 de marzo
de  esa  anualidad,  se  hubiera  procedido  a  aperturar  nuevo  folio  de
matrícula   inmobiliaria,   a   saber,   el   No.   372-8311,   en   el   cual   se
inscribió   la   escritura   pública   No.   1031   del   30  de  ]-ulio  de   1946,   a
través  de   la   cual   se   protocolizó   la   sucesión   del   señor  SANTIAGO
ARROYO   DIEZ,   según   trabajo   de   partición   que   recayó   sobre   los
derechos que tenía  el  causante,  equivalentes al  39°/o  de  la  totalidad
de   los  terrenos  denominados  YURUMANGUÍ,   NAYA  y  CAJAMBRE49,

que con  p.osterioridad a  la sucesión  pero antes de la apertura del folio
fueron  objeto  de  extinción  de  dominio,  cuando  ya  desde   1969  se
había  inscrito  en  la  ORIP  de  BUENAVENTURA  la  Resolución  0727  de
enero   20   de   1969,   así  como   la   002   de   la   misma   fecha,   ambas
expedidas por el INCORA, a través de las cuales se dispuso, como ya
se indicó,  la cancelación de  las escrituras públicas 478 del  3 de mayo
de  1944  y  092  de  febrero  22  de  1940,  Io  cual  tuvo  lugar  como  lo
documenta  la  correspondiente  inscripción  hecha  en  dicha  oficina  de
registro.

Como  se  sabe,  nadie  puede transmitir a  otro  lo  que  no tiene
(nemo  plus  iuris  ad  alium  transferre  potest,  quam   ipse  habere).
Luego,  cuando  el   predio  matriz,   inscrito  en  el  folio  372-8311,  fue
dividido  materialmente  mediante  escritura  pública  2640  del   15  de
mayo   de   1996   en   tres   partes,   resultando   los   inmuebles  que   se
denominaron  SANTA  MARÍA,  LA  ESPERANZA  y  SAN  LUIS,  respecto
de  los  cuales  se  abrió  para  cada  uno  de  ellos  un  folio  de  matrícula
inmobiliaria  independiente,  bajo los números 372-25052, 372-25053

y 372-25054, y cuando posteriormente,  mediante  las escrituras 072
y  073  del  17  de enero  de  2011,  otorgadas  la  primera  de  ellas  por el
señor LEOPOLDO DUSSÁN ARROYO, actuando como persona  natural,

49  Folio  273  del  cuaderno  5,  donde  aparecen  como  bienes  propios  del  causante,

eritre  otros.. "a)  Un  derecho. o  acción  de  dominio  o  posesión  sobre  los  terrenos
denominados   YURUMANGUÍ,    NAYA,   CAJAMBRE,    ubicados   en    la    Provincia    de
Buenaventura,  los  que  equivalen  al  TREINTA  Y  NUEVE  POR  CIENTO  (39°yío)  de  la
totalidad  de  dichas tierras,  derecho  igual  al  NUEVE Y TRES  CUARTOS  PORCIENTO
(9  3M4)  de  la  totalidad  de  dichas tierras..."
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y  la  segunda  por el  mismo  pero en  su  calidad  de  representante  legal
de   AGROMINAS   DE   YURUMANGUÍ,   NAYA  Y   CAJAMBRE   LIMITADA,
correspondientes    al     96.87°/o    de    los    derechos    que    el    antes
mencionado    detentaba    sobre     los    predios    SANTA    MARÍA,     LA
ESPERANZA y  SAN  LUIS,  y  al  3.125°/o  que  la  referida  sociedad  tenía
sobre   los   predios   en   mención,   dicha   división   material   y   aquellos
aportes se realizaron en relación con  bienes raíces que ya habían sido
objeto  de extinción  de dominio,  debidamente  publicitada,  por lo que
bien   podemos   concluir   que   la   propiedad   ancestral   sobre   dichos
terrenos,  que se  retrotraía  por  1o  menos a  mediados del  siglo XVIII,

y   la   alegada   por   la   sociedad   opositora,   que   data   de   2011,   no
encuentra   una   línea   de   continuidad   ni   de   conexidad   que   tenga
fundamento  en  nuestro  ordenamiento jurídico,  habida  consideración
de lo antes expuesto, esto es, que la declaratoria de extinción de
dominio,  llevada a cabo con apego al  marco legal y con observancia
de  las  garantías  constitucionales,  mediante  acto  administrativo  que
adicionalmente   goza    de    presuncjón    de    legalidad,    implica    uha
ruptura  de la  cadena  de tradición,  que  sin  éxito  se aduce como
legítima  y  aún  vigente.  .De  allí  que  pueda   afirmarse,   sin  temor  a
equivocarnos,   que   los   aportes   de   la   persona   natural   LEOPOLDO
DUSSÁN  ARROYO  y  de  la  sociedad  AGROMINAS  DE  YURUMANGUÍ,
NAYA  Y  CAJAMBRE  LIMITADA  a   la  sociedad   PACIFIF  MINES  S.A.S.,

bien  puede tenerse como transferencia  o aporte de cosa  ajena.

La   incongruencia   a   que  se   hizo   referencia   en   precedencia,   en   lo
atinente a  la venta  por parte de una  de  las  herederas de la totalidad
de  los  derechos  en   los  predios  YURUMANGUÍ,   NAYA  y  CAJAMBRE,
cuando   a   ella   sólo   le   había   correspondido   una   octava   parte,   fue

puesta  de  presente  por  los  señores  REYNALDO  ALFREDO  y  JULIÁN
ALONSO CORONEL ARROYO, según se desprende del  mismo texto de
respuesta   emitida   por  el   entonces   REGISTRADOR  SECCIONAL  DE
INSTRUMENTOS  PÚBLICOS  DE  BUENAVENTURA,  Dr.  ARBEY  PINILLA

SÁNCHEZ,  mediante  Resolución  número  96  de  octubre  20  de  2015,
``Por  medio  de  la  cual  se  decide  una  Actuación  Administrativa'5°,  en  eJ

sentido de que en el  acto registral  a que dio lugar la escritura  pública
1031  de ].ulio 30 de  1946 no se tuvo en cuenta a todos los herederos
a  que se  refería  el trabajo de  partición  y la  sentencia  aprobatoria  de
la  misma,  que  fueron  relacionados  en  el  párrafo  anterior,  omisión

que   igualmente   se   desprende   de   la   circunstancia   de  tratarse  de
varios  hermanos,  pero  sólo  uno  de  ellos,  concretamente  la  señora
LEONOR   ARROYO   DE   DUSSÁN   es   la   que   procedió   a   vender   los
inmuebles   a   su   hijo   LEOPOLDO   DUSSÁN   ARROYO,   a   través   de
escritura   pública   No.   2249   del   06   de   septiembre   de   1983   de   la

5°  Folios  129  a  142  del  cuaderno  5
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Notaría   Segunda   de   Popayán,   cuando   solamente   era   titular   de
derechos  sobre  el   mismo,   y  eso   haciendo  abstracción   de  que  su
causante  era  titular,  a  su  vez,  sólo  del  39°/o  de  la  totalidad  de  los
derechos sobre  los predios.

Es   de   relievar   también   que   en   el   contenido   motivacional   de   la
resolución  en  mención  se  admite  que  "En es£udí.o de /a profoco/;.zací.ón
de ia escriturá  púbiica  io3i dei  3o/o7/ig46, donde se registra  ia sucesión
del  se~nor Sant.iago Arroyo,  se  registraron  en  el  libro que se adjuntaron  69
folios  útiles y  de  lo  ordenado  por el juez  primero  del  circuito  de  Popayán.
En  el  libro del  sistema  antiguo,  solo  aparece  registrada  la  protocolización,
más  la  oficina  no  cuenta  con  los  69  folios  útiles  que  indica  se  aportaron,
por  lo  que  no  quedo  (sic)  registrado  en  su  totalidad  la  transcripción  del
mismo„.

Por lo demás,  llama  la atención que la entidad se respalde en  un fallo
de   la   CORTE   CONSTITUCIONAL51,   pero  sólo   para   concluir  que   no

puede revocar su  propio acto,  pero a  la vez omite aplicar la subregla
jurisprudencial,  contenida  en  la  misma  sentencia,  conforme a  la  cual
es   a   la   autoridad   administrativa,   y   no   al   particular,   a   quien   le
corresponde    demandar   el    acto    ante    la    JURISDICCIÓN    DE    LO
CONTENCIOSO  ADMINISTRATIVO.

Adicionalmente, se indicó que se habían extraviado los 69 folios útiles

que  fueron  allegados  como  anexos,  irregularidades  que  dan  cuenta
de  actos  anómalos,  que  se  tornan  sugestivos  del  eventual  concurso
de   oficinas,   entre   ellas   las   notariales   o   registrales,   en   actos   de
despo].o o afectación  de  derechos de  propiedad,  lo  que si  bien  no  se

puede  afirmar a  pie juntillas,  tampoco  se  puede  descartar.  Sobre  el
tema  a  que estamos  haciendo  referencia,  Ia  USAID,  ba].o el  epígrafe
de " Una  institucionalidad socavada" , se~naló-.

A   lo   que   se   suman   la   presencia   de   un   clientelismo   tradicional   y
armado,  las dinámicas de violencia asociadas al enfrentamiento entre
los   diferentes   grupos   armados   por   el   control   del   territorio,   una
debilidad  de  la  justicia  formal  judicial  y  administrativa,  el  desarrollo
de una cultura de la ilegalidad con su precario orden social, y el poder
y la capacidad que, al día de hoy, t-ienen las bandas cr.iminales
junto con la guerrilla, para capturar e infiltrar las instituciones
locales,   ponen   de   manifiesto   cómo   la   política   de   consolidación
territorial está en un escenario problemático con más restricciones que
avances.   A   medio   camino   se   encuentra   el   cumplimiento   de   los
objetivos   de   mejorar   la   participación   democrática,   las   dinámicas
electorales,  la  incidencia  para  una  mejor gestión de  las políticas y  los

51  Corte  Constitucional.  Sentencias T-465  de  2009 y T-688  de  2014
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recursos   de   las   administraciones   locales   y   del   componente   de

justicia52.

Es así como, según  lo exponen Garay y otros, lo que se cita a manera
de   ejemplo,   los   paramilitares   alcanzaron   a   controlar   el   proceso
elec:toral  a  n.ive+ local, "La  intimidación  del electorado y el control  sobre
la   oficina   seccional   de   la   Reg.istraduría   Nacional   del   Estado   Civil   son
elementos clave en este proceso de aprendizaje, al punto de haber logrado
influir   efectivamente   en   la   elección   de   alcaldes   y   concejales.   Luego,

profundizaron   su   estrategia   para   alcanzar  el   ámbito. de   la   elección   de
congresistas,   dándose   lugar  al   surgimiento   del   fenómeno   denominado
como   `parapo/Ítí'ca"53.    Y   así    puede    predicarse    de    otras   oficinas
púb,icas.

Al     respecto,     llama     la     atención     que     sólo     con     ocasión     del
adelantamiento  de este  proceso de  restitución  de tierras,  y eso que
cuando el mismo ya se encontraba en trámite ante esta Sala, se pudo
establecer que  en  realidad  los actos  administrativos de  extinción  de
dominio sí habían  sido debidamente  inscritos en  su  oportunidad  ante
la  ORIP  de  BUENAVENTURA.

6.9  Se  adujo  también   por  parte  de   PACIFIC  MINES  S.A.S.,  en  su
alegato  de  conclusión,  que  se  incurrió  en  flagrante  vulneración  al
derecho   constitucional   al    debido    proceso    por   parte   del    otrora
"COR`A, "en el  procedimiento de expropiación adelantado en año  1969 y
su  ineptitud  frente  al  conocimiento desde el  año  2000  respecto a  las (sic)
sobrie  pos/.cÍ.ór7   ísÍ.c)  de  f/'£u/os";   similar   referencia   a   la   figura   de   la
expropiación  hace  la  señora  CLAUDIA  CONSUELO  DUSSÁN  ÁNGEL,

quien  incluso en  su  intervención  inicial  indica  que  no se  le  ha  pagado
suma  alguna  a  manera  de  indemnización.

Por su  lado,  la  UNIDAD ADMINISTRATIVA  ESPECIAL DE  GESTIÓN  DE
RESTITUCIÓN    DE    TIERRAS    DESPOJADAS,    en    su    alegato    final,
igualmente en escrito presentado el  10 de febrero de 2016, mediante
el  cual  efectúa  réplica  a  lo  argüido  en  el  acto  de  oposición  por parte
de   PACIFIC   MINES   S.A.S.,   al   cual   se   remite   en   sus   alegatos   de
conclusión,  transcribiéndolo  en  forma  parcial,  hace  referencia  a  que

por Resolución  0079 de  1978, el INCORA ad].udicó al  INDERENA "gran
parte de ese predio (refiriéndose al que fue objeto de extinción de dominio)
producfo   de   dí.cha   exorooí.ací.ón''   (subrayas   para   resaltar),   lo   que
traduce por lo menos una impropiedad en el uso del lenguaje jurídico.

52  USAID.  Institucionalidad  socavada.  Justicia  local,  territorio  y  conflicto.  p.29.
53  Garay  Salamanca,  Luis Jorge.  La  captura  y  reconfiguración  cooptada  del  Estado

en  Colombia.  Bogotá:  Fundación  Método.    2008,  p.113.
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Asimismo,   en   el   numeral   7   de   la   recapitulación   que   se   hace   del

procedimiento de extinción de dominio en  los alegatos de conclusión,
Se tiijo., "Que  la  delimitación de  linderos de  la  expropiación corresponde a
la  misma  que  registro  como  Falsa  Tradición  la  parte  opositora,  en  1984
ante la ya creada desde  1975 oficina  de instrumentos públicos".

Imprecisión  en   la   que  también  se  incurre  en  el   acto  de  registro,
cuando  al  aperturarse el  folio  de  matrícula  inmobiliaria  372-2450  en
la  ORIP  de  BUENAVENTURA,  el  18  de  enero  de  1979,  a  la  anotación
número  01  se anotó  bajo  la  columna  de descripción ``Adj.udí.cací.ón por
Expropiación", rtierer\te al documento "Resolución 0079 del 05 de abril
de  1978".

®

®

Por lo anterior,  resulta  conveniente efectuar alguna  precisión  acerca
de  la  diferenciación  de  la  expropiación  con  la  figura  de  la  extinción
de dominio,  que es a  la  que aquí venimos haciendo  referencia, y que
tuvo  cabal  operancia  en  el  procedimiento  que  se  adelantó  por  parte
del  INCORA entre  1962  y  1969.

En  efecto,  pese  a  tener elementos  comunes,  la  acción  o  pretensión
de expropiación,  prevista  en  el artículo 58 de la  Constitución  Política,
acorde con  el  cual  se garantizan  la  propiedad  privada  y  los derechos
adquiridos con  arreglo a  las  leyes civiles,  a  la  vez que  en  esa  misma
disposición se contempla que por motivos de utilidad pública o interés
social  definidos  por el  legislador,  podrá  haber expropiación  mediante
sentencia  ].udicial  e  indemnización  previa,  la  cual  podrá  igualmente
ventilarse   por  vía   administrativa,   en   los   casos   que   determine   el
legislador,  no  puede  asimilarse  sin  más  a  la  extinción  de  dominio,

prevista   en   el   artículo   34   de   la   Constitución   de   1991,   donde   se
consagra que se prohíbe, además de las penas de destierro y prisión
perpetua,  la  de  confiscación,  pese  a  lo  cual,  a  renglón  seguido,  se
prevé  que  por  sentencia  judicial  se  podrá  declarar  la  extinción  del
dominio sobre  los bienes adquiridos mediante enriquecimiento ilícito,
en   per].uicio  del  tesoro  público  o  con  grave  deterioro  de  la   moral
social.   Tampoco   puede   confundirse   con   la   extinción   de   dominio
establecida  en  las  Leyes  200  de  1936 y  131  de  1961,  sobre  la  base
de   contrariarse   o   inobservarse   la   función   social   que   la   reforma
constitucional  de  1936  Ie atribuyó a  la  propiedad.

Sobre  dicha  distinción,  indicó  la  Corte  Constitucional  en  la  sentencia
C-389  de  1994:

La  extinción  del  dominio  y  la  expropiación  son  instituciones  político-

jurídicas  que  se  asemejan  en  cuanto  ambas  se  dirigen  a  prevenir y
contener el  ejercicio  abusivo  del  derecho  de  propiedad,  proscrito  por
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los preceptos constitucionales.  Pero son  diferentes,  porque parten de
supuestos   conceptuales   distintos   y   buscan   igualmente   objetivos
diversos.

La  expropiación  constituye  un  medio  o  instrumento  del  cual  dispone
el   Estado   para   incorporar   al   dominio   público   los   bienes   de   los
particulares,  previo  el  pago  de  una  indemnización,  cuando  éstos  se
requieran  para atender o satisfacer necesidades de '`utilidad  pública e
interés social",  reconocidas o definidas por la  ley, con intervención de
la   autoridad   judicial   (expropiación   por  vía  judicial)   o   mediante   la
utilización de los poderes públicos propios del  régimen administrativo

(expropiación por vía administrativa). También se le ha dado sustento
a  la expropiación con fundamento en  la función social de la  propiedad
cuando se  la  util.iza  con  fines de  redistribución  de  la  prop.iedad  o  para
conminar a  los propietarios a  explotar las tierras en forma  eficiente o
con arreglo a  programas de producción dise~nados por el  Estado.

Esta figura jurídica  comporta  una  limitación al  derecho de  propiedad,
el cual  no se anula con  la expropiación;  simplemente a través de ésta
se pone en vigencia y se hace operativo y realizador el  principio de la
prevalencia  del  interés  público  o  social  sobre  el  interés  particular;  la
indemnización  que  se  reconoce  al  propietario  expropiado,  compensa
o   subroga   el   derecho   del   cual   ha   sido   privado;.  su   derecho   de
propiedad se transforma en  un derecho de créd.ito frente a  la entidad
pública expropiante,  por el valor de  la  indemnización.

La   extinción   del   dominio,   en   su   concepción   original,   resulta   del
incumplimiento  de  la  obligación  económica  que  le  impone  la  Carta  al
due~no  del  bien  (función  social),  de  aprovechar  su  propiedad  con  un
sentido  social,  esto  es,  útil  a  la  comunidad,  ajeno,  por  lo  mismo,  al
abuso  que  implica  detentarla  sin  perseguir  mediante  su  explotación
un   rendimiento   productivo   mínimo.   Pero   igualmente  es   posible   la
extinción  del  dominio, en  las condiciones que establezca el  legislador,
cuando a pesar de que el propietario cumple con la función económica
as.ignada  a  la  propiedad,  desatiende o  ignora  el  deber de  preservar y
restaurar  los  recursos  naturales  renovables  y,  consecuencialmente,
viola el derecho que tienen todas las personas a gozar de un ambiente
Sano.

En  resumen,  la  función  social  se  traduce  en  la  necesidad  de  que  el
propietario   de   un   bien   lo   aproveche   económicamente,   utilizando
sistemas racionales de explotación y tecnologías que se adecuen a sus
calidades   naturales  y   que   permitan   la   utilización   de   los   recursos
naturales,  buscando al  mismo tiempo su  preservación y la  protección
ambiental.  La  inexplotación  del  bien  o  su  aprovechamiento  irracional

y degradante,  supone de  hecho  la  violación  del  principio de  la función
social de la prop.iedad y autoriza naturalmente la extinción del dominio
del  propietario  improvidente o abusivo.  La  aplicación  de  la  medida  no
conlleva,  como  es  obvio  suponerlo,  una  compensación  económica  o
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indemnización  por  la  privación  del  bien,  puesto  que  la  extinción  del
dominio constituye fundamentalmente una sanción por la violación de
un deber de origen constitucional.

7. Las Afectaciones Territoriales.

7.1.  La  parte  solicitante  pide  que  se  reconozca  la  existencia  de  los
daños y afectaciones  padecidas  por  las  comunidades  integrantes
del  CONSEJO  COMUNITARIO  DE  LA  CUENCA  DEL  RÍO YURUMANGUÍ,

con  ocasión  del  conflicto armado  interno,  así como  que se garantice
el    derecho    fundamental    de    restitución    de    tierras    y    derechos
territoriales que le asiste a dichas comunidades, derechos vulnerados

por   el   conflicto   armado,   los   factores   vinculados   y   subyacentes,
generados     por     el     abandono,     confinamiento     y     afectaciones
ambientales de su  entorno territorial.

® En  ese escenario,  la  parte solicitante afirmó  la  existencia  de diversas
afectaciones territoriales, así:

7.1.1 Afectaciones causadas por hechos del cohflicto armado.
Como son  la  presencia  paramilitar,  la  masacre de EI  Firme en el  2001

y actividades vinculadas  al  narcotráfico,  además del  enfrentamiento
entre actores armados  ilegales y  la  Fuerza  Pública54.

Se    indicó,    asimismo,.   que    en    la    etapa    de    caracterización    se
identificaron  tres  expresiones  de  abandono  del  territorio  ligadas  al
conflicto,  i)  la  primera  entre  2000  y  2003  como  consecuencia  de  la

presencia  paramilitar  y  del  narcotráfico  así  como  la  masacre  de  EI
Firme  en  el  2001,  que  se  dio  mediante  desplazamientos  masivos  e
individuales,   sucesivos   e   intermitentes,   lo   cual   se   tradujo   en   el
abandono  total   de   la   vereda   EI   Firme  y   parcial   de   EI   Barranco  y
Veneral  del  Carmen;  ii)  la  segunda  se  configuró  de  manera  parcial  e
intermitente con  ocasión  de acciones  bélicas de GAl y  Fuerza  Pública

y  iii)  la  tercera  dio  lugar a  un  confinamiento  parcial  por  periodos  de
tiempo determinados,  como  consecuencia  de operativos también  de
GAl  y  de  la  Fuerza  Pública,  pero  también  definitivo  por  la  presencia
de  minas antipersona  MAP o  MUSE.

Adicional    a    lo    anterior,    se   afirmó   que    con    el    abandono   y    la
desaparición de la vereda  EI  Firme se pierde uno de los referentes de
la  identidad  del  yurumanguireño  pescador y  las  prácticas  culturales

que   se   realizaban   en   ese   lugar,   y   es   así   como   el   curandero
(Valeriano) cuando recién salió de Yurumanguí atendía gente pero ya

54  Fo|io  247  del  cuaderno  No.  3.
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está  muy  vie].o  y  al  parecer  no  le  habría  enseñado  sus  saberes  a
nadie;  que  otro  tanto  acontece  con  las festividades,  que  se  han  ido
modificando  en  razón  a  que  el  conflicto  en  Veneral  ha  sido  continuo

por tratarse  de  una  zona  de  fácil  acceso;  que  asimismo  se  han  ido
muchos  líderes  que  colaboraban  en  la  celebración  de  las  fiestas,  y

que  en  cambio  la  ].uventud  no  está  interesada  en  ellas,  citando  por
vía  de  ejemplo  que  la  fiesta  del  16  de julio  no  es  ni  la  tercera  parte
de  lo  que  solía  ser;  que  igualmente  se  ha  producido  una  rotura  en
las  relaciones  familiares  y  comunitarias,  entre  quienes  optaron  por

quedarse    en    el    territorio    y    quienes    decidieron    trasladarse    a
Buenaventura,  Io  que  a  su  vez  afecta  y  pone  en  riesgo  la  identidad
cultural  y  la  misma  pervivencia  de  la  comunidad,  pues si  los ]-óvenes
no valoran  la  propia  cultura,  ésta  tiende  a  desaparecer.

7.1.2  Afectaciohes  generadas  por  factores  subyacentes  al
conflicto  armado.   Se   afirmó   por   la   parte   solicitante   y   no   fue
desvirtuado  que  existió  presencia  y  aún  se  encuentra  la  amenaza
latente de cultivos de uso ilícito,  lo que entraña  una afectación  no
sólo  derivada  de  la  actividad  ilegal  misma  sino  también  en  razón  de
la  respuesta  estatal,  a través de fumigaciones aéreas con  glifosato.

Asimismo,  por  la  exjstencia  de  solicitudes de títulos  mineros en
la  zona  y  la  presencia  en  el  territorio  de  Yurumanguí  de  minería
ilegal,  el  cual  de esa  manera  enfrenta  una  amenaza  de despo].o  por
la  llegada  masiva  de  prácticas de  minería  ilegal.

Hizo  la  parte  una  proyección,  indicando  que  ``/a priesí.ón  de  /a  mí.r7erí'a
por  estar  ligada  al  conflicto,  como  ha  sucedido  en  otras  partes  del  país,
puede   estar  acompañada   de   estrategias  v.iolentas  de   vaciamiento   del
£errt.fort.o'',  y  que  según  lo  afirma  la  comunidad  el  desarrollo  de  esa
clase de  actividad  conllevaría  la  presencia  de  personas extrañas a  la
comunidad,    que    aparejaría    como    consecuencia    cambios    en    la
estructura  de tenencia  de  la tierra,  con  afectación  del  desarrollo que
se   le   ha   dado   a   la   minería   artesanal,   que   nutre   el   desarrollo
comunitario    y    garantiza    la    conservación    y    protección    de    la
naturaleza.     A  ello   se   agregaría   la   afectación   de   las   estructuras
sociales y  organizativas y  los derechos  a  la  autonomía  y  al  gobierno

propio.

7.1.3 Asimismo, se afirmaron hechos relacionados con afectaciones
geheradas  por  ihseguridad jurídica  del  título  colectivo  como
consecuencia  de  una  omisión  estatal.

En  primer término se  refirió  la  parte solicitante a  la  no  inscripción  de
la  Resolución  0727  de  1969,  a  través de  la  cual  el  entonces INCORA
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decretó   la   extinción   de   dominio   de   los   inmuebles   denominados
YURUMANGUÍ,  NAYA,  CAJAMBRE  y  SAN  JUAN  DE  MICAY,  así como  a
la subsiguiente ad].udicación por parte del INCODER de más de 54000
hectáreas,  para  señalar  que  por  esa  época  se  acentuó  el  conflicto
armado  en  el  lugar,  merced  a  la  incursión  en  ese  sitio  del  Bloque
Calima,  que  generó  dificultades  y  perjuicios  graves  a  la  comunidad,
a  los derechos territoriales sobre la cuenca del  río Yurumanguí, tanto

que   su   líder   más   representativo,   Jorge   lsaac   Aramburo   (Naka
Mandinga)    fue    víctima    directa    de    persecución    sistemática,    de
amenazas  varias,  de  la  muerte  violenta  de  siete  miembros  de  su
familia,   viéndose   sometido   a   confinamiento,   Io   mismo   que   otros
hombres  de  la  comunidad,  lo  que  imposibilitó  que  los  líderes  de  la
misma  pudieran enterarse de las dificultades jurídicas que gravitaban
sobre su territorio, de las cuales únicamente vinieron a enterarse con
ocasión   de   la   realización   del   proceso   de   caracterización   de   las
afectaciones territoriales.

Agregó   que   las   situaciones  jurídicas   constitutivas   de   inseguridad
fueron  conocidas  en  primer  término  por  el  IGAC,  al  descubrir  tres
matrículas  inmobiliarias  que  se  superponían  en  su  totalidad  con  el
territorio  titulado  a  la  comunidad,  a  saber,  Ias  distinguidas  con  los
números         372-0025052,         372-0025053         y         372-0025054,
estableciéndose  un  cruce  de  comunicaciones  entre  el  IGAC,  por  un
lado,  y  el  INCORA  o  INCODER,  por  el  otro,  con  el  resultado  que  el
INCODER no procedió a  realizar el  registro de la  extinción  de dominio

que  estaba  pendiente  y,  consecuentemente,  el  IGAC  omitió  realizar
el  registro catastral.

Que   la   resolución   0727  de   1969   no  fue   registrada   en   el   folio  de
matrícula     inmobiliaria     372-008311     del     inmueble     denominado
Yurumanguí,  Naya  y Ca].ambre.

7.2 Dentro de la oportunidad para formular oposición, en los términos
de   lo   previsto   en   el   artículo   125   del   Decreto  4635   de   2011,   en
concordancia  con  el  86  de  la  Ley  1448  de  2011,  formuló  oposición
PACIFIC    MINES   S.A.S.       Igualmente    lo   hizo   la   señora    CLAUDIA
CONSUELO   DUSSÁN   ÁNGEL;   sin   embargo,   el   JUZGADO   TERCERO
CIVIL DEL CIRCUITO  ESPECIALIZADO  EN  RESTITUCIÓN  DE TIERRAS
DE  CALI,  mediante  auto  calendado  el  25  de  abril  de  201655,  negó  la

petición   realizada   indicando  que  se  glosaría  al  expediente  sin  dar
lugar a  consideración  alguna,  bajo diversos argumentos,  tales como

que "no  obra  dentro  de  los  certificados  de  tradic.ión  que  identi.fica.n  los
predios Santa María, La Esperanza y San Luis que la familia DUSSÁN ÁNGEL

55  Folios  del  10  al  15  del  cuaderno  10.
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sea  la  propietaria  de  dichos  predios,  pues se  observa  de  los  documentos
aportados que los predios pertenecen a la sociedad  Pacific Mines"',  que no
se    tiene    conocimiento    que    la    familia    DUSSÁN    ÁNGEL    hubiera

presentado  oposición  a  la  inscripción  del  territorio  en  el  Registro  de
Tierras  Despojadas y Abandonadas  Forzosamente, ``mofí.vo por e/ cua/
no se le citó ni se le corrió traslado de la presente solicitud" v que la e!Lapa

procesal  oportuna  para  hacer  valer  sus  derechos  había  finiquitado
desde  hacía aproximadamente cinco  meses.

7.2.1   La   opositora   PACIFIC   MINES   S.A.S.   no   se   pronunció   en   lo
relativo  a  los  daños  y  afectaciones  padecidas  por  las  comunidades

que    integran    el    Consejo    Comunitario    de    la    Cuenca    del    Río
Yurumanguí;    sin    embargo,    sí    lo    hicieron    en    relación    con    las
afectaciones territoriales,  exponiendo  al  efecto  que  la  pretensión  de
la    comunidad    solicitante    relacionada    con     presuntos    derechos
territoriales   no   tiene   asidero  jurídico   pues  ``/a  rea/Í.dad  muesfra  /a
existencia  de  un  conflicto  jurídico  de  titulación  discusión  ajena  al  ámbito
del conflicto armado" ,

En  cuanto  a   la  victimización  de  la  comunidad  accionante  indicó  la
opositora que  los hechos expuestos en  los numerales 3.1 y 3.1.1  son
hechos   notorios   recopilados   por  la   UAEGRTD,   que  dan   lugar  a   la
determinación de los daños y afectaciones a que se refiere el D. 4635
de  2011;  no  obstante,  censura  el  que  se omite  señalar que  a  la  par
de  la  comunidad  solicitante  se  registran  otras  víctimas,  entre  ellas
PACIFIC    MINES    S.A.S.,    quienes    se    habrían    visto    abocadas    a
suspender    su     lícita     actividad     de     minería     que     han     ejercido
históricamente  sobre  los  predios  de  su  propiedad,  como  deviene  de
la  declaración   rendida  por  el  señor  JULIÁN   PINILLO  en  2012  y  del
título  minero  62  del  25 de agosto de  1769.

7.2.2   Por  su   lado,   la  señora   CLAUDIA  CONSUELO   DUSSÁN  ÁNGEL
arguye que ella y su  grupo familiar fueron "Í.n/.usfamer]fe vÍ'c£Í.mas de /a
situación  de violencia  que  ha  vivido  nuestro  país y  obligados a  abandonar
nues£ras propí.edades'',  manifestando  que  ese  carácter  se  encuentra
Probado  con  "la  Resolución  No.  2016-222578  de  16  de  Noviembre  de
2016".

7.3  Como  ya  se  puso  de  presente,  la  parte  opositora  no  contradi].o
las  construcciones  lingüísticas  elaboradas,  a  manera  de  supuestos
fácticos de  las pretensiones deducidas en  la  demanda,  relativas a  las
afectaciones  sintetizadas  anteriormente  en   los  numerales  7.1.1   y
7.1.2,     más    sí    en     relación     con     las    afectaciones    territoriales
bosquejadas en  el  numeral  7.1.3;  no obstante,  como  no se trata  de
afirmaciones    o    negaciones    indefinidas,    estas    sí    relevadas    de
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demostración   como   se   ha   encargado   de   mostrarlo   la   doctrina   e
igualmente  ha  sido  positivizado  en   las  codificaciones  procesales56;

procederemos  a   hacer  un   estudio  de  dichos  enunciados  fácticos,
advirtiendo  eso  sí  que  muchos  de  ellos  entrañan  hechos  notorios,
como por e].emplo el  caso de  la  masacre de  EL FIRME,  no obstante  lo
cual   nos  ha   parecido  conveniente,  también  sobre  esos  episodios,
hacer  una  somera  constatación  de  su  ocurrencia,  sobre  la  base  de
declaraciones     de     sus      protagonistas,      registros     periodísticos,
anotaciones  oficiales  como  las  del  CENTRO  NACIONAL  DE  MEMORIA
HISTÓRICA, y diversos autores,  entre otros elementos de juicio,  con
miras  a  determinar  si,  en  efecto,  las  clamadas  afectaciones  se  han
presentado o  no.

Previo  a  ello,  debe  señalarse  que,  en  el  proceso  de  restitución  de
tierras  también   milita   el   principio   de   libertad   probatoria,   que   se
encuentra  contemplado  de  manera  explícita  en  el  artículo  89  de  la
Ley   1448   de   2011,   donde  se   prevé  que  en   dicho  escenario  son
admisibles todos los medios de prueba reconocidos por la ley,
a  la  vez  que  se  Precjisa  que "En  particular,  el  Juez  o  Maigistrado
tendrá  en  cuenta  los  documentos  y  pruebas  aportados  con  la
so/i-ci-[ud'', evitando la duplicidad de pruebas y, por esa vía, Ia dilación
del  proceso, en especial cuando se decretan y practican  pruebas que
no gozan  de  los  requisitos de conducencia,  la  cual  hace  referencia  al
medio de  prueba,  y  pertinencia,  que guarda  relación  con  los  hechos.
A dicha disposición  hace expresa  remisión el artículo  122 del  D. 4635
de  2011.

Ahora  bien,  como  lo  indica  el  artículo  124,  numeral  5,  del  D.  4635  de
2011,  la  demanda  debe  contener ``La re/ací.ór] y so/Í.cÍ.£ud de prác£Í.ca de
pruebas que se pretenden hacer valer sobre la relación juríd.ica y los hechos
que  sustentan  la  demanda",  d-ispos.ic.i6n  que  agrega  "Se  anexará  el
informe de caracterización y demás piezas que este contenga" , e+ cual
en   sí   mismo   forma   parte   del   acervo   probatorio   que   sustenta   la
demanda  y  que,  por  lo  demás,  viene  rodeado  de  la  presunción  de
fidedignidad  de  que  trata  el  artículo  78  de  la  Ley  1448  de  2011,  ya
citado,  con  la  acotación  que  la  Corte Constitucional  puso de  presente

que  el  hecho  de  que  las  pruebas  practicadas  por  la  Unidad,  durante
la  etapa  administrativa  del  proceso de  restitución  de tierras,  vengan
revestidas de dicha presunción no significa que a su vez, cuando haya
lugar  a  ello,  no  se  pueda  poner  en  entredicho  su  mérito  o  incluso
descartarlas,  pues  al  funcionario  judicial  le  corresponde  someter  a
debate  probatorio  dichos  medios  de  convicción,  como  tampoco  que

56  V.  artículo  167  del  Código  General  del  Proceso  y  177  del  derogado  Código  de

Procedimiento  Civil.
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impliquen  una  camisa  de  fuerza  que  restrinja  la  actividad  racional  y
razonable  que  el  funcionario  deba  adelantar al  momento  de  adoptar
la  decisión  final,  en  la  medida  que  la  ley  señala  el  carácter fidedigno
de  las  pruebas  recolectadas  por  la  Unidad  pero  no  hace  referencia
alguna  a  su  suficiencia57.

Por   su    lado,   el   artículo   2.15.1.4.3   del    Decreto    1071    de   2015
contempla  como  medios  de  prueba  que  pueden  ser  utilizados  en  la
fase  administrativa,  que tiene  por ob].eto  la  inscripción  del  predio  en
el  Registro de Tierras  Despo].adas y Abandonadas  Forzosamente,  las
de    declaración    de    parte,    confesión,   juramento,    testimonio    de
terceros, dictamen  pericial,  inspección judicial, documentos,  indicios,
informes  y  ``cualesquiera  otros  medios  que  sean  útiles  y  preserven
los  principios  y  garantías  constitucionales'',  pero  lo  más  importante,
en  el  .inc.iso  sexto  se  prevé  que  ``De  considerarlo  necesario,  la  Unidad
Administrativa  Especial  de  Gestión  de  Restitución  de  Tierras  Despojadas,
de   acuerdo   con   sus   protocolos   internos,   ordenará    la   realización   de
actividades   de   cartografía   social   y   de   otros   mecan-ismos   de
recolección de informaición comunitaria o grupal".

El  informe  de  caracterización  constituye,  en  sí  mismo,  una  prueba
social,  básicamente  en  el  sentido  de  haberse  generado  merced  a  la
intervención   de   diferentes   actores   sociales,   en   especial   de   los
miembros    de    la    comunidad,    víctimas,    que    han    padecido    las
afectaciones que allí se describen.

Así,   tenemos   que   la   elaboración   del   informe   de   caracterización
comprendió,   como   se   indica   en   el   acápite   correspondiente   a   la
metodología   utilizada:   i)   la   revisión  de  fuentes  documentales,  que
incluyó    prensa,    fuentes    académicas,    declaraciones    y    material
cartográfico,  entre  otros,  que  se  complementó  con  un  proceso  de
gestión    de   información    en   fuentes   oficiales   y   provenientes   de
autoridades  propias,  ii)  la  realización  de  trabajo  de  campo  en  el
territorio   del   CONSEJO   COMUNITARIO    DE    LA   CUENCA   DEL   RÍO
YURUMANGUÍ,      por     parte     de     un     equipo     interdisciplinario     e
intercultural,  conformado  por  abogados,  antropólogos,  politólogos,
bióloga y geógrafa, fotógrafos y expertos locales, además de líderes
de   la   comunidad   solicitante,   que   incluyó   dos   entradas   al   río
durante  los  días  27  de  noviembre  al  s  de  diciembre  de  2014 y  12  al
23  de febrero de  2015,  seis talleres,  tres  recorridos, treinta y tres
entrevistas,  registro fotográfico y  audiovisual,  iii)  la  organización  y
sistematización de la información  recolectada y redacción del informe
final,  allegado  con  la  demanda.

57  Corte  Constitucional.  Sentencia  C-099  de  2013.
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7.3.1  A continuación,  y  en  lo  que  tiene  que  ver con  el  primer grupo
de     afectaciones     territoriales,     a     que     se     refiere     la     UNIDAD
ADMINISTRATIVA    ESPECIAL    DE    GESTIÓN    DE    RESTITUCIÓN    DE
TIERRAS   en   su   calidad   de   apoderada   ].udicial   de   la   comunidad
solicitante,  procederemos a  contrastar  los aspectos  más  relevantes,
relacionados en  el  trabajo de caracterización  de afectaciones,  con  lo

que  sobre  dichos  hechos  se  puede  encontrar  en  otras  fuentes,  en
orden  a  corroborar  tales  manifestaciones,  revestidas,  como  ya  se
dijo,  de  la  presunción  de fidedignidad,  o de ser el  caso descartarlas.

En   ese   orden   de   ideas,   sobre   la   victimización   de   la   comunidad
solicitante,   en   el   CENTRO   NACIONAL  DE   MEMORIA   HISTÓRICA  se
halla registrado el relato que en versión libre entregó el ex paramilitar
ÉVER VELOZA GARCÍA,  alias  HH  sobre  la  masacre  de  EL  FIRME:

Este es un  hecho en  donde  hombres  bajo  mi  mando entraron  a  este
caserío  en  las  horas  de  la  madrugada,  sacaron  un  personal  de  las
casas, en algunos casos utilizaron machetes y desmembraron algunas
personas,    quemaron    unas    casas    y    lamentablemente    no    tenía
conocimiento  pero salió violada  una  mujer -que  por respeto a  ella  no
doy  el  nombre-y  que  esta  violación  tiene  un  responsable  y  es Yesid
Enrique Sarmiento  Pacheco alias el `Cabo' quien  reconoce que violó a
esta  joven  en  esa   incursión,   un   acto  por  el   que  yo   no  me  hago
responsable ya  que  estaba  totalmente  prohibido  por la  organización.
Era  castigado  con  la  pena  de  muer+e,  donde  hubiéramos  sabido,  el
`Cabo'  hubiera  sido  castigado,   lamentablemente  nos  dimos  cuenta

ahora en este proceso de Justicia y Paz, él ya lo reconoció, es un acto
voluntario  de  él.  No  era  una  directriz  ni  era  una  orden  fue  un  acto
totalmente  prohibido y fue un acto  personal  por lo que yo solamente
asumo responsabilidad  por todo el  resto, por el desplazamiento de las
personas  que  después  se  desplazaron  de  la  zona,  por  la  quema  de
esas viviendas,  por esas  personas  que  salieron  lesionadas,  ese  niño
que salió quemado le pido perdón a ese niño, ya quedó marcado para
toda  su  vida,  le  pido  perdón  a  esa  mujer que fue  violada  ya  que fue
un  hombre  que  yo  envié  allá  y  que  ese  hombre  lo  hizo  de  voluntad
propia, vuelvo y lo digo, pero le pido perdón a ella porque ese hombre
si  yo  no  lo  hubiera  mandado  no  hubiera  cometido  eso,  una  violación
contra  una  mujer  no tiene  perdón  de  Dios,  me  hago  responsable  de
los  homicidios  pero  no  me  hago  responsable  de  la  violación  (Versión
libre  de  Éver  Veloza  García,   alias  HH,   enero  21   de  2009,  sesión:
2009.01.21,  ubicación..12.2009.01.21,22  y  23).  CNMH,  2015,  P  273

También  en  el  escenario  de  la  caracterización  de  afectaciones,  un
miembro  de  la  comunidad  de  la  vereda  EL  FIRME  narró:

Referencia: 76-111-31-21-001-2015-00053-00

Solicitante:  CONSEJO  COMUNITARIO  DE  LA CUENCA  DEL  RÍO YURUMANGui

Opositor:  PACIFIC  MINES S.A.

Magistrado: Carlos Alberto Tróchez Rosales



88

Nosotros  antes  de  la  masacre  teníamos  la  zozobra  de  que  algo  era
posible  que  aconteciera.  Muchos  desmovilizados,  desertados  [de  las
FARC]  que salieron del territorio,  informaban a  la  Fuerza  Públ.ica  de  la

presencia de la guerrilla en el territorio. Nosotros pensábamos que eso
podía  generar una  situación  de  estas,  porque  estaba  la  guerrilla  acá.
Nosotros empezamos  hablar con  la  gente  que  aprendiera  a  manejar
la  información,  y  que  midiera  a  que  podía  comprometerse  para  que
no   pudiera   caer  en   señalamientos.   Cuando   paso   lo  del   EI   Firme,
pensábamos que era  por la  guerrilla.  Pero  después  nos dimos cuenta
que   los   paramilitares   habían   venido   del   Naya   de   masacrar  a   los•indígenas  principalmente...  Vimos  que  los  <paras>  se  encontraban

acorralados,  y  desde  el   ministerio  se  cuestionó  por  qué  la  fuerza
pública   no   hizo   nada   cuando   los   <paras>   estaban   masacrando.
Entonces  la  hipótesis es que  ellos  hacen  la  masacre  aquí para  que  la
fuerza  Pública centre la atención aquí, y no allá" (Relatoría  3 Taller de
Lideres     Tema      2:      MASACRE      EN      LA     VEREDA     EL     FIRME     Y
DESPLAZAMIENTO,     Grupo     1.     Realizada     en     el     marco     de     la
caracterización   de   afectaciones   a   los   derechos   territoriales.   IEI
Universidad Javeriana Cali, 4 y 5 de Diciembre de 2014 Vereda Veneral
del Carmen del  río Yurumanguí zona  rural de Buenaventura, Valle del
Cauca)

Según  información  recogida  por el  CENTRO  NACIONAL DE  MEMORIA
HISTÓRICA,      dichos      hechos      causaron      en      primer      término
confinamiento  y  luego  desplazamiento  forzado   hacia  el   puerto  de
BUENAVENTURA:

Estos  hechos  ocasionaron  el  confinamiento  de  la  comunidad  y  luego
condujeron  a  desplazamientos forzados al  puerto.  A su  llegada  estas
personas   incluso   fueron    nuevamente    perseguidas   por   las   AUC,
"nosotros   miramos   que   a   los  de  Yurumanguí   los   han   satanizado

mucho, ellos han sido de los más señalados, si aquí veían un poblador
de  Yurumanguí  era   asesinado,   entonces,   uno   no   entiende   si   esa
masacre de Yurumanguí la hicieron fue para despistar por lo del Naya,
para  qué  los  persiguieron  tanto,  ellos  deberían  tener su  reparación"
(CNMH, entrevista, joven, agosto de 2013). A partir del testimonio de
Éver   Veloza   y   de   la   denuncia    interpuesta   por   la    población   de
Yurumanguí,     puede    concluirse    claramente     que     las     masacres
ejecutadas    por   los    paramilitares   en    Buenaventura    no   solo   se
caracterizaron  por  el  alto  grado  de  sevicia  con  que  el  cual  fueron
perpetradas,  sino  también  por ``combinarlas"  con  otras  modalidades
de    violencia    tales    como    violencia    sexual,     amenaza,    tortura,
desplazamiento forzado y tierra arrasada,  pues tenían  la  intención de
provocar desplazamientos forzadosí.  (CNMH,  2015,  P.177)

7.3.2  En  cuanto a  los factores subyacentes relativos a  los cultivos de
uso   ilícito,   solicitud   de   concesiones   mineras  y   minería   ilegal,   que
amenazan  al  territorio y a  la  identidad  de  la  comunidad  asentada  en
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la  cuenca  del   río  Yurumanguí,  se  cuenta  en  el  expediente  con  los
siguientes documentos:

i)          Respuesta     policía     reconocimientos    aéreos    de    cultivos
ilícitos58

ii)         Escritura  340  revalidación  título  minero59
iii)        TítulomineroNo.  62del  21  de  mayode   18666°
iv)       Carta     de     Leonor    Arroyo     al     Gobernador    del     Cauca,

relacionado  equipos  de  minería61
v)         Nombramiento  del  capataz  Minero Juiián  piniiio62  i68-5
vi)         Declaración  Juiián  piniiio63

vii)      Manuscrito  del  6  de  enero  de  1740  y  del  21  de  marzo  de
186664

viii)     Escritura  pública  del  18  de  agosto  de  197965

Con  respecto a  los intereses por el control del territorio, derivados de
la  plantación  de  ho].a  de  coca  específicamente,  se  sabe  que  en  el
contexto  del  Plan  Colombia  y el  Plan  Patriota,  Ios cultivos de  hoja  de
coca  se  ubicaban  con  mayor  concentración  en  la  zona  andina,  en
departamentos  cómo   Nariño  y   Putumayo   pero  a   raíz  de  la   lucha
contra  los  cultivos  ilícitos,  estos  se  desplazaron  a  otras  zonas  del

país,  una  de ellas  la  región del  Pacífico.  En  efecto,  la  lucha  contra  los
cultivos   ilícitos   en   el   sur  oriente   del   país  y   contra   las   guerrillas,

58  Fo|io 42  del  cuaderno  5

59  Fo|io  202  del  cuaderno  5

6°   Folio  193  del  cuaderno  5

61  Donde  señala  que  con  el  fin  de  dar cumplimiento  a  la  Ley  20  de  1969,  procede
"a  informar y  relacionar los motores y  bombas de caracol,  entregadas al  personal

de las comunidades que operan en cada una de las minas ubicadas en el  municipio
de Guapi ,... que son  de su propiedad" Fol.io ±60 del cuaderno 5

62  La  señora  LEONOR ARRoyo  DE  DUSSÁN  nombró al  señor JULIÁN  PINILLO como

capataz  minero  del  personal  de  las  comunidades  que  operan  en  la  Costa  Pacífica
en  el  pasaje  del  corregimiento  de  Naranjo,  municipio  de  Guapi  departamento  del
Cauca,  denominado  San José del  naranjo,  las   minas de  Guapi  son  llamadas  FRAy
JUAN,  NAPANCHISITO,   EL  SANTO,  EL  MUERTO,  FRAY  DOMINGO,  SAN   FRANSCO,
EL   GUADUAL,   CAIMITO   y   los   ríos   GUAPI,    NAPI,   GUAJUI,   SAN    FRANCISCO   Y
YANTÍN, documento que tiene como fecha de su creación 3 de noviembre de  1970,
Folio  168  del  cuaderno  5

63  El señor JULiAN  PINiLLO a través de un documento privado manifestó que había

presentado  informe  a  las  autoridades  municipales  de  Guapi  y  Buenaventura  que``por  razón  de  orden  público" que  coloca  en  riesgo  la  integridad  personal  y  la  vida

se suspendieron las labores de minería en esas zonas,  Folio  172 y 173 del cuaderno
5

64  Fo|io  |84 del  cuaderno  5

65  Fo|io  |90 del  cuaderno  5
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especialmente  las  FARC,  ocasionó  que  esta  práctica  se  desplazara  a
la  región  pacífica  y  claramente  este  hecho  influyó  en  la  agudización
del     conflicto     armado,     que     generó     de     manera     consecuente
desplazamiento  en  el  periodo  de  tiempo  que  va  desde  el  año  2003
hasta  el  año  2012  (Unidad  para  la  Atención  y  Reparación  lntegral  a
las Victimas,  20i3)66.

Sin  embargo,  durante este tiempo  las afectaciones  relacionadas con
cultivos  ilícitos  no  fue  lo  único  que  incidió  sobre  la  población.  Entre
el  2003  y  el  2006,  se  identificó  a   Buenaventura  cómo  uno  de  los
municipios     más     azotados     del     país     porque     en     el     territorio
convergieron:   narcotráfico,  bandas  criminales  y  FARC,  además  las
dinámicas del conflicto se presentaron tanto en el casco urbano como
en  la  zona  rural.

Se evidencia que desde el  2008 hasta el  2014 en  la zona del  Pacifico,
ubicada   en   el   departamento  del  Valle  del   Cauca,   se   presentó   un
incremento dramático y significativo de la siembra de cultivos ilícitos.
El departamento del Valle del Cauca siempre había registrado un área
inferior  a  300  Has  de  cultivos  de  coca,  pero  presentó  un  dramático
aumento  en  2008  (2.089  Has);   para   2014  se  incrementó  el  área
sembrada con coca,  llegando a  561  Has,  una cuarta  parte del  pico de
2008.   Los   cultivos   ilícitos   ponen   en   riesgo   la   identidad   cultural   a
causa     del     fenómeno     de     ilegalidad,     esto     genera     constante
estigmatización    y   asociación    de    una    identidad    cultural    con    un
fenómeno  ilegal.

El departamento del Valle del Cauca siempre había  registrado un área
inferior  a  300  ha  de  cultivos  de  coca,  pero  presentó  un  dramático
aumento  en   2008   (2.089   ha);   para   2014  se   incrementó  el   área
sembrada  con  coca,  llegando  a  561  ha,  una  cuarta  parte  del  pico  de
200867

En  este  periodo de tiempo se  percibió  la  presencia  de  las  FARC en  el
territorio con el  objetivo de la  siembra  de cultivos ilícitos;  este  hecho
tuvo   incidencia   en   la   transformación   de   dinámicas   propias   de   la
comunidad   dado   que   a   esta   práctica   ilegal   se   vincularon   varias

66  Unidad  para  la  Atención  y  Reparación  lntegral  a  las Victimas.  (2013).  JWFORME

NACIONAL    DE    DESPLAZAMIENTO    FORZADO    EN    COLOMBIA    1985    A    2012.
Recuperado                                                                                                                                             de
https://rni.unidadvictimas.gov.co/sites/default/files/Documentos/Informe%20de
O/o20Desplazamiento%201985-2012.pdf

67  UNODC.  (2.015).  Colombia  monitoreo  de  cultivos de  coca  2014.  R:ecuperado de
https://www.unodc.org/documents/crop-
monitoring/Colombia/Colombia   Monitoreo   de   Cultivos   de   Coca   2014   web.pdf
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personas  pertenecientes  a   la   misma.   Las  FARC  figuraron  en  esta
dinámica   como   los   facilitadores,   promotores   y   gestores   para   la
comunidad  en  la  participación  de  esta  actividad  ilegal;  en  medio  de
todo,   los   esfuerzos   hechos   por   los   líderes   de   la   comunidad   e
instituciones  de  orden  humanitario  para  oponer  resistencia  a  este
fenómeno     fueron     evidentes,     incluso     se     articularon     diversas
estrategias  de  orden  comunitario,   pero  sin  el  apoyo  de  entidades
gubernamentales tal  labor se tornó compleja.

Hasta   donde   se   conoce,   las   Farc   hacen   parte   de   esta   ecuación
perversa.    La    facilitan    -incluso    promueven-    y    de    eso    reciben
cuantiosos  recursos.  En  medio de todo son  notables  los esfuerzos de
los consejos comunitarios e instituciones de espacios humanitarios por
colocar  contención  y  alternativas  en  este  tema.  Pero  no  lo  podrán
hacer solos.  Si  Buenaventura  tiene  una  situación  urbana  tan  violenta
y degradada  (mejora  pero  no  lo suficiente  ni  tan  rápido),  lo  rural,  en
relación  con  la  nueva  realidad  de  cultivos  masivos  de  coca,  sugiere

que  los peores días están  por venir68

Las  Fuerzas  Armadas  Revolucionarias  de  Colombia  (FARC)  no  solo
hicieron   presencia   en   este   territorio   a   razón   de   sembrar   coca,
también  se  presentan  con  el  fin  de  controlar  rutas  de  salida  de  la
coca  hacia  otros  países  y  a  causa  de  enfrentamientos  con  bandas
criminales   se   generaban    afectaciones   a    la    comunidad    que   se
refle].aban     en     desplazamientos,     confinamiento     y     constantes
amenazas69

Se   ha   indicado,   asimismo,   que  en  todo  el   país,   las  comunidades
afrodescendientes    están    siendo    desplazadas    de    las    áreas    de
influencia   de   diferentes   proyectos   con   intereses   mercantiles   que
incluyen  de  manera  imprescindible  la  exploración  y  explotación  de
los    recursos    naturales    del    territorio,    tales    como     'proyectos
energéticos,  viales,  mineros,  agroindustriales  y  portuarios.  (Rosero,
2002)70

68                  Semana                  (2007).                  ``Lluvia                  de                  coca'',                  en

http://www.semana.com/opinion/articulo/lluvia-coca/86281-3 consultado el  28 de
Junio  de  2017.

69    Verdad    Abierta     (2015)    ``Yurumanguí,    el     reto    de    volver    a     casa'',    en

http://www,verdadabierta.com/restitucion-de-bienes/5916-los-te_iidos-rotos-que-
quieren-reconstruir-en-yurumangui  Consultado el  28  de Junio de  2017,

7°  Rosero,  C.  (2002)  Los  afrodescendientes y  el  conflicto  armado  en  Colombia:  La

insistencia   en   lo   propio  como  alternativa.   En   C.   Mosquera,   M.   Pardo   (Ed)   afro
descendientes en las américas TRAyECTORiAS SociALES E iDENTiTARIA. (pp, 54J
-561).  Bogotá,  Cundinamarca:  Universidad  Nacional  de  Colombia  Unilibros.
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Igualmente, que a causa de los cultivos ilícitos en  la  región se
está  amenazando  la  diversidad  cultural  por el  fenómeno  de  la
ilegalidad,  además  se  registra  que  el  150/o  de  la  coca  de todo  el
país se encuentra en consejos comunitarios (UNODC, 2015)

Tia&k} S. Üt}#sft}s üe tsí3ic:a erS k3 región PacíÑer}* 2ÓíSY-£ül4 {Sm hítBst;árieaí§}

Imagen  extraída  del  informe  presentado  por la  UNODC ``Co/omb;.a
Monitoreo de cultivos de coca  2014"  (20L5)

3:rba:¡rram:u::T„:¡::ctqáur:aedne `:u.¥¡evroesd:.íc:taons. Js°:éérrqaud:cbar:odna h:::t:             .
años,  no  ha  habido fumigaciones en  la  zona,  sin  embargo  las que se
han   realizado  han  sido  en   las  siembras  aledaños  al   rio  Naya,   han
afectado  los  cultivos  de  maíz  del  territorio  del  Consejo  Comunitario
del  río Yurumanguí.

Hubo  fumigación  que  afectó  cultivos  de  papa  china,   lulo,  caña  de
azúcar y  también  en  la  vereda  Barranco  le  causó  daño  (erupciones
en  la  piel)  a tres personas incluyendo a  una  niña, se tomaron fotos y
se  llevaron  a  Buenaventura.

``Nosotros estamos aquí  porque queremos vivir, y se  lo  reiteramos al

Gobierno     queremos    vivir    y     queremos    vivir    dignamente,     las
comunidades indígenas, campesinas y afrocolombianas no estamos en
contra  del  desarrollo,  pero  el  desarrollo  para  nuestras  comunidades
no  debe  significar  desplazamientos,  amenazas,   no  debe  significar,
muerte,   desplazamiento.   Entendemos   que   el   interés   de   muchos
porque  se  instalen  las  empresas  pero  reclamamos  el  derecho  a  la
participación en el  marco de nuestras propias aspiraciones culturales.
(CIDH,  2009)  (Espinosa,  2013,  P.  32i)''71

La comunidad  manifiesta  que ha  habido  intentos por instalar cultivos
de  uso  ilícito en  el  territorio,  en  contra  del  conse].o comunitario:

"Entre  2004 y  2005,  empezaron  a  llegar cultivos en  la  zona  baja,  en

la parte firme de los esteros.  En Veneral" ``En 2004 también tocó sacar
una  persona que iba a sembrar.  Unos señores de Cali que conocían a

71  ESDinosa,  A.  í20i3`.  Frames y prácticas discursivas entre  Estado y  poblaciones

negras   en   Colombia:    racismo   estructural   y   derechos   humanos.    Un/.ve#Ítas
Humanística, (78), 307  -330,
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unos  muchachos  de  EI  Queso.  Armamos  comisión   para  saber  que
estaban  haciendo.  Los  citamos  a  una  reunión  y  dijeron  que  habían
hablado con  un tal  <viejo>  y que  iban  a  instalar el  cultivo.  Ya  habían
hecho la tala. Les dijimos que aquí no se podía sembrar y que se tenían
que ir.  Cuando conocieron  la situación, toda  la comunidad se opuso y
nos acompañó" "Ellos siempre abordan a  la gente débil.  Los que se la
pasan     tomando,     los     que     están     desvinculados     del     proceso
organizativo'Í72

En  lo  que  respecta  a  la  minería  ilegal,  se  afirma  en  la  demanda  que
"ha  venido  representando  una  gran  amenaza  para  la  organización  social  y

/a cu/£ura de /os consejos comun;.£art.os'', que se describe en términos de
unos cinco  intentos  en  los  últimos seis  años de  penetrar al  territorio
del  Conse].o  Comunitario,  mediante  la  introducción  de  elevadores,  y
la oferta a  miembros de la comunidad  para que permitan y colaboren
con  el  ingreso  de  retroexcavadoras,  registrándose  episodios  en  el
2010,  agosto,  septiembre y  noviembre de 2014.

Según   los  Propios   protagonistas:   "Ha  hab;.do  Í.n£enfos  por  en£riar  //a
minería]  a  Yurumanguí.  La  zona  minera  es  en  la  parte  alta;  en  juntas  la
mayoría  son  mineros.  En  2010  llegó  una  gente  a  San  Antonio  con  unas
máquinas (elevadoras).  Casi siempre utilizan gente de la comunidad  [para
ingresar].   La   organización   presionó   y   habló   con   ellos.   Sin   embargo,
entraron pero sacaron y no era oro".   ``En 2011 entraron dos muchachos a
San Antonio".

De    acuerdo   con    el    lnforme   de    Caracterización,    la    comunidad
manifiesta  que  ha  habido  intentos de  persuadir a  la  comunidad  para

que  participen  en  esta  actividad:

``Persor}as   de   Cajambre   (río   colindante   con   el    río   Yurumanguí)

llegaron a Juntas diciendo que tienen un planchón que ya en Cajambre
no era útil.  Que no había posibilidad de entrar la  maquinaria al  río.  Les
contamos  sobre  la   política  organizativa.   Nos  dijeron  que  ellos  nos
daban   plata   para  aportar  a   las  asambleas,   que   por  plata   no   nos
preocupáramos.  A  lo  último  se  pararon  a  invitar  a  todo  el  mundo  a
tomar.  Sacaban  250  mil  pesos,  luego  100  mil  más,  luego  otros  500
mil que bebiéramos y  para comprar ACPM y seguían  preguntando"73
"Por  helicóptero  llego  una  gente  una  vez,  y  yo  conocí  el  hierro  que

dejaron;  ellos  marcaban  en  la  playa  en  una  piedra  ancha  unas cosas
en  inglés.   No  se  sabe  quiénes  eran.  En  el  91   llegó  una  gente  que

72  Relatoría  3.  Taller de  líderes,  Diciembre de 2014 Vereda Veneral  del  Carmen  del

río Yurumanguí zona  rural  de  Buenaventura,  Valle del  Cauca

73 Relatoría  3.  Taller de  líderes,  Diciembre de 2014 Vereda Veneral  del  Carmen  del

río Yurumanguí zona  rural  de  Buenaventura,  Valle del  Cauca.
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también estaba explorando y donde encontraban algo iban marcando.
De Pronto sería  para explotación  [de minerales]74

"Los líderes han recibido amenazas. Una amenaza es la muerte de Ana

julia75    en    Cajambre.    La    otra    es    la    insistencia.    Frases    Como
``Yurumanguí sin  minería?  Hay que  matar lideres"

"No  se  conoce  a   la   empresa  Agrominas  de  Yurumanguí.   Nadie   la

conoce   y   tampoco   les   consta   que   hayan   estado   en   el   consejo
comunitario. "Han  ingresado tres maquinarías  pesadas  pero  han  sido
detenidas"'76

En  lo  que  respecta  a  títulos  mineros  vigentes  que  se  superpongan
con  el  predio  solicitado  en  restitución,  se  tiene  que  a  folio  277  del
cuaderno  s  obra  oficio  del  29  de  febrero  de  2016,  suscrito  por  el
Coordinador  Grupo  de  Seguimiento  y  Control  Zona  Occidente  de  la
AGENCIA   NACIONAL   DE   MINERÍA,   donde   se   indica   que   "e/  predí.o
objeto  del  proceso  de  restitución  presenta  superposición   parcial  con  el
Título  Minero  No.  432,  el  cual  actualmente  se  encuentra  en  estado Título
Vigente -  En  Ejecución''.

En  esa  misma  comunicación  se  indica,  en  relación  a  la  manera  como

podría  afectar al  proceso de  restitución,  la  existencia  de un  eventual
titulo  m.inero,  que  ``es  pertinente  informar  que  de  conformidad  con  lo
establecido  en  los artículos  5  y  14  del  código  de  Minas,  los  minerales que

yacen   en   el   suelo   y   en   el   subsuelo   son   propiedad   del   Estado   sin
consideración a quien ostente la  propiedad,  la  posesión o tenencia del  bien
inmueble donde estos se encuentren".

De  los documentos visibles a folios 20,  21  y 241  del  cuaderno  No.  8,
a   saber,   oficio   de   la   Agencia   Nacional   de   Minería   y   certificación
expedida  por el  Grupo de  lnformación  y Atención  al  Minero de  dicha
agencia,  se  extrae  que  PACIFIC  MINES  S.A.S  sólo  el  04  de  julio  de
2013  presentó una  propuesta de contrato de concesión de minerales
de  oro  y  platino,  y  sus  concentrados  minerales  de  hierro,  titanio  y
sus   concentrados   (rutilo   y   similares),   minerales   de   cobre   y   sus
concentrados,  en  un  área  ubicada  en  el  municipio  de  Buenaventura,
radicada  ba].o  el  número  OG4-13281,  la  cual  se  encuentra  a  cargo
del   Grupo  de  Contratación   Minera,  en   etapa  de  evaluación,  en   la
modalidad    de    propuesta    de   concesión    minera,    evaluación    que

74 Relatoría  3.  Taller de líderes,  Diciembre de 2014 Vereda Veneral  del  Carmen  del

río Yurumanguí zona  rural  de  Buenaventura, Valle del  Cauca.

75  Líder comunitaria  del  Consejo  Comunitario  de  la  Cuenca  del  río Yurumanguí.

76 Relatoría  3. Taller de  líderes,  Diciembre de 2014 Vereda Veneral  del  Carmen  del

río Yurumanguí zona  rural  de  Buenaventura,  Valle del  Cauca
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culminará    con    la    expedición    de   acto   administrativo,    donde   se
concluya   sobre   la   procedencia   de   la   celebración   del   contrato   de
concesión  minera  o,  por el  contrario,  el  rechazo  de  la  propuesta  por
estar  incursa   en   alguna   de   las   prohibiciones  contempladas  en   el
artículo  274  de  la  Ley  685  de  2001,  respuesta  a  la  cual  se  ad].untó
certificado  del  estado  del  trámite,  expedido  por  Gestor  Grupo  de
lnformación  y Atención  al  Minero de esa  agencia.

En  dicha  certificación  se  anota  que  la  propuesta  fue  presentada  por
PACIFIC  MINES  S.A.S.  desde  el  4  de ]-ulio  de  2013,  por conducto  de
su   representante  legal,   a   la  vez  que  se  precisa:   ``Por  /o  £an£o,  /os
proponentes  no  están  autorizados  para  explorar y  explotar  minerales,  de
conformidad  con  lo establecido en el artículo  14 de  la  Ley 685 de 2001" .

Es de tener en cuenta que en  lo relativo a la explotación  minera, ésta
se venía  realizando a través de las modalidades de concesión, aporte
y  permiso,  de  las  cuales,  en  la  Ley  685  de  2001  sólo  se  acogió  la
primera77, sin  per].uicio de los derechos adquiridos con anterioridad a
su  vigencia.

No  hay  evidencia  de  derechos  adquiridos  con  anterioridad  a  la  Ley
685 de 2001.   Se alude por la opositora a  la vocación  minera de esos
predios,  que  según  expone  resulta  evidente  del  mismo  texto  de  las
escrituras públicas, aseverando que sus  propietarios han  participado
en  la  creación  de  sociedades  como  AGROMINAS  y  PACIFIC  MINES
S.A.S.,  ``para  efectos  de  ejecutar  las  actividades  económ-icas  en
razón al título minero No. 62 de su propiedad,  pero que por razones
de  cambios  normativos y  de  orden  público  constitutivos  de  fuerza  mayor
han i-do ap/azando'', atestación que resulta refrendada por lo que nos
comunica   el   expediente,   en   cuanto   a   que  verdaderamente   dicha
explotación  minera en  realidad  no ha existido o si se dio data de hace
algún   tiempo,   y   que,   como   en   su    momento   le   hizo   saber   el
MINISTERIO  DE  MINAS y ENERGÍA, y habremos de desarrollarlo más
a espacio un  poco más adelante,  los derechos que pudieran ostentar
se  habrían  extinguido,  ].ustamente  merced  a  la  falta  de  explotación

que exigió la  Ley 20 de  1969 y para cuya acreditación otorgó un plazo
específico.

De  hecho,  se  quiso  obtener dicho  derecho  a  partir de  lo  previsto  en
la  Ley  20  de  1969,  mediante  la  eventual  demostración  de  haberse

77  El  artículo  14 de  la  Ley  685  de  2001,  establece:  ``A  partir de  la  vigencia  de  este

Código,  únicamente se  podrá  constituir,  declarar y  probar el  derecho a  explorar y
explotar  minas  de  propiedad  estatal,  mediante  el  contrato  de  concesión  minera,
debidamente otorgado e  inscrito  en  el  Registro  Minero  Nacional"
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visto   precisados   a   suspender   la   actividad,    lo   cual    no   lograron
acreditar   ante   la   autoridad   competente,   para   ese   momento   el
MINISTERIO,  fórmula  jurídica  que  feneció  con  la  derogatoria  de  la
normatividad  en  mención  por parte del  Decreto  Ley 2655 de  1988, y

que  por la  misma  razón  no entraña  un  derecho adquirido, figura  a  la
que de  manera  excepcional  se  refiere  la  Ley 685 de 2001.

Siguiendo  con  este  desarrollo,  se tiene  que  el  artículo  133  de  la  Ley
685  de  2001  establece  un  derecho de  prelación  de  las comunidades
negras para que  la  autoridad  minera  les otorgue concesión  sobre los

yacimientos   y   depósitos   mineros   ubicados   en   una   zona   minera
ubicada   dentro   de   su   territorio.      Dicha   disposición   fue   declarada
exequible por la Corte Constitucional, a través de sentencia C-389 de
20±6, "bajo el  entendido de que el  derecho de  prelación  por parte de  las
comunidades  étnicas  o  afrocolombianas,   no  constituye  justificac-ión
alguna  para  omitir  la  aplicación  del  derecho  fundamental  a  la
consulta  previa  y  al  consentimiento  libre,  previo  e  informado,
cuando la afectación sea  intensa  por el desplazamiento de una comunidad,
por  amenaza  de  extinción  física  o  cultural,  o  por  el  uso  de  materiales
Peligrosos en sus tierras y territorios"78 .

Por  su  lado,  en  la  sentencia  C-381  de  2012,  a  través  de  la  cual  se
ejerció el  control  de constitucionalidad  al  Plan  Nacional  de  Desarrollo
2014-2018,  luego  de  señalarse  que  la  regla  contenida  en  el  artículo
105  de  dicho  plan,  adoptado  mediante  Ley  1450  de  2011,  no  tenía
como destinatarias a  las comunidades étnicas sino a toda  la sociedad
colombiana,   en   cuanto   se  orientaba   a   la   preservación   del   medio
ambiente  de  las  prácticas  de  minería  ilegal  con  equipos  mecánicos,

que    no    eran    propiamente    los    utilizados    por    las    comunidades
indígenas   y   afrodescendientes,   que   recurrían   con   la   finalidad   de
explotar    esos    recursos    a    formas    tradicionales,    se    sentó    a
continuación  la  subregla  acorde  con  la  cual  "se deben proreger /as
activ-idades   de   minería   tradicional   en   los   territorios   de   las
comunidades indígenas y afrodescendientes,  a  las cuales  no  se  les
debe aplicar la  regla  general de  prohibición y sanción  que prevé el artículo
105 de  la  Ley  1450 de 2011".

De esa manera, para la protección de dichas actividades se dispondrá

que  se  proceda  a  formalizar  las  prácticas  de  minería  tradicional  que
han venido realizado los miembros de la comunidad yurumanguireña
al   interior  del   territorio   colectivo;   que   la   solicitud   o   solicitudes   o

propuestas   de   concesión   minera   que   en   el   momento   se   estén
tramitando o  se  lleguen  a  tramitar,  se sometan  al  procedimiento de
consulta   previa  y  que  se  adopten  medidas  efectivas  tendientes  a

78 Corte  Constitucional.   Sentencia  C-389 de  2016.
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evitar  la  práctica  de  la  minería  ilegal  en  el  territorio  colectivo,  para
efectos  de   lo  cual   se  oficiará   a   la   POLICÍA   NACIONAL,   EJÉRCITO
NACIONAL,   ARMADA    NACIONAL,   ALCALDÍA    DE    BUENAVENTURA,

para  que  se  prohíba  e  impida  el  ingreso  y  embarque  de  máquinas
retroexcavadoras,  dragas y  planchones al  territorio de  la  comunidad
yurumanguireña,  entre otras medidas encaminadas al  mismo fin.

Igualmente,  obra  oficio  a  folio  53  del  cuaderno  7,  distinguido  con  el
No.  S2015-074332  del  1°  de  diciembre  de  2015,  del  Comando  del
DEPARTAMENTO   DE   POLICÍA  VALLE,   donde  se  da   cuenta   por  esa
autoridad  que  se  ha  ordenado  a  su  personal  que  entre  al  predio  y
e].ecute  la  orden  de  suspensión  de  cualquier  clase  de  explotación
minera,  dejando  constancia  que  según  informaciones  aportadas  por
líderes   del   Conse].o   Comunitario   en   ese   territorio   no   se   realizan
actividades  de  minería  ilícita  salvo  por  miembros  de  la  comunidad
mediante  la  modalidad  de  "barequeo o mazamomeo".

Asimismo,   según   la   AGENCIA   NACIONAL   DE   MINERÍA,   Ios   títulos
mineros no afectan  el  proceso de restitución, toda vez que conforme
a   lo  establecido  en   los  artículos   5  y   14  del   Código  de   Minas,   los
minerales  que  yacen  en  el  suelo  y  en  el  subsuelo  son  de  propiedad
del  Estado,  sin  consideración  a  quien  detente  la  propiedad,  posesión
o   tenencia   del    inmueble   donde   éstos   se   encuentren    (folio   53
cuaderno  7).

Por   lo   tanto,   si   bien   no   podemos   decir   que   sobre   el   territorio
ad].udicado   a   la   comunidad   demandante   existan   multiplicidad   de
solicitudes  de  títulos  mineros  como  tampoco  títulos  efectivamente
expedidos  a  favor  de  la  opositora  o  de  otras  personas  naturales  o
].urídicas,   es   lo   cierto   que   ello   puede   obedecer   al    proceso   de
restitución  de  tierras,  como  se  desprende  de  lo  comunicado  en  el
oficio  del  1°  de  diciembre  de  2015  del  Comando  del  Departamento
de  Policía Valle.  No  obstante,  como  se desprende del  Documento de
Análisis del  Contexto sí representa  la  minería  una  amenaza  para  sus
derechos territoriales,  a  la  identidad  cultural  y a  la  autogobernanza.

7.3.2  La  afectación  por  inseguridad  ].urídica  del  título  otorgado  a  la
comunidad  negra  organizada  en  el  CONSEJO  COMUNITARIO  DE  LA
CUENCA   DEL   RÍO   YUYUMANGUÍ   se   encuentra    acreditado   en    el
expediente  a  través  de  la  prueba  documental,  que  se  relaciona  a
contin uación :

i)   El  folio  de  matrícula   inmobiliaria   372-8311,  que  se  encuentra  a
folio 310 del  cuaderno 4, que fue aperturado el  6 de marzo de  1984,
en  el  cual  se  inscribió  la  escritura   1031  del  30  de  julio  de  1946,  a
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través  de   la   cual   se   protocolizó   la   sucesión   del   señor  SANTIAGO
ARROYO  DIEZ.

ii)   Venta   de   LEONOR  ARROYO   DE   DUSSAN   a   LEOPOLDO   DUSSAN
ARROYO,   mediante  escritura   2249  del   6  de  septiembre  de   1983,
según  documento que obra  a folio 29 del  cuaderno 6.

iii)   La   escritura   pública   número   2640   del   15   de   mayo   de   1996,
mediante  la  cual  se  efectuó  la  división  material  del  predio,  que  obra
a  folio 40  del  cuaderno 4,  otorgada  por el  señor LEOPOLDO  DUSSAN
ARROYO en  la  Notaría  Novena del Circulo de Cali, obteniéndose como
resultado  de  dicha  partición  los  bienes  denominados  SANTA  MARÍA,
LA  ESPERANZA y  SAN  LUIS.

iv)  La  Escritura  072  del  17  de  enero  de  2011  otorgada  en  la  Notaría
Cincuenta  y  Dos  de  Bogotá,  a  través  de  la  cual  el  señor  LEOPOLDO
DUSSA:N  A:R:R:OYO  "aporta  los  derechos  reales  de  dominio  de  terrenos,
minas  y  demás  que  tiene  sobre  el  bien  que  se  describe  a  continuación,
estos derechos representan la 31/32 (96.875°yío) partes sobre la extensión;
la  1/32 (3.25°yío) parte restante corresponde a  la sociedad GAROMINAS DEL
YURUMANGUÍ,      NAYA     y     CAJAMBRE     LTDA     (HOY     AGROMINAS     DEL

YURUMANGui,   NAYA  Y   CAJAMBRE   S.A.S.)",   l:os   pred.ios   son   SA;NTA
MARÍA,  LA  ESPERANZA y  SAN  LU|S79

v)  La  Escritura  073  del  17  de  enero  de  2011  otorgada  en  la  Notaría
Cincuenta    y    Dos   de    Bogotá,   a   través   de   la   cual    la    sociedad
AGROMINAS  DE YURUMNAGUÍ,  NAYA y  CAJAMBRE  S.A.S.  "aporfa /os
derechos reales de dom.inio de terrenos, minas y demás que tiene sobre el
bien  que  se  describe  a  continuación,  estos  derechos  representan  la  1/32

í3.25°/o/ par£e''.  Los  predios son  SANTA MARÍA,  LA ESPERANZA y SAN
LUISSO

vii)  Los  folios  de  matrícula  inmobiliaria  372-25.052,  053  y  054  que
fueron  abiertos  como  consecuencia  de  la  partición  material  del  bien
inmueble que había  sido registrado bajo el  número 372-8311, el cual
fue  cancelado  según  se  indica  por el  IGAC  en  oficio  6022  del  11  de
mayo  de  2016,  en  el  cual  hace  referencia  a  la  Resolución  76-109-
0052-96 del 30 de mavo de L996, "proferida por la Oficina Delegada de
Buenaventura  del  IGAC,  mediante  la  cual,  en  el  artículo  37,  se  realiza  la
cancelación    del    predio    matriz    No.    00-02-0010-0008-00,    por
segregación   (desenglobe)   de   los   predios   00-02-0010-0030-00,   00-02-

79  Folios  88  a  117  del  cuaderno  6

8°   Folios  118  a  158  del  cuaderno  6
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0010-0031-00  y  00-02-0010-0032-00'',  contrariamente  a  lo  expuesto
por  la   Unidad  de   Restitución  de  Tierras,  quien  afirma  que  el  folio
matriz  no fue ob].eto de cancelación.

viii)   Certificado   catastral   de   los   predios   LA   ESPERANZA,   SANTA
MARÍA y  SAN  LUIS  y  plano  del  IGAC81

Los anteriores documentos dan  cuenta,  como  ha  sido alegado  por la
sociedad  opositora,  del  supuesto  derecho  de  dominio  que  ésta,   -
como  causahabiente   de   los   derechos  que   otrora   se   encontraban
radicados  en  cabeza  del  señor  LEOPOLDO  DUSSAN  y  de  la  sociedad
AGROMINAS  DE  YURUMANGUÍ,  NAYA Y  CAJAMBRE  LTDA.,  de  la  cual

el  antes  mencionado  era  su  representante  legal82,  quien  a  su  vez,
según se desprende de la  prueba antes relacionada, derivó los suyos
de  su  señora  madre  LEONOR ARROYO  DE  DUSSAN  y  ésta  a  su  vez
los obtuvo  en  la  sucesión  del  señor SANTIAGO ARROYO  DIEZ,  en  su
calidad  de  hija  de  éste  y  por  lo  tanto  heredera-  aduce  detentar  en
forma  exclusiva  y excluyente sobre  los  predios YURUMANGUÍ,  NAYA,
CAJAMBRE   y   SAN   JUAN   DE   MICAY,   que   en   virtud   de   la   división
material  llevada  a  cabo  en  1996  se  fragmentaron  en  tres  partes,  a
las cuales se las rebautizó con los nombres de LA ESPERANZA, SANTA
MARÍA y  SAN  LUIS,  predios  respecto  de  los  cuales  si  bien  no  existe
evidencia  incorporada al expediente que dé cuenta de su explotación
económica  por  parte  de  la  sociedad  que  aparece  actualmente  como
propietaria,  o de sus causantes  por acto entre vivos,  integrantes de
la familia ARROYO, por lo menos desde los años 70, no puede pasarse

por alto  la  existencia  de  los  referidos títulos,  su  alegada  legitimidad
e incluso el  pago del  impuesto predial,  respecto de lo cual dan cuenta
los documentos obrantes a  folios  143  a  159  (pago  de valorización  e
impuesto   predial),   169   (carta   de   la   señora   LEONOR  ARROYO   DE
DUSSAN  del  16  de  marzo  de  1970  relacionando  equipos  y  motores
utilizados  en  la  explotación  minera),  168  (nombramiento  del  señor
Julián  Pinillo  como  capataz  minero),  entre  otros,  todos  del  cuaderno

De  esa  manera,  se  muestra   latente  la  afectación  territorial  como
deviene   de   los   mismos   planteamientos   esbozados   por   la   parte
opositora, en cuanto trata de desconocer la  legalidad de la  resolución
0727 de  1969,  a través de  la  cual  se declaró  la  extinción  del  dominio

81  Folio  155  a  158  del  cuaderno  6

82  Folios  50  al  56  del  cuaderno  6,  sociedad  constituida  mediante  escritura  pública

No.   2539   del   2   de   noviembre   de   1984,   otorgada   en   la   NOTARÍA   ONCE   DEL
CÍRCULO  DE  BOGOTÁ,  cuyo  representante,  según  ese  acto  inaugural  era  el  señor
LEOPOLDO  DUSSÁN  ARROYO.
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privado    sobre    los    predios    denominados    YURUMANGUI,     NAYA,
CAJAMBRE  Y  SAN  JUAN  DE  MICAY,  así  como  intenta  señalar  que  el
evidente  error  que  concurre  en  la  enunciación  de  las  coordenadas,
da  lugar  a  que  el  inmueble  se  sitúe  ilógicamente  en  alta  mar,  a  lo

que  se  agrega  el  pretender  desconocer  la  ocupación  ancestral  del
territorio por parte de la comunidad, como fue constatado de manera
previa  a  la  expedición  de  la  resolución  01131  de  mayo  23  de  2000,
al  punto que se  hace  necesaria  la formalización,  en  orden  a  lograr la
estabilidad jurídica.

En   cuanto   a   lo   expuesto   por   PACIFIC   MINES   S.A.   respecto   a   la
supuesta  inexistencia  de  inestabilidad  jurídica,  teniendo  en  cuenta

que  según  ella,  por el  contrario,  habría  claridad ].urídica  en  cuanto  a
su   propiedad  sobre  el   bien  solicitado  en   restitución,  es  su   propio
argumento  el  que  viene  a  mostrar  cómo,  en  efecto,  si  no  es  por  la
mediación   del  juez   de   tierras,   la   comunidad   demandante   o   bien
carecería  de  certeza  sobre  el  terreno  que  le  fue  ad].udicado  por  el
otrora  INCORA,  mediante  resolución  01131  de  mayo  23  de  2000,  o
bien  incluso,  si  hubiéramos  de  atender  a  la  hipótesis  fáctica  de  la

parte  opositora,   no  sería  titular  del  derecho  de  dominio  sobre  el
predio objeto de ad].udicación,  por alguna  de  las  razones expuestas,
tales   como   que:   a)   Ios  títulos   de   propiedad   de   la   opositora   son
anteriores  y  se  remontan  a  la  segunda  mitad  del  siglo  XVIII,  b)  el

proceso de extinción  de dominio adelantado  por el  INCORA en  1969,
que concluyó con  la  resolución 0727 de ese año,  no gozó de la debida
publicidad en cuanto no fue debidamente inscrito dicho acto definitivo
en    la    oficina    de    registro,    c)    el    proceso   de   ad].udicación    sería
igualmente   violatorio   de   sus   derechos,   en   cuanto   no   se   habría
efectuado  un  verdadero análisis y estudio jurídico  del  predio,  lo  cual
lo  convertiría  en  un  procedimiento  inocuo  en  sus  resultados,  que  le
restaría valor al acto de ad].udicación, d) los miembros pertenecientes
al  Conse].o  Comunitario  de  la  Cuenca  del  Río Yurumanguí  no  ocupan
la totalidad del territorio que les fue adjudicado por el INCORA, entre
Otras-

Luego,   sí   existe   incertidumbre   jurídica   y   no   sólo   eso   sino   que
igualmente  su  derecho  al  territorio,  reconocido  administrativamente
en  su  momento  por  el  INCORA,  se  ve  amenazado  por  la  existencia
de  títulos  en  cabeza   inicialmente  de  la  familia  ARROYO,   pero  que
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Iuego  Pasaron,  según  escrituras  públicas  números  07283  y  07384 de|
17 de enero de  2011  a  la  sociedad  PACIFIC  MINES  S.A.,  en  virtud  de
aporte  efectuado  a  esa  sociedad  por  el  señor  LEOPOLDO  ARROYO
DUSSÁN  y  por  la  SOCIEDAD  AGROMINAS  DE  YURUMANGUI,  NAYA,

CAJAMBRE    LTDA,    en    especial    en    tanto    sus    correspondientes
inscripciones  en  la  Oficina  de  Registro  de  lnstrumentos  Públicos,  en
este  caso  de  Buenaventura,  continúa  como  vigente,  tratándose  de
predios   que   se   traslapan   parcialmente   en   relación   con   el   predio
ob].eto de  restitución.

Por       supuesto,       que       la       comunidad       afrocolombiana,
históricamente  marginada  y  afectada   por  los  factores  de
violencia85, beneficiada con la resolución de adjudicación, no
puede ejercer de manera plena sus derechos mientras penda
el riesgo de ser desconocidos los mismos, total o parcialmente,
por  la   presencia  de  otros  títulos  que  se  superponen  con  el  suyo,
máxime en  un  contexto de violencia.

Se ahonda  la  inestabilidad ].urídica  cuando  la  sociedad  opositora  está

planteando   ante   el   ente   administrativo   que   por   parte   del   otrora
INCORA, luego INCODER, debió tenerse en cuenta la vocación minera

y   los   proyectos   de   explotación   para   los   cuales   tenía   personal,
maquinaria  y  todos  los  elementos  necesarios  para  llevarla  a  cabo,
como  bien  lo  puso  de  presente  en  su  momento  la  señora  LEONOR
ARROYO  DE  DUSSÁN  ante  las  autoridades  competentes  en  1970,  y
como  fue  denunciado  por  su  capataz  minero  JULIÁN  PINILLOS,  por
lo   que   la   Resolución   0727   adolecería   de   falsa   motivación,   en   la
medida  que  se  imputa  a  los  propietarios  la  inexplotación  del  predio
con  actividades  forestales  y  agropecuarias,   pero  nada  se  dice  en
relación   con   las   actividades   mineras,   que   históricamente   son   las
adelantadas   por   los   propietarios   de   esos   terrenos,    Io   cual   se
encuentra  conectado  con  lo  manifestado  en  el  escrito  de  oposición,
en el cual se arguyó que ``mi representada venía ejerciendo la explotación
económica de las minas sobre las cuales tenían un justo título de propiedad
desde mucho antes del  7 de Abril de  1917"

83  A  través  de  la  escritura  pública  número  072  del  17  de  enero  de  2011,  el  señor

LEOPOLDO  DUSSÁN ARROYO, aportó a  la sociedad  PACIFIC MINES SAS,  el  96,87°/o
de  los  derechos  que  le  correspondían  como  propietario  de  los  predios  SAN  LUIS,
LA  ESPERANZA y  SANTA  MARIA.

84 Por su  parte,  mediante la escritura  públi€a  número 073 del  17 de enero de 2011,

la  sociedad  AGROMINAS  DE  YURUMANGUI,  NAYA  Y  CAJAMBRE  LTDA.  aportó  a  la
sociedad   PACIFIC   MINES   SAS,   la   í/32   parte   de   la   extensión   total   del   predio,
equivalente al  (3,125°/o)  de  los derechos.

85 Así se desprende del contexto de violencia, a que se hizo referencia en el  numeral
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Al  respecto es de anotar,  entre  otras cosas,  que  la  actividad  minera
si  bien  ordinariamente  se  desarrolla  en  el  subsuelo,  no  significa  lo
anterior que  no  deje  ninguna  señal  de  su  existencia,  en  relación  con
la   cual,   de   haberse   estado   desarrollando   dicha   actividad   para   la
época  en  que  el  INCORA  practicó  la  diligencia  de  inspección  en  el
marco   del   procedimiento   de   extinción   de   dominio,   así   lo   habría
consignado en  el  acta  respectiva,  lo cual  no tuvo  lugar.

En efecto,  en el  acta de visita  previa,  calendada el  09 de septiembre
de  1965,  se  hace  constar  que  no  existe  explotación  económica  del
predio    ni    me].oras    realizadas    por    los    propietarios    ni    por    los
trabajadores     por    ellos    contratados,     anotándose    que    ``según
información  de  la  señora  Sofía  Arroyo  de  Arboleda,  no  conocen
si-qui.era su ubi.caci-ón''; tampoco existen arrendatarios, ni se explota
técnicamente el  subsueio86.

Según   el   acta   de   visita   de   alindación   de   zonas  económicamente
explotadas al  pred.io "comunidad  territorial  de Yurumanguí",  ubicado  en
jurisdicción   del   municipio   de   Buenaventura,   en   la   que   se   describe   la
ubicación   del   inmueble,   sus   linderos,   extensión,   topografía   y   suelos,
cerramientos y vías de acceso,  recursos naturales, explotación económica,
edificaciones y  mejoras,  administración y  manejo,  titulación,  gravámenes,
tenencia,  se  consignan  varias  conclusiones,  entre  ellas  que "Ios  predios
visitados no son explotados económicamente por los poseedores
inscritos"87 .

A  ello  se  agrega  la  circunstancia  de  que,  militaba  en  cabeza  de  los

propietarios, según se expone dedicados a actividades de explotación
minera,  el deber de oponerse en el curso de dicha  diligencia  o,  por lo
menos,  durante  el  adelantamiento  del  procedimiento  administrativo
de  extinción  de  dominio,  pero,  como  se  sabe,  sólo  ahora,  el  15  de
diciembre  de  2015,   luego  de  transcurridos  más  de  45  años,   han
venido   a    presentar   una    petición   de   revocatoria   directa    parcial
respecto de  la  Resolución  0727  de enero  20  de  196988.

Por lo demás, es la  misma  prueba  documental  a  que  hace referencia
la  parte opositora,  vale decir,  la  carta  de  la  señora  LEONOR ARROYO
DE  DUSSAN,  obrante  a  folio  161  -162  del  cuaderno  5,  Ia  que  resulta
indicativa  de  que  la  actividad  minera  se  estaba  desarrollando  para
marzo L6 de L970 en "Ias minas ubicadas en el Municipio de Guapi

86  Folio  126,  CD  extinción  de  dominio,  cuaderno  8

87  Folio  206,  CD  extinción  de  dominio,  cuaderno  8
88  Folios del  52  al  80  del  cuaderno  11
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que  por  derechos  ancestrales  y  como  reposan  en  los  archivos  de  esta
misma  gobernación  y  el  municipio  de  Guapi  son  de  mi  propiedad", lo  que
resulta avalado por la  comunicación dirigida  por su capataz JULIÁN  PINILLO
al  señor ALCALDE  MUNICIPAL  DE  GUApl  el  21  de  marzo  de  1972,  obrante
a  folio  170 y  171  del  cuaderno  5,  donde  hace  referencia  a  "/as m/-nas en
Guapi",   que   procede   a   relacionar   EL   SANTO,   EL   MUERTO,   FRAY
DOMINGO,  EL GUADUAL,  ÑAPANCHISITO  y  en  los  ríos  GUAPI,  ÑAPI,

GUAJUI,  SAN  FRANCISCO  y YANTIN.

Obra  también  declaración  del  mencionado  JULIÁN  PINILLO,  dirigida
"A  QUIEN  PUEDA  INTERESARLE",  calendada  el  7   de  mayo  de  20L2,

donde  indica  que  en  su  oportunidad  se  quejó  ante  las  autoridades
por  el  gravísimo  problema  de  inseguridad  que  impedía  trabajar  la
minería  en  los  municipios de Guapi y  Buenaventura,  informando que
a  partir de  marzo  21  y ].unio  28  de  1972  en  Guapi  y  Buenaventura,
respectivamente, suspendían las labores mineras, en la costa pacífica

pasa].e     del     corregimiento     EI      Naranjo,     municipio     de     Guapi,
departamento del  Cauca,  denominado  SAN JOSÉ  DEL NARANJO,  a  la
vez que  relaciona  los  nombres  de  las  minas,  indicando  que  procedía
a informar y relacionar motores y bombas, entregados al  personal de
las  comunidades  que  operan  en  los  ríos  de  YURUMANGUÍ,  NAYA  y
CAJAMBRE, en el  municipio de Buenaventura  "y /os predí.os de /a famí./Í.a
Dussan  Arroyo  denominados `La  Esperanza,  San  Luis,  Santa  María',  de  lo
cual tengo entendido que en  el fecha son  de  propiedad  de  PACIFIC MINES
S'A`S. "

De  los anteriores  medios de  prueba  documentales  debe  decirse  que
si bien  las copias tienen el  mismo valor probatorio del original89, salvo
excepción    legal,   es   de   advertir   en    relación   con    las   copias   de
documentos a que venimos haciendo referencia que la que da cuenta
de  la  comunicación  dirigida  al  Alcalde  Municipal  de  Guapi  presenta
nota   de   recibido   más   no   así   la   que   aparece   dirigida   al   Alcalde
Municipal  de  Buenaventura,  a  lo  que se  agrega  el  hecho de que  solo
a  partir de  la  escritura  2640  del  15  de  mayo  de  1996  de  la  Notaría
Novena  del  Circulo  de  Cali,  la  doctora  BEITY  RESTREPO  SATIZABAL
compareció   en    nombre   y    representación    del    señor   LEOPOLDO
DUSSAN ARROYO y la sociedad AGROMINAS  DE YURUMANGUI,  NAYA

y   CAJAMBRE   LTDA  con   el   fin   de   efectuar   la   división   material   del
predio,  que  quedó  segregado  en  tres,  denominados  SANTA  MARÍA,
LA  ESPERANZA y  SAN  LUIS.

Pero aun  para el caso que de dichos documentos pudiéramos extraer
que  en  efecto  las  actividades  de  explotación  minera  debieron  haber
sido  suspendidas  por  razones  de  orden  público  desde  inicio  de  los

89 Artículo  246  del  Código  General  del  Proceso.
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años  setenta,  podríamos  concluir válidamente  que:  i)  para  los  años
corridos  entre   1962   y   1969,   periodo   para   el   cual   se  adelantó  y
concluyó el  procedimiento de extinción  de dominio,  no se constató a
su   interior  que  existiera   explotación   de  esa   índole  en   los  predios
ob].eto   del   mismo,   ii)   como   ya   se   indicó   párrafos   atrás,   se   hizo
referencia  a   la  suspensión  de  actividades  mineras  pero  no  existe

prueba  en  el  expediente  de  que  las  mismas  se  hubieran  reanudado
después  de  esa  época,  iii)  se  ha  indicado  por  la  opositora  PACIFIC
MINES   S.A.S   que   ella   y   sus   causahabientes,   son   víctimas   de   la
violencia;    sin   embargo,    por   un    lado,    no   han   acudido   ante   las
autoridades   competentes  como   son   la   UNIDAD   ADMINISTRATIVA
ESPECIAL   PARA   LA   REPARACIÓN    INTEGRAL   DE   VÍCTIMAS   y    la

UAGRTD,  para  que  se  las  inscriba  en  los  registros  correspondientes
en  su  calidad  de  tales  y  se  adelanten  los  procedimientos  de  rigor  o

por  lo  menos  no  se  acreditó  que  ello  hubiera  tenido  lugar9°;  por  el
otro,  el  periodo a  que se  refiere  la  sociedad,  que como ya  se dijo se
remonta a  inicios de la década de los setenta, es muy anterior al año
fi].ado  por la  ley  1448  de  2011  y el  Decreto  Ley 4635  del  mismo año
como   hito   para   determinar   que   una   persona   es   víctima   de   la
violencia,  a  saber,  el  año  1985,  y  más  aún  al  señalado  como  mo].ón
cronológico  para  solicitar  la  restitución  de  predios  o  territorios  que
han   sido  objeto  de  despo].o  o  de  alguna   otra   afectación,   que  se
retrotrae al año 1991, respecto del cual la Corte Constitucional señaló
en   su   oportunidad   que   la   escogencia   de   dicha   anualidad   no   era

gratuita,  toda  vez  que  a  partir  de  allí  se  registraba  en  Colombia  el
más alto índice de desplazamiento.

De   otro   lado,   Ia   Ley   200   de   1936   hace   referencia   a   "exp/o£ací.óri
económica  del  suelo  por  medio  de  hechos  positivos  propios  de  dueño,
como  las  plantaciones  o sementeras,  la  ocupación  con  ganado  u  otras de
igual  significación  económica".

Dicha  previsión,  que  advino  como  consecuencia  casi  necesaria  de  la
reforma  constitucional  de   1936,  que  le  otorgó  a  la  propiedad  una
función  social,  partió  del  supuesto  de  que  la  propiedad  del  subsuelo

pertenece   a   la   Nación,   por   lo   que   en   tratándose   de   la   falta   de
explotación de dicho subsuelo, o incluso en el caso de su explotación,
ello  nada  tendría  que  ver con  dicha  función  social,  prevista  respecto
del  derecho  de  propiedad,  a  saber,  el  que  los  particulares  pueden
tener sobre el  suelo.

9°  En  lg  pá,gina  de Vivanto  se  encuentra  reportada  la  señora  CLAUDIA CONSUELO

DUSSAN  ANGEL  como  víctima  de  desplazamiento,   individual,  en   Buenaventura,
según  declaración  rendida  solo el  16 de septiembre de  2016.
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De  manera  más  precisa,  la  Constitución  de  1991,  estableció  en  el
articulo  332,  que  ``EI  Estado  es  propietario  del  subsuelo  y  de  los
recursos  naturales  no  renovables,  sin  perjuicio de  los derechos adquiridos

y  perfeccionados  con  arreglo  a  las  leyes  preexistentes"  (negr-iLas  de  la
Sala  para  resaltar).

Igualmente,    han    persistido   en    los   alegados   derechos   mineros,
pretendiendo       hacer      valer      silencio      administrativo      positivo,
protocolizado en  la  NOTARÍA  ÚNICA  DE  SANTANDER DE QUILICHAO,
mediante escritura  pública  783 del  21  de  mayo de 2015,  que tendría
como fundamento el  hecho de "no haber sÍ.do nofífí.cada r]Í`nguna dec;.sÍ.ón
frente  a  la  petición  presentada  a  la  Gobernación  del  Cauca  por  la  señora
LEONOR ARROYO  DE  DUSSÁN  recibida  el  10  de  febrero  y  16  de  marzo  de
J970",  reconocimiento de dicha figura que contó con el aval de la  RED
NACIONAL  DE VEEDURÍAS,  que  en  ese  sentido  presentó  solicitud  de
reconocimiento de  dicho silencio administrativo  positivo  ante el Juez
Tercero  Civil  del  Circuito  Especializado  en  Restitución  de  Tierras  de
Buga,   frente   a   lo   cual   el   MINISTERIO   DE   MINAS   Y   ENERGÍA,   en
respuesta   a   la   petición   hecha   por  PACIFIC   MINES   S.A.S.   el   5   de
agosto   de   201391,   expuso   que   la   GOBERNACIÓN   DEL   CAUCA   no
habría    remitido    a    dicha    cartera    ministerial    la    documentación

pertinente atinente a  la  petición  referida.

En  dicha  respuesta  el  MINISTERIO  DE  MINAS Y ENERGÍA hace varias

precisiones,  citando  al  respecto  la  Constitución  Política  de  1991,  la
Ley 20 de  1969, el  Decreto  1275 de  1970,  "Por e/ cua/ se reg/amen£an
/as íeyes 60 de  1967 y 20 de  1969",  el  Decreto  2181  de  1972  "Por e/
cual se  modifica el  Decreto  número  1275 de  1970",  d DecTeto 2655  de
1988 ``Por e/ cua/ se expí.de e/ Cód;.go de MÍ.nas", que se pueden sintetizar
así:   j)  por  regla  general  las  minas  pertenecen  a   la   Nación,   ii)   por
excepción   pertenecen  a   los  particulares,  cuando  las  adquirieron  a
título  de  adjudicación   minera  o  de  hidrocarburos  antes  del   22  de
diciembre  1969,  iii)  no  es  suficiente  con  dicha  exigencia  de  carácter
cronológico  sino   que  también   se   requería   que   las  actividades  de
explotación  hubieran sido iniciadas dentro de los plazos señalados en
la   normatividad   vigente   para   la   época,   y   adicionalmente   que   se
hubiera  presentado  la  documentación  correspondiente con  la  que se
acreditara    la   iniciación   oportuna   de   dichas   actividades,   ante   el
MINISTERIO  DE  MINAS  Y  ENERGÍA  o  ante  la  Alcaldía  respectiva,  la
cual  debía  remitirla  al  Ministerio antes del  22  de ].unio de  1973,  iv)  la
Ley  20  de  1969,  a  excepción  de sus artículos  1°  y  13,  fue  derogada
por  el  Decreto  Ley  2655  de  1988,  a  través  del  cual  se  expidió  el
Código  de  Minas.

91  Fo|ios  247  a  253  del  cuaderno  No.  6.
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En  relación  con  la  petición  concreta  que  le  hace  la  aquí  opositora,
se~nala-.   .i)   "[...]   como  se  evidencia  en   la   documentación  adjunta  a   su
pet.ición,  al  no  haberse  solicitado  en  el  t.iempo  previsto  el  reconocimiento
de   propiedad   privada   sobre   el   subsuelo   y   los   recursos   naturales   no
renovables yacentes en el mismo ante el Ministerio de Minas y Energía para
que éste se  pronunciara,  manteniendo o  no  la  propiedad  del  particular,  el
derecho  se  extinguió  en  favor  de  lai  Nación,  como  lo  señala  el
artículo 4° del Decreto 2655 de 1988", .i.i) "[...] en atención a los plazos
perentorios  dispuestos  por  la  ley  20  de  1969  y  el  Decreto  reglamentario
1275  de  1970,  no  es esta  la  oportunidad  legal  para  solicitar  este
reconocimiento y para que el Ministerio se pronuncie respecto del mismo,
en el marco de su competencia funcional administrativa" (las r\egr.iLas r\o
corresponden  al texto original).

Por  último,   pone  de  presente  que  el  fundamento  normativo,   que
enlazaba  una  determinada  consecuencia jurídica  (reconocimiento de

propiedad  sobre  el  subsuelo  y  los  recursos  naturales  no  renovables
que  yacen  sobre  el  mismo)  a   un  supuesto  de  hecho  (explotación
económica  debidamente  demostrada),  había  dejado  de  existir en  el
mundo ].urídico  y,  por lo tanto,  ya  no  había  lugar a  pronunciamiento
en    el    sentido   deprecado,    habiéndose   operado    la    consecuencia
contraria,  vale decir,  la  extinción  a  favor de  la  Nación.

De  manera  congruente  con  la  respuesta  entregada  por el  Ministerio
a  que venimos  haciendo  referencia,  la  doctrina  ha  señalado  el  papel

que  jugó  la  Ley  20  de   1969,  como  determinante  de  la  propiedad
pública  del  subsuelo,  reconocimiento que  hizo en  su  artículo  1°  que,
como expusimos,  no fue derogado  por el  Código de  Minas de  1988 y
que   bien   puede  tenerse   como  el   antecedente   legal   de   la   norma
constitucional  establecida  en  el  artículo  332  de  la  Carta  Política  de
1991,  a  la  vez  que  ha  encontrado  un  parangón  entre  el  derecho  de

propiedad   minera   y   el   relativo   a   los   baldíos,   ambos   ligados   a   la
explotación  de  los  bienes,  como  condición  para  que  su  apropiación
no  sea  revertida  o  extinguida.    Sobre  el  particular  señala  Pimiento

(2016,  p.  36):

``En  materia  minera,  a  partir de  la  Ley  20 de  1969 ya  no  quedó duda

de  la  propiedad  pública  del  subsuelo,  pues en  el  artículo  10  se  indicó

que  `todas  las  minas  pertenecen  a   la   Nación,   sin   perjuicio  de  los
derechos constituidos a favor de terceros.  Esta excepción, a  partir de
la   vigencia   de   la   presente   ley,   solo   comprenderá   las  situaciones
jurídicas,    subjetivas   y   concretas   debidamente    perfeccionadas   y
vinculadas a yacimientos descubiertos';  y en  el  artículo  30  la  referida
ley ligó la  propiedad  privada de la  mina a su explotación  permanente,

por  lo  cual  los  particulares  corrían  el  riesgo  de  perderla  en  caso  de
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falta de exploración durante el término de tres años contados a  pariir
de la entrada en vigencia de la ley o de la suspensión de la explotación
por  un  término  superior  a  un  año.   Las  personas  que  perdieran  la
propiedad   de   estos   recursos   naturales   tendrían   un   derecho   de
preferencia   en   caso   de   adjudicación   de   una   concesión   minera   o
petrolera  en el  mismo  lugar,  lo que  permite afirmar que  la  propiedad
privada  de  las  minas  siguió  una  lógica  similar  -que  no  idéntica-  a  la
de los baldíos,  que al ser adjudicados se convertían en una  propiedad
limitada  en  cabeza  de  los  particulares,  y  ligada  necesariamente  a  su
explotación'©2

Adicionalmente,   hay  que  tener  en  cuenta  que  correspondiendo  la

propiedad  del  subsuelo  al  Estado,  la  carga  de  probar  el  derecho  de
propiedad  particular sobre el  mismo  le correspondía  al  interesado,  lo
que   comprendía   la   adquisición   de   su   derecho   de   propiedad   con
anterioridad  al  28  de  octubre  de  1873  y  lo  que  es  más  importante
"SU explotación .in-interrumpida"93

7.4  Como ya  se  indicara  líneas atrás,  la  sociedad  de  responsabilidad
limitada     ``AGROMINA      DE     YURUMANGUÍ,      NAYA     Y     CAJAMBRE

LIMITADA'' sólo vino a  constituirse  por escritura  pública  No.  2539 del
02  de  noviembre  de  1984  de  la  NOTARÍA  ONCE  DE  BOGOTÁ,  razón

por   la   cual   ni   aunque   se   estableciera   un   vínculo   entre   ella   y   la
sociedad  opositora   PACIFIC  MINES  S.A.S.,   habría   lugar  a  declarar

que se afectaron  los derechos de ésta,  bajo  la  consideración  de que
fue declarada  una  extinción  de dominio  por no estarse explotando el
suelo  sin  tener  en  cuenta  que  no  podría   predicarse  lo  mismo  del
subsuelo.    Lo  cierto  del  caso  es  que  tampoco  se  demostró  que  se
estuviera   explotando   el   subsuelo   y   menos   por   parte   de   la   aquí
opositora.

Adicional  a  lo anterior,  el  ob].eto social  de dicha  sociedad  (Agrominas
de  Yurumanguí,   Naya   y   Cajambre   Limitada),   con   domicilio   en   la
ciudad   de   Bogotá,   guarda   relación   no   sólo   con   el   desarrollo   de
actividades   propias   de   la   industria   extractiva,   la   explotación   de
hidrocarburos,   gas   natural,   petróleo,   oro,   plata   y   en   general   la
minería   sino   también   con   ``/a  exp/o£ací.ón  maderera,   aserrt'os,   e£c.",
además de  la  explotación  de  la fauna  y la flora,  así como  la  pesca  en

pequeña  y gran  escala.

92   Pimiento   Echeverri  Julián  Andrés.   ``La   propiedad   del   subsuelo  en   el   derecho

colombiano  -Aportes   para   un   concepto''.   En:   Minería  y  Desarrollo  -Aspectos
Jurídicos  de  la  Actividad  Minera.  Bogotá:  Universidad  Externado.  2016,  p.  36.

93  Pimiento  Echeverry,  Julián Andrés.  Op.  c/t.,  página  37
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Y no se tiene conocimiento de que para  la época en que se declaró la
extinción  de dominio estuviera  dedicada  a  la  explotación  maderera o
minera  en el  inmueble objeto de ese  proceso,  luego ad].udicado en  lo

pertinente   al   CONSEJO   COMUNITARIO   DE   LA   CUENCA   DEL   RÍO
YURUMANGUÍ, tanto más cuanto, como se dijo, sólo se constituyó en
1984.

Respecto    a    la    supuesta    explotación    parcial    del    predio    por    la
comunidad  solicitante,  se  reitera  que este  proceso es de carácter
declarativo   y   restitutorio   y   parte,   teniendo   en   cuenta    las
especificidades de  la  pretensión  deducida  por la  parte  solicitante,  de
la    premisa   fáctica   de   haberle   sido   reconocido   a   la   comunidad
demandante el derecho al territorio,  mediante la resolución  01131 de
mayo  23  de  2000,  contra  la  cual  procedían  los  recursos  ordinarios

por  la  vía  gubernativa  e  igualmente  las  acciones  pertinentes,  nada
de  lo cual  se adelantó.

El  proceso  declarativo  puede  ser:  a)  declarativo  puro,  en  cuyo  caso
se   trata   de   reconocer   una   situación   que   tenía   preexistencia,   b)
declarativo    constitutivo,    que    puede    ser    a    la    vez    constitutivo
propiamente dicho  o  modificativo o extintivo y c)  de condena.

Aquí  no  se trata  de  una  pretensión  constitutiva  en  la  forma  como  la
plantea  la  parte  opositora  en  su  escrito,  en  el  sentido  que  a  través
del    proceso    de    restitución    se    pretenda    el    reconocimiento    y
ad].udicación de un territorio de algo más de 54.000 hectáreas a favor
de la comunidad afrocolombiana.  Dicho reconocimiento ya se efectuó

por parte de  la autoridad  administrativa,  con  clara  competencia  para
ello,   como  lo  es  el   INCORA,   actualmente  AGENCIA  NACIONAL  DE
TIERRAS.

Al efecto, es de señalar que  la  resolución  01131  de mayo 23 de 2000
del   INCORA   goza   de   la   presunción   de   legalidad   de   que   vienen
revestidos los actos administrativos.   Contra dicho acto procedían  los
recursos ordinarios por la vía administrativa,  previstos para  la  época

por el  Decreto-Ley 01  de  1984 o Código Contencioso Administrativo,
recursos que  no fueron  interpuestos.

Asimismo,  las  acciones contencioso administrativas,  y en  especial  la
de  nulidad  de  la  resolución  de adjudicación,  para  cuya  formulación  la
ley   señalaba   un   término   de   caducidad   de   dos   años,   los   cuales
transcurrieron  sin  que se formulara  la  acción  correspondiente.

En efecto, como se desprende de los siguientes elementos de prueba,
el  procedimiento  cumplió  con  los  requisitos  legales,  así:
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i)   A  folios   del   1   al   4   obra   el   oficio   procedente   del   INCODER  en
liquidación,  donde  se  da  a  saber que  el  10  de  noviembre  de  1999  Ia
Gerencia   Regional  del   entonces  INCORA  del  Valle  del   Cauca  dictó
auto   de   aceptación   a   la   solicitud   del   procedimiento   de   titulación
colectiva,  presentada  por  la  Comunidad  Negra  Conse].o  Comunitario
del  Río Yurumanguí, auto que fue fi]-ado el  12 de noviembre de  1999,

por   el   término   de   cinco   días   hábiles,   en   la   oficina   regional   del
INCORA,    área    zonal    de    Buenaventura,    y   se   desfijó   el    19   de
noviembre  del  mismo  mes  y  año,  disponiéndose  su  agregación  al
expediente;   que   igual   se   cumplió   con   la   fi].ación   de   avisos  en   la
Alcaldía  Municipal  de  Buenaventura  y  en  las  inspecciones  de  policía
de  Juntas,   Barranco  y  Veneral,  según  constancias  obrantes  en  el
expediente, y que el  16 de noviembre de  1999 el aviso de la solicitud
se  publicó en  la  emisora  Cascajal  Estéreo  FM  de  Buenaventura,  en  la
forma   prevista   en   el   artículo   21-1   del   D.   1745   de   1995,   según
constancia suscrita por el gerente de la emisora, que igualmente obra
en  el  expediente.

ii) Asimismo, se expuso que por resolución  0757 de noviembre  19 de
1999   Ia   Gerencia   Regional   del   INCORA  Valle  del   Cauca   fi].ó  como
fecha para la  práctica de visita a  las comunidades negras interesadas
la  del  28  de  noviembre  al  12  de  diciembre  de  1999,  determinación

que  fue  notificada  al  Procurador  Judicial  Agrario  y  al  representante
legal  del  Conse].o  Comunitario  solicitante,  al  igual  que  a  los  terceros
interesados  mediante  la  fijación  de  edictos  en  la  oficina  del  INCORA
Valle  del  Cauca,  en  la  Alcaldía  Municipal  de  Buenaventura  y  en  las
inspecciones de policía de Barranco,  Las Juntas y Veneral, acorde con
lo  previsto en  el  artículo  22  del  D.  1745  de  1995.

iii)     Se    continuó    explicando    que     recibido    el     informe    técnico,
elaborados los planos respectivos y hecha  la  revisión  del  expediente,
se  fijó  en  lista  por  el  término  de  cinco  días,  periodo  durante  el  cual
no se formuló oposición,  por lo que,  una vez evaluada  la  procedencia
legal  de  la  titulación,  se  dispuso  remitir  el  expediente  a  la  Comisión
Técnica,     la     cual,     una     vez     verificada     la     evaluación     técnica
correspondiente   emitió   concepto   previo   favorable   a   la   titulación
deprecada,  por  lo  que  concluye  el  INCODER  en  liquidación  que  ``En
resumen,   los   terrenos   a   titular   a   favor   de   las   comunidades   negras
organizadas  en  el  Consejo  Comunitario  del  Río  Yurumanguí,  son  tierras
baldías   ocupadas  colectivas   por  estas  comunidades   ...   En   relación   con
terceros ocupantes, durante la práctica de la visita no se encontró tenencia
de tierras  por personas ajenas a  la  comunidad  que tuvieran  esa  calidad" ,
con   excepción   de   cinco   predios   que   fueron   excluidos   del   título
colectivo.
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iv)  Igualmente,  puso  de  presente  que  la  Seccional  Valle  del  Cauca
del   IGAC,   al   inscribir   el   título   colectivo   estableció   que   éste   se
superponía  con  los  inmuebles  de  propiedad  privada  distinguidos  con
los  números de  matrícula  inmobiliaria  372-0025052,  372-0025053 y
372-0025054,  por lo que solicitó a  la  sede central  instrucciones  para
la  correcta  inscripción  catastral.

v) N respec+o, señaló que"Teniendo en cuenta la solicitud formulada por
el  IGAC,  con  el  oficio  de  la  referencia,  mediante  resolLición  No.  00727  del
20  de  enero  de  1.969  emanada  de  la  Gerencia  General  del  INCORA  se
declaró extinguido a favor de la Nación el derecho de dominio privado sobre
los  predios denominados YURUMANGUÍ,  NAYA,  CAJAMBRE  y  SAN  JUAN  DE

MICAY..." -

vi)     Cualquier     crítica     que     se     haga     a     dicho     procedimiento
administrativo y a la resolución que le puso fin a esa actuación resulta
extemporánea   y   fuera   de   contexto,   pues,   como   ya   se   di].o,   la
titulación colectiva del predio, en el caso particular que ocupa nuestra
atención,  se erige en  un  presupuesto de  la  pretensión  restitutoria.

8.-  En  lo atinente a  la temporalidad de la ley conviene señalar en
comienzo,   conforme  lo  define  el   artículo   3°   del   Decreto  4635  de
2011,  que  se  consideran  víctimas,  entre  otras,  a  las  comunidades
afrocolombianas,  en  su  dimensión  colectiva  como  a  sus  miembros
individualmente  considerados,  que  hayan   padecido  un  daño  en   la
forma como se concibe en ese cuerpo normativo, ``porhechos ocurrt.dos
a par£Í.rde/ I ° de enero de 1985'', a  la vez que el artículo  108 del  mismo
decreto  precisa  que  las  medidas  restitutorias  contempladas  en  él
tienen  como  fundamento  fáctico  las  afectaciones  que  hayan  tenido
lugar entre el  1°  de  enero de  1991  y el  31  de diciembre de  2021.

Así     entonces,      confrontada      la      situación      de      la      comunidad
afrocolombiana  que gestó  la  solicitud  de  restitución  con  el  contenido
de   la   normatividad   antes   referida,   concretamente  el   D.   4635   de
2011, se puede establecer que las afectaciones que fueron afirmadas
en   la   causa   pe£end/.,   al   momento   de   formularse   la   solicitud   de
restitución,      con      la      representación      ].udicial      de      la      UNIDAD
ADMINISTRATIVA    ESPECIAL    DE    GESTIÓN    DE    RESTITUCIÓN    DE
TIERRAS,  y  que  fueron  ob].eto  de  estudio  en  precedencia,  tuvieron
lugar dentro de esos  límites cronológicos,  así:

El  confinamiento  de  la  población  tuvo  lugar a  finales  de  los  noventa

y  principios  del  año  2000;  la  masacre  de  EL  FIRME  tuvo  lugar  en  el
año  2001;  el  desplazamiento de  los pobladores de  la vereda JUNTAS
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por su  cercanía  con  EL NAYA,  debido al  temor que causó  la  incursión
paramilitar  en  ese  lugar  que  generó  la  masacre  de  más  de  treinta
personas, también se registró en el  2000;  los desplazamientos a que
dio  lugar  el  enfrentamiento  entre  paramilitares  y  miembros  de  las
FARC   en   la   vereda   EL   BARRANCO,   se   dio   en   ].unio   de   2001;   la

persecución   de  que  fue  ob].eto  el   líder  comunitario  JORGE  ISAAC
ARAMBURO,   Io   cual   dio   lugar   a   que   se   adoptaran   medidas   de

protección  por  parte  de  la  CIDH  en  octubre  de  2002;  la  masacre  de
PUNTA   DEL   ESTE   en   BUENAVENTURA  fue   perpetrada   en   abril   de
2015,  que  victimizó  a  ].óvenes  yurumanguireños,  a  quienes  se  los
engañó haciéndoles creer que habían sido contratados para ].ugar un

partido  de  fútbol   mediante  el   pago  de  una  suma  determinada  de
dinero,  varios  de  ellos  familiares  del  antes  mencionado,  entre  otros
hechos,   lo  cual  dio  lugar  a  su  confinamiento  y  el  de  otros  líderes
comunitarios,   hecho   que   a   su   vez   repercutió   en   la   dificultad   o
imposibilidad    para    detectar    lo    que    estaba    sucediendo    con    la
coexistencia   de   otros   títulos   sobre   el   territorio   adjudicado   a   la
comunidad.

®

Asimismo,  hechos  generadores  de  inseguridad  en  el  título  colectivo,
como   los   varios   actos   notariales,   registrales   y   catastrales,   que
tuvieron   ocurrencia   para   los   años   1983   y   1984,   pero   también
después  del  i°  de  enero  de  1991,  como  son  el  otorgamiento  de  la
escritura  pública  número 2640 del  15 de mayo de  1996,  mediante la
cual   se   procedió   a   la   división   del   predio   YURUMANGUÍ,   NAYA   Y
CAJAMBRE  en  tres,   acto  del   cual   resultaron   los  inmuebles  SANTA
MARÍA,  LA  ESPERANZA y  SAN  LUIS,  así como  la  apertura  de  sendos
folios  de  matrícula  inmobiliaria,  números  372-25052,  372-25053  y
372-25054,  con  base  en  el  folio  matriz  372-8311,  que  a  su  vez  fue
aperturado el  6 de marzo de  1984, con  base en  la escritura  1031  del
30  de ]-ulio  de  1946.

Posteriormente,  la suscripción de la escritura  073 del  17 de enero de
2011, otorgada en  la  Notaría Cincuenta y Dos de Bogotá, a través de
la   cual   se  efectúo     un   aporte  del   1/32   por  parte  de   la  sociedad
AGROMINAS  DE  YURUMANGUI,  NAYA Y  CAJAMBRE  S.A.S.  a  PACIFIC

MINES  S.A.S;  igualmente,  la  escritura  072  del  17 de enero de  2011,
de  la  misma  Notaría,  mediante  la  cual  se  realizó  un  aporte  de  las
32/33  del  predio  por parte del  señor LEOPOLDO  DUSSAN  ARROYO  a
PACIFIC  MINES  S.A.S;  por  la  misma  época  tuvo  lugar  la  asignación
de   las  fichas   prediales   relativas   a   los   folios   372-0008-311,   372-
0025.52,  372-0025.53  y  372-0025.54,  bajo  los  números  00-02-00-
00-0010-0032-0-00-00-0000,        00-02-00-00-0010-0030-0-00-00-
0000  y  00-02-00-00-0010-0031-0-00-00-0000.
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9.-Se  prevé  en  el  artículo  3°  del  Decreto  4635  de  2011  que  son
víctimas    para     los    fines    impuestos    en     dicho    estatuto,     las
comunidades negras, afrocolombianas,  raizales y palenqueras, en su
calidad      de      sujetos      colectivos,      así      como      sus      miembros
individualmente  considerados,  que  hayan  sufrido  un  menoscabo  en
los términos  allí  indicados.

Como quedó expuesto,  la  comunidad  afrocolombiana  asentada  en  la
cuenca  del  río  Yurumanguí  y  organizada  en  el  consejo  comunitario
de   la   misma,   en   efecto   ha   sufrido   daños   en   la   forma   como   se
encuentra     definida     en     el     Decreto    4635     de     2011,     incluidas
afectaciones    a     la     necesaria    estabilidad    jurídica    del    territorio
adjudicado  por el  INCORA,  mediante  Resolución  01131  de  mayo  23
de  2000,  en  cuanto  su  coexistencia  con  títulos  que  se  encuentran
radicados  en  cabeza  de  personas  naturales  o  jurídicas  ajenas  a  la
comunidad,  pone en  entredicho su  necesaria  seguridad.

A  ello  se  agregan  daños  a  la  vida  y  a  la  integridad  personal,  entre
otros derechos,  que tuvieron  lugar con  ocasión  de  la  masacre  de  EL
FIRME, entre otras afectaciones, a  las cuales ya se  hizo referencia en

precedencia.

EI  CONSEJO  COMUNITARIO  DE  LA CUENCA DE  RÍO YURUMANGUÍ fue

adjudicatario,  por  medio  de  la  Resolución  No.1131  del  23  de  mayo
de  2000,  expedida  por el  INCODER (Hoy Agencia  Nacional  de Tierras
-ANT),  de  una  cabida  superficiaria  de  54.776  hectáreas.  EI  Conse].o

en  comento  está  compuesto  por  529  familias  y  un  total  de  2918
personas.

Respecto a  los  hechos de violencia  que  los llevaron  a  ser inscritos en
el  Registro  Único de Víctimas -  RUV -,  su  representante  legal, Jesús
Arbey   Díaz  Caicedo,   declaró  que  fueron   víctimas  de  desaparición
forzada,   masacres,  delitos  contra   la   libertad  e  integridad  cultural,
allanamientos y desplazamientos.

Los  sucesos  relacionados  en  precedencia  están  relacionados  con  el
conflicto  armado  en  el  Pacífico  vallecaucano,  particularmente  en  el
municipio  de  Buenaventura,  que  se  asocia  con  el  fortalecimiento  del
narcotráfico  y   la   expansión   de   los  cultivos  de  coca   en   la   región,
especialmente  sobre  los  territorios  cercanos  a   los   principales  ríos
navegables  de  la  llanura  del  Pacífico  en  el  departamento,  así  como
sobre  la  región  del  piedemonte,  en  el  e].e  de  la  antigua  vía  al  mar
entre Dagua y Buenaventura; precisamente en este último municipio,
Ias  FARC  actuaron  por  medio  del  Frente  30,  Frente  Urbano  Manuel

Referencia : 76-111-31-21-001-2015-00053-00
Solicitante:  CONSEJO COMUNITARIO  DE  LA CUENCA  DEL RÍO YURUMANGui

Opositor:  PACIFIC  MINES  S.A.

Magistrado: Carlos Alberto Tróchez Rosales



>`\u?'
113

Cepeda   Vargas   y   Columna   Móvil   Arturo   Ruíz,   dedicándose   a   la
exportación  de cocaína  a  México.

Por  su  parte,  las  AUC  incursionaron  en  el  departamento  por  medio
del   Bloque   Calima,   conformado   por   los   frentes   Cacique   Calarcá,
Pacífico y  Farallones,  desmovilizados en  el  mes de diciembre del  año
2004.    Sobre  su  influencia  en  Buenaventura,  es  menester  poner de
presente    que    era    el    Frente    Pacífico    el    que    desarrollaba    sus
actividades delincuenciales en dicho municipio, siendo el  responsable
de   18   masacres   en   las   que   perdieron   la   vida   alrededor  de   120
personas,  Ia  mayoría  en  la  antigua vía  al  mar y en  el  casco  urbano.

En  el  acto  administrativo  emanado de  la  Unidad  para  la  ATENCIÓN  Y
REPARACIÓN  INTEGRAL A LAS VÍCTIMAS  -UARIV -se indica  que  "e/
conflicto    armado    se    recrudeció    iniciando    la    década    pasada    por   el
enfrentamiento  entre  el  Frente  30  de  las  FARC,  Grupos  de  Autodefensa,
Ejército Nacional y la lnfantería de Marina; la presencia de estas estructuras
armadas   de   carácter   legal   e   ilegal   afectaron   de   forma   negativa   a   la
comunidad  por  los  enfrentamientos  armados'°4,  lo  que  decantó  en  la
exposición   de  la   población   civil   a   las  hostilidades,  todo  ello  como
consecuencia  del  interés  de  los  grupos  al  margen  de  la  ley  por  el
control  de  los cultivos de coca  y las rutas al  servicio del  narcotráfico.

La  Alcaldía  Municipal  de  Buenaventura  en  documento  de ``dí.agnós£Í.co
de  la  población  en  situación  de desplazamiento" del  a~no 2004  descr.ib-ió
la   situación   de  orden   público  en   la   zona,   detallando  que   "/...7  /os
enfrentamientos entre FARC-AUC y de éstos con la lnfantería de Marina en
las partes media y baja del  río, como en  los ríos Yurumanguí y  Micay en el
departamento  del   Cauca,   desplazaron   a   5.300   personas  de   la   zona   e
incendiaron  el Caserío del EI  Firme, ubicado en el río Yurumanguí, así como
la  muerte de cuatro de sus pobladores".

De  igual  manera,  la  resolución  de  marras  enuncia  la  ocurrencia  de
hechos   individuales   con    impacto   colectivo   que   han   afectado   a
integrantes     de     la     comunidad,     tales     como     desplazamientos,
amenazas, desapariciones forzadas, homicidios y una masacre; estos
acontecimientos afectaron principalmente a pescadores y madereros.

La  UARIV hace  una  descripción  de  las  masacres del  Naya  y  El  firme,
última  que tuvo  lugar el día  29 de abril  de 2001,  las cuales enlaza  en
cuanto  a  sus  autores  y  el  marco  espacio  temporal  en  que  tuvieron
lugar,   para   efectos   de   lo   cual   citó   la   publicación   lnforme   de   las
Comunidades  Negras del  año  2005:  "í..j En abrt./ de 200i  un grttpo de
paramilitares ingresaron a  esta zona y durante  15 días asesinaron  más de

94  Fo|io  55,  cuaderno  5.
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50 campesinos,  indígenas y Afrodescendientes en  el  Naya.  Posteriormente
pasaron y llegaron a la cuenca del río Yurumanguí, exactamente a la vereda
EI   Firme   (hoy   desaparecida   de   la   geografía   del   río)   y   realizaron   una
masacre.   Allí  torturaron   y   asesinaron   a   s   personas,   violaron   a   varias
mujeres y amenazaron a toda la comunidad.  Estos hechos obligaron a más
de   1.000  personas  afrodescendientes  a   huir  del   río  Yurumanguí  y  a   la
desaparición de  una vereda completa.  Esta  masacre fue  realizada a  pesar
de  los  múltiples  llamados  de  alerta  y  advertencia  de  la   Defensoría  del
Pueblo,  los organismos de derechos humanos  nacionales e  internacionales
(...),,.

Aunado  a  lo  anterior,  y  previa  la  comisión  de  los  actos  de  barbarie
descritos,  saquearon  la  comunidad,  quemaron  algunas  viviendas  y

pintaron  en   las  casas  grafitis  alusivos  a   las   FARC,   acusando  a   la
comunidad   de   ser   colaboradora   de   los   paramilitares95;   tras   los
hechos  se   presentó   un   desplazamiento   masivo  en   la   comunidad,
afectando  gravemente  prácticas  arraigadas  como  la  pesca,  la  cual
constituía,  además,  una  fuente  alimentaria  de  primera  importancia

para  los  integrantes  del  Consejo  Comunitario  de  la  Cuenca  del  Río
Yurumanguí.

Dada  la  importancia  que  tenía  la  pesca,  y  ante  la  imposibilidad  de
desarrollar    dicha    actividad    en    las    zonas    aledañas    al    Conse].o
Comunitario,   las   personas  se  vieron   en   la   necesidad   de  comprar
pescado  en  otros  centros  poblados  o  simplemente  cambiar su  dieta
ancestral  ante  la  ausencia  de  recursos  para  adquirir aquel  producto.

La  Defensoría  del  Pueblo,  a  través de su  lnforme de  Riesgo  No.  005
de 201396, describe la situación  padecida  por el Consejo Comunitario,
al  respecto pone de presente que `Y„j Las accí.or7es de /a Fuerza Púb/Í.ca
generan  combates  con  interposición  de  población  civil,  hostigamientos  de
la   guerrilla   contra   unidades      policiales   o   militares,   el   uso   de   minas
antipersonal   y   artefactos   explosivos   improvisados  y   restricciones   para
mantener el control territorial que redunda   en  limitaciones a  la  movilidad,
confinamientos   y   problemas   de   abastecimiento   de   alimentos   para   las
comur}/.dades  í„J,  se  indica,  además,  que  los  grupos  armados  instalaron
campamentos al interior del territorio del Consejo Comunitario, instaurando
•.£oques de queda", corolario de lo anterior, se afectaron  los proyectos

comunitarios, en especial el trapiche, que dejó de producir por causa
de  los combates.  En  el  año  2006,  tras  la  desmovilización  de  la  AUC,
se intensificaron  las arremetidas de  las fuerzas del  Estado contra  las

guerrillas  de  las  FARC  y  el  ELN,  impactando  de  forma  negativa  a  la

95 Autodefensas  Unidas de  Colombia.
96  Documento  que fue tenido en  cuenta  en  la  parte  considerativa  de  la  Resolución
No.  2014-646507 de  15 de octubre de  2014 de  la  UARIV.  Folios 54 a  56,  cuaderno
No.5
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población   civil,   a    la   cual   se   le   impidió   inclusive   el   tránsito   de
alimentos.

®

Respecto   a  .las   acciones   que   atentan   contra   la   seguridad   de   los
miembros del conse].o o el territorio, se puso de presente que durante
los  años  2007,  2009  y  2010,  se  presentaron  accidentes  con  minas
antipersona97  y  artefactos  explosivos,  razón  suficiente  para  que  la
comunidad  dejara  de  frecuentar  los  lugares  en  los  que  acampaban
los  subversivos,  quienes  después  de  salir  de  la  zona  plantaban  las
minas, esto generó confinamiento por temor a  padecer un accidente.

En   cuanto   a   la   ocupación,   destrucción   o   despojo   de   bienes   por
actores   armados   se   resalta   que   la   infraestructura   del   CONSEJO
COMUNITARIO       DE        LA       CUENCA       DEL       RÍO       YURUMANGUÍ,

principalmente  escuelas,  canchas,  muelles,  parques  y  acueductos,
fueron  utilizados  por grupos  armados  ilegales;  de  igual  manera,  los
combates  afectaron  dichas  construcciones  e  incluso,  como  antes  se
referenció,  Ias vjviendas de  la  población  civil.

Una  vez  delineados  los  aspectos  que  aquí se  han  citado,  la  UNIDAD
PARA   LA   ATENCIÓN   Y   REPARACIÓN   INTEGRAL   A   LAS   VÍCTIMAS
concluye  la  viabilidad  de   incluir  al   CONSEJO  COMUNITARIO   DE   LA

CUENCA   DEL   RÍO   YURUMANGUÍ   en   el    RUV,    por   acreditarse   los
elementos de que tratan los artículos 30 tanto de la Ley 1448 de 2011
como del  Decreto   Ley 4635 del  mismo año.

Asimismo,  obra  la  Resolución  1840  del  15  de  noviembre  de  201398,
acto  administrativo  del  cual  el  MINISTERIO  DEL INTERIOR,  a  través
de           la           DIRECCIÓN           PARA           COMUNIDADES           NEGRAS,
AFROCOLOMBIANAS,  RAIZALES Y  PALANQUERAS,  acepta  la  solicitud
de protección   a  los derechos territoriales de los Grupos  Étnicos para
el    CONSEJO    COMUNITARIO    DE    YURUMANGUÍ,    y    se    inician    los
trámites correspondientes.

En  ella  se  indica  que  la  solicitud,  elevada  por ABENCIO  CASTILLO99,
en  favor del  Consejo  Comunitario,  cumple  con  los  requisitos  para  su
trámite mediante la  Ruta de Protección de los Derechos Territoriales,
destacando  que "3.  Los  derechos  territoriales  étnicos  a  proteger están

97  "Esta   práctica   está   prohibida   por  el   Derecho   lnternacional   Humanitario   en
especial por el artículo primero de la Convención de Ottwa" . Fol.io 56, cuaderno No.
5
98  Fo|ios  68  a  69,  cuaderno  No.  5.

99  Representante  legal  del  Consejo  Comunjtario  de  la  Cuenca  del  Río  Yurumanguí

para  el  año  2010.
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siendo   afectados   por  el   acoso   de   los   grupos   ilegales,   desplazamiento
forzado,  la  ocupación  por  parte  de  la  infantería  de  mar.ina,  ases.inatos,
confinamiento, campos minados y otros".

En  consecuencia,  se  acepta  la  solicitud  presentada,  se  remite  copia
del  Formulario  Único  de  Protección  de  los  Derechos Territoriales  de
Grupos  Étnicos al  INCODER para  que se  inscriba  en  el  Registro  Único
de   Predios  y  Territorios  Abandonados   a   Causa   de   la   Violencia   -
RUPTA-;    asimismo,    se   dispuso    remitir   copia    del    formulario   en
cuestión   a   la   Oficina   de   Registro   de   lnstrumentos   Públicos   de
Buenaventura  para  que inscriba  la  medida de protección en favor del
territorio,  entre otras.

Luego,  se  expide  la  Resolución  370  del  20  de  octubre  de  201510°,
acto   mediante   el   cual   se   aclara   la   Resolución    1840   del    15   de
noviembre de  2013,  en  el  sentido de  indicar que se  pudo establecer

que el territorio a  Proteger ``[...] se encuenfra adjudí.cado a /a Comuní.dad
en   mención,   mediante   Resolución   No.   1131   del   23   de   mayo  de  2000,
expedida por el extinto INCORA hoy INCODER y posteriormente fue incluida
en  el  Registro  Único  de  Predios  y  Territorios  abandonados  a  causa  de  la
violencia  -  RUPTA con  el  número de  registro  36,  los derechos territoriales
étnicos    a    proteger    están    siendo    afectados    por    la    violencia    y    el
desplazamiento como se  manifiesta  en  el  Formulario Único de Solicitud  de
Protección  de  los  Derechos  Territoriales  de  Grupos  Étnicos,  numeral  71

(-.)".

En  su  parte  considerativa  se  indica  que  las  afectaciones  también  se
han  materializado  en ``[...]  Wo,  3) Exp/ofac;.ón Í./ega/ de recur5os mí.neros
por   parte   de   terceros,   11)   Necesidades   territoriales   sin   resolver,   21)
Ocupación y destrucción de bienes, 24) Ocupación y/o destrucción de sitios
sagrados,  25)   Destrucción  de  infraestructura,  26)  Instalación  de  m.inas
antipersonas,  29)   Utilización  de  centros  de  salud   por  parte  de  actores
armados,  31)  Utilización  de sitios de culto  por parte de actores armados y
en   el   numeral   76   afectación   sobre   espac.ios   de   uso   colectivo   de   la
comunidad   A)   Caminos/  Vías/  Trochas/   Mojones:   Campos  minados,   8)
Lugares sagrados:  Profanación del cementerio de la vereda del Carmen („.)
j)  Lugares  de  uso  familiar  (casas,  cultivos,  otros):  Ocupación  por  grupos
armados ilegales de vivienda,  destruidas  [...]".

A todo  lo anterior se aúna  el  contexto de violencia  que fue descrito y
analizado en  el  numeral  5,  lo  mismo que  las afectaciones,  de que da
cuenta el  informe de caracterización, elaborado por el INSTITUTO DE
ESTUDIOS  INTERCULTURALES  de  la   PUJ,  con  la  participación  de  la
UNIDAD,   así   como   miembros   de   la   comunidad,   y   los   elementos

100  Fo|ios  70  a  71,  cuaderno  No.  5.
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probatorios  que  fueron  puestos  de  presente  en  el  numeral  7.3  de
esta  parte considerativa  de  la  sentencia.

En lo atinente a la relación de causalidad entre las afectaciones
territoriales  y  el  conflicto  armado  interno,  debe  decirse  que
dicha  victimización  tuvo  lugar,  como  ya  se  expuso,  en  cuanto  los
miembros      de      la      comunidad      organizada      en      el      CONSEJO
COMUNITARIO  DE  LA  CUENCA  DEL  RÍO  YURUMANGUÍ  sufrieron  los

daños    descritos    en    el     numeral     7.3,    como    consecuencia    de
infracciones al DIH o de violaciones graves y manifiestas a las normas
internacionales  de  Derechos  Humanos,  y  en   relación  con  factores
subyacentes y vinculados al  conflicto armado.

Dichos  hechos  tuvieron  lugar ``con  ocasión  del  conflicto  armado"  o,
dicho de otra manera, en el contexto del conflicto, teniendo en cuenta
para  ello  una  visión  amplia  de  dicha  expresión,  que  en  la  sentencia
C-253  A de  2012  de  la  Corte  Constitucional,  citada  en  la  C-781101  de
ese  mismo  año,  fue  caracterizada  como ``una  relación  cercana  y
suficiente con  el  desarrollo del  conflicto armado'',  que  resulta
coherente   con   la   perspectiva   también   amplia   con   que   ha   sido
abordada  por esa  Corporación  el  concepto  de  conflicto  armado,  que
no  se   limita   desde  dicha   óptica   a   determinados  actores  que   han
intervenido  en  él,  o  a  las  confrontaciones  militares,  sino  al  conjunto
de  factores  complejos,   que  dan   cuenta   de  ese  fenómeno,   en   el
tiempo  y  en  las  circunstancias  concretas  del   devenir  histórico  de
nuestra  Nación.

En  efecto,  las  afectaciones  padecidas  por  la  comunidad  solicitante,

que  fueron  ob]-eto  de  estudio  en  precedencia,  guardan  relación  con
el  conflicto  armado.  Así  se  plantea  en  el  estudio  de  caracterización
de afectaciones y fue constatado  por la  Sala  en  precedencia.

La  misma  opositora,  PACIFIC  MINES  S.A.S,  así  lo  acepta,  refiriendo
incluso que se trata  de  hechos  notorios,  Io que vale en  especial  para
las afectaciones que conforman el segundo grupo,  relacionadas en el
estudio  de  caracterización  como ``Afectaciones  causadas  por  hechos
de conflicto armado" (7.1.1),  y  las atinentes a  factores subyacentes
(7.1.2).     En  cuanto  a   las  afectaciones  por  inseguridad  jurídica  del
título,  es de señalar que contrario a  lo que se arguye  por parte de  la
opositora    PACIFIC   MINES   S.A.S,   en   el   sentido   que   se   trataría
simplemente de  una  controversia  entre  la  comunidad  demandante y
esa   sociedad,   que   debería   ser  ventilada,   con   base   en   las   reglas

101   Corte   Constitucional.       Sentencia   C-781   de   2012.      M.P.    MARÍA
VICTORIA   CALLE   CORREA.
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contempladas  en   nuestra   legislación  civil,   por  parte  de  los  ].ueces
civiles  ordinarios, no  especializados  en   restitución  de  tierras,  es  lo
cierto   que  también   esa   clase  de   afectaciones  tuvieron   lugar  con
ocasión  de  las  infracciones  al  Derecho  lnternacional  Humanitario  o
de violaciones graves y  manifiestas a  las  Normas  lnternacionales de
Derechos  Humanos,  de  que  fue  víctima  la  comunidad  solicitante,  y
no  porque  la  sociedad  opositora  o  la  familia  DUSSÁN  ARROYO  o  sus
ancestros hubieran  participado en  los hechos de violencia que fueron
narrados,  de  lo cual  no emerge  prueba  alguna  como tampoco dudas
por parte de  la  Sala  que  la  obligue a  adentrarse en  el  análisis de ese
aspecto, sino porque en el escenario ya descrito fácil era y es que los
derechos   de   las   comunidades   pudieran   verse   amenazados,   en
especial  por  la  coexistencia  en  el  lugar  con  otros  títulos  que,  como
se   vio,   si    bien,   al    margen   de   la   disputa   que   existe   entre   la

plurimencionada   sociedad   y   descendientes   de   la   familia   DUSSÁN
ARROYO,  no  pueden  tenerse  como  documentos  que  gocen  de  una
continuidad,   que   los   conecte   de   manera   ininterrumpida   con   el
clamado     título     antiguo,     por     la     ruptura     que     representa     el

procedimiento administrativo de extinción de dominio, son  blandidos
por  la  parte  opositora  como  unos  de  me].or derecho  en  relación  con
la  adjudicación   hecha   mediante  Resolución  01131  de  mayo  23  de
2000,    emanada    del    INCORA,    a   favor   de    la    comunidad    negra
organizada  en  el  CONSEJO  COMUNITARIO  DE  LA  CUENCA  DEL  RIO
YURUMANGUÍ.

Dicho  ligamen  con  el  conflicto  armado  interno  se  desprende  no  sólo
de    la     histórica    faceta    de    abandono    y    marginalidad    de    las
comunidades  afrocolombianas,  que  se  acrecienta  en  la  medida  que
sube  de  punto  el  conflicto  armado  interno,  sino  de  la  cooptación  de
agentes  del  Estado  por  parte  de  elementos  asociados  al  conflicto,
pero    sobre    todo    de     los    hechos    de    violencia    generalizados,
perpetrados  por actores armados,  como el  caso de  la  masacre de  EI
Firmel02  Ilevada  a  cabo  por  paramilitares,  pero  también  la  histórica

presencia  de  la  guerrilla  de  las  FARC en  dicho sector,  en  especial  del
Frente 30.  En esa dirección, y como ya se puso de presente,  llama  la
atención  que  sólo  ahora,  con  ocasión  del  adelantamiento  de  esta
acción  restitutoria,  que en  términos de  la jurisprudencia  de  la  Corte,
tiene     un    fuerte    componente    constitucional,    se    haya     podido
determinar  que  la  Resolución  0727  de  1969  sí  había  sido  ob].eto  de
inscripción  ante  la  Oficina  de  Registro  de  lnstrumentos  Públicos  de
Buenaventura.

í°2  Según  lo  documenta  la  Unidad  en  la  demanda  y  en  el  anexo  elaborado  por  el

lnstituto  de  Estudios  lnterculturales  de  la  Pontificia  Universidad  Javeriana,  dicha
masacre tuvo  lugar en  el  año  2001.
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En  ese orden  de ideas es de resaltar que la  opositora afirma que ella
es   la    legítima    propietaria   de   los   bienes   de   la   Cuenca   del    Río
Yurumanguí.  De  esa  manera  no  sólo  se  opone  a  la  restitución  sino

que, si  hubiéramos de aceptar dicha teoría  del caso, tendríamos que
admitir  su   premisa   tácita:   que  el   reconocimiento  de   la   propiedad
colectiva  que  tuvo  lugar  con  el  advenimiento  de  la  Constitución  de
1991  es letra  muerta  y otro tanto  habría  que asumir en  relación  con
su desarrollo legal, cristalizado en  la  Ley 70 de  1993. Tampoco la  Ley
200    de    1936    tendría    ninguna    eficacia,    así    como    su    decreto
reglamentario y algo  similar ocurriría  con  la  Ley  135  de  1961.

Esa  es ].ustamente  la  perspectiva  que  se  venía  adoptando,  a  saber,
la     minimización     de     los     derechos     de     las     comunidades,     su
desconocimiento  de  facto,  proceso  revertido  por  la  Constitución  de
1991,  la  Ley  70  de  1993,  la  Ley  1448  de  2011  y el  Decreto 4635  de
2011.

10.  La  oposición  se  puede desplegar de tres  maneras,  como  lo  ha
señalado   la   jurisprudencia   constitucionalí°3:    i)   desvirtuándose   la
calidad   de  víctima   del   solicitante,   ii)   enderezándose   la   defensa   a
acreditar  su   propia   condición   de  víctima  de  despo].o  respecto  del
mismo  predio,  en  relación  con  el  cual  se  pide  la  restitución  y  iii)  la

que se edifica  sobre la  comprobación  de la existencia  de una  relación
].urídica  o  material  con  el  inmueble  que  ha  tenido  su  génesis  en  el
despliegue  de  un  comportamiento  animado  por  la  buena  fe  exenta
de  culpa.

A  su  vez,  se  ha  encargado  de  distinguir  entre  opositor  y  segundo
ocupante.   Así,   se   ha   indicado   que   el   concepto   de   opositor  hace
referencia  a  una  categoría  procesal  que fue diseñada  al  interior de  la
ley  de  reparación  a  las  víctimas  y  de  restitución  de  tierras,  al  paso

que    la    noción    de   segundo   ocupante   guarda    relación    con    una
población  que  debe  ser  tenida  en  cuenta  al   momento  de  diseñar
políticas,  normas  y  programas  de  restitución  de  tierras  en  el  marco
de   la   ].usticia   transicional,    precisándose   adicionalmente   que   los
segundos  ocupantes  son  las  personas  que,  por  diferentes  razones,
e].ercen    su    derecho    a    la    vivienda    en    los    predios    que    fueron
abandonados  o  despo].ados  a  las  víctimas  en  el  marco  del  conflicto
armado interno.

í°3   Corte   Constitucional.   Sentencia   C-330   de   2016.   M.P.:    María   Victoria   Calle

Correa.
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Para   la   época   de   la   adquisición   de   los  inmuebles  por  parte  de   la
sociedad   opositora,   vale   decir,   para   2011,   ya   existía   suficiente
ilustración  en  relación  con  la  protección  constitucional  y  legal  que  se
había  otorgado  a  las  tierras  de  las  comunidades  afrodescendientes,

pues  ya   se   había   expedido   la   Constitución   Política   de   1991,   que
contempló  dicha  protección  en  el  artículo  55  transitorio,  a  lo  cual  se
suma  la  expedición  y  publicación  de  la   Ley  70  de   1993.   Luego,  la
sociedad  debía  actuar  con  la  debida  diligencia  en  la  adquisición  de
dichos  terrenos,   es  decir,   hacer  las  averiguaciones   pertinentes  y
necesarias,   no   siendo   suficiente   su   manifestación   de   que   no   se
encontraban   registrados  los  actos,   lo  cual   no  resulta  cierto,   pues
como   lo   informó   la   señora    REGISTRADORA   DE   INSTRUMENTOS
PÚBLICOS   DE  BUENAVENTURA,   la   Resolución   0727  de   1969  sí  fue
inscrita  en  esa  oficina  el  11  de ].unio  del  mismo  año  1969.

En   consecuencia,   no   puede   decirse   que   se   hubiera   satisfecho   el
requisito de  la  buena  fe exenta  de culpa,  el  cual  es aquí aplicable en
virtud  de  lo   contemplado  en  el  artículo  88  de  la  Ley  1448  de  2011,

por remisión  expresa  del  artículo  122 del  Decreto 4635 de  2011.

Ahora  bien,  la  Corte  Constitucional  en  la  sentencia  C-330  de  2016,
estableció   una  flexibilización   del   estándar  de   buena  fe  exenta   de
culpa,  al  detectar  en  dicho  fallo  que  se  podría  estar  afectando  el
derecho  a  la  igualdad  de  aquellos  opositores  que  se  encontraran  en
situación  de  vulnerabilidad  respecto  del  acceso  a  la  tierra,  al  darles
el  mismo tratamiento que opositores que  no estarían  en  las  mismas
condiciones  o  que  podrían  tener relación  con  el  despojo,  de  manera
directa   o   indirecta,   o   que   podrían   haber  sacado   provecho   de   la
situación  de violencia.

Así,  estableció  que  en  aquellos  casos  de  segundos  ocupantes,  vale
decir,  de  personas  que  se  encontraren  en  el  predio y  que  derivasen
del  mismo sus derechos a  una vivienda digna o al  mínimo vital, y que
no tuvieran  relación  con  el  despo].o,  se  podría  morigerar la  exigencia
de  la  buena  fe  exenta  de  culpa  o  incluso  inaplicarla.

En  relación  con   PACIFIC  MINES  debe  decirse  que  dicha  conclusión
sobre su eventual vulnerabilidad no se desprende de manera objetiva
de  los  elementos  de juicio  obrantes  en  la  foliatura,  a  pesar  de  que
dicha  sociedad  opositora  ha  manifestado  ser  igualmente  víctima  del
conflicto  armado,  al  punto  que  no  habría  podido  explotar el  predio o

predios a ella aportados;  no obstante, como ya se puso de presente,
no  obra  en  el  expediente  siquiera   una  solicitud  dirigida  a  obtener
dicho   reconocimiento,   como   tampoco   aparece   que   se   encuentre
inscrita en el  RUV o en  alguna  otra  base de datos (RUPD  u  otra), que
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dé  cuenta  de  lo  por  ella  afirmado,  en  el  sentido  de  ser  víctima  o
alguno  de sus directivos.

Adicional  a  lo  que  venimos  diciendo,  no  puede  pasarse  por alto  que
las   afirmaciones   de   la   señora   OFELIA  ÁNGEL   DE   DUSSÁN,      que
describen    el    acuerdo    de    inversión    celebrado    entre    el    señor
LEOPOLDO  DUSSÁN  ARROYO,  LOURDES  BARBOSA  PATIÑO y OFELIA
ÁNGEL  DE  DUSSÁN,  que  actúan  en  su  calidad  de ``dueños ort.g;.na/es'',

por  un   lado,   y   los  señores  GUILLERMO  y  JUAN   JOSÉ   GUTIÉRREZ
RESTREPO,   como  ``inversionistas'',   por  el   otro,   suscrito   el   30   de
noviembre  de  2010,  como  un  hecho  constitutivo  de  los  delitos  de
estafa   y  falsedad   documental,   los  cuales  están   siendo  ob].eto  de
investigación, al  interior de  la  cual  se decretaron  medidas cautelares

por  parte  del  señor JUEZ  27  PENAL  MUNICIPAL CON  FUNCIONES  DE
CONTROL   DE   GARANTÍAS   DE   MEDELLÍN,   ponen   en   entredicho   la
buena  fe  subjetiva  de  la  sociedad  PACIFIC  MINES  S.A.S.,  en  cuanto
de  allí  podría  colegirse  que  los  tres  bienes  inmuebles,  identificados
con los folios de matrícula  inmobiliaria  números 372-00025052, 372-
00025053   y   372-00025054,    habrían    sido   adquiridos    por   dicha
sociedad  recurriendo a  actos contrarios a  la  ley  penal  colombiana.

Asimismo,   surge   elemento   material   probatorio,   a   saber,   examen
dactiloscópico  de  las  escrituras  públicas  072  y  073  del  17  de  enero
de   2011   de   la   NOTARÍA  CINCUENTA  Y   DOS   DE   BOGOTÁ,   ambas
suscritas  supuestamente  por el  señor  LEOPOLDO  DUSSÁN  ARROYO,
en   calidad   de   persona   natural   y  como   representante   legal   de   la
sociedad     AGROMINAS     DE     YURUMANGUÍ,     NAYA     y     CAJAMBRE
LIMITADA,  hoy S.A.S.,  que darían  cuenta  de  la  probable comisión  de
delito  contra  la  fe  pública,  en  la  medida  que  se  determinó  que  las
firmas allí impuestas eran  espurias,  EMP que  bien  puede  hacer valer
la   Fiscalía,   llegado   el   caso,   ante   el  ].uzgado   penal   del   circuito   de
conocimiento  de  la  ciudad  de  Bogotá,  en  el  evento  que  se  formule
resolución  de acusación.

Con  todo,  de  acuerdo  con  el  principio  de  presunción  de  inocencia,
mientras  que  la  sociedad  PACIFIC  MINES  S.A.S.,  o  mejor sus  socios
o  algunos  de  éstos,  como  es  el  caso  de  los  hermanos  GUILLERMO  y
JUAN   JOSÉ   GUTIÉRREZ   RESTREPO,   así  como   la   señora   LOURDES
BARBOSA   PATIÑO,   no   sean   condenados   a   través   de   sentencia
ejecutoriada,  debe  presumirse  su  inocencia,  y  a  ello  habremos  de
estarnos.

Ahora,  si  bien  la  buena  fe  subjetiva  se  presume,  Ia  buena  fe exenta
de  culpa  (u  ob].etiva)  debe  probarse,  Io  que  no  ha  sido  hecho  por  la
opositora,  encontrándose  en  su   lugar  el  surgimiento  de  elemento
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indiciario  que  se  opone   a   una   conclusión   semejante,   como  es   la
existencia  de  dicha  investigación  en  su  contra,  dentro  de  la  cual  por
lo  menos se han  adoptado medidas cautelares que, como ya se di].o,
no   fueron   estimadas   como   una   vía   de   hecho   por   la   ].urisdicción
constitucional,  por conducto del Tribunal  Superior del  Distrito Judicial
de  Medellín,  a  la  vez  que  se  tiene  conocimiento  de  la  producción  de
elemento  material  probatorio  indicativo  de  la  existencia  de  delito  y,
lo que es  más importante  para  este escenario  procesal,  la  inferencia
de que  la  opositora,  de  llegar a  comprobarse dicho  EMP,  no  adquirió
mediante aporte los bienes que en esos instrumentos públicos se dice
le fueron  transferidos.

1.   Una   de   las   definiciones   más   socorridas   de   la   pretensión   la
encontramos  en   el   maestro  Carnelutti,   para   quien   dicho   instituto
entraña  la  exigencia  de subordinación  de  un  interés ajeno al
propiol04, como aquí acontece en cuanto se pide a la jurisdicción que
el  interés  que  tiene  PACIFIC  MINES  S.A.S.   o  la  también  opositora
CLAUDIA   CONSUELO    DUSSÁN    ÁNGEL,    en    el    área    del    territorio
ad].udicado   al    CONSEJO   COMUNTARIO    DE    LA   CUENCA   DEL   RÍO
YURUMANGUÍ,  en  cuanto se superpone con  los predios denominados
SANTA MARÍA,  LA ESPERANZA y SAN  LUIS, ceda  o se subordine ante
los derechos territoriales de la comunidad afrocolombiana,  petición,
de naturaleza jurídica y que se encuentra debidamente fundadal05,
que ha de acogerse y no tanto porque el título de la comunidad tenga
carácter   prevalente   sino   porque   las   afectaciones   han   quedado
comprobadas,  como  habrá  de  declararse  en  la  parte  resolutiva  de
esta  sentencia,  pero además,  porque aun  partiendo del  estándar de
valoración de la  prueba atinente a  la  probabilidad  prevaleciente, y en
esa  medida sin tener en cuenta que el  proceso de restitución se guía
por un conjunto de normas probatorias especiales, en especial  la que
tiene  que  ver con  la  inversión  de  la  carga  de  la  prueba  a  favor de  la
víctimal°6,  de  conformidad  con  la  cual  ``bas£ará con /a prtjeba sumar/.a
de la afectación territorial en los términos señalados en el presente decreto,
la   cual   podrá   consistir  en   el   relato   del   solicitante   de   restitución,   para
trasladar la  carga  de  la  prueba  a  quienes se opongan a  la  restitución de  la
comuní.dad negra afec£ada'',  prescindencia  a  la  que  acudimos  sólo  de
manera  hipotética,  ha  quedado acreditado que el  único título que se
encuentra  vigente    es  la  Resolución  01131  de  mayo  23  de  2000,

104 Carnelutti,  Francesco.   Trattato dei  proceso civile.  Napoli:  Morano,1958.  pp.  35

yss.

1°5  Guasp,  Jaime.  La  pretensión  procesal.  Madrid:  Editorial  Civitas,1981,  p.  28.
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cuando     fue     expedida     por    el     INCORA,     el     cual     ostenta     las
características  de  inalienable,  imprescriptible  e  inembargable,  como

principio   rector  de   esta   clase   de   proceso,   título   que  tiene   como
antecedente   el   proceso   de   extinción   de   dominio   de   los   predios
denominados   YURUMANGUÍ,    NAYA,    CAJAMBRE   y    SAN    JUAN    DE
MICAY,  que se adelantó y concluyó con  observancia  de  los  principios
integradores  del  debido  proceso,  entre  ellos  el  de  publicidad,  como

quedó expuesto. Aunado a lo anterior, se tiene que la  parte opositora
no  acreditó  la  ausencia  de  validez  o  vigencia  del  título  que  ad]-udicó
el  territorio  colectivo  al   Consejo  demandante,  tampoco  atacó  y/o
controvirtió  de  manera  efectiva  su  legalidad  o  demostró  un  mejor
derecho   contenido   en   los  títulos   en   los   que   intenta   legitimar  su
vínculo  respecto  de  los  tres  predios,  en  lo  tocante  a  las  partes  y
cabida  de  los  mismos que se traslapa  con  el  territorio colectivo.

Por otra  parte,  en  lo  que  respecta  a  la  buena  fe  de  PACIFIC  MINES
S.A.S.,    es    menester    destacar    que    en    la    cláusula    quinta    del
documento   denominado   ``Acuerdo   de   entendimiento   y   opción   de
compra  preferencial  irrevocable'',  obrante  a  folio  151  del  cuaderno
No.  4,  y  celebrado  entre  LEOPOLDO  DUSSAN  ARROYO  y  la  sociedad
AGROMINAS  DE YURUMANGUÍ,  NAYA Y CAJAMBRE  S.A.S.,  en  calidad

de     vendedores,      y      GUILLERMO      GUTIÉRREZ      RESTREPO     Y/O
INVERSIONES  AFIN   S.S.,   sobre   los   inmuebles   denominados  ``San
María'', ``La  Esperanza'' y ``San  Luis'', se indica que los primeros darán
la  opción  preferencial  de  compra  a  los  segundos,  puntualizándose

que ``(...)  hasta  que estén  realizados todos los estudios de títulos de
los inmuebles prometidos en venta y descritos en la cláusula  primera
del  presente  documento.  Esto  incluye  la  validación  con  el  Ministerio
de Agricultura, el INCODER o cualquier otra entidad oficial que de un
reporte  oficial  del  estado    de  posesión  y  titulación  de  estas  tierras
í..J", posteriormente, en el séptimo párrafo de dicha cláusula se itera
que ``EI  PROMITENTE  COMPRADOR  ejerce  la  opción  de  compra  una
vez  estén  validados  todos  los  estudios  de  títulos  y  se  verifique  la
fítu/ací.ón de /as £Í.emas"J°7,   de  lo citado se colige que era  labor de la
parte   hacer  las  averiguaciones  y  exámenes  de   rigor  en   aras  de
establecer la  pureza  de  la  titulación  de  las tierras,  carga  que  no fue
cumplida  a  cabalidad,  elemento que da  cuenta  de  la falta  a  la  debida
diligencia  con  la  que  se  debió  obrar.

Con  fundamento  en  lo  razonado  en  los  acápites  precedentes,  habrá
de  denegarse  la  oposición  formulada  por  PACIFIC  MINES  S.A.S,  a  la
vez  que  se  accederá  a  la  pretensión  restitutoria  presentada  por  la
comunidad   solicitante,   para   lo   cual   se   reconocerán   los   daños   y
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afectaciones      padecidos      por     dicha      comunidad,      entre      ellas
afectaciones  al   ejercicio   pleno  de   los  derechos   sobre  el
territorio que  previamente  le fue ad].udicado,  particularmente en  lo
que  tiene  que  ver  con   la  amenaza  a  la  integridad  del  derecho  de
propiedad   comunal   por  la   coexistencia   de  otros  títulos,   como   los
ostentados  por la familia ARROYO 0  DUSSÁN  así como,  hoy por hoy,

por la  sociedad  opositora  PACIFIC  MINES  S.A.S.

Para  tal  efecto,  se  dispondrá:  i)  ordenar a  la  Oficina  de  Registro  de
lnstrumentos    Públicos    de    Buenaventura    la    cancelación    de    las
matrículas  inmobiliarias  372-0008311,  372-002552,  372-002553  y
372-002554,  en  cuanto  los terrenos a  que  las mismas se  refieren  se
traslapan   con   el   territorio   legalmente   adjudicado   a   la   comunidad
afrocolombiana  aquí solicitante,  y en  lo  pertinente.   En  efecto,  como
se  analizó  en  el  numeral  6.4  la  superposición  recae  sobre  los  tres

predios, si  bien es cierto es mayor en  relación con el  predio San  Luis,
sin   que   pueda   precisarse   el   área   traslapada   como   tampoco   los
linderos exactos,  ii)  decretar la  inexistencia  de  los  negocios jurídicos
ocurridos  a  partir del  primero  de  enero  de  1991  y  con  posterioridad
a  la titulación  colectiva  de  los territorios,  la cual  tuvo  lugar mediante
Resolución  No.  01131  del  23  de  mayo  de  2000,  de  acuerdo  con  lo

previsto  en  el  artículo  127,  inciso  1°  y  numeral  1  del  Decreto  -  Ley
4635 de 2011, que establece una  presunción de despojo respecto de
los    territorios    colectivos    inscritos    en    el     Registro    de    Tierras
Despojadas  y  Abandonadas  Forzosamente,  como  aquí  acontece,  en
que  el  territorio  fue  inscrito  en  dicho  Registro  mediante  Resolución
RZE  135 del  30 de ].unio de 2015í°8,  que apare].a  como consecuencia

jurídica   la   inexistencia   de   cualquier   acto   o   negocio   ].urídico   que
implique   una   transferencia   de   dominio,   constitución   de   derechos
reales  o  afectación  que  recaiga  en  forma  total  o  parcial  sobre  la

propiedad colectiva  de las comunidades negras,  que comprenderá el
negocio a que hace referencia la escritura pública 073 del  17 de enero
de 2011, otorgada en  la  Notaría Cincuenta y Dos de Bogotá, a través
de  la  cual  se  efectúo    un  aporte  del  1/32  por  parte  de  la  sociedad
AGROMINAS  DE  YURUMANGUÍ,  NAYA Y  CAJAMBRE  S.A.S.  a  PACIFIC
MINES S.A.S; asimismo, el vertido en  la escritura 072 del  17 de enero
de  2011,  de  la  misma  Notaría,  mediante  la  cual  se  realizó  un  aporte
de   las   32/33   del   predio   por  parte   del   señor   LEOPOLDO   DUSSAN
ARROYO a  PACIFIC  MINES  S.A.S;  iii)  de  manera  concatenada  con  las
órdenes a  que se  ha  hecho  referencia  anteriormente,  se ordenará  al
IGAC cancelar de sus  bases de datos  las fichas  prediales atinentes a
los  folios  312-0008311,   372-002552,   372-002553  y  372-002554,

que  corresponden  a  los  números  00-02-00-00-0010-0032-0-00-00-
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oooO,   00-02-00-00-0010-0030-0-00-00-0000'   00-02-00-00-0010-
0031-0-00-00-0000.

En su alegato de conclusión  la  UAEGRTD puso de presente que "sobre
el territorio de la Cuenca del Río Yurumanguí se sobrepone una de las zonas
de reserva forestal del  Ley 2 del  16 de diciembre  1959, específicamente la
Reserva  Forestal  del  Pacífico,  decretadas con  el objeto del  desarrollo de  la
economía forestal y  protección  de  los suelos,  las aguas y  la vida  silvestre,
según  la  clasificación  de  que  trata  el  Decreto  leg.islativo  número  2278  de
1953,,1

En   relación   con   el   referido  traslape,   en   la  ``EVALUACIÓN  TÉCNICA  Y
CONCEPTO PREVIO" emanado del INCORA, IGAC y MINISTERIO DEL MEDIO
AMBIENTE,   con   fecha   abril   7   de   2000,   que   obra   a   folios   47   a   49   del
cuaderno    LL,    se   .ind-icó    que   ``Revisado    el    plano    del    levantamiento
topográfico  con   número  de  archivo  N-630-230  se  encontraron  algunas
inconsistencias  en   la   toponimia   de   ríos  y  quebradas   las  cuales  fueron
corregidas.   Igualmente, se corrigió y precisó la descripc.ión de los linderos._
Por medio del sistema de información de la Comisión Técnica se descartó
la inclusión de las áreas inadjudicables en el terr-itorio colectivo en
especial  respecto  del  Parque  Nacional  Natural  Los  Farallones  de
Cali,  para  lo  cual  se  utilizó  el  plano  digital  del   mismo,  facilitado  por  la
Unidad  de  Parques del  Minister.io del  Medio Ambiente''.

Lo    indicado    en    dicho    documento    resulta    concordante    con    los
resultados dados a  conocer por el  traba].o  con].unto  elaborado  por la
URT y el  IGAC,  calendado el  30  de  marzo de  2017,  que obra  a  folios
del  337  a  350  del  cuaderno  1  A  del  Tribunal,  donde  se  precisa  que,
además de los linderos norte y sur, donde no existe conflicto alguno,
dada     la     presencia    y    correcta    delimitación    de    los    territorios
adjudicados  en   1998  y  2015  a   los  CONSEJOS  COMUNITARIOS  DE
LAS CUENCAS  DE  LOS  RÍOS CAJAMBRE Y NAYA,  y del  occidental,  que
corresponde   al    mar   Pacífico,   el   oriental,   que   equivocadamente
anuncjian como  occjidental "[...] está  determinado por la  línea  que define
el  Parque  Nacional  Natural  Farallones de  Cali,  constituido el  15  de julio  de
1968, dibujado con la cartografía oficial que suministra  Parques Nacion_ales
Naturales  como  autoridad  en  el  manejo  SINAP  sistema  nacional  de  áreas

profegí.das",   sin   que  se   haga   referencia   a  traslape  alguno;   por  el
contrario,   en   dicho   documento   la   UNIDAD   DE   RESTITUCIÓN   DE
TTER:RAS ``se  permite confirmar que  la  ubicación,  extensión y  linderos del
territorio    colectivo    del    Consejo    Comunitario    de    la    Cuenca    del    Rio
Yurumanguí,  corresponde  a  la  presentada  en  la  demanda judicial", _v  más
ade)ar\te se agrega que"la extensión geográfica consignada en el título se
puede      técnicamente      afirmar      que      corresponde      a      54.000      H_a
aproximadamente,   tal   como   se   encuentra   trascrito   en   el   catastro   del
municipio de  Buenaventura".
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Ahora   bien,   haciendo   notar  que   no  se  elevó   ninguna   pretensión,
excepción   u   oposición   en   relación   con   el   referido  traslape,   es  de
señalar que  acudiendo  a  un  ejercicio  de  ponderación  entre  los  fines

previstos  en  el  literal  d)  del  numeral  3)  del  artículo  38  del  Decreto
133  de   1976,  que  contempla   la  facultad  del   Estado,  a  través  del
INCORA,  para  sustraer  las  áreas  que  se  estimen  necesarias  para  la
adecuada  protección  de  los  recursos  naturales  renovables,  por  un
lado;   y,   por  el   otro,   atendiendo   al   ejercicio   efectivo  del   derecho
colectivo  sobre  el  territorio  de  la  comunidad  aquí solicitante,  al  cual
subyace el  principio enunciado en  el  artículo 40  del  Decreto 4635  de
20LL,   sobre   "El   carácter   constitucional   inalienable,   imprescriptible   e
Í.nembargab/e" de  las tierras de  las comunidades  negras,  el  cual  sirve
de  elemento  proyector de  todo  el  proceso  de  restitución  colectiva  e
individual  de  dichos  territorios,  se  puede  concluir que  no  le  es  dable
al  ].uez  de  restitución  de  tierras,  bien  se  trate  del  unipersonal  o  del
colegiado,     desconocer     los     derechos     territoriales     previamente
reconocidos  a  la  comunidad,  en  este  caso  a  través  de  la  Resolución
No.  01131  de  mayo  23  de  2000  expedida  por  el  entonces  INCORA,
entre otras cosas porque no puede tomar decisiones en contravía de
nuestro     ordenamiento,      del      cual      forma      parte     el      principio
anteriormente   mencionado,   mismo   que   está   llamado   a   guiar   u
orientar todo el  trámite  procesal,  incluido  por supuesto  la  sentencia,
debiendo   precisarse  en   su   lugar  que,   como   lo   puso  de   presente
nuestra  colaboradora  del  Ministerio  Público,  "no  se  puede  perder de
vista   que   la   titulación   colectiva   se   erige   en   estrategia   para   de   (sic)
conservación   y   aprovechamiento   sostenible   de   los   valiosos   recursos
naturales existentes en  la  Cuenca  del  Paci'fico", lo  cual  da  cuenta  de la
compatibilidad existente entre la protección de los recursos naturales
renovables y el  reconocimiento de la diversidad étnica y cultural, que

pregona   la  Constitución   Política  en  su  artículo  7°  y  una  de  cuyas
manifestaciones    concretas    es    la    ad].udicación    del    territorio    al
CONSEJO   COMUNITARIO   DE   LA   CUENCA   DEL   RÍO   YURUMANGUÍ
mediante  el  acto  administrativo  antes  mencionado,  que  goza  de  la
respectiva  presunción  de  legalidad,  la  cual  no  ha  sido  desvirtuada,

por  lo  que  aun  para  el  caso  que  en  realidad  existiera  el  hipotético
traslape,  que  se  dice  una  vez  más  no  cuenta  con  apoyo  probatorio
en  el  expediente,   entre  el  territorio  de  la  comunidad  solicitante y  la
Reserva  Forestal  del  Pacífico,  Ios  miembros  de  la  comunidad  y  sus
autoridades    habrán    de    observar   con    mayor   celo    las    normas
orientadas a  la  protección de los recursos naturales renovables en  la
fran].a  de terreno ob].eto del  mencionado traslape.

En  lo  tocante  al  conflicto jurídico  suscitado  entre  las  dos  partes  del

polo pasivo,  esto es,  CLAUDIA CONSUELO  DUSSAN ÁNGEL y PACIFIC
MINES   S.A.S.,  se  debe  indicar  que  dicho  litigio   no   hace   parte  del

Referencia : 76-111-31-21-001-2015-00053-00
Solicitante:  CONSEJO COMUNITARIO  DE  LA CUENCA DEL RíO YURUMANGUÍ

Opositor:  PACIFIC  MINES S.A.

Magístrado: Carlos Alberto Tróchez Rosales

®



Úf?

®

127

cometido  el  asunto  objeto  de  estudio,   por  lo  cual,   hoy  a   lugar  a
dirimirlo,  desatarlo o  resolverlo de fondo en  el  presente  proceso.

2.  En  lo tocante  con  la  pretensión  enarbolada  para  que se  ordene  a
las oficinas de  registro de  instrumentos  públicos,  la  inscripción  de  la
Resolución  No.  00727  de  enero  20  de  1969  proferida  por  el  otrora
INCORA,  habrá de denegarse ba].o la consideración de que dicho acto
administrativo     fue     efectivamente      inscrito     en      la      ORIP     de
Buenaventura  desde el  11  de ].unio de ese mismo año, tal  como está
documentado   a   folios   294   a   301   del   cuaderno   1   del   Tribunal.
Tampoco  se  accederá  a  lo  deprecado  respecto  de  la  cancelación  de
los folios  de  matrícula  372-0008-311,  372-0025.052,  372-0025.053

y  372-0025.054,  en  cuanto  su  superposición  con  territorio  colectivo
es parcial,  habida cuenta  lo anterior, se ordenará anotar la sentencia
en  dichos certificados de tradición,  y en  lo  pertinente.

3.  Se  decretará  la  inexistencia  de  los  negocios ].urídicos  ocurridos  a

partir del primero de enero de 1991 que recayeron sobre todo o parte
del  territorio  ad].udicado  al   Consejo  reclamante,  según   Resolución
01131   de  mayo   23  de  2000,   en   lo  que   respecta   al   área   que  se
contrapone    con     la    cabida    superficiaria    de    54776    hectáreas,
efectivamente   restituida,   y   que,   por  lo  tanto,   son   inoponibles  al
CONSEJO   COMUNITARIO   DE   LA   CUENCA   DEL   RÍO   YURUMANGUÍ;

siendo estos  los contenidos en  la  escritura  pública  No.  073  del  17 de
enero   de   2011,   otorgada   en   la   NOTARÍA  CINCUENTA  Y  DOS   DEL
CÍRCULO  DE  BOGOTÁ,  a  través de  la  cual  se  efectuó  aporte  de  1/32

por   parte   de   la   sociedad   AGROMINAS   DE   YURUMANGUÍ,   NAYA  Y
CAJAMBRE  S.A.S.  a  PACIFIC  MINES  S.A.S.  y  en  la  escritura  No.  072
de  la  misma  fecha  y  Notaría,  mediante  la  cual  se  realizó  un  aporte
de   la   32/33   del   predio   por   parte   del   señor   LEOPOLDO   DUSSAN
ARROYO  a  PACIFIC  MINES  S.A.S;  mismos  que  son  inoponibles  a  la

parte solicitante.

4.  Respecto de  lo solicitado en el sentido que se ordene al  INCODER,
hoy    AGENCIA    NACIONAL    DE    TIERRAS,    que    inicie    los    trámites
administrativos correspondientes para que se decrete la extinción del
derecho   de   dominio   de   los   predios   que   se   mencionan   como   de
propiedad  de  los  señores JOSÉ  MANUEL  RODRÍGUEZ Y CÁRDENAS  o
sus   herederos,   no   hay   lugar   a   acceder   a   lo   así   pedido   habida
consideración  que  este  proceso  es  declarativo,  en  lo  atinente  a  las
afectaciones  territoriales,  y  restitutivo  de  los  derechos  territoriales,
más       no      constitutivo,       todo       ello      sin       perjuicio       de       que
administrativamente    se    persiga    lo    así    solicitado    (extinción    de
dominio)  ante  la  autoridad  competente.
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5.  En  cuanto  a  la  petición  de  cancelación  en  las  bases  de  datos  de
las  fichas  prediales  correspondientes  a  los  inmuebles  identificados
con  los folios de  matrícula  inmobiliaria  números 372-0008-311,  372-
0025.052,   372-0025.053  y  372-0025.054  con   cédulas  catastrales
00-02-00-0010-0032-0-00-00-0000,        00-02-0010-0030-0-00-00-
0000  y  00-02-00-0010-0031-0-00-00-000,  que  reflejan  el  traslape,
no se  accederá  a  ella  y,  sin  embargo,  se  librará  orden  al  INSTITUTO
GEOGRÁFICO AGUISTÍN  CODAZzl  en  el  sentido de que  proceda  a  la
a  realizar la actualización de sus bases de datos en  lo que respecta a
las cédulas catastrales antes  referidas,  para  lo cual  indicará  la  nueva
cabida  de  las  mismas,  una  vez  sea  descontada  el  área  restituida,
teniendo  como   insumo   para  tal   labor  el   informe   resultante  de   la
diligencia    con].unta    a    realizarse   con   el    concurso   de   la    UNIDAD
ADMINISTRATIVA    ESPECIAL    DE    GESTIÓN    DE    RESTITUCIÓN    DE
TIERRAS  y  la  AGENCIA  NACIONAL  DE TIERRAS.

6.  En  la  pretensión  sexta  de  la  demanda    se  pide  ordenar  al  IGAC
correg-ir  los  errores  cartográF.icos  v  "establezcan   los  límites  de  la
cuenca de conformidad con la Resolución 01131 de 2000 del INCORA
hoy  INCODER,  el  mapa  oficial  que  reporta  en  sus  bases  de  datos
número     predial     76-10-90-0030-0000030000080000000".           A:J
respecto,   se  dispondrá:   a)   ORDENAR  al   INSTITUTO   GEOGRÁFICO
AGUSTÍN    CODAZZI    -    IGAC    -,    a    la    UNIDAD   ADMINISTRATIVA
ESPECIAL  DE  GESTIÓN  DE  RESTITUCIÓN  DE TIERRAS  DESPOJADAS

y  a  la  AGENCIA  NACIONAL  DE  TIERRAS  que  de  manera  conjunta,  y
con   el   apoyo   de   la   fuerza   pública   y   el   acompañamiento   de   la
comunidad   del   CONSEJO   COMUNITARIO   DE   LA   CUENCA   DEL   RÍO
YURUMANGUÍ,  procedan  a  realizar  proceso  de  individualización  del
territorio  colectivo   restituido,   basándose  en  el   plano  adjunto  a   la
Resolución   No.    1131   del   23   de   mayo   de   2000   expedida   por   el
INCORA,       hoy ANT,  a  efectos  de  definir  los  puntos,  coordenadas  y
ratificar  la  cabida  del  territorio  de  marras,  siendo  consecuente  que,
además,  se  proceda  a  efectuar  la  corrección  de  la  Resolución  01131
de   mayo  23   de  2000,   a   partir  del   reconocido  error  de  digitación
consistente  en  trasponer  la  coordenada ``X" por la  ``Y" y  la ``Y" por la
``X'',  tal  como  lo  indicara  el  IGAC;  y  b)  que de  manera  consecuencial,

el INSTITUTO GEOGRÁFICO AGUSTÍN CODAZzl haga las anotaciones

y  ajustes  catastrales  pertinentes  y  proceda  a  redibu].ar el  mapa  del
territorio  restituido,  para  cuyo  efecto  expedirá  acto  administrativo
que deberá ser allegado a esta Sala en el término de un  mes contado
a  partir de  la  fecha  en  la  que  la ANT le comunique el  acatamiento de
la  orden  a  su  cargo.

Adicionalmente,  de  conformidad  con  lo  previsto  en  el  artículo  98  del
Decreto   -   Ley  4635   de   2011,   el   IGAC   procederá   a   actualizar  su
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sistema  de  registro  y  a  incluir en  el  mapa  oficial  del  país,  si  aún  no
lo ha  hecho, el territorio de propiedad colectiva ob].eto de restitución.

7.   En   atención   a   lo   deprecado   en   la   pretensión   décima   de   la
demanda,    se    ordenará    a     la     UNIDAD    PARA    LA    ATENCIÓN    Y
REPARACIÓN  INTEGRAL A  LAS VÍCTIMAS  la  implementación  del  Plan
lntegral   de   Reparación   Colectiva   -   PIRC  -  diseñado  y  elaborado
mediante  consulta  previa  y  consulta  con  la  comunidad  (Ia  fase  de

preconsulta   ya   fue   agotada),   conse].o   comunitario   y   autoridades
propias,  que  comprenda  las  medidas  necesarias  para  garantizar  la
reparación  integral  de  la  comunidad  afrocolombiana  aglutinada  en  el
CONSEJO COMUNITARIO  DE  LA CUENCA DEL RÍO YURUMANGUI,  que
refleje  la  visión  étnica  y  cultural  de  dicha  comunidad  (artículo  75  del
D.  4635  de  2011),  y se  le  dé  la  condigna  priorización.

En   dicho   plan,   y   sin   perjuicio   de   la   autonomía   reconocida   a   la
comunidad   involucrada,   se  deben   tener  en   cuenta   los   siguientes
aspectos:

a)  Las    particularidades    culturales   y   territoriales   del    Conse].o
Comunitario.

b)  La  caracterización  de que trata  el  artículo  105  ibídem  y que en
este  caso  fue  anexada  a  la  demanda  y  obra  como  medio  de
prueba.

c)   La  identificación  de  las  autoridades  propias  de  la  comunidad
afrodescendiente  restituida.

d)  Las  medidas de  reparación  integral  colectiva.
e)  La    asignación    de    recursos   y   responsables   del    mane].o   y

e].ecución  de  los  mismos.
f)   Los   tiempos   de   ejecución   de   las   medidas   de   reparación

colectiva .

g)  Los  mecanismos  e  indicadores  de  seguimiento,   monitoreo  y
evaluación.

8.  Por  lo  demás,  habrá  de  ordenarse  al  MINISTERIO  DEL  INTERIOR
dar  prioridad  a  la  consulta   previa  para  la  implementación  del   Plan
lntegral  de  Reparación  Colectiva  -  PIRC  -,  el  cual  debe  contener
todas   las   medidas   de   reparación   a   que   se   refiere  el   Capítulo   11,
"Medidas   de   Reparación   incluidas   en   el   PIRC"   dd  T'r+uJo   N   "PLAN

INTEGRAL  DE  REPARACIÓN  COLECTIVA  A  COMUNIDADES"   deJ  Decreto
4635  de  2011,  que  no  podrán   restarle  eficacia   más  sí  me].orar  o
aumentar las  medidas  de  reparación  adoptadas  en  esta  sentencia  a
favor de  los  miembros de  la  comunidad  del  CONSEJO  COMUNITARIO
DE    LA    CUENCA    DEL    RÍO    YURUMANGUÍ,    para    cuyo    efecto    se

Referencia : 76-111-31-21-001-2015-00053-00
Solicitante:  CONSEJO COMUNITARIO  DE  LA CUENCA DEL RÍO YURUMANGui

Opositor:  PACIFIC  MINES  S.A.

Magístrado: Carlos Alberto Tróchez Rosales



130

concederá  el  término  de  un  mes  contado  a  partir  del  recibo  de  la
comunicación  de  la  presente  providencia.

9.  Se ordenará al  MINISTERIO  DE ViviENDA, CiuDAD V TERRITORio
dar  prioridad  al  acceso  preferente  al  programa  de  subsidio  familiar
de  vivienda  afectada  por  despo].o,  abandono,  pérdida  o  menoscabo
en  comunidades,  lo  anterior  en  el  marco  de  la  implementación  del
PIRC.

10.  En concordancia con  lo pedido por el  polo activo en su  pretensión
séptima,     se    ordenará     a     la     UNIDAD     PARA     LA    ATENCIÓN    Y
REPARACIÓN     INTEGRAL    A    LAS    VÍCTIMAS    dar    prioridad    a     la
construcción   e   implementación   del   PIRC   relativo   a   la   comunidad
afrocolombiana   organizada   en   el   CONSEJO   COMUNITARIO   DE   LA
CUENCA  DEL  RÍO  YURUMANGUI,  teniendo  en  cuenta  para  ello  la  pre
consulta  realizada  y  los  resultados  de  la  consulta  previa  que  habrá
de tener lugar dentro del  mes siguiente al  proferimiento del fallo y la
comunicación  del  mismo,  así,  Ia  Propuesta  Autónoma  de  Reparación
Colectiva  de  Comunidades  Negras  de  Buenaventura,  construida  por
el  Proceso  de  Comunidades  Negras,  del  que  forma  parte  el  Conse].o
Comunitario  Solicitante.

11.  Se  librará  orden  a  la  ALCALDÍA  DISTRITAL  DE  BUENAVENTURA,
a   la   GOBERNACIÓN   DEL  VALLE   DEL  CAUCA  y  al   MINISTERIO   DEL
INTERIOR  para  que  adopten  e  implementen  un  plan  de  retorno  en
favor  de  los  miembros  del  CONSEJO  COMUNITARIO  DE  LA  CUENCA
DEL RÍO YURUMANGul que  por razones del  conflicto armado interno,
como   da   cuenta   de   ello   el   informe   de   caracterización   y   ha   sido
avalado en  esta  decisión judicial,  se vieron  precisados a  desplazarse
fuera  del  territorio,  en  especial  a  Buenaventura.

Por  lo  demás,  en  cuanto  al  pedimento  décimo  segundo,  consistente
en    ordenar    a    la    UNIDAD    PARA    LA   ATENCIÓN    Y    REPARACIÓN
INTEGRAL A  LAS  VÍCTIMAS  que  lleve  a  cabo  el  ``prograrr]a  de re£omo

para  la  población desplazada que quiere retornar al Consejo Comunitario" ,
se  accederá  a  ello,  puntualizando  que  aquel  mandato  está  ligado  al
aludido en el  párrafo precedente y,  de conformidad a  lo estatuido en
el   artículo   71   del   Decreto  4635   de  2011,   recaerá   con].untamente
tanto   en   la   entidad   ya   mencionada   como   en   la   UAEGRTD   y   el
MINISTERIO  DEL INTERIOR, a través de  la  DIRECCIÓN  DE ASUNTOS
DE    COMUNIDADES     NEGRAS,    AFROCOLOMBIANAS,     RAIZALES    Y

PALENQUERAS,   con   el   concurso   de   las   autoridades   propias  y   los
representantes del  CONSEJO COMUNITARIO  DE  LA CUENCA DEL RÍO
YURUMANGUÍ.
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12.  Se  compulsarán  copias  a  la  FISCALÍA  GENERAL  DE  LA  NACIÓN,
a  efectos  de  que  proceda,  si  aún  no  lo  ha  hecho,  a  investigar  las
conductas que se puedan adecuar o calificar como punibles, ocurridas
en    el    territorio    del    Consejo    Comunitario,    que    pudieron    ser

perpetradas  por agentes del  Estado,  conforme a  lo deprecado  por la
parte  demandante  en  la  pretensión  décimo  cuarta,  o  por  cualquier
otro actor armado.

®

®

13.    Se    ordenará    a     la     UNIDAD     NACIONAL    DE     PROTECCION,
atendiendo  la  pretensión  décimo quinta de la demanda,  llevar a cabo
los trámites de estudio de riesgo de los representantes y autoridades
propias de  las comunidades,  a  saber:  Junta  del  Consejo Comunitario
de  la  Cuenca  del  Río  Yurumanguí  y  la  Asociación  de  Pueblos  Unidos

por   el    Río   Yurumanguí   (APONURY),    y    brindar   las    medidas    de
seguridad  que sean  necesarias.

14.  Se  proferirá  orden  a  cargo  de  la  COMISIÓN  INTERSECTORIAL
NACIONAL   PARA   LA   ACCIÓN   CONTRA   MINAS   ANTIPERSONAL,   a
efectos   de   que   dé   prioridad   al   territorio   de   la   Cuenca   del   Río
Yurumanguí  para   realizar  el  desminado  humanitario  tal  y  como  lo
consagra  la  ley,  previa  consulta  a  la  comunidad  para  evitar  un  daño
mayor al  que tal  situación  pueda  generar.

15.     Se     ordenará     a     las     autoridades     propias     del     CONSEJO
COMUNITARIO  DE  LA CUENCA  DEL  RÍO YURUMANGUÍ,  y  en  general,
a   todos   los   miembros  de  dicha   comunidad,   adoptar  las   medidas
pertinentes  para  que en  la  zona  de traslape del  territorio  ad].udicado
al   Consejo   Comunitario   con   la   Reserva   Forestal   del   Pacífico   se
observen  con  mayor  celo  las  medidas  de  protección  a  los  recursos
naturales   renovables,   conforme   a   los   argumentos   vertidos   en   el
inciso final  del  numeral  1  del  presente  acápite.

16. Como medida de satisfacción, tendiente a  restablecer la dignidad
de  la  víctima  comunitaria  y  difundir  la  verdad  sobre  lo  sucedido,  se
ordenará  al  Centro  Nacional  de  Memoria  integrar en su  archivo copia
de   la   presente   sentencia,   asimismo,   que   documente   de   manera
diferencial,  más allá  de  las fuentes  recabadas en  este  proceso,  y  de
la    verdad    ].udicial    expuesta     en    esta    sentencia,     los    hechos,
afectaciones y presiones históricas que generaron  la  situación  actual
de       vulnerabilidad,        discriminación,        abandono,        despojo       y
confinamiento    padecida    por   el    CONSEJO    COMUNITARIO    DE    LA
CUENCA  DEL  RÍO  YURUMANGUÍ.

17.   En   atención   a   la   pretensión   décimo  octava,   y   por  ser  dable
acceder  a   la   misma,   se  ordenará   a   la   UNIDAD  ADMINISTRATIVA
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ESPECIAL  DE  GESTIÓN  DE  RESTITUCIÓN  DE TIERRAS  DESPOJADAS

y   la  UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL PARA LA CONSOLIDACIÓN
TERRITORIAL,        coordinar       la        concertación,       financiación       y
acompañamiento  de  planes  de  enfoque  diferencial  orientados  a  la
sustitución  de  cultivos  ilícitos,  la  mitigación  de  sus  efectos  a  través
de  estrategias  de  seguridad  alimentaria  y  el  fomento  de  iniciativas
productivas   en   beneficio   de   la   comunidad   Yurumanguireña   y   su
territorio   colectivo;   para   efectos   del   acatamiento   de   la   presente
decisión  se otorgará  un término de tres  (3)  meses.

18.   Habida   cuenta   de   la   necesidad   de   generar  alternativas   que
propicien mejores condiciones de vida  para la  población del CONSEJO
COMUNITARIO  DE  LA  CUENCA  DEL  RÍO  YURUMANGUÍ,  se  ordenará
a   la   UAEGRTD,  en   asocio  con   el   MINISTERIO   DE  AGRICULTURA  Y
DESARROLLO    RURAL    y,    de    ser    del    caso,    con     la    ANT    y    el
DEPARTAMENTO PARA LA PROSPERIDAD SOCIAL -DPS -, el estudio,
financiación       e       implementación       de       proyectos       productivos
agropecuarios  que  beneficien  a  la  comunidad  restituida,  atendiendo
a  sus  costumbres  y  tradiciones  culturales  y  ancestrales,   mandato
para cuyo cumplimiento se otorgará  un término de tres (3)  meses.

19.  OTRAS  MEDIDAS A ADOPTAR:

En  punto  a  las  demás  medidas  a  tomar,  se tendrá  en  cuenta  que,  a
pesar de  no  haber sido solicitadas  por el  polo activo de la  acción  civil
transicional   de   restitución,   Ia   finalidad   de   brindar  una   reparación
integral   con   garantías   de   no   repetición   faculta   al   Juez,   bien   sea
unipersonal o colegiado,  para adoptar "/as órdenes que sear7 necesart.as
para   garantizar   la   efectividad   de   la   restitución   jurídica   y   material   del
territorio y  la  estabilidad  en  el ejercicio y goce efect.ivo de  los derechos de
las   víctimas   pertenecientes   a   ias   comunidades'^°9,   br.indándose   las
siguientes:

a)  Se dispondrá ordenar a  la UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL
DE   GESTIÓN   DE   RESTITUCIÓN   DE   TIERRAS   -   DIRECCIÓN
TERRITORIAL VALLE  DEL CAUCA,  que  en  el  término  de  quince

(15)    días,    contados    a    partir   de    la    notificación    de    esta
providencia,   realice  entrega  simbólica   del  territorio  colectivo
del     CONSEJO     COMUNITARIO     DE     LA     CUENCA     DEL     RÍO
YURUMANGUÍ.

b)  Se    ordenará    a     la     PROCURADURÍA    DELEGADA    PARA    LA
RESTITUCIÓN    DE   TIERRAS    adscrita    a    esta    Sala    y    a    la

109  Decreto  -Ley 4635  de  2011,  artículo  130,  literal  k).
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DEFENSORÍA  DEL  PUEBLO  REGIONAL VALLE  DEL  CAUCA,  que

apoyen,    acompañen    y    vigilen    el    pleno    cumplimiento    del

presente fallo,  con  el  fin  de  garantizar de  manera  efectiva  los
derechos  aquí  protegidos y  las órdenes adoptadas.  Requerir a
los  responsables,  por la  demora  que en  el  cumplimiento de  las
mismas  se  presenten,  usando  si  fuere  del  caso  sus  poderes
disciplinarios.

c)   Se    librará    orden    a    cargo    del    SERVICIO    NACIONAL    DE
APRENDIZAJE   -   SENA   -,   para   que   implemente   los   cursos
técnicos    de    formación     de    producción    agropecuaria,     en
coordinación   con   las   autoridades   del   Consejo   Comunitario:

para   efectos  del   cumplimiento  de  esta   determinación   se   le
otorgará  un término de tres (3)  meses.

d)  Para  la  protección de las actividades de subsistencia  propias de
la   cultura   de   la   comunidad  solicitante,  se  dispondrá   que  se

proceda  a  formalizar  las  prácticas  de  minería  tradicional  que
realicen   los   miembros   de   la   comunidad   Yurumanguireña   al
interior  del  territorio  colectivo;   que   la   solicitud   o  solicitudes

propuestas  de  concesión  minera  que  en  el  momento  se  estén
tramitando     o     se     lleguen     a     tramitar,     se     sometan     al
procedimiento  de  consulta  previa  y  que  se  adopten  medidas
efectivas tendientes  a  evitar  la  práctica  de  la  minería  ilegal  en
el  territorio  colectivo,  para  efectos  de  lo  cual  se  oficiará  a  la
POLICÍA        NACIONAL,        EJÉRCITO        NACIONAL,        ARMADA
NACIONAL, ALCALDÍA  DE  BUENAVENTURA,  para  que  prohíba  e
impida  el  ingreso  y  embarque  de  máquinas  retroexcavadoras,
dragas     y     planchones     al     territorio     de      la      comunidad
Yurumanguireña,  entre  otras  medidas  encaminadas  al  mismo
fin'

e)  Respecto  de  las  escrituras  públicas  que  no  guardan  relación
con el  bien de que se trata, esto es, el ad].udicado por el otrora
INCODER al  CONSEJO  COMUNITARIO  DE  LA  CUENCA  DEL  RÍO
YURUMANGUÍ,  y  a   pesar  de  que,  en   principio,  dichos  bienes
estarían  sometidos  a  la  misma  consecuencia  jurídica  que  se
desprende  de  la  expedición  de  la  Resolución  0767,  aprobada
por  la  002,  ambas  de   1969,  no  se  emitirá   pronunciamiento
alguno,  por  no  hacerse  necesario  o  por  desbordar  los  límites
territoriales del  área  descrita  en  la  Resolución  01131  de  2000.

f)   Adicionalmente,   se   ordenará   a   la   DIRECCION   TERRITORIAL
VALLE      DEL     CAUCA     Y     EJE      CAFETERO     de      la      UNIDAD
ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTIÓN  DE  RESTITUCIÓN  DE
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TIERRAS   DESPOJADAS   que,   a   efectos   de   determinar  en   la
etapa    post   fallo   las   medidas   de   reparación   con   enfoque
diferencial  a  implementarse,  y  en  virtud  de  lo  estatuido  en  el
artículo    119   del    Decreto   4635   de   2011,    realice   el   censo
actualizado    de    las    personas    que    conforman    el    CONSEJO
COMUNITARIO     DE     LA     CUENCA     DEL     RÍO     YURUMANGUI,
indicando  no  solo  el  número  de  individuos  que  lo  componen,
sino  además  discriminándolas  por su  género y edad;  para  ello
indicará, de igual  manera,  cuántas personas son  niños y niñas,
adultos    mayores,    mujeres   y    hombres   y   su    composición
fami1iar.

g)  Finalmente,  se dispondrá  el  monitoreo del  cumplimiento de  las
órdenes aquí emanadas,  tendientes al  restablecimiento de  los
derechos colectivos e individuales del  CONSEJO COMUNITARIO
DE  LA CUENCA DEL RÍO YURUMANGUÍ,  para  efectos de  lo cual,
en  la  etapa  post fallo se harán  los requerimientos de rigor,  una
vez  transcurrido  el  lapso  para  que  cada  una  de  las  entidades
involucradas informen  lo de su cargo y competencias.

Con  apoyo  en  lo  expuesto,  el  Tribunal  Superior  del  Distrito  Judicial
de  Cali,  en  Sala  Civil  Especializada  en  Restitución  y  Formalización  de
Tierras,   administrando  justicia   en   nombre   de   la   República   y   por
autoridad  de  la  ley,

PRIMERO=  RECONOCER la  calidad  de  víctima  del  conflicto  armado
interno,   como   sujeto  colectivo,   a   la   comunidad   organizada   en   el
CONSEJO   COMUNITARIO   DE   LA   CUENCA   DEL   RÍO   YURUMANGUÍ,

conformada  por  las  personas  que  hacen  parte  del  mismo  y  habitan
las  veredas  situadas  en  la  zona  baja,  EI  Encanto  (42  familias,  146
habitantes),   EI   Firme   (0   familias   y   habitantes),   EI   Barranco   (24
familias,   124  habitantes),   Primavera   (16  familias,  87   habitantes),
Veneral  (65  familias,  260  habitantes);  en  la  zona  media,  EI  Papayo

(21    familias,    100    habitantes),    San   Jerónimo    (20   familias,    105
habitantes),  San  Miguel  (20  familias,  103  habitantes),  San  Antonio

(110     familias,     604     habitantes),     EI     Águila     (41     familias,     104
habitantes);  en  la  zona  alta,  San  José  (78 familias,  355  habitantes),
San Antoñito (41 familia,135 habitantes) y Juntas (276 familias, 745
habitantes),  para  un total  de  2869  habitantes.
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SEGUNDO:  RECONOCER Y  PROTEGER  el  derecho  fundamental  a
la     restitución     de    tierras,    jurídica     y     material,     del     CONSEJO
COMUNITARIO  DE  LA  CUENCA  DEL  RÍO  YURUMANGUÍ  respecto  del
territorio  colectivo  objeto  del   presente  asunto,   que  se  encuentra
plenamente  identificado  en  individualizado  en  la  parte  considerativa
de  esta  providencia,  teniendo  en  cuenta  el  plano  del  levantamiento
topográfico  del  terreno  contenido  en  la  Resolución  No.1131  del  23
de  mayo  de  2000  expedida   por  el  extinto  INCORA,   hoy  AGENCIA
NACIONAL DE TIERRAS, según el  mapa  -polígono anexo a  la  misma.

®

TERCERO=   Como  consecuencia   de   la   anterior  declaración   y   para
efectos de tomar las medidas de protección y restablecimiento de los
derechos de  la  comunidad  organizada  en  el  CONSEJO COMUNITARIO
DE  LA  CUENCA  DEL  RÍO  YURUMANGUÍ,  se  dispone:

A. Anotar la  presente sentencia en  los folios de matrícula  inmobiliaria
372-0008311,  372-002552,  372-002553  y  372-002554,  en  cuanto
los terrenos a que las mismas se refieren se traslapan con el territorio
legalmente    ad].udicado    a    la    comunidad    afrocolombiana    y    aquí
beneficiaria  de  restitución.

8.  Decretar la  inexistencia de los negocios ].urídicos ocurridos a  partir
del   primero  de  enero  de   1991   y  con   posterioridad  a   la  titulación
colectiva  del  territorio,  en  lo que  respecta  al  área que se contrapone
con    la   cabida   superficiaria   de   54776   hectáreas,   efectivamente
restituida,    y    que,    por    lo    tanto,    son    inoponibles    al    CONSEJO
COMUNITARIO  DE  LA  CUENCA  DEL  RÍO  YURUMANGUÍ,  así:

El  contenido en  la  Escritura  Pública  No.  073 del  17 de enero de  2011,
otorgada   en   la   Notaría   Cincuenta  y   Dos  del   Círculo  de   Bogotá,   a
través del cual se efectuó un aporte del  1/32 por parte de la sociedad
AGROMINAS  DE YURUMANGUÍ,  NAYA Y  CAJAMBRE  S.A.S.  a  PACIFIC

MINES  S.A.S.

El  negocio ].urídico  de  que  da  cuenta  la  Escritura  Pública  No.  072  de
la  misma  fecha  y  notaría  referidas  en  el  párrafo  anterior,  mediante
la   cual   se   realizó   un   aporte   de   las   32/33   partes   del   predio   de
LEOPOLDO  DUSSAN  ARROYO  a  PACIFIC  MINES  S.A.S.

C.  ORDENAR al  INSTITUTO GEOGRAFICO AGUSTIN  CODAZZI -IGAC
-,    a    la    UNIDAD    ADMINISTRATIVA    ESPECIAL    DE    GESTIÓN    DE

RESTITUCIÓN  DE TIERRAS  DESPOJADAS  y  a  la  AGENCIA  NACIONAL
DE  TIERRAS  que  de  manera  conjunta,  y  con  el  apoyo  de  la  fuerza
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pública    y    el    acompañamiento    de    la    comunidad    del    CONSEJO
COMUNITARIO  DE  LA  CUENCA  DEL  RÍO  YURUMANGUÍ,  procedan  a
realizar proceso de individualización del territorio colectivo restituido,
basándose  en  el  plano  adjunto  a  la  Resolución  No.1131  del  23  de
mayode2000expedida  porellNCORA,   hoy    ANT,    a    efectos    de
definir  los  puntos,  coordenadas  y  ratificar  la  cabida  del  territorio  de
marras.

D.  Ordenar al  IGAC  la  actualización  en  sus  bases de  datos  las fichas

prediales  correspondientes  a  los  folios  372-0008311,  372-002552,
372-002553  y  372-002554,  relativas  a  los  números  00-02-00-00-
0010-0032-0-00-00-0000,   00-02-00-00-0010-0030-0-00-00-0000,
00-02-00-00-0010-0031-0-00-00-0000,   indicando   la   nueva  cabida
de   las   mismas,   resultante   de   la   supresión   del   área   restituida,
teniendo  como   insumo   para  tal   labor  el   informe   resultante  de   la
diligencia  conjunta  ordenada.

CUARTO:  NEGAR  la  pretensión  segunda  (2),  relativa  a  ordenar  al
INSTITUTO   COLOMBIANO   DE   DESARROLLO   RURAL   hoy   AGENCIA
NACIONAL     DE    TIERRAS     y     a     la     OFICINA     DE     REGISTRO     DE
INSTRUMENTOS  PÚBLICOS  correspondiente,  registrar  la  Resolución
No.  00727  del  20  de  enero  de  1969,  por  la  razones  indicadas  en  la

parte  motiva;  la  4,  consistente en  que se ordene al  otrora  INCODER
y/o  a   la  ANT  iniciar  los  trámites  administrativos,   con   base  en   el
artículo 6 de la  Ley 200 de  1936, con  miras a obtener la extinción del
derecho de dominio de  los fundos que en  la  Resolución  No.  00727 de
1969   se   mencionan   como   de   propiedad   del   señor  JOSÉ   MANUEL
RODRÍGUEZ    Y    CÁRDENAS    o    sus    herederos,    por    las    razones
brevemente indicadas en  la  parte  motiva.

QUINTO:  ORDENAR al  MINISTERIO  DEL INTERIOR  dar  prioridad  a
la  consulta   previa   para   la   implementación  del   PLAN   INTEGRAL  DE
REPARACIÓN   COLECTIVA  -   PIRC   -,   el   cual   debe   incluir  todas   las
"Medidas   de   Reparación   .incluidas   en   el   PIRC"   dd   T'r+uJo   N   "PLAN

INTEGRAL  DE  REPARACIÓN  COLECTIVA  A  COMUNIDADES"   de+  Decreto
4635  de  2011,  que  no  podrán   restarle  eficacia   más  sí  me].orar  o
aumentar  las  medidas  de  reparación  adoptadas  en  esta  sentencia  a
favor   de   los   miembros   de   la   comunidad   Yurumanguireña,   para
efectos  de  cuya  realización  se  concede  el  términó  de  un  (1)  mes,
contado a  partir del  recibo de  la  correspondiente comunicación.
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SEXTO=  ORDENAR a  la  UNIDAD  PARA LA ATENCIÓN Y REPARACIÓN
INTEGRAL   A    LAS   VÍCTIMAS    dar   prioridad    a    la    construcción    e
implementación   del   PLAN   INTEGRAL   DE   REPARACIÓN   COLECTIVA
relativo  a  la  comunidad  afrocolombiana  organizada  en  el  CONSEJO
COMUNITARIO  DE  LA  CUENCA  DEL  RÍO  YURUMANGUI,  teniendo  en
cuenta  para  ello  la  pre  consulta  ya  realizada  y  los  resultados  de  la
consulta  previa  que  habrá  de tener lugar dentro del  mes siguiente a
la   notificación   de   este   fallo   y   el    recibo   de   las   comunicaciones

pertinentes,  así,  Ia  Propuesta  Autónoma  de  Reparación  Colectiva  de
Comunidades  Negras de  Buenaventura, construida  por el  Proceso de
Comunidades    Negras    (PCN),    del    que    forma    parte    el    Conse].o
Comunitario  aquí solicitante.

SÉPTIMO=   ORDENAR   al   MINISTERIO   DE   VIVIENDA,   CIUDAD   Y
TERRITORIO   dar   prioridad   al   acceso   preferente   al   programa   de
subsidio   familiar   de   vivienda    afectada    por   despojo,    abandono,

pérdida    o    menoscabo    en    comunidades,    en    el    marco    de    la
implementación  del  PIRC,  a  favor de  los  miembros  de  la  comunidad
del  CONSEJO  COMUNITARIO  DE  LA  CUENCA  DEL  RÍO  YURUMANGUÍ.

®

OCTAVO:  ORDENAR a  la  ALCALDIA  DISTRITAL  DE  BUNAVENTURA,
a   la   GOBERNACIÓN   DEL  VALLE   DEL  CAUCA  y  al   MINISTERIO   DEL

INTERIOR,  Ia  adopción  e  implementación  de  un  PLAN  DE  RETORNO
en   favor   de   los   miembros   del   CONSEJO   COMUNITARIO    DE    LA
CUENCA DEL RÍO YURUMANGul que por razones del conflicto armado
interno,  como  da  cuenta  de  ello  el  informe  de  caracterización  y  fue
avalado en  esta  decisión judicial,  se vieron  precisados a  desplazarse
fuera  del  territorio,  en  especial  a  Buenaventura.

NOVENO=   COMPULSAR   copias   a    la    FISCALIA   GENERAL   DE   LA
NACIÓN  para  que  procedan,  si  aún  no  lo  han  hecho,  a  investigar  las
conductas que se puedan adecuar a calificar como punibles, ocurridas
en    el    territorio    del    Conse].o    Comunitario,    que    pudieron    ser

perpetradas   por   agentes   del   Estado,   como   lo   solicita   la   parte
demandante  en  su  pretensión  décimo  cuarta,  o  por  cualquier  otro
actor armado.

DÉCIMO: ORDENAR a la  UNIDAD NACIONAL DE PROTECCIÓN  llevar
a  cabo  los  trámites  de  estudio  de  riesgo  de  los  representantes  y
autoridades  propias de  las comunidades,  a  saber:  Junta  del  Consejo
Comunitario  de   la   Cuenca   del   Río  Yurumanguí  y   la  Asociación   de
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Pueblos   Unidos   por  el   Río  Yurumanguí   (APONURY),   y   brindar   las
medidas de seguridad  que sean  necesarias.

DÉCIMO  PRIMERA:  ORDENAR  a  la  COMISIÓN  INTERSECTORIAL
NACIONAL  PARA   LA  ACCIÓN   CONTRA   MINAS  ANTIPERSONAL,   dar

prioridad  al  territorio  de  la  Cuenca  del  Río Yurumanguí  para  realizar
el   desminado   humanitario   tal   y   como   lo   consagra   la   ley,   previa
consulta   a   la   comunidad   para   evitar   un   daño   mayor   al   que   tal
situación  pueda  generar.

DÉCIMO   SEGUNDA:   ORDENAR      a   la   AGENCIA   NACIONAL   DE
TIERRAS  se  proceda  a  efectuar  la  corrección  de  la  Resolución  No.
01131 de 2000, a partir del reconocido error de digitación consistente
en  trasponer  las  coordenadas  X  por  la  Y y  la  Y  por  la  X,  tal  como  lo
indicara  el  IGAC;  y  al  INSTITUTO  GEOGRÁFICO AGUSTÍN  CODAZZI,
de   manera   consecuencial,   que   haga    las   anotaciones   y   a].ustes
catastrales  pertinentes  y  proceda  a  redibujar  el  mapa  del  territorio
restituido,  para  cuyo efecto expedirá  acto administrativo que deberá
ser allegado a esta  Sala  en  el término de  un  mes contado a  partir de
la  fecha  en  la  que  la  ANT le  comunique  el  acatamiento  de  la  orden  a
su   cargo.   Adicionalmente,   de   conformidad   con   lo   previsto   en   el
artículo  98  del   Decreto  -Ley  4635  de  2011,  se  ORDENA  al   IGAC
actualizar  su  sistema  de  registro  y  a  incluir  en  el  mapa  oficial  del

país, si aún  no lo ha  hecho, el territorio de propiedad colectiva objeto
de  restitución.

DÉCIMO   TERCERA=    ORDENAR   a    las   autoridades    propias   del
CONSEJO  COMUNITARIO  DE  LA  CUENCA  DEL  RÍO  YURUMANGUÍ,  y

en  general,  a  todos  los  miembros  de  dicha  comunidad,  adoptar  las
medidas  pertinentes  para  que  en  la  zona  de  traslape  del  territorio
ad].udicado   al   Consejo   Comunitario   con   la    Reserva    Forestal   del
Pacífico,  se  observen  con  mayor  celo  las  medidas  de  protección  de
los   recursos   naturales   renovables;   asimismo,   las   normas   en   la
materia  y  las  restricciones  relativas al  uso en  ellas contenidas.

DÉCIMO  CUARTA:  ORDENAR al  CENTRO  NACIONAL  DE  MEMORIA
HISTÓRICA  integrar  en  su  archivo  copia  de  la  presente  sentencia,
asimismo,  que  documente  de  manera  diferencial,   más  allá  de  las
fuentes  recabadas en  este  proceso,  y de  la  verdad judicial  expuesta
en esta sentencia, los hechos, afectaciones y presiones históricas que
generaron    la    situación    actual    de   vulnerabilidad,    discriminación,

Referencía : 76-111-31-21-001-2015-00053-00

Solicitante:  CONSEJ0 COMUNITARIO  DE  LA CUENCA  DEL RÍO YURUMANGUÍ

Oposítor:  PACIFIC  MINES  S.A.

Magístrado: Carlos Alberto Tróchez Rosales

®

®



•{ÁF-

139

abandono,    despo].o   y   confinamiento    padecida    por   el    CONSEJO
COMUNITARIO   DE   LA  CUENCA   DEL   RÍO  YURUMANGUÍ.   Todo   esto
como  medida  de satisfacción,  tendiente a  restablecer la  dignidad  de
la  víctima  comunitaria  y difundir la  verdad  sobre  lo sucedido.

®

DÉCIMO    QUINTA=    ORDENAR   a    la    UNIDAD   ADMINISTRATIVA
ESPECIAL  DE  GESTIÓN  DE  RESTITUCIÓN  DE TIERRAS  DESPOJADAS

y   la  UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL PARA LA CONSOLIDACIÓN
TERRITORIAL,        coordinar       la        concertación,       financiación       y
acompañamiento  de  planes  de  enfoque  diferencial  orientados  a  la
sustitución  de  cultivos  ilícitos,  la  mitigación  de  sus  efectos  a  través
de  estrategias  de  seguridad  alimentaria  y  el  fomento  de  iniciativas
productivas   en   beneficio   de   la   comunidad   Yurumanguireña   y   su
territorio   colectivo;   para   efectos  del   acatamiento   de   la   presente
decisión  se  otorga  un  término  de  tres  (3)  meses,  contados  a  partir
del  recibo de  la  correspondiente comunicación.

DÉCIMO   SEXTA=   ORDENAR   a    la   UAEGRTD,   en   asocio   con   el
MINISTERIO  DE  AGRICULTURA  Y  DESARROLLO  RURAL,  la  AGENCIA

NACIONAL DE TIERRAS y el  DEPARTAMENTO  PARA LA PROSPERIDAD
SOCIAL   -   DPS   -,   el   estudio,   financiación   e   implementación   de

proyectos  productivos  agropecuarios  que  beneficien  a  la  comunidad
restituida,  atendiendo  a  sus  costumbres  y  tradiciones  culturales  y
ancestrales,    mandato    para    cuyo   cumplimiento   se   otorgará    un
término  de  tres  (3)  meses  contados  a  partir  de  la  notificación  del
presente fallo.

DÉCIMO SÉPTIMA=  En  atención  a  la  pretensión  12  de  la  demanda,
se    dispone    ORDENAR    a     la     UNIDAD    PARA    LA    ATENCIÓN    Y
REPERACIÓN    INTEGRAL   A    LAS    VÍCTIMAS    que    lleve    a    cabo    el
"programa  de  retorno  para  la  población  desplazada  que quiere  retornar al

Consejo  Comuní.£art.o'',  y,  de  conformidad  a  lo  estatuido  en  el  artículo
71  del  Decreto  4635  de  20il,  el  mandato  recaerá  con].untamente
tanto   en   la   entidad   ya   mencionada   como   en   la   UAEGRTD   y   el
MINISTERIO  DEL INTERIOR,  a  través  de  la  Dirección  de  Asuntos  de
Comunidades  Negras,  Afrocolombianas,  Raizales y  Palenqueras,  con
el   concurso   de   las   autoridades   propias   y   los   representantes   del
CONSEJO  COMUNITARIO  DE  LA  CUENCA  DEL  RÍO  YURUMANGUÍ,  Io

anterior  en  concordancia  con  lo  dispuesto  en  el  resuelve  octavo  de
este fallo.
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DÉCIMO   OCTAVA=    ORDENAR   a    la    UNIDAD   ADMINISTRATIVA
ESPECIAL  DE  GESTIÓN  DE  RESTITUCIÓN  DE TIERRAS  -  DIRECCIÓN
TERRITORIAL VALLE  DEL  CAUCA,  que  en  el  término  de  quince  (15)
días,  contados a  partir de  la  notificación  de  esta  providencia,  realice
entrega simbólica del territorio colectivo del CONSEJO COMUNITARIO
DE  LA  CUENCA  DEL  RÍO  YURUMANGUÍ.

DÉCIMO NOVENA: ORDENAR a  la  PROCURADURÍA DELEGADA PARA
LA    RESTITUCIÓN     DE    TIERRAS    adscrita    a    esta    Sala    y    a    la
DEFENSORÍA    DEL    PUEBLO    REGIONAL   VALLE    DEL    CAUCA,    que

apoyen,   acompañen  y  vigilen   el   pleno  cumplimiento  del   presente
fallo,  con  el  fin  de  garantizar  de  manera  efectiva  los  derechos  aquí

protegidos y las órdenes adoptadas y requerir a los responsables, por
la   demora   que   en   el   cumplimiento   de   las   mismas   se   presenten,
usando si  fuere del  caso sus  poderes disciplinarios.

VIGÉSIMO:  ORDENAR al  SERVICIO  NACIONAL DE APRENDIZAJE  -
SENA -que implemente cursos técnicos de formación  en  producción
agropecuaria  para  los  habitantes  de  la  comunidad  Yurumanguireña,
en  coordinación  con  las  autoridades  del  Consejo  Comunitario,  para
efectos  del  cumplimiento  de  esta  determinación  se  le  otorgará  un
término de tres (3)  meses.

VIGÉSIMO    PRIMERO:    FORMALIZAR    las    prácticas    de    minería
tradicional      que      realicen      los      miembros      de      la      comunidad
Yurumanguireña  al  interior del territorio colectivo,  para  efectos de  lo
cual  la  solicitud  o solicitudes propuestas de concesión  minera  que en
el  momento se estén tramitando o se lleguen a tramitar, se sometan
al   procedimiento   de   consulta   previa   y   que   se   adopten   medidas
efectivas  tendientes  a  evitar  la   práctica  de  la   minería  ilegal  en  el
territorio  colectivo;   asimismo,   se  dispone  ORDENAR  a   la   POLICÍA
NACIONAL,  EJÉRCITO  NACIONAL, ARMADA NACIONAL, ALCALDÍA DE

BUENAVENTURA  que  prohíban  e  impidan  el  ingreso  y  embarque  de
máquinas  retroexcavadoras,  dragas  y  planchones  al  territorio  de  la
comunidad  Yurumanguireña,   entre  otras   medidas  encaminadas  al
mismo fin.

VIGÉSIMO  SEGUNDO:   ORDENAR  a   la   DIRECCIÓN  TERRITORIAL
VALLE  DEL CAUCA Y  EJE  CAFETERO  de  la  UNIDAD ADMINISTRATIVA
ESPECIAL  DE  GESTIÓN  DE  RESTITUCIÓN  DE TIERRAS  DESPOJADAS

que,  a  efectos  de  determinar  en  la  etapa  post  fallo  las  medidas  de
reparación  con  enfoque  diferencial  a  implementarse,  y  en  virtud  de
lo  estatuido  en  el  artículo  119  del  Decreto  4635  de  2011,  realice  el

Referencia : 76-111-31-21-001-2015-00053-00

Solicitante:  CONSEJO COMUNITARIO  DE  LA CUENCA  DEL RÍO YURUMANGUÍ

Opositor:  PACIFIC  MINES S.A.

Magistrado: Carlos Alberto Tróchez Rosales
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censo   actualizado   de   las   personas   que   conforman   el   CONSEJO
COMUNITARIO  DE  LA  CUENCA  DEL  RÍO  YURUMANGUÍ,  indicando  no
solo   el    número   de   individuos   que   lo   componen,   sino   además
discriminándolas  por  su  género  y  edad;  para  ello  indicará,  de  igual
manera,   cuántas   personas   son   niños   y   niñas,   adultos   mayores,
mu].eres y  hombres y su  composición  familiar.

VIGÉSIMO TERCERO:  Se  dispondrá  el  monitoreo  del  cumplimiento
de las órdenes aquí emanadas, tendientes al  restablecimiento de  los
derechos  colectivos  e  individuales  del  CONSEJO  COMUNITARIO  DE
LA  CUENCA  DEL  RÍO  YURUMANGUÍ,   para  efectos  de  lo  cual,  en   la
etapa   post   fallo   se   harán   los   requerimientos   de   rigor,   una   vez
transcurrido el lapso para que cada una de las entidades involucradas
informe  lo de su  cargo y competencias.

Magistrado
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REPUBLICA DE COLOMBIA

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE CALI

SALA CIVIL ESPECIALIZADA EN RESTITUCION DE T[ERRAS.

Acíaraci.Ón de voto:

MAG.   GLORIA DEL SOCORRO VICTORIA GIRALDO.

Referencia:               Restitución de tierras
Solicitante:                 CONSEJO COMUNITARIO DE LA CUENCA DEL RIO YURUMANGUI

Opositores:                PACIFIC M[NES S.A.S. y cLAUDIA CONSUELO DUSSAN ÁNGEL
Radicación:                76iii3i2iooi20150oo5300

Con mi acostumbrado respeto, aclaro el voto para señalar que si bien es cierto estoy de

acuerdo con el punto en que se concluye que en este caso se cumplió a cabalidad con

el   requisito   de   procedibilidad   y   que   en   el   curso   de   la   actuación   judicial   quedó

plenamente  identificado el territorio  cuya  restitución  reclama  el  Consejo Comunitario

de  la  Cuenca  del  Río  Yurumangui',  también  lo  es  que  discrepo  de  los  argumentos

planteados al analizar la naturaleza y alcance de tal requisito, por las siguientes razones.

i.  En  la  decisión  aprobada  por  la  sala  mayoritaria  se  afirma  que  la  inscripción  en  el

registro de tierras despojadas es un elemento, que aunque importante, es meramente

formal y sus falencias no pueden constituirse en obstáculo de las víctimas para acceder

a la etapa judicial, pues ello implicaría incurrir en un exceso ritual manifiesto.

En   apoyo   de   esa   afirmación   se   retoma   la   reiterada   y   paci'fica   jurisprudencia

constitucional  que  señala  que  el  reconocimiento  de  la  calidad  de  víctima  de  una

persona,  se  da  en  razón  de  los  hechos  violentos  que  le  han  generado  daño,  y  no
derivado de su  inscripción o no en un registro, criterio que se decantó al analizar si la

falta de registro de una persona ante la Unidad de Víctimas era suficiente motivo para

negarle la ayuda de emergencia, la ayuda humanitaria y los auxilios consagrados en la

ley para la protección y el restablecimiento de derechos de las vi'ctimas de la violencia;

postura  que si bien fue ratificada  por la Corte Constitucional  en  la  Sentencia C-7i5 de

2oi2 al analizar el cargo formulado contra la exigencia de inscripción de la víctima en el

registro de tierras despojadas, también lo es que en esta ocasión, al declarar exequible

ese requisito de procedibilidad, la Corte puntualizó que tal requerimiento cumpli'a una

finalidad  constitucional,  era  idóneo  y adecuado y al  mismo tiempo  era  una  exigencia

proporcional  y  razonable,  y  puntualizó  que  no  se  constituía  en  obstáculo  para  las

víctimas acceder a la reparación, siendo un requisito procedimental mi'nimo que podían

y debi'an cumplir, resaltándose que el  objeto de inscripción en el  registro es el  predio
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del cual fue despojado forzosamente o que se vio obligado a abandonar forzosamente

el  reclamante,  distinguiéndose  en  El  universo  de  las  víctimas  del  conflicto  armado,

aquellas que son titulares de la acción de restitución.

En  esa  misma  providencia  y  posteriormente  en  la  Sentencia  C-ogg  de  2oi3,  la  Corte

precisó  la  importancia  del  cumplimiento  de  la  etapa  administrativa  con  apego  a  las

exigencias del debido proceso, precisando que no se trata de una mera formalidad o

ritualismo, sino del agotamiento de una etapa del proceso, establecida por el legislador.

En efecto, en el Decreto 4635 de 2oii, para la restitución de los territorios colectivos de

las comunidades negras, afrocolombianas, raizales y palenqueras, y la reparación de los

daños y afectaciones territoriales individuales con efectos colectivos y colectivos en si',

el  legislador  estableció  un  procedimiento  mixto,  que  tiene  dos  etapas  claramente

diferenciadas, una primera etapa administrativa que debe surtirse ante la UAEGRTD, y

otra judicial, ante los Jueces Civiles de Circuito Especializados en Restitución de Tierras,

que  habrán  de  decidir  de  fondo  y  en  sentencia,  en  el  evento  de  no  presentarse
oposición, o en su lugar, será decidido por las Salas Civiles Especializados en Restitución

de Tierras del Tribunal Superior, en caso de haberse formulado oposición.

Así pues, la inscripción o no en el registro de tierras despojadas no es una formalidad ni

un ritualismo, es la culminación del procedimiento en el cual la autoridad administrativa

da trámite a la solicitud, decreta, practica y valora las pruebas necesarias y pertinentes

para decidir si se acreditaron los elementos previstos en la ley para dar paso a la etapa

judicial de la acción de restitución. Con relación al agotamiento de este procedimiento

establecido por el legislador se pronunció la jurisprudencia constitucional, precisando:

``Además,  es  necesario  establecer dentro del  proceso  de  restitución  cuáles son  los

derechos que tiene cada uno de los sujetos que intervienen en relación con el predio

que se pretende restituir. Se debe determinar la situación de poseedor, ocupante, o
propietario y  la  variación  de  los mismos  en  el  contexto del  abandono forzado o  el
despojo.  Para ese fin, el artículo 76 de la Ley i448 de 2oii crea el Registro de Tierras

Despo/.adas  y  Abandonadas  Forzosc]mente,  en  e/  cual  se  i.nscri.be  tanto  e/  predjo
despojado o abandonado como las personas que fueron despojadas de sus tierras u
obligadas a abandonarlas y su relación jurídica con estas, determinando con precisión
los predios objeto de despojo, así como el período durante el cual se ejerció influencia

armada en relc]ci.Ón con eí predi.o.

La  decisión  de  la  Unidad  sobre  la  inscripción  del  predio  debe  constar  en  un  acto
administrativo motivado. Si la decisión de la Unidad es negativa, contra dicha decisión

proceden recursos. Así se reconoció en la sentencia C-7i5 de 2oi2 al señalar que ``ante
la negativa de la Unidad Administrativa de incluir en el registro a determinado predio,

la  vi'ctJ.m  cuenta con  mecani.smos  de defensa para  controvertjr o  Í.mpugmr di.cha
decisión y poder acceder al procedimiento establecido por la Ley para la restitución
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de  sus  derechos  (...)."  En  esa  medjda,  la  decjsi.Ón  negatjva  de  la  Unjdad  no  es  el

resultado de un proceso d/.screci.onal o arbi.trarjo que se convjerta en un obstáculo
i.nsupercibíe para que las vícti.mas puedan dar jni.ci.o al proceso /.udi.ci.al, pero si. es un

cicto su/.eto ci controles djseñado para evi.tar abusos de qujenes pretendan  hacerse

pasar por vícti.ms y benefjci.arse con /os procedi.mi.entos establecjdos por eí legi.slador
en su favor. Cu/mjnada /a etapa admi.m.strati.va, se da i.njcí.o a la etapa /.udi.ci.al.

La inscripción del predio en el Registro Único de Tierras Despojadas o Abandonadas es

el  requjsjto  de  proced/.b/.ljdad  para  eí  /.ni.cjo  de  `a  etapa  /.udjci.al  de  resti.tuci.Ón.2  No

obstante, Ía exjstenci.a del certjfi.cado de i.nscri.pc/.Ón no conduce automáti.camente a

que e/ /.uez decrete /a entrega de/ bi.en cií rec/amcinte,  pues en todo caso,  e/ acervo
probator/.o reco/ectado por Ía Uni.dad se debe someter a debate probatori.o. Dado que
el  /egi.slcidor  estc]blecjó  un  procedi.mjento  mi.xto  (admi.njstmtjvo y /.udjcjal)  para  le

resti.tucjón, es claro que el /.uez no cumpíe um funci.ón notc]rjal o de regjstro, ni. es un

convi.dcido de pi.edrc¡ que debe atenerse únjccímente Ío probcido por Ía Uni.dad.''3

Y más  adelante  puntualiza  sobre  la  naturaleza  del  procedimiento  administrativo  que

debe surtirse en la UAEGRTD, que:

``Ta/ como se seña/ó en la secci.Ón 4.2.i de esta provi.denci.a, la Uni.dc]d Admi.ni.strati.va

Especi.al de Gesti.Ón de Resti.tuci.Ón de Ti.erras es la entjdad encargada de conformar y

adm/.ni.strar  eí  Regi.stro  de  Tjerras  Despo/.adcis  y  Abandonadcís  Forzcidamente,  as/

como de expedir el certificado de inscripción del predio despojado, el cual constituye

eí requi.si.to de procedjbi.Íjdad parcí i.ni.cjar eí proceso /.udi.ciaí de resti.tucjón, según lo

que estabíece eí artículo 76 de la Ley i448 de 20ii.

Q€bJ.do  a  que  el  /egís!adQrJe_ impuso±s±as_rep_onsabjíídade5T  tambíén  /eo±o[gé

fg£±±J±gdgs._ptara j=g£g±±darJas pruebas con__bc#e en cuales podrá decjdjr±ar]to sobre la
Í±±scrí!2£Íéri  cJeJ  predío ±en  el Begís±rQ,_£omo Jas  demás  quc  secín  necesarías  para  la

pLreseritc7ció±ideJa solJ.cÍ±±±dd€_±estítuc;Ónun±€_ÉÉJ±±.ez. _ Al recaudar esas .Druebas.  la
ULnidíud_d__e__Tier_r_a5ke_b_e_dete_r_üi±o__n__prec_issiórLfl_e_selpredioob,ietQ.deldespo.io
o_a__b_ando_nQ}Q±zadQ+ _lapers&r±a  y_el  núcleQ_ famifiai±iseL desp_ojado  o  de g±±1en

aÉ+Éa±±donóeJ_prgdíQ,eícon±€2£±Qd±vi.o`encía±nq.!±ie_seprQd±±jQ€J_despojooabaridQnQ

fQÉc>,  así_co±]io__de  !Q.sposÍÉ±s.s  ctpQsÍ±or±í c]/ prQc€so._d€  res±Í±±±cíón.  Por e/Ío  se
autori.za a la Uni.dcid a acceder cÍ todas las bases de datos sobre las víctjmas de despo/.o
o  abandono  forzado,  deí  lnstjtuto  Geográfi.co  Agustín  Codcizz/.  y  de  los  catastros
descentraíi.zados, de las notarías, deí /nsti.tuto Colombi.ano de Descirrollo Ruraí, de la

Superintendenci.a de Notarjado y Regjstro, de las ofi.ci.ms de regi.stro de i.nstrumentos

públicos, entre otras. Estas funciones, que ejerce la Unidad de Tierras en favor de las
vi'cti.mas  de/  despo/.o,  fueron  di.señadas  de  esta  formci  para  reduci.r  /os  ni.veíes  de

exposi.ci.ón de las vi'ctjmas que jntentaron la resti.tuci.ón de sus bi.enes por /os medi.os

ordi.nan.os  y  como  producto  de  elío  fueron  amenazadas  o  i.ncíuso  asesjnc]das  por

quienes los despojaron.

Dc]do que /a jntervenci.Ón de Ía Uni.dad de Tjerras se hace en i.nterés de la verdad sobre
el  despojo,  que  la_s___dü3fi±s_i_o_nes  qi±e_±Qpta  d_er3_±rQid_e_I  proceso  adm±riís±±aíl_v_o_ 5.Qn

re5uJtizdQ±Í  r€£a+±doprobatQríQ|±_die  lal±a±Qra£j.Ón  f!mdada  que_ha££L±€_ta!€s

' C-7i5 de 2oi2 (MP. Luis Ernesto Vargas Silva, SVP: María Victoria Calle Correa, Mauricio González Cuervo, Luis Guillermo Guerrero Pérez

y Gabriel Eduardo Mendoza Martelo; SV y AV= Jorge lgnacio Pretelt Chaljub).
2 Ley i448 cJe 2oii, artJ'cu/o 76.

3 Corte Constitucional. Sentencia C-ogg de 2oi3. Mag. Ponente María Victoria Calle.

¥\nv`



Ac`aración de voto
Restí.tuci.ón de c]erechos tem.tor/.a`es co/ectí.vos

76111312100120150005300

ba±Iaz&oQs, se considera que su intervención es imparcial y en esa medida, Ia misma ley,
en el artículo si, presume que las pruebas presentadas por la Unidad son fidedignas.

Elle£_hod_ep±eeLiales_sQli£1±±u__desse±an_e_!r_es_u_Imdí2_de_u_npr_oces_oLfun_d_amen±ad_o__de
i.r!yLeLstjg€aci.Óriq±ie_le per_mj±É2ú _ l_a  l/_nJdad __de  ljgrras _d_ete_[ria_r_ /a  v_J.cjiffad  dela_
ins_c=±Íp!cióó_ndelpr!edí£oobje_t_c2Á±e__d_e_spojio_o_íib_and_Qr±Qj_o_rzadQ3ii±e_l_Regis_t_r:Q+_y_reu_n_ir_

±osLd_e_má_s ±±em_ento5__*J._d_os pítala__pre5±n±a€j_ón _deJaí50lJ.cÍ±±±dgs__de  res±±±LjLcjón

an_te Lo+sj±±+e£€s,  hace que no sea comparable /a sjtuaci.ón que enfrentcin las vi'ctjmc]s
representadas por lc] Unjdad y /as que acuden djrectc]mente a Íos /.ueces pcm soli.ci.tar
la restitución."4(subrayado fuera del texto)

AsÍ pues, existe gran diferencia entre la inclusión de las vi'ctimas en el Registro Único de

Víctimas de la  Unidad de Victimas para efectos de  la  priorización o focalización de las

ayudas humanitarias, y el registro de los predios de los cuales las víctimas pudieron ser

despojadas por hechos ocurridos en el  marco del conflicto armado, y respecto de los

cuales acredita  una relación jurídica  que le hace titular de la acción de  restitución, y la

ausencia  de  dicha  inscripción  o  la  negativa  de  la  misma,  impide  que  se  presente  la

reclamación ante los Jueces de esa especialidad.

2. Y de otra parte, en este caso, de las pruebas allegadas a la actuación se evidencia que

el territorio reclamado fue debidamente identificado en la etapa administrativa, tanto

en el informe de caracterización, como registral y catastralmente y desde esa fase todos

los interesados tuvieron la oportunidad de cuestionar el error en las coordenadas, sin

que  ese  yerro  hubiese  tenido  la  trascendencia  de  afectar  las  garanti'as  procesales  a

ninguno    de   los    intervinientes,   quienes   en    las   oportunidades   previstas    por   la

normatividad, expusieron sus argumentos y aportaron los documentos que estimaron

pertinentes  para  controvertir  la  relación  jurídica  de  la  comunidad  solicitante  con  el

territorio,    sin    éxito,    situación    que    difiere    notoriamente    de    una    ausencia    de

identificación del territorio.

Adicional a lo anterior y como se analiza ampliamente en la providencia, en la actuación

judicial, como corresponde, pues precisamente esa es la finalidad de la etapa instructiva

en todo proceso, y la acción de restitución de derechos territoriales en ese punto no es

la   excepción,   quedó   superado   el   dislate   e   identificado   plenamente   el   territorio

reclamado.

Dejo en esta forma expuestos mis argumentos para aclarar el voto.

GLORIA  DEL

4 ibidem.


